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PRESENTACIÓN 

E 1 número 30 de Ecuador Debate, 
publicado hace 1 O años, conte
nía en su tema central la discu

sión sobre Gobernabilidad y Democra
cia, discutiendo la gobernabil idad exigi
da como contraparte a las políticas de 
ajuste, que tuvieron su mejor expresión 
durante la presidencia de Durán  Bal lén. 
Desde entonces la democracia ha sido 
un tema recurrente asumido, tanto en la 
sección Análisis como en temas centra
les. 

la reinstalación de regímenes de
mocráticos cumple un cuarto de siglo 
en América latina. Después del entu
siasmo inicial ,  se ha venido instalando 
pesimismo y desencanto. Los ajustes es
tructurales, no han resuelto las desigual
dades sociales, y frecuentemente las 
han agudizado. 

En tales circunstancias, cabe pre
guntarse sobre la l egitimidad que tienen 
los regímenes democráticos. Toda legiti 
midad de un orden político, se  funda
menta en las creencias que comparten 
los sujetos visibilizados en la constitu
ción de vínculos de confianza de los 
ciudadanos con e l  gobierno. Estas 
creencias descansan no solo en el ejer
cicio de derechos e lectorales y l iberta
des políticas mínimas, sino en la exis
tencia de una comunidad política. Pre
cisamente la fragilidad de las comuni 
dades políticas, resu ltante de la profun
dización de· las brechas sociales. han 
originado una creciente des legitimación 
de los regímenes pol íticos 

Así, nuestros regímenes políticos de
mocráticos, sobreviven impregnados 
de la pervivencía de modos patrímonia
listas de ejercicio del poder. En tanto 
que las movilizaciones provenientes de 
los grupos populares y étnicos, contri
buyen a una inestabilidad constante, 
produciéndose una crisis de legitimidad 
que erosiona la convivencia democráti
ca. Una crisi s  que además está condu
ciendo crecientemente a tentaciones 
autoritarias del más diverso signo. 

las crecientes desigualdades en la 
distribución de la riqueza, el autoritaris
mo con el que se mantienen los gobier
nos, democráticamente elegidos, como 
respuesta a las protestas, a sus malas po
líticas gubernativas, provocan un desor
den que deslegitima el orden democrá
tico. Tal es el aná l i sis de José Sánchez 
Parga que se interroga sobre el por qué 
se deslegitima las democracias en Amé
rica latina y en particular en los países 
andinos. 

A su vez, la protesta social, al  cues
tionar a la democracia representativa 
generan actitudes antipolíticas que se 
acentúan por la crisis dé representación, 
centrándose como al ternativa en la de
nominada "democracia representativa", 
sin embargo ésta parece ser otra forma 
de acción política corporativa fundada 
en formas de presión particu laristas; de 
hecho la democracia representativa no 
excluye la participación, en  su conteni
do, ya que supone diversos mecanismos 
de relación con la autoridad legítima· 
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mente constituida. Esta reflexión nos 
trae César Montúfar en su artículo: "An
tipolitica, representación y participa
ción ciudadana". En todo caso el asun
to a juzgarse es esa legitimidad. 

La legitimidad para unos es la ilegi
timidad para otros, el debate y las cerra
das opciones, provocan situaciones vio
lentas, que visibilizan sociedades pola
rizadas por las agudas diferencias entre 
pobres y ricos, profundizando las fractu
ras sociales y volviendo inviable el fun
cionamiento societal. Tal es el c:aso de 
la Venezuela de hoy, observado por 
Margarita López Maya. 

Los pactos y acuerdos políticos, en 
contextos de empobrecimiento societal 
y de continuidad de formas caudillistas, 
como es el caso boliviano, no parecen 
suficientes para asegurar el funciona
miento del sistema y de su legitimidad. 
Tras veinte años de relativa coerción y 
estabilidad institucional, Bolivia vio 
truncado su modelo que se mostró, a la 
larga, incapaz de absorber la conflictivi
dad, como nos demuestra Stéphanie 
Alenda, en el artículo que publicamos: 
"Bolivia: La erosión del pacto democrá
tico" y que nos vuelve a la inquietud 
fundamental sobre si los capitalismos 
rentistas, atrofiados, condicionados por 
las decisiones del FMI-BM, son capaces 
de albergar formas democráticas; al re
vés, si las democracias pueden propi
ciar un desarrollo fundado en el bien 
común, distinto de los intereses particu
lares de los grupos de presión. 

Este "bien común" que implica al de
cir de Portantiero, la constitución del or
den sobre el desorden, de esa confianza 
básica entre el gobierno y el pueblo, 
presupone una institucionalidad en la 

que todos se sienten identificados., cu
biertos e involucrados, en el sentido de 
un "capital social", cuya construcción 
apar(•ce, según el artículo de M. Baque
ro, como una alternativ,1 de funciona
miento y legitimidad democrática. El 
como esto se produce, en un gobierno 
nacido de una inédita expresión electo
ral, el del Brasil del Presidente lula, en 
la relación Ejecutivo-Congreso, nos ex
pone L. Herrmann. 

la función de los militares en el ac
tual gobierno, un asunto expuesto en 
anteriores análisis de coyuntura de la re
vista, es ampliamente estudiado por 
Diego Pérez. Las Fuerzas Armadas, nos 
dice, más allá de su conocida tutoría so
bre el estado y la democracia, son "un 
actor político determinante". El hege
mónico poderío de los Estados Unidos, 
representa un desafío para la ínstitucio
nalidad construida luego de la 11 Guerra 
Mundial; la ONU es por lo pronto inca
paz de crear un orden a este desenfrena
do poderío. Tal es la visión de M. Gon
zález Bustelo. 

Por causas ajenas a nuestra volun
tad, de ofrecer información sobre el 
acontecer de la economía nacional, la
mentamos la ausencia de la coyuntura 
económica en este número. Pedimos 
disculpas. 

Pese a su importancia, las transfor
maciones en la estructura de tenencia 
de la tierra, es escasamente estudiada 
en el país; el artículo de F. Guerrero, so
bre el mercado de tierras en Cotacachi, 
nos muestra tanto las potencialidades e 
importancia de este tipo de aproxima
ciones, así como las formas y los con
flictos que el acceso a este recurso ge 
neran. 



En su serie DIALOGOS, e l  CAAP pu
bl icó Releer los populismos, una impor
tante y controversia! discusión, desde la  
experiencia ecuatoriana, está contenida 
en el trabajo de P. Andrade, con una in
vitación a continuar con el debate. 

La sección Análisis, contiene ade
más un esfuerzo comparativo, muy per
t inente a l a  hora de pensar la política en 
el contexto andino, de M. Córdova. Los 
efectos de la reelección de d iputados, 
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permitida a partir de las reformas de 
1994 a la Constitución, ha posibi litado 
tanto la presencia predominante de u n  
partido político, el Social  Cristiano, co
mo el desarrollo de una carrera política. 
Esta i nteresante entrada al análisis de 
funcionamiento del sistema poHtico, es
tá contenida en e l  artícu lo de A. Mejía. 
La sección se completa con el aporte de 
A. O. Brunold, sobre la cooperación ha
cia el  cumpl imiento de la  Agenda 21. 



PUBLICACION CAAP 

Esta nueva publicación de la serie 
DIALOGOS, discute los populis
mos, tanto para contribuir al escla
recimiento de este concepto, muy 
propia a la política Latinoamerica
na, como para desentrañar esos 
''vados políticos", en los que emer

gen. 

Al volverse parte de la cotidianei · 

ddd discursiva y dd lengu.t¡e co
mún, este concepto ha ido perdicn 
do su capacidad explicativa y cog
noscitiva. 

No todo Jo que se presenta como 
popular, rocolero, claudicante e 

inexplicable corresponde a su definición. 

Sin embargo, para poder entender el cómo promesas electorales con
trarias a las políticas de ajuste, se transformaron luego en la aplicación 
del recetario neoliberal: aparece el término "neopopulismos", de ma
yor ambigüedad y dificultad para explicar los momentos cruciales de 
la reciente h.i!.toria política. 

Hacia el debate, Releer los populismos, contiene los artículos: 

Clarificando un concepto: "el Populismo en el estudio de la polí
tica latinoamericana"; de Kurt Weyland 
Un balance crítico de los debates sobre el nuevo populísmo de: 
Carlos De la Torre 
Repensando el populismo: Gerardo Aboy Carlés 
El populismo en la politica ecuatoriana contemporánea: Hernán 
lbarra 



CoYUNTURA 

Fuerzas armadas ecuatorianas: 2004 

Diego Pérez Enríquer 

El endurecimiento de las acciones militares per sé, no va a solucionar ninguno de los proble

mas de defensa y seguridad que amenacen al país. Al contrario, limitar la respuesta únicamen

te a un endurecimiento de este tipo podría redundar únicamente en la exacerbación de una 
oleada de violencia anti gobiernista y anti militarista 

L os primeros meses del año 
2004, evidenciaron la relevan
cia que mantienen las Fuerzas 

Armadas como un actor político deter
minante en el ejercicio de la democra
cia ecuatoriana. Este rol político data de 
la fundación misma del Ecuador y tiene 
una base legal configurada por ese es
pacio "gris" que representa la enuncia
ción de las misiones de la institución en 
el actual artículo 1 83 de la Constitu
ción l. Considerar como parte de su mi
sión garantizar el ordenamiento jurídico 
del país permite que la actuación militar 
se justifique cuando ese orden se vea 
amenazado en cualquiera .de los ámbi
tos que componen la vida de un Estado. 

Los límites alrededor del "desorden" 
que amenazaría su vida son definidos 
por la misma institución castrense. Esto 
lleva a que la intervención militar en 
política sea abordada como una misión 
básica e ineludible espec ialmente cuan
do la solidez institucional y el respeto 
de los gobernantes a los fundamentos 
del Estado de derecho no son elementos 
esenciales del sistema. Y, cuando la so
ciedad desde sus imaginarios concibe a 
la institución militar como profesional, 
sólida, con capacidad ejecutiva y po
seedora de un valor moral indiscutible, 
es decir, todo aquello que las institucio
nes políticas civiles no son, los espacios 
de intervención se legitiman y no en·· 

Licenciado en Ciencias Políticas y Derecho por la Universidad Internacional del Ecuador 
y Magíster en Relaciones Internacionales con mención en Política Internacional por la 
Universidad Andina S imón Bolívar. Investigador de las relaciones civiles- m i l itares en el 
Ecuador. 
La función mi l itar siempre se la ha asociado con una función política como demuestra lo 
enunciado por la Constitución de 1835 donde señala que una de las funciones de las FFAA 
es " . . .  mantener el orden interior y sostener las instituciones, las leyes y el gobierno". Cita 
realizada en MONCAYO, Paco, Fuerzas Armadas v Sociedad, Corporación Editora Nacio
nal, Quito, 1995. 
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frentan contestación por parte de los in
d ividuos comunes. 

Estos elementos conducen a pensar 
en el Ecuador como una "democracia 
protegida"2, donde la intervención polí
tica de los mi l itares no es vista como un 
elemento anómalo y externo a l  ejercicio 
civil de la misma, s ino considerada una 
situación permanente y en muchas oca
siones añorada cuando no está pre
sente. 

La actuación m i l itar se rige dentro 
de los marcos legales que imponen la 
Constitución, la Ley de Seguridad Na
cional y los reglamentos relacionados. 
Pero también existe un componente 
operacional que determina los marcos 
de acción de la institución. Dentro de 
éste se pueden considerar sus planes es
tratégicos y las pol íticas diseñadas para 
dar cumplimiento a sus objetivos insti" 
tucionales. La pol ítica de defensa nacio
nal publ icada en 2002 apareció en par
te como un elemento dentro de los pla
nes estratégicos realizados en 1 997 y 
luego en 2001, pero respondió también 
a una man iobra pol ítica que permitió a 
la institución legitimar públicamente 
sus espacios de actuación, reservarlos a 
futuro y también clausurar cualquier 
posterior intento de debate amplio so
bre el rol m i l itar en la vida civil ecuato
riana. 

la política de la Defensa Nacional del 
Ecuador 

1 998 es el punto de qu iebre entre 
un rol monolítico e incontestado de la 
actuación mi l itar en todos los aspectos 
de la vida civil , y los primeros cuestio
namientos que l levaron a la instituéión 
a formular un documento que recogiera 
las diversas demandas de los civi les. 
Hasta ese año el gran tema de la defen
sa nacional era la protección de la fron
tera con Perú, un  confl icto histórico que 
permitió la creación de muchos espa
cios de intervención, de exc lusividad 
mi l itar y de secretismo absoluto. Los te
mas de "interés para la seguridad naci9-
nal" excluían cualqu ier posibilidad de
mocrática de control pues se considera
ba que al tratarlos podían politizarse y 
por lo tanto poner en peligro la rriisma 
existencia del Estado. 

La consol idación de un acuerdo de 
paz con el Perú - el 26 de noviembre de 
1998 - permitió que la sociedad co
menzara a preguntarse sobre cuáles de
bían ser las funciones que a partir de ese 
día debían tener las Fuerzas Armadas, 
pues la principa l amenaza ante la que el 
Ecuador debía defenderse había desa
parecido. No obstante, el nuevo marco 
constitucional inaugurado también en 
ese año-· el 1 O de agosto - permitía a la 

2 Esta noción la enuncia Carlos de la Torre en Popu/ist Seduction in Latin America: The 
Ecuadorian experience, quien citando la tesis de Brian Loveman indica como el papel de 
las Fuerzas Armadas l lega a ser gravitante dentro del funcionamiento político del país, has
ta el puhto de dar vía l ibre a sucesiones presidenciales, aunque estén tei'\idas por la in
constitucional idad (ej, el caso de Bucaram en 1 997). Esa capacidad de imponer visiones 
o agendas a espacios propios de los civiles puede percibirse en otros aspectos como la uti
l ización de fuerzas mi l itares para labores de seguridad o la i ndefectible presencia de mi
litares en los directorios de varias empresas estatales consideradas estratégicas. 



institución castrense mantenerse con 
sus funciones de protectora de la demo
cracia. Así, 1998 puede definirse como 
la representación de la cont inuidad jurí
dica frente al rol de los mi l itares en la 
sociedad, pero el inicio de un período 
de una remota preocupación social so
bre las tunciones de las fuerzas armadas 
en el país. 

Debe tenerse en cuenta, no obstan
te, que históricamente la tendencia de 
esta institución ha sido preservar sus es
pacios tradicionales de intervención y 
por el lo el fin de la amenaza peruana no 
podía representar la terminación de la 
captación de los espacios políticos civi
les. En esta lógica las coyunturas exter
na e interna que se desataron a conti
nuación permitieron a la institución re
definir sus funciones en la forma y man
tener sus capacidades políticas como 
elemento de fondo. En 1999 la apari
ción del Plan Colombia empujó a Fuer
zas Armadas a pensar en la necesidad 
de planificar sus acciones en un marco 
defensivo que permita contener un posi
ble desborde del confl icto interno co
lombiano. En el ámbito interno en cam
bio, ya se podían notar los primeros in
dicios de politización y del "re-desper
tar" político que vivía la institución. Los 
recientemente retirados generales Paco 
Moncayo y René Yandún habían sido 
elegidos d iputados e in iciado una carre
ra política que los l levaría a la alcaldía 
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de Quito y la prefectura de Carchi, res
pectivamente. 

Los años que siguieron, en lo exter
no se manejaron con una estrategia de
fensiva y de no i nvolucramiento - que 
mantiene viva la sensación de vulnera
bil idad, permitiendo que ante la amena
za existencial para el  l:stado cualqu ier 
actuación sea válida -, mientras que en 
lo i nterno el protagonismo pol ítico fue 
in crescendo hasta llegar a la a l ianza de 
un grupo de mi l itares con el movim ien
to indígena para el golpe del 21 de ene
ro del 2000. A partir de ese momento, 
se puede pensar. la gravitación política 
de los militares a lcanzó su cen it dentro 
del nuevo período democrático ecuato
riano, por ejemplo el nuevo Presidente 
juró su cargo en el Ministerio de Defen
sa, mientras la población sentía que las 
Fuerzas Armadas eran quienes a l  final 
habían facil itado la sal ida de un Presi
dente considerado corrupto y causante 
del caos q ue vivía el país. Sin embargo, 
esa desembozada actuación política y. 
poco tiempo después la aparición de 
probables casos de corrupción dentro 
de la institución abrieron un frente que 
comenzó a debi l i tarla a los ojos de sus 
cl ientesJ. En ese punto la necesidad de 
permitir un n uevo espacio para la rela
ción civil - mi l itar se evidenció con la 
convocatoria a la población para la 
construcc ión de la política de defensa 
nacional .  

3 El uso del término viene de considerar que la forma de relación entre la institución y la 
población no es muy distinta a la existente entre un partido político y sus votantes. Las 
FFAA ecuatorianas real izan labores de apoyo al desarrol lo  principalmente con las pobla
ciones pobres de la Sierra. y a su vez, éstas retribuyen respeto. admiración y apoyo a la 
imagen del mi l itar y a sus actuaciones. Esto se evidencia en los l lamamientos al servicio 
militar obligatorio considerado además la ·universidad de los pobres" donde el nú· 
mero de postulantes cas1 siempre excede las necesidades de la 1nstitución 
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E l  L ibro Blanco de la defensa, pro
ducto del debate que se l levó a cabo en
tre mayo y diciembre de 2002 puso en 
claro un elemento q ue por sí mismo de
f ine la situación de las relaciones civiles 
-mil itares en el país: los representantes 
civiles del poder pol ítico no se involu
craron activamente en el proceso. A pe
sar de la amplia participación ciudada
na, los detentadores del poder pol ítico 
fueron casi inexistentes en el  proceso. 
E l lo l leva a reconocer tres hechos que 
nuevamente inducen a pensar en la fun
ción de protección, deseada u otorgada, 
que ejerce la institución mi l itar sobre la 
democracia: 

1 )  Los temas de defensa son considera
dos como domi nio exclusivo de los 
m i l itares, por eso los políticos no 
conocen, y no i ntentan conocer, so
bre e l los, auto - excluyéndose de su 
d iscusión, 

2 )  esa exclusión reduce las posibi lida
des de conflicto entre mi l itares y po
l íticos, especialmente cuando los úl
timos saben que los primeros po-

drían indicar un pulgar hacia abajo 
sí sintieran amenazados sus espa
cios de actuación4, por lo que con
sideran más provechoso evitarse po
tenciales problemas a l  no topar es
tos temas, otorgando total l ibertad 
de acción a los m i l itares, y, 

3) las Fuerzas Armadas han mantenido 
esta protección desde la creación 
del Ecuador, la han conservado en 
todos los textos constitucionales, y 
lo han hecho s in buscar consensos 
con los civiles, por lo que no harán 
n ingún esfuerzo grandioso por sí 
mismas para devolver sus espacios 
de participación polftíca ni someter
se al control democrático efectivo. 
Ún icamente los cambios en la forma 
serán tolerados, pero en el fondo, 
esto es en e l  ámbito constitucional ,  
legal y reglamentario, tales cambios 
no podrán consol idarse. 

Así, el proceso del L ibro Blanco de 
la defensa, arrojó un documento que 
permitió a la institución modificar su 
pensamiento y aproximación a las nue-

4 Existe la posibilidad de jugar con la teoría de que un faaor determinante en la caída del 
gobierno de Bucaram se debió a sus tradicionales malas relaciones con esta i nstitución, 
pero casos s imi lares se evidencian también en la actuación frente a Mahuad y años antes 
con respeao a �n miembro de la misma institución, el Gral. Frank Vargas Pazzos. El he
cho es que cuando sus intereses corporativistas se ven amenazados sea desde fuera o des
de adentro, la institución opta por un saneamiento que permita mantener su solidez, aun
que éste sign ifique arremeter contra el orden constitucional; se ha podido evidenciar nue
vamente esta postura con la aauación militar en el caso del diputado Guillermo Haro. 
Ver: DE LA TORRE, Carlos, Populist Seduction in Latín America: The Ecuadorian experien
ce; BUSTAMANTE, Fernando. Los militares y la creación de un nuevo orden democrático 
en Perú y Ecuador Documento de trabajo No. 370, FLACSO, Santiago de Chile, Marzo 
1988; RIBADENEIRA, Edmundo, Caleidoscopio del 5 de Febrero, en Varios Autores, ¿Y 
ahora qué?, Eskeletra Edit. Quito, 1 997; CORDOVA DEL ALCAZAR, Gabriela, Anatomfa 
de los golpes de Estado; la prensa en la calda de Mahuad y Bucaram, serie Magíster N2 28 
UASB-Ecuador y Corporación Editora Nacional, Quito 2003. 



vas amenazas externas e internas defi
niéndolas con mayor claridad, mientras 
que en cuanto a su papel como actor 
político, legitimó por "unción" de la so
ciedad "representada", por los asisten
tes al evento, un espacio de interven
ción elevado a la categoría de política 
de Estado, y garantizó, en el largo plazo, 
la clausura de la discusión iniciada por 
los civiles en 1998 y profundizada en 
2000 y 2002 sobre ¿qué hacen y qué 
deben hacer los militares en el Ecuador? 

Escenarios de la política de defensa 

La respuesta a estas preguntas es, 
evidentemente, contradictoria. Desde la 
formalidad que representa el Libro Blan
co existen claras definiciones de misio
nes militares y una proyección sobre el 
futuro de la institución. Desde esta for
malidad se puede considerar clausurada 
esta discusión. No obstante, los hechos 
revelan que estas mismas preguntas 
subyacen cuándo se piensa sobre el sis
tema político ecuatoriano, y es entre es
tos espacios que se realizará este breve 
análisis. 

Se tendrán en cuenta tres escenarios 
alrededor de los que actuarían las Fuer
zas Armadas: la coyuntura interna, que 
evidencia un deterioro institucional na
cional, lo que ha tornado aún mas evi
dente la condición de los militares co
mo un actor político; la coyuntura re
gional con un fuerte énfasis en la fronte
ra con Colombia y las dificultades que 
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ésta representa para el país; y a nivel 
mundial el giro que puede significar en 
la política militar que determina los li
neamientos regionales el resultado de la 
elección presidencial estadounidense. 
Alrededor de estos escenarios se verá 
qué planteamientos tiene la política de 
defensa, y qué puede motivar a que la 
institución militar se allane o se deslin
de de tales enunciados que, cabe recor
dar, no tienen carácter vinculante. 

Coyuntura interna: inestabilidad y de
terioro institucional 

Las cuatro precisiones iniciales que 
realiza el Libro Blanco sobre amenazas 
internas son justamente aquellas que 
demandan acción política efectiva y 
promoción del desarrollo para enfren
tarlas. Además, son las que en el 2004 
muy probablemente presentarán retos 
ineludibles para la institución, pues la 
pobreza, la corrupción, la migración y 
los conílictos de gobernabilidad difícil
mente reducirán su incidencia en el co
tidiano vivir ecuatoriano. 

Desde el discurso oficial las señales 
económicas son halagadoras, pero si es 
que se considera la cercanía del mode
lo actual con el modelo argentino de 
convertibilidad, las expectativas pueden 
ser deprimentes, especialmente si se re
cuerda la tradicional dependencia del 
precio del petróleo y de los préstamos 
internacionales a los que pudiera acce
der el paísS. Además, al aproximarse a 

5 Sobre las simil itudes entre la dolarizadón y la convertibi lidad ver: CORREA, Rafael, La 
convertibi lidad argentina y la dolarización ecuatoriana, ponencia  para la mesa redonda 
"Es posible una salida ordenada de la dolarización? Lecciones de Argentina" organizada 
por FLACSO. Quito. Febrero 11 del 2003 
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la realidad de la situación ecuatoriana, 
existe un deterioro sensible de los nive
les de vida, una profundización de la 
brecha entre pobres y ricos y signos de 
lo que puede ser una recesión que daría 
el golpe de gracia a un sistema que sólo 
puede mantenerse en base al flujo de di
visas que logre capitalizar. Bajo estos 
parámetros la incidencia de pobreza 
tendería a crecer, y por ende los incen
tivos para los emigrantes crecerían tam
bién. 

La estrategia de Fuerzas Armadas 
frente a este escenario, se menciona en 
el Libro Blanco, sería en el campo de 
apoyo al desarrollo manteniendo la eje
cución de los programas existentes, po
niendo un especial énfasis en las regio
nes fronterizas. Además, concibiendo la 
pobreza como un factor para la inesta
bilidad social, este documento militar 
ratifica la vinculación- de tiempos de la 
doctrina de la seguridad nacional- que 
se hace entre seguridad y desarrollo y 
ratifica su decisión de trabajar principal
mente en temas de salud pública, edu
cación e infraestructura básica, con 
aquellos grupos de la población consi
derados más vulnerables. Frente a la 
violencia generada por la pobreza, la 
estrategia en seguridad ciudadana y se
guridad pública aclara que �.� . .. las Fuer
zas Armadas se emplearán como fuerza 
militar y no como fuerza policial116, por 
lo que su involucramiento para el con
trol de todo tipo de violencia ciudadana 
deberá supeditarse a la expedición de 
un decreto de emergencia y en coordi
nación con la Polida Nacional. 

Dentro de las acciones reales con
ducentes a paliar de algún modo los 
efectos negativos de la pobreza que a 
la final es la generadora de la migración 
y de la violencia interna - puede darse 
por descontado que indudablemente se 
mantendrá una actuación efectiva y 
sensible por parte de la institución. Los 
motivos para ello son doctrinarlos y de 
estrategia política. 

Desde la visión de la doctrina bajo 
la que se forman las Fuerzas Armadas, 
el involucramiento en este tipo de ac
ciones es una obligación y una necesi
dad estratégica que garantiza la supervi
vencia del Estado. Sí el origen de los 
problemas internos del país inseguri
dad está en las deficiencias del desa
rrollo alcanzado, y sí esos problemas in
ternos ponen en riesgo el ordenamiento 
jurídico y social del mismo, es natural 
que la institución que tiene como man
dato preservar el ordenamiento jurídico 
y defender la integridad del Estado1 de
ba involucrarse en la provisión y apoyo 
de todo aquello que permita la consecu
ción de niveles de desarrollo que permi
tan neutralizar la amenaza. Actualmen
te, los elevados niveles de violencia ba
jo los que ha comenzado a vivir el país 
servirán como elemento catalizador pa
ra que los militares profundicen su tra
bajo con comunidades afectadas por el 
subdesarrollo, pues éstas serían poten
ciales focos de migración excesiva y de 
violencia interna. 

En cuanto a la estrategia política que 
motivaría a la institución para mantener 
su trabajo con las poblaciones pobres 

6 MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, Política de fa Defensa Nacional del Ecuador, Qui

to, 2002, p.90. 



del país, es, desde mi punto de vista, 
una estrategia que viene de una vertien
te propia de las relaciones cliente lares y 
popul i stas real izadas por cualquier par
tido político nacionaL Si consideramos 
que el sistema político ecuatoriano se 
basa en una relación de favores y lealta
des, no de derechos y responsabilidades 
ciudadanas, y, como se dijo al in iciar 
este texto, las Fuerzas Armadas son u n  
actor político rea l dentro d e  este siste
ma, sería ingenuo negar que el las ope
ran por fuera de las reglas que rigen tal 
sistema. 

Así, más a l lá  del fundamento doctri
nario que se brinde a las acciones de 
apoyo al desarrol lo, éstas sirven para 
que la institución mi l itar posea la capa
cidad de hacer favores a zonas suma
mente necesitadas en el  país - la  mayo
ría en rea l idad - a cambio de lealtad, 
respeto y hasta temor reverencial por 
parte del pueblo a la imagen del mil itar. 
Esto ha l levado a que el rango de solda
do sea considerado, en el sentido más 
tribal que se le pueda dar, un elemento 
de honor y orgu l lo frente a la comuni
dad para las fami l ias del individuo que 
se ha involucrado con la organización. 
(Un e lemento demostrativo de este he
cho se ha mencionado en la nota núme
ro 3, respecto a la  situación del servicio 
m i l itar obl igatorio). 

Esta relación tan estrecha entre las 
Fuerzas Armadas y los sectores popula
res, l es ha evitado que enfrenten cues
tionamientos en cuanto a su actuación, 
pues la relación cl ientelar manda que el 
beneficiado agradezca por lo otorgado 
y eventualmente pague el favor de ia 
forma en que su benefactor d isponga. 
Por e l lo, y ante las actuales denuncias 
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de corrupción y deterioro institucional, 
las Fuerzas Armadas estarán obligadas a 
profundizar su relación con la pobla
ción, darle más ayuda, para evitar posi
bles cuestionamientos origi nados en 
quienes son la base política que siempre 
ha otorgado legitim idad a la acción mi
l itar, cualqu iera que ésta haya sido. 

La institución armada deberá en
frentarse a más cuestionamientos origi
nados en el  sector político, indepen
d ientemente de su veracidad o ulterio
res intenciones políticas y electorales, 
pero si es que mantiene su labor en las 
áreas que la  relacionan más estrecha
mente con la población, las pos ib i l ida
des de cuestíonamientos profundos a su 
acción se l imitará grandemente. No 
obstante, el  invoíucramiento m i l itar en 
acciones que le  obl iguen a una repre
sión mayor a la tolerada h istóricamente 
en las misiones de control de manifesta
ciones populares - especia lmente cuan
do éstas se originen en organ izaciones 
que agrupan a grandes sectores pobres 
de la Sierra -, el manten imiento de ope
rativos de control demasiado prolonga
dos en coordinación con la Policía que 
l leven a pensar en el  no - cumplim ien
to de sus misiones, y la comprobación 
de actos de corrupción o la aceptación 
de un rol como herramienta de un líder 
o partido político originado en sus pro
pios cuarteles, podría afectar el nivel de 
lealtad de sus dientes, y por lo tanto 
produciría l a  ruptura del "pacto" con 
sus bases. Pero este escenario d ifícil 
mente se produciría, dado que los obje
tivos permanentes de la institución, im· 
piden que ésta se someta a actividades 
o a l ianzas que puedan dañar su capaci
dad y credibi l idad como protectora de 
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la democracia, y es en ese sentido que 
ha podido completar procesos impor
tantes de auto - depuración. por un la
do, y de contra - ataque efectivo a sus 
detractores, por otro, durante los últi
mos años. 

Coyuntura regional: Colombia 

Para la región andina, el más tenso y 
más antiguo problema ha sido el de las 
fuerzas irregulares colombianas que 
mantienen una lucha con el Estado des
de hace cuarenta años. la acción mili
tar ecuatoriana, como se mencionó an
tes, ha tenido que dirigir su estrategia de 
defensa hacia la frontera norte. El apare
cimiento del Plan Colombia generó de
bates que terminaron por popularizar 
una posición ecuatoriana de no- invo
lucramiento, posición nacida de las or
ganizaciones sociales y grupos políticos 
de izquierda y grupos con una represen
tación marginal. 

Durante la discusión tendiente a la 
legitimación de la Política de la Defen
sa Nacional, la necesidad de mantener
se al margen del conflicto fue una po
nencia recurrente que nació desde muy 
diversos representantes. Esta posición 
terminó por ser parte del documento fi
nal donde se ratifica la actitud de no in
tervención militar. Aunque loable y cier
tamente popular, este enunciado de la 
política de defensa no resume la reali
dad de la situación ecuatoriana como 
vecino, espectador y participante. Existe 
una pretensión de cerrar los ojos frente 

a realidades evidentes como la de que a 
través del país se realiza un tráfico de 
armas y sustancias ilícitas, a más de ser 
un centro de reabastecimiento, descan
so y hasta central de encuentro político 
para los jefes guerrilleros. Frente a las 
provincias ecuatorianas de Sucumbías, 
Carchi y Esmeraldas se puede entrar en 
contacto directo con las AUC, las FARC 
o el El N. Además, muchos desplazados 
por la violencia huyen al territorio ecua
toriano, por lo que mantener un discur
so de no involucramiento es irrelevante, 
pues éste ya ha tenido lugar. 

la captura del líder de las FARC, Si
món Trinidad, evidencia con c laridad 
las afirmaciones anteriores pero; aún 
desde las mismas acciones del gobierno 
ecuatoriano, son constantes los indicios 
que llevan a pensar en una pretensión 
de involucrar activamente al país en es
te conflicto. El más reciente hecho se lo 
puede sacar a partir de las declaraciones 
más recientes del embajador ecuatoria
no en Colombia donde se le daba al 
Ecuador la calidad de un apéndice de 
ese país7, y por lo tanto, se podría inter
pretar que está sometido al mismo ma
nejo político que se hace en el resto. Si 
bien se puede estar haciendo una inter
pretación demasiado amplia, de lo que 
quizás fue una simple muestra de inca
pacidad dialéctica del general Wilson 
Torres, también se puede citar toda la 
discusión alrededor del rocket del ejér
cito ecuatoriano disparado contra un ga
nadero colombiano en 2003 la "mareja
da" diplomática que ello creó, la men-

7 Ver: Diario EL UNIVERSO, Ecuador es Colombia pequeña, afirma el Embajador en Bogo
tá, 27 de febrero de 2004, edición electrónica, www.eluniverso.com, y, Diario EL CO
MERCIO, El embajador Torres explica sus palabras, 28 de febrero de 2004, edición elec
trónica, www.elcomercio.com 



donada captura de Trinidad y el velo de 
misterio que rodea al tema de quién hi
zo la labor de inteligencia para permitir 
su captura. En definitiva, todos estos ele
mentos hacen que la discusión polftica 
sea constante, y demuestran que el invo
lucramiento, sea forzado, voluntario o 
discursivo, no es una opción. 

La política de defensa ecuatoriana 
también prevé la intervención del ejér
cito ecuatoriano en misiones de preser
vación de la paz bajo la bandera de la 
ONU, un tema que también fue men
cionado con firme decisión por Gutíé
rrez durante la posesión presidencial de 
Alejandro Toledo en Perú. No se puede 
ocultar que la preocupación de las Fuer
zas Armadas ecuatorianas no se limita a 
una labor de contención de las fuerzas 
irregulares colombianas. Desde el plano 
político tampoco se puede negar la 
preocupación por la permeabilidad 
fronteriza. Las consecuencias inmedia
tas van desde contemplar la imposición 
de un visado para los colombianos que 
ingresen al país - medida por lo demás 
simplona y que no soluciona el proble
ma real de la permeabilidad en los pa
sos fronterizos no oficiales, y que no 
contempla la posibilidad de que los do
cumentos puedan ser falsificados como 
se comprobó con Trinidad -, hasta la 
elaboración de planes de seguridad en 
conjunto con la policía para "controlar" 
a elementos colombianos peligrosos pa
ra el ordenamiento jurídico del Ecuador. 

A partir de estos elementos se puede 
constatar cómo la construcción del Libro 
Blanco ecuatoriano tuvo un objetivo li
mitado a la clausura de la discusión de 
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los temas civiles- militares y a la reivin
dicación de la imagen democrática de 
Fuerzas Armadas, pero en lo práctico es
te documento no es la "Biblia", como lo 
definió el Terne!. Edison Narváez, Direc
tor de Relaciones Públicas y Comunica
ción del Ministerio de Defensas. De he
cho, la existencia de un problema en la 
frontera norte ha permitido que la insti
tución militar tenga carta blanca para 
operar en labores de seguridad interna 
junto con la policía, y en el gran contex
to, le ha permitido ratificar la percepción 
de amenaza constante sobre el Estado 
para que se blinde frente a cualquier 
cuestíonamiento que pudiera surgir. 

Coyuntura mundial: Estados Unidos 

Decididamente lo que suceda en Es
tados Unidos es siempre determinante 
para el espacio y alcance de las aduacio
nes que tengan las Fuerzas Armadas lati
noamericanas, pero para las ecuatoria
nas estos lineamientos se han vuelto aún 
más importantes dada la vecindad con 
Colombia y por lo tanto la relativa impor
tancia estratégica ecuatoriana. A más de 
existir una vinculación tácita, como se 
indicó en la sección previa, el gobierno 
ecuatoriano hizo patente su decisión de 
alinearse irrestrictamente con las políti
cas de defensa que emanen de Washing
ton cuando en febrero de 2003 Gutiérrez 
proclamó que Ecuador sería el mejor 
aliado de Estados Unidos en la lucha 
contra el terrorismo y el narcotráfico. 

Estos dos azotes son considerados 
por el Libro Bianco como las amenazas 
más graves que debe soportar un Estado 

8 Entrevista personal con Terne!. Edison Narváez, Quito, 6 de octubre de 2003. 
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- se las señala inmediatamente después 
de la amenaza que representan los 
"efectos del conflicto interno colombia
no" - puesto que " ... han socavado la 
fundón del Estado, generando estructu
ras paralelas que desgastan la legitimi
dad constitucional"9. El pensamiento es
tadounidense post 1 1  de septiembre, 
mezcló los elementos del idealismo Wil
soniano ·-el excepcionalismo america
no y la actuación en política exterior ba
sada en determinantes morales para los 
Estados- y los asoció a un realismo que 
no termina de adaptarse a los escenarios 
de un mundo que no se fundamenta 
únicamente en los Estados- "si un esta
do es víctima de agentes privados, como 
los terroristas, tratará de eliminarlos ha
ciendo imposible que encuentren refu
gio y castigando a los estados que los 
acojan"! O- y se espera que sus aliados 
actúen dentro de estos parámetros. Por 
ello, es natural que las Fuerzas Armadas 
ecuatorianas hayan planteado dentro de 
su estratel!ia de defensa el apoyo y coo
peración con la polida para enfrentar al 
narcotráfico, así como que definan su 
misión como la de "enfrentar las amena-

zas tradicionales, las no tradicionales y 
asimétricas ... (porque pueden) llegar a 
poner en riesgo la paz y el orden inter
no", so pena de que " .. .impere el caos y 
la anarqufa"11 en el país. 

Esta aceptación de los límites consi
derados "correctos" en una política na
cional de defensa son entend1bies cuan
do un país pequeño y sin ningún poder 
político, diplomático, militar o econó
mico, debe enfrentarse a la elección de 
"estar a favor o estar en contra" del po
der hegemónico en la región. Pero de
Jando de lado las consideraciones teóri
cas que llevaron a incorporar estos te
mas como amenaza, la evaluación es
tratégica realizada por Fuerzas Armadas 
es real y estos temas podrían poner en 
peligro la estabilidad del Estado. No 
obstante, la línea entre la contención de 
un posibie desborde y ia actuación de 
fuerzas militares nacionales contra las 
fuerzas irregulares colombianas puede 
ser muy delgada y no muy difícil de 
traspac.;¡r. 

Es grande el interés estadounidense 
en Ecuador desde el inicio del plan Co
lombia12, y el alineamiento doctrinario 

9 MIN ISTERIO D E  DEFENSA NACIONAL, Polltica de la Defensa Nacional del Ecuador, Qui
to, 2002, p.80 . 

lO HOFFMAN N, Stanley, Choque de globalizaciones, Foreign Affairs en Español, Volumen 2, 

número 3 (otoño invierno 2002), p.70. 
11 Diario El COMERCIO, FFM condecoró al Presidente y el ejército le juró lealtad, 28 de fe

brero de 2004, edición electrónica, www.elcomercio.com 
12 Así lo demuestran cuatro visitas oficiales al Ecuador, en u n  período de dos años, del jefe 

del Comando Sur de Estados Unidos, james Hi l l; u un promedio de 1.000 oficiales y téc
nicos de las Fuerzas Armadas del Ecuador (que) recibe, anualmente, entrenamiento en 
EE.UU", misiones estadounidenses que reciben capacitación en la B rigada de Selva 1 9  
Napo y a l rededor de 6 5  mi l lones de dólares recibidos e n  ayuda humanitaria y militar e n  
los últimos cinco años, como lo señala Diario El U NIVERSO en: General H i l l :  FFM del 
Ecuador son profesionales, 1 2  de febrero de 2004, edición electrónica, 
-.eluniveno.com 



que se indicó se complementa con ac
ciones materiales. A pesar de cierta in
dependencia ecuatoriana para definir a 
las FARC. al ELN, y a las AUC como 
grupos terroristas, hay una tendencia 
que aparentemente empujaría al Ecua
dor a tomar acciones más contundentes 
en el tema fronterizo, bajo el pretexto 
de preservar el orden interno. justamen
te las dinámicas de violencia interna en 
el país podrían catalízar la necesidad de 
realizar una acción preventiva, base de 
la d0<..1rina Bush de defensa, para evitar 
la "colombianizaciónH del Ecuador. Tal 
acción preventiva se la puede sentir, en 
una forma muy primigenia, con las ac
ciones conjuntas de patrullaje en pro de 
la seguridad que han comenzado a rea
lizar militares y poi idas en las principa
les ciudades; también, y esta hipótesis 
depende de investigaciones posteriores, 
en las amenazas y acciones que han 
buscado silenciar a individuos críticos 
del gobierno. 

En todo caso, una reelección de 
Bush en noviembre permitiría que se 
prolongue la lógica de la preservación 
de aquello que es "correcto" y la pre
vención de cualquier amenaza a la esta
bilidad regional a toda costa, indepen
dientemente de las intervenciones mili
tares en espacios civiles que deban 
cumplirse en los Estados del hemisferio. 
Es importante señalar que este pensa
miento es muy propio de la Doctrina de 
la Seguridad Nacional y se refleja inclu
so en declaraciones de la embajadora 
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estadounidense en Ecuador, cuando pi
de que no se preste atención a la ola de 
violencia en el país sino a " ... lo que es
tamos haciendo hoy: fortalecer la de
mocracia, dar más seguridad y más apo
yo al desarrollo"! l. 

Si en noviembre los resultados elec
torales estadounidenses arrojaran como 
Presidente de los Estados Unidos a john 
Kerry, existen altas posibilidades de que 
la política de defensa y seguridad cam
bie. En primer lugar por haber sido un 
tema importante df' la campaña, donde 
se ha criticado "las equivocadas políti
cas de Bush de unilateralismo y guerra 
preventiva"l4 

No obstante, existen dos elementos 
que permiten presumir el mantenimien
to de la línea marcada por Estados Uni
dos para la actuación mi litar ecuatoria
na frente al tema colombiano: 1 )  Duran
te y después del 11 de septiembre el 
Kerry fue )efe del Subcomité en Terroris� 
mo, Narcóticos y Operaciones Interna
cionales del Congreso de Estados Uni
dos, posición desde la que necesaria
mente debió haber mantenido contacto 
con temas inherentes al Plan Colombia, 
sin embargo en el sitio web oficial de 
este candidato no se menciona nada al 
respecto por lo que se puede presumir 
que no tiene reparos en cuanto a su tra
tamiento actual. y, 2) es evidente que el 
mayor dolor de cabeza para quien gane 
la elección es el tema de lrak y la con
secución de una salida digna de la re
gión, un hecho que se puede evidenciar 

13 Díarío EL U NIVERSO, General Híl l: F FAA del Ecuador son profesionales, 12 de lebrero de 
2004, edición electrónica, -.eluniverso.com 

14 Propuesta de john Kerry en la sección Política Exterior en www.johnkerry.com (Tradu( 
ción propia) 
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con toda claridad en el mismo sitio web 
donde los únicos temas tratados son 
lrak, Afgan istán y en tercer lugar las re
laciones palestino - israel íes. Sin em
bargo, y este es un elemento que tam
bién debe considerarse, las administra
ciones demócratas tradicionalmente son 
menos bruscas en cuanto al manejo de 
los temas mi l itares, y en este caso lo se
ría aún más para que la memoria de la 
gente no la vincu le con la administra
ción Bush el lo quizás evitaría una reso
lución por la fuerza del tema de la gue
rri l la en Colombia . . .  algo que garantiza
ría que el tema l legue nuevamente a un 
punto muerto. 

Conclusiones 

Durante el año 2004, las Fuerzas Ar
madas ecuatorianas parecen tener un 
papel protagónico en tres escenarios 
que a la larga las consol idarán como un 
actor pol ítico importante dentro del 
país. No obstante la actuación mi l itar 
difícilmente se enmarcará en los térmi
nos planteados por su propia política de 
defensa, pues ésta se evidencia más co
mo un documento que sirvió para legi
timar el status qua y garantizar el con
trol y eventual clausura de espacios ci
vi les de discusión de temas civi les - mi
l itares. 

Las acciones mi l i tares que se l leven 
adelante en los escenarios interno y ex
terno dependerán de la evaluación, que 
desde sus intereses, real ice la institución 
para garantizar la permanencia de sus 
capacidades como actor político deter
minante. Ese elemento podría detener 
un involucramiento brusco y evidente 
en el Plan Colombia, no obstante, la 
sensación de inseguridad ya se ha asen-

tado, y se ha comenzado a combatirla a 
través de un involucramiento m i l itar en 
acciones policiales - lo que viola el 
planteamiento de la política de defensa 
puesto que no se ha decretado la emer
gencia, ni se ha podido comprobar que 
las capacidades pol iciales han sido re
basadas, más aún cuando cada seis me
ses se gradúa un promedio de 4000 po
l icías. No obstante la escalada de vio
lencia, así como el tradicional apoyo 
popular hacia la institución mi l itar, per
mite pensar en la no contestación a este 
tipo de intervenciones. 

En el ámbito externo, las considera
ciones frente a Colombia no se rigen por 
una política decidida de manera autó
noma por el Ecuador, s ino por los l inea
mientos que vienen desde Estados Uni
dos. En ese sentido la suerte que corre
rá Ecuador, en cuanto al involucra!Tlien
to velado o la consol idación de una si
tuación de incertidumbre y estanca
m iento en las acciones, dependen gran
demente de los resultados electora les en 
ese país. Desde Colombia hacia Ecua
dor, seguirán fluyendo refugiados y líde
res rebeldes que busquen algún tipo de 
refugio, pues la imposición de una visa 
de poco servirá para detener a la gente 
que busca alguna forma de a l ivio en el 
Ecuador. A su vez, en cambio, seguirá 
transitando armamento, precursores 
químicos y otros suministros que posibi
l iten la subsistencia cruzando la línea 
divisoria y con generosas ganancias pa
ra sus transport�dores. 

El endurecimiento de las acciones 
mi l itares per sé, no va a solucionar n in
guno de los problemas de defensa y se
guridad que amenacen al país. Al con
trario, l imitar la respuesta ún icamente a 
un endurecimiento de este tipo podría 



redundar únicamente en l a  exacerba
ción de una oleada de violencia anti go
biernista y anti mil itarista; s in embargo, 
es difícil que estos niveles de confl icto 
socia 1 l leguen a evidenciarse en Ecua
dor, pues históricamente y en toda co
yuntura, las Fuerzas Armadas han sabi
do calmar los ánimos, cumplir con sus 
múltiples misiones, y conservar el apo
yo general de la población, como bien 
lo ha demostrado la casi inútil existen
cia del Libro Blanco, nacido de un pro
ceso del cual la gran mayoria salió sin
t iéndose feliz de ser parte de su demo
crática construcción. 
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Los desafíos del sistema multilateral después del 1 1 -5 
y la guerra de lrak 

Mabel González Buste/o• 

Los atentados del 1 1-S y la guerra de lrak han contribuido a enmarcar el nuevo orden econó
mico global con un reordenamiento bélico del mundo, donde la "guerra antitrerrorista n se con
vierte en el principio, capaz de legitimar cualquier medida o estrategia, incluso por encima del 
ordenamiento polftico (ONU) y legal internacional y de ahí la necesidad de alternativas mul
tifedera les y anti-imperialistas en todos los ámbitos, comenzando por el derecho internacio
nal. 

L os atentados del 1 1  de septiem
bre de 2001 y la respuesta pos
terior de E E  UU y de algunos de 

sus aliados han abierto la puerta a un 
período peligroso en las relaciones in
ternacionales. EE UU decidió catalogar 
esos atentados como una guerra, en lu
gar de calificarlos como un crimen con
tra la humanidad, y declaró una guerra . 
global antiterrorista que ha tenido como 
primeros pasos Afganistán e lrak, pero 
puede ir mucho más lejos, especialmen
te sí George Bush es reelegido en las 
próximas elecciones en noviembre de 
2004. En realidad esta guerra es un in
tento de imponer la hegemonía de EE 
UU en un sistema que algunos analistas 
calif ican de neoimperial, en el sentido 

de que rompe con la concepción del 
equilibrio y acuerdo entre poderes, y se 
apoyaría más en el poder unilateral de 
un país. A la vez, el sistema de institu
ciones y reglas con el que se rigió el 
mundo en el último medio siglo se veda 
alterado en función de los intereses de 
EE UU. 

Antes del 1 1  de septiembre el siste
ma multilateral era débil y sufría mu
chas tensiones. Este sistema está com
puesto por Estados que definen sus rela
ciones en términos de poder y, por tan
to, algunos Estados tienen más capaci
dad que otros para defender sus intere
ses. Sin embargo, desde la 1 1  Guerra 
Mundial el mundo se fue dotando de 
unas instituciones que, con mayor o 

Mabel González Bustelo es analista dei Centro de Investigación para la Paz (CIP-FUHEM, 
Madrid). La autora agradece las sugerencias y comentarios de Mariano Aguirre para reali
zar este trabajo. 
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menor éxito y tensiones, definieron al
gunas grandes lineas de lo que deberían 
ser las relaciones entre los Estados y de 
éstos con sus pueblos. Desde la crea
ción de l a  ONU o instituciones regiona
les como la Organización de Estados 
Americanos y la Unidad Africana, hasta 
las instituciones financieras i nternacio
nales como el Fondo Monetario Interna
cional (FMI), el Banco Mundial y la Or
ganización Mundial del Comercio 
(OMC), o la e laboración de tratados in
ternacionales relativos a los derechos 
humanos y la tortura, la protección del 
medio ambiente, el sistema internacio
nal ha ido adoptando, con avances y re
trocesos, instrumentos para regular sus 
relaciones y evitar el dominio de la ley 
del más fuerte. 

"Se ha producido además un impor
tante cambio en el a lcance y contenido 
del Derecho Internacional. las formas 
del Derecho Internacional del siglo XX 
-<lesde las leyes que regulan la guerra 
hasta las concernientes a los crímenes 
contra la humanidad, las cuestiones me
dioambientales y los derechos huma
nos- han creado componentes de los 
que puede decirse que forman un mar
co emergente de 'derecho cosmopolita', 
derecho que circunscribe y delimita el 
poder polltico de los Estados individua
les". 1 E 1 11 de septiembre y los aconte
cimientos posteriores parecen haber de
jado de lado esta agenda. EE U U  inten
ta imponer sus prioridades y para ello se 
basa en su fuerza m i litar, su poderlo 
económico y comercial,  el peso diplo-

mático en las instituciones y una serie 
de expl icaciones, que giran esencial
mente alrededor de la responsabilidad 
de l iderar la guerra global contra el te
rrorismo. 

Cuando sucedió el 1 1  de septiem
bre, había transcurrido una década des
de el final de la Guerra Fría. Estados 
Unidos asumía su papel como la mayor 
potencia mundial debatiéndose entre 
participar de los instrumentos multi late
rales y conservar su poder para gestio
nar sus intereses. O, en otras palabras, 
trataba de mantener esa hegemonía 
combinando la negociación con posi
bles rivales (y en algunos casos aliados 
estratégicos) como la U E, China y Rusia 
con un uso l imitado de la fuerza en e l  
Tercer Mundo.2 

la Unión Europea de 1 5  miembros 
adoptó la moneda común y preparó una 
expansión hacia el Este que integró a 
diez Estados y que la convertirá. como 
conjunto, en la primera potencia demo
gráfica y comercial del mUndo. A pesar 
de las dificultades y diferencias internas 
(inherentes a todo proceso de cesión de 
soberanía) en la década de los noventa 
Europa trataba de avanzar en la defini
ción de aspectos como su política exte
rior y de seguridad común y adoptaba 
medidas para avanzar en l a  cohesión y 
desarrollo interno. Rusia entró, por su 
lado, en un proceso de debi lidad tras el 
colapso de la Unión Soviética, que hizo 
decaer su poder polltico, económico y 
comercial. Mantiene sin embargo su in
fluencia por su poder de veto en la 

David Held y Anthony McGrew, Globalizaci6n 1 Antiglobalizaci6n, Paidós Estado y Socie
dad, 1 09, Barcelona, 2003. 

2 lnmanuel Wallerstein, "Entering Global Anarchy" . New Left Review, mayo-junio de 2003. 



ONU y parte de su capacidad mi l i tar, 
aunque sus fuerzas armadas están muy 
debil itadas. De todos modos, ha tratado 
de mantener su i nfluencia en el área de 
lo que fue la ex URSS, como Chechenia, 
Georgia y las repúbl icas de Asia Central. 

japón hizo frente a problemas eco
nómicos que le obl igaron a frenar su ca
rrera de actor global y centrarse en la  
zona de  Asia y Pacífico) Por su  parte 
China, con una combinación de ortodo
xia política comunista y apertura co
mercial y económica, in ició un proceso 
de crecimiento que puede convertirla 
en actor global .  Indonesia y los denomi
nados t •gres asiáticos vieron truncado su 
florecimiento económico y algunos de 
·el los cayeron en una crisis que tuvo 
efectos en sus poblaciones y a n ivel glo
bal, incluso en América Latina. La crisis 
mexicana y la posterior de Argentina 
marcaron también la evolución de ese 
continente. 

Al tiempo, las pretensiones de prin
cipios de la década, de que el mundo 
seria un l ugar más pacífico tras e l  final  
de la Guerra Fría y de que los derechos 
humanos se convertirían en un estándar 
global, habían caído en e l  vacío. Ni el 
"nuevo orden mundial" del presidente 
George Bush padre (que suponía conso
l idar el "poder blando" (o sea, no sola
mente mi l itar, de EE UU a través de su 
fuerza tecnológica, económica, comer
c ia l, cultural y su papel en la ONU) se 
convirtió en real idad, ni la Agenda para 
la Paz que el secretario general de la 
ONU, Boutros Boutros-Ghali,  presentó 
en 1 992 había logrado avanzar. La de-
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fensa de los derechos humanos siguió 
siendo selectiva, y las intervenciones 
humanitarias (Somal ia,  Grandes Lagos, 
Balcanes) también selectivas, tardías y 
depend ientes de los intereses de los Es
tados poderosos. 

Muchos Estados de Asia, África y 
América Latina avanzaban en un proce
so de desintegración o deb i l itamiento 
motivado por la corrupción, las heren
cias del colon ial ismo, una integración 
dependiente y subordinada en la econo
mía global y modelos de Estado poco 
adaptados a sus características históri
cas, impuestos desde fuera y no inclu
yentes. En estos países donde los ciuda
danos no están protegidos n i  tienen cu
biertas sus necesidades básicas, impe
ran formas de violencia que sustituyen a 
la ley y se generan economías i legales 
que i ntegran a grupos sociales y exclu
yen a la mayoría de la población. 

En la ex URSS y los Balcanes las ma
fias, en ocasiones más fuertes que el Es
tado, aprovecharon su debi l idad para 
infiltrarse en las estructuras del poder 
económico y político. En África, e l ites 
que controlan el Estado y señores de la 
guerra explotan descontroladamente los 
recursos naturales con la complicidad o 
al menos el si lencio de actores interna
cionales. En América Latina, la exclu
sión y la violencia afectan a grandes 
sectores de población progresivamente 
desencantados con las i nstituciones y la 
democracia, m ientras el crimen orgán i 
zado crece en poder e i nfluencia. 

En este tipo de Estados tienen l ugar 
a l rededor de 30 confl ictos armados a l  

3 Maríano Aguírre, "Nous avons le pouvor de refaire le monde", Enjeux lntematíonaux, Nº 
2, otoño, 2003, Bruselas. "¿En las puettas de un mundo nuevo?", 2003 (en prensa). 
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año, guerras civiles entre grupos de 
identidad o por la explotación de recur
sos que sin embargo poseen fuertes co
nexiones globales, hasta el punto de 
que algunos autores consideran que son 
formas de "violencia armada organiza
da" con masivas violaciones de los de
rechos humanos y prácticas mafiosas 
qm• sustituyen, en muchos casos, a las 
pretensiones y el discurso político. Gue
rras civi les que se conectan con la eco
nomía global mediante el tráfico de ar
mas y recursos, y que generan grandes 
crisis humanitarias, flujos de desplaza
dos y refugiados, destrucción medioam
biental y atraso socioeconómico.4 

Pero junto con estos acontecimien
tos también ha aumentado una concien
cia global acerca de la violación de Jos 
derechos humanos y de la existencia de 
problemas globales, como la pobreza, 
la exclusión o el deterioro del medio 
ambiente, que no pueden ser soluciona
dos sólo desde un Estado sino que re
quieren la cooperación multilateral. La 
adopción de instrumentos como sucesi
vos tratados y pactos sobre derechos hu
manos, convenios contra la tortura o la 
discriminación de las mujeres o los de
rechos de los niños, pactos para la lu
cha contra la pobreza o para la protec
ción del medio ambiente como el Proto-

colo de Kioto, tratados contra la prolife
ración de armas de destrucción masiva 
o para la prohibición de las minas anti
persona permiten, pese a sus imperfec
ciones e incumplimientos, avanzar ha
cia formas de cooperación global. Esto 
también se manifiesta en sucesivas con
ferencias de la ONU de gran relevancia 
sobre medio ambiente, población, mu
jeres, pobreza o financiación del desa
rrollo. 

En cuanto a la protección de los de
rechos humanos, en la década de los 
noventa se dio un giro a través de los 
avances en el principio de justicia uni
versal, que se manifestaron, entre otras 
cuestiones, en los Tribunales Ad Hoc 
para juzgar crímenes de guerra y contra 
la humanidad en la ex Yugoslavia y 
Ruanda, la detención de Augusto Pino
che! y la adopción del Estatuto de la 
Corte Penal InternacionaL' A pesar de 
sus limitaciones y retrocesos, el sistema 
multilateral seguía estando en pie. 

El 1 1 -S hace tambalearse el sistema 

Con la controvertida elección de 
George W. Bush para la presidencia de 
EE UU, en el año 2000, algunas cosas 
cambiaron. EE UU siempre ha tenido 
una posición ambivalente, .que se deba-

4 Sobre la relación entre globalización, fragi l idad Estatal y conflictos armados ver Mabel 
González Bustelo, "Confl ictos olvidados, un motivo para la reflexión", en W AA, Conflic
tos en la sociedad globalizada: preguntas y respuestas. Nuevas dimensiones a la luz de la 
guerra en lrak, Ed. UCLM, 2003-2004 (en prensa). También Mariano Agui rre, " lntroduc
tion: Constructing Complex Knowledge on Modern Armed Conflicts", en Mariano Agui rre 
y Francisco Ferrándiz (Coord.), The Emotion and the Truth: Studies in Mass Communica
tion and Conf/iet, Universidad de Deusto, Bi lbao, 2002; Mary Kaldor, Las nuevas guerras, 
Tusquets, Barcelona, 2002, y los Anuarios del CIP de los últimos años. 

5 Lisa Hajjar, "From Nuremberg to Guantánamo. lnternational Law and American Power Po
litics", en Middle East Report, N° 229, invierno de 2003. 



te entre participar y reforzar los meca
nismos internacionales (por ejemplo 
¡m el presidente Woodrow Wilson) o 
aislarse y ser uni lateral (una larga tradi
ción que se fortalece con Ronald Rea
gan y renace con George W. Bush). 

Desde el principio Bush mostró un 
cierto desinterés por l a  política exterior 
(en su d iscurso de toma de posesión 
afirmó que EE U U  se centraría más en 
sus asuntos y no se embarcaría en aven
turas de 'construcción de naciones', n.a
tion-building, n i  en intervenciones hu
manitárias en lugares donde no hubiera 
intereses estadounidenses en juego). 
Nombró para los principales puestos de 
su Administración a personajes de la de
recha más conservadora y, entre sus pri
meras decisiones, retiró la firma de B i l l  
Clinton del Estatuto de la CPI y atacó 
otros pactos multil aterales para la lucha 
contra la pobreza o el control de armas. 
Pero el verdadero ataque contra el  mul
ti lateral ismo l legaría tras el 11 de sep
tiembre, y EE U U  se embarcaría en una 
agresiva y uni lateral pol itica exterior. 

Bush es un presidente 11bisagra" que 
ha permitido a varios grupos de la dere
cha estadounidense encajar y relanzar 
sus proyectos de convertir a EE U U  en 
líder mundial indiscutido. Por un lado 
están los derechistas uni lateral istas, co
mo el secretario de Defensa Oonald 
Rumsfeld y el  Vicepresidente Dick Che
ney, que creen en la fuerza m i l itar como 
forma de resolución de problemas. Por 
el otro, los l lamados "neoconservado-
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res" como el  subsecretario de Defensa 
Paul Wolfowitz o Richard Perle, que 
además tienen una visión de la "misión" 
de EE UU de expandir su sistema de 
economía y gobierno al  resto del mun
do. 6 la asesora especial de Seguridad 
Nacional, Condolezza Rice, es una ac
tora especial ya que viene del mundo de 
los estudios sobre la ex U RSS pero ha 
adoptado las ideas neoconservadoras. A 
el los se sumó la derecha cristiana, re
presentada entre otros por el fiscal gene
ral John Ashcroft. 

Todos piensan que EE U U  está en 
decl ive por una combinación de debi l i 
dad en política ext.erior (desde la época 
de J immy Carter) y decadencia moral en 
el plano i nterno? Esa situación podría 
modificarse mediante una actitud enér
gica de l iderazgo, dado que los euro
peos son débiles en tomar decisiones 
sobre el uso de la fuerza, Rusia y China 
no son fiables, y en el Tercer Mundo 
menos todavía se puede confiar. El 1 1  
de septiembre habría mostrado que el 
mundo enfrenta una terrible amenaza 
terrorista y que el único país que está en 
condiciones de asumir su responsabi l i 
dad es E E  UU.  Para el lo debe preparar
se, adoptar estrategias (guerra preventi
va), políticas internas, redefinir  su papel 
en las orga nizaciones multilaterales y 
asumir que se está en guerra. 

Pero esta política no es sólo una 
reacción al  11 de septiembre sino que 
tiene antecedentes. E-n la Directiva de 
Política de Defensa, elaborada en 1992 

6 Se utílíza el término más común para referir;e a este grupo a pesar de que, en la tradición 
política europea, serían considerados básicamente como u ltraderechístas. 

7 Mariano Aguirre y Phyllis Bennis, La ideologia neoimperíal, Icaria, Barcelona, 2003, y )O·· 
sé Maria Tortosa, La agenda hegemónica, Icaria, Barcelona, 2003. 



26 ECUADOR DEBATE 

por Paul Wolfowitz y el actual jefe de 
personal del vicepresidente Cheney, Le
wis Libby, cuando trabajaban para Che
ney como jefe del Pentágono, ya se pi
de el predominio mil itar de EE UU para 
evitar el ascenso de cualquier otra po
tencia, y los ataques preventivos contra 
cualquier Estado sospechoso de poseer 
armas de destrucción masiva. No se 
menciona a la ONU en ningún momen
to y comentaristas políticos se refirieron 
a él, en aquel momento, como una Pax 
Americana. 

Varios de los neoconservadores 
crearon en 1997 el Proyecto para un 
Nuevo Siglo Americano (Project for a 
New American Century), cuyo primer 
documento reclama "una política exte
rior basada en la fuerza mil itar y la cla
ridad moral". Lo firman Cheney, Libby, 
Rumsfeld, Wolfowitz y muchos otros 
que llegaron al poder en el año 2000. 
En septiembre de ese año, antes de las 
elecciones, el PNAC publicó Rebuilding 
American Defences, un plan estratégico 
para el futuro de EE UU. En este docu
mento se l lama a incrementar los gastos 
en defensa y expandir el poder mil itar 
de EE UU,  se menciona a Irán, lrak y 
Corea del Norte y se habla explícita
mente de "preservar la Pax Americana" 
y "un siglo XXI unipolar". Curiosamen
te, el informe reconoce que "el proceso 
de transformación puede ser largo, a 
menos que se produzca un evento ca
tastrófico y catal izador, como un nuevo 
Pearl Harbour".B 

Después del 11 de septiembre los 
neoconservadores deciden que es el 
momento adecuado para poner en mar
cha esa agenda. EE UU debe prescindir 
de las reglas e i nstrumentos multilatera
les como la ONU. Su objetivo es des
gastarlos, quitarles contenido, debil itar
los y, a partir de ahí, uti lizarlos si sirve a 
sus intereses. Lo mismo ocurre con otras 
instituciones como la Corte Penal Inter
nacional o normas del Derecho Interna
cional y el Derecho Internacional Hu
manitario (cuya apl icación reclaman 
para sí pero niegan a otros, tomo mues
tra el caso de Guantánamo). El Derecho 
Internacional es otra de las arenas en las 
que se está l ibrando la ''guerra antiterro
rista": por ejemplo, en los debates sobre 
si la ONU y el Consejo de Seguridad si
guen siendo relevantes como árbitros de 
la paz y la seguridad mundial o si los 
Convenios de Ginebra deben o no apli
carse en esta guerra. No se trata de des
mantelarlo sino de d isminuir su n ivel de 
poder y utilizarlo para los propios inte
reses. 

A la vez, se trata de redefinir el equi
librio entre Estados y el balance de fuer
zas que, según el real ismo tradicional, 
es el que mantiene la paz. E l  nuevo rea
l ismo neoimperial ista deja fuera de jue
go a los antiguos realistas, como Bush 
padre y, por momentos, al  propio Henry 
Kissinger (aunque éste ha sabido pasar
se al nuevo campo). Washington, desde 
entonces, sólo acepta al iados subordi
nados pero no negociaciones ni pactos. 

8 Tom Barry y jim lobe, "The Men Who Stole the Show", Foreign-Policy in Focus, Special 
Report, octubre de 2002. Ver también Mariano Aguirre y Phyl l i s  Bennis, La ideología 
neoimperial, Icaria, Barcelona, 2003. Y se puede consultar su página web en ��!?-�.: 
c.org 



La "guerra global antiterrorista", que es 
el  instrumento de su estrategia, es defi
nida e i mplementada desde EE UU,  con 
el apoyo pero no ca-liderazgo de quie
nes quieran sumarse. 

Esto significa una ruptura con la po
l ítica exterior estadounidense. Desde l a  
1 1  Guerra Mundial, l o s  presidentes F ran
kl in  D. Roosevelt y Harry S.  Truman en
tendieron que EE UU no podría sostener 
su hegemonía sin la aprobación de otros 
países y contribuyeron a crear un siste
ma político que, sin poner en pel igro 
esa hegemonía, permitía la participa
ción de otros poderes. Esto se reflejó en 
la ONU y en las i nstituciones de Bretton 
Woods en primer lugar. No se trataba de 
debi l itar la posición de EE UU sino que 
era necesario dar u n  margen de manio
bra a los a l iados y a otros países, para 
que pudieran participar. La hegemonía 
se sostenía mediante la cooperación y 
cediendo una pequeña parte del poder.9 

Los neoimperia l istas (aunque evitan 
usar esta termi nología) van más al lá.  Pa
ra su proyecto, necesitan que Europa 
(en especial países más reacios a acep
tar la hegemonía de EEUU, como Fran
cia y Alemania) acepten el l iderazgo in
discutido. Y necesitan que la ONU se 
pl iegue a las nuevas pretensiones de 
Washington para darle legitimidad. Pero 
la ONU, de todos modos, se pretende 
que quede relegada a funciones que 
el los no tienen interés en asumir como 
asistencia hu manitaria o reconstruccio
nes posbélicas, eliminando su papel po
lftico como único órgano con legitimi
dad para dirimir cuestiones relaciona-
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das con la paz y seguridad internacio
nal.  

Su estrategia  tiene varios frentes y 
objetivos. Afganistán fue bombardeado 
y los tal ibán desalojados del poder ale
gando que era un "Estado santuario" de 
organ izaciones terroristas y que se lu
charía contra el terror implantando la 
democracia. l rak, porque supuestamen
te tenía armas de destrucción masiva, 
vínculos con organizaciones terroristas 
y porque serviría de ejemplo para reor
denar el mapa de Oriente Medio y ex
pandir la democracia en la zona. En rea
l idad, ambas campañas también preten
den enviar el  mensaje de que EE UU es
tá dispuesto a imponer su voluntad: ce
rrar el ani l lo de bases mil itares del Gol
fo Pérsico, el Cáucaso y Asia Central, 
cortando el paso geopol ítico a China y 
Rusia; aislar a Irán y Siria y presionar a 
Arabia Saudí; controlar el petróleo y el 
poder geopol ítico del área; apuntalar a 
Israel;  marginar a la ONU y dividir a la 
UE. A la vez, dentro de EE UU,  y basán
dose en la lógica del miedo, han im
puesto una política ultraconservadora 
que recorta derechos y l ibertades conse
guidos durante décadas y merma los de
rechos procesales, algo que afecta espe
cialmente a las minorías árabes o mu
sulmanas. Es un proyecto ambicioso, 
casi revolucionario, que bien puede no 
l levarse a cabo totalmente pero que es
tá generando cambios, respuestas e in
quietudes muy fuertes dentro y fuera ' de 
EE U U .  

L a  politica neoconservadora tam
bién tiene respuestas desde otros lados 

9 Georges Monbiot, "How to Stop Ame rica", Common Dreams News Center, 1 2  de junio 
de 2003. 
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del mundo. Algunos como el president<! 
español José María Aznar creen en lo 
que el fi lósofo a lemán Jürgen Habermas 
l lama el "poder normativo de lo fáctico 
y wnflan en un juicio mora l que, con 
visión para los limites políticos de la 
moral, sabe apreciar los frutos de la vir
toria", 10 En otras palabras, es más pro
vechoso estar cerca del poder y no t iene 
sentido discutir sobre los hechos consu·· 
mados. O más bien, los hechos consu
mados, como la caída de Sadam Hu
sein, deben preva lecer sobre las leyes 
que eventualmente se violan para obte
ner un fin. Otros también capit ulan y 
dejan a u n  lado el Derecho Internacio
nal ya que "éste, por puros remilgos 
post-heróicos ante los riesgos y costes 
de la violencia mi l i tar, cierra los ojos 
ante la l ibertad política como auténtico 
valor". 1 1  Son los partidarios de un "im
perio blando y h u manitario", como Mi
chael lgnatieff, o los que justilican estas 
tendencias en nombre de la expansión 
de la democracia (el anal ista de The 
New York Times Thomas Friedmann o 
Mario Vargas llosa) y el anticuropeísmo 
(Robert Kagan). 

En real idad, se trata de sust i tuir  el  
contexto del  Derecho Internacional por 
una política de orden mundial un i late
ral ,  donde e l  Estado líder, y no las nor
mas, es quién decide cómo se actúa. Pe
ro todo esto es un proceso y no está ce
rrado. la agenda neoconservadora que 
se está apl icando encuentra resistencias 
dentro y fuera de EE UU y quedan már
genes de man iobra, de forma que no es 

posible saber sí � impondrá definitiva
mente o cuánto durará. Mientras a lgu
nos creen que durará un año o dos, si 
Busñ. pierde las elecciones de noviem
bre de 2004, o cinco si las gana, otros 
creen que puPden durar de diez a vein
te años en cualquím caso, pues se han 
puesto en marcha peligrosas dinámicas 
que ahora es más difíc i l  frenar. 

las resist�mcias ante el neoimperialis
mo 

Durante el debate sobre lrak entre 
2002 y 2003 F rancia o Alemania no 
aceptaron la invasión a lrak y actual
mente no part ic ipan en la ocupación. 
Desde estos países la pretensión impe
rial de EE UU se ve como un peligro. 
Creen que Europa t iene derecho a parti
cipar en el poder global. pero de forma 
multi lateral y no como subordinado. 
Mantener una política exterior autóno
ma de la de EE UU ha sido una priori
dad francesa desde la 1 1  Guerra Mundial 
y el gaullísmo. Esta independencia ha 
sido muy relativa y ambigua, pero la po
sición del Gobierno Bush ha radicaliza
do la posición, curiosamente de un Go
bierno de derechas en París. 

En el caso de lrak se sumaron, ade
más, no sólo intereses económicos, sino 
la presión de la opinión públ ica y la ne
cesidad de adoptar una política más sa
tisfactoria de cara a las minorías musu l
manas internas. la presión de una opi
nión pública pacifista también fue clave 
en el caso de Alemania. Rusia quiere ju-

1 O jürgen Habermas, • ¿Qué significa el  derribo del monumento" . El País, 20 de mayo de 
2003. 

1 1  /bfdem. 



gar al juego del poder pero no como sa
tél ite de EE UU, y veía con preocupa
ción el avance de Washington en su 
área de influencia. 

Otros países intermedios se resisten 
en la medida en que han ganado espa
cios geopolíticos, comerciales y econó
micos que no quieren perder. Es el caso 
de Brasil, México, India o Suráfrica, po
tencias i ntermedias que desean ampl iar 
su presenciá en sus respectivas áreas de 
influencia y no quieren verse relegados. 
A la ve1:, en c uestiones como comercio, 
salud global y medio ambiente conside
ran que deben negociar otras condicio
nes para precisamente mejorar la situa
ción social  de sus países. Varios de 
ellos, además, quieren un asiento como 
miembros permanentes del Consejo de 
Seguridad de la O N U  y, en cua lquier 
caso, pretenden consolidarse como po
tencias. Esto está generando a l ianzas 
que serán uno de los aspectos más inte
resantes a segu ir en el futuro. Los labo
ratorios gubernamentales de Brasil y la 
India fabrican antiretrovirales contra el 
sida genéricos y mucho más baratos que 
los que patentan las multinacionales es
tadounidenses, y Suráfrica ganó una im
portante batal la  judicial  para poder im
portarlos. Otros países afectados por el 
sida quieren hacer l o  mismo. Brasil 
quiere reforzar el  M E RCOSU R  para ne
gociar en mejores condiciones con E E  
U U  los términos del Área d e  Ubre Co
mercio de las Américas (ALCA). Y ha l le
gado a un acuerdo con Argentina para 
vota r de forma conjunta en el Consejo 
de Seguridad de la ONU,  donde ambos 
países tendrán un asiento en los próxi 
mos tres años. A su vez, quiere ex¡;�andir 
su poder comercial  y politico efl el Áfri 
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ca lusófona. MERCOS U R  firm.l un pa(· 
to comercial en la Comunidad Andina 
de Naciones. Y e l  Grupo de los 22, en el 
que participaron tanto India como Surá
frica o Brasil,  además de otros países, 
hizo fracasar las negociaciones de la 
Organización Mundial del  Comercio al 
reclamar términos de i ntercambio más 
favorables y que los países ricos apli
quen las mismas recetas que se les reco
miendan a e l los y reduzcan sus protec
ciones arancelarias. 

Por su parte, todo esto ha causado 
una gran conmoción en la ONU, acre
centada con los atentados sufridos en 
Bagdad, especialmente el coche bomba 
del mes de agosto. Todo el proceso que 
l levó a la i nvasión de l rak y la posterior 
participación en la reconstrucción ha 
llevado a muchos a pensar que es nece
sario aumentar el papel político de la 
O N U  y su i ndependencia de E E  U U  pa
ra que no sea percibida como un mero 
instrumento de los países poderosos. 
los planteamientos de reforma, tantas 
veces apuntados, vuelven a surgir. U na 
reforma radica l ,  por ejemplo de la com
po!O.ición y funcionamiento del Consejo 
de Seguridad, parece difíc i l ,  pero hay 
espacios dentro de la organ ización en 
los que se puede avanzar en campos es
pecíficos, como la acción human itaria, 
la  prevención de la  guerra y reconstruc
ción posbél ica. A pesar de las pretensio
nes de EE U U, la consolidación del im
perio será difíci l .  

E l  sistema multi latera l tiene hoy mu
chas caras, es grande y complejo, y no 
puede controlarse desde un centro con 
una polftica basada exclusivamente en 
la fuerza m i l itar. El poder mi l itar en el 
mundo actual parecE> unipolar, pero !ii 
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se mira a l  panorama económico, éste es 
multipolar, y l as estructuras de poder 
político están sumamente fragmentadas. 
El poder m i l itar no puede funcionar in
defin idamente sin legitimidad. Hay re
des comerciales, financieras, de seguri
dad, bi laterales, regionales, en las que 
será muy difící 1 que consiga ejercer la  
hegemonía. Y la ONU sigue siendo cla
ve como referencia en numerosas nego
ciaciones. La integración europea, con 
dificultades, segu i rá avanzando; China, 
Corea y Japón pueden comenzar a mo
verse de manera más conjunta; países 
del Sur buscarán al ianzas para resistir 
ese avance y la  proliferación de armas 
de destrucción masiva probablemente 
continuará. 

En un mundo un ipolar pero muy in
terdependiente, EE U U  tampoco puede 
controlar las reacciones que surjan ante 
sus acciones y los n uevos equ i l ibrios 
que puedan crearse como contrapeso. 
Incluso, la visión arrogante y un i lateral 
de sus intereses puede ir en contra de 
esos mismos intereses en la medida en 
que suscite res¡stencias mayores. 

los desafíos del multilateralismo 

Todo esto plantea desafíos que será 
necesario afrontar en los próximos años. 
Para la Un ión Europea será fundamental 
recomponer el consenso que se rompió 
durante la crisis de l rak y avanzar en la  
defin ic ión de u na politica exterior y de 
seguridad común que se base no en l a  
fuerza sino e n  l a  cooperación, y en e l  
reconocimiento de que los problemas 
globales requieren soluciones globales, 
estableciendo relaciones más justas y 
equitativas. Este enfoque en el consenso 
es la base de la construcdón europ<:a y 

las lecciones a extraer son i mportantes. 
A la vez, la U E  tiene capacidad econó
mica, pol ítica, comercial, cu ltural en los 
asuntos mundiales y servir de contrape
so a la hegemonía estadounidense. En 
ese sentido, la posición francesa y ale
mana deben reforzarse y promoverse. 

En el caso de la ONU, su comporta
miento en está crisis ha osci lado desde 
la resistencia a plegarse a las pretensio
nes estadounidenses, antes de la  crisis 
de lrak, lo que incrementó su legitimi
dad, a algunas concesiones posteriores 
en el marco de las dificultades de la 
ocupación. En cualquier caso este orga
nismo sigue bajo ataques, de los real is
tas que la consideran inoperante porque 
recorta su poder, y de sectores radicales 
o de izqu ierdas que también consideran 
que lo es por no ser capaz de adoptar 
políticas autónomas. Pero la ON U no es 
más que la suma de las volfmtades de 
los Estados que l a  forman y, en su actual 
composición y funcionamiento, esas 
vol untades determinan hasta dónde 
puede l legar. Cualquier propuesta de re
forma de la ONU debe partir de que es 
absolutamente necesaria, porque su vía 
de funcionamiento es la de los princi
pios y normas del Derecho I nternacio
nal y los valores u niversales que contie
ne su Carta y otros instrumentos poste
riores emanados de el la.  La ONU es 
fundamental para un orden internacio
nal basado en la responsabi l idad colec
tiva. 

Los avances deben ir en una l ínea 
de democratizaCión, de hacerla más re
presentativa de la diversidad del mundo 
actual y de adoptar un concepto globaÍ 

de seguridad que ponga en primer l ugar 
los derechos humanos y l a  cooperación 
en l ugar de los intereses de los Estados. 



Una vía podría ser i ncorporar de forma 
más activa a diversas corrientes de la so
ciedad civi l  y crear espacios para las 
asociaciones y bloques regionales. Las 
opciones más l lamativas, como la refor
ma del Consejo de Seguridad, no serán 
posibles en el corto p lazo, pero eso no 
significa que no se deban plantear pro
puestas. Tampoco las guerras de desco
lonización tenían perspectivas de triun
far antes de iniciarse. Lo que no es posi
ble hoy puede serlo en el futuro. 1 2 

A pesar de las críticas, la complej i 
dad del  mundo actual y la  tendencia de 
los  Estados poderosos a actuar sólo en 
función de sus  i ntereses seguirán ha
ciendo de la  ONU un espacio, en oca
siones el único, para generar otro tipo 
de respuesta. Hay q ue recordar que, 
aunque desde el Norte se la observa só
lo en términos de paz y seguridad, tiene 
otras áreas de actuación que incluyen e l  
desarrollo, e l  medio ambiente, la salud, 
los derechos humanos o la igualdad de 
género, y sus actuaciones en estos terre
nos son relevantes para muchas pobla
ciones del Sur. 

En la ONU hay máltiples caminos y 
vías i nstitucionales para que países con 
una agenda d iferente puedan trabajar 
sobre cuestiones c lave como la pobre
za, la salud global, la ayuda al desarro
llo o el comercio, las intervenciones hu
manitarias. Incluso para plantear la re
forma del FMI y el Banco Mundial. Al
gunos países están trabajando en esta lí
nea. A pesar del ataque a que está sien
do sometida, en muchos campos hay 
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pequeños avances e in ic iativas institu
cionales complejas pero i nteresantes. 

Para el Tercer Mundo y los países in
termedios es necesario apostar por la 
ONU y los i nstrumentos mu lti laterales 
en lugar de a l ianzas bi laterales con 
Washington que reforzarán su posición 
subordinada. Los pactos regionales y las 
al ianzas Sur-Sur serán clave para defen
der sus i ntereses y hacer oír su voz en 
cuestiones que les afectan d irectamente 
como la defin ición de las políticas eco
nómicas, la lucha contra la pobreza y la 
exclusión, los problemas medioambien
tales o el acceso a medicamentos esen
ciales para enfermedades curables. 

Los movimientos por la paz deben 
apostar por el mult i latera l ismo como 
única salida para los problemas globa
les y plantear alternativas para hacer 
avanzar un esquema multi lateral y coo
perativo de gestión de la seguridad co
lectiva. A la vez, es necesario estar críti
camente alerta ante tendencias mi l ita
ristas europeas y de otros actores. Las 
reivi nd icaciones de mult i lateral ismo 
que proceden de Bonn, París, China y 
Rusia también se apoyan en la fuerza. 
No han faltado las voces que, ante la  
crisis de lrak, reclaman un aumento de 
los gastos de defensa de la UE como for
ma de contrapeso y equi l i brio. Estas vo
ces no tienen en cuenta que para la U E  
e s  más importante avanzar e n  l a  unidad 
polltica y no duplicar sus fuerzas que 
gastar más d inero en armamento. Y que 
es más importante avanzar en la dip lo
macia, la negociación, los i nstrumentos 

1 2 Richard Falk, "The U nited Nations System: Proposals  for lnstítullonal Renewal" Workin¡¡ 
Papers Nº 1 89. U NU-WIDER. julio de 2000 
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de prevención de conflictos y crisis y la 
lucha contra la pobreza que en aumen
tar las capacidades mil itares. La mayor 
parte de las amenazas que sufre la UE (y 
el mundo), hoy, no son mil i tares. 

Además será necesario establecer 
conexiones y trabajar con los movi
mientos políticos y de sociedad civi l  en 
Europa, en EE UU y en otras partes del 
mundo. Cada uno en su campo pero 
con conexiones que vayan más al lá de 
las actuales, que son muy débiles. Por 
ejemplo, el movimiento por la paz en 
España debe trabajar con el movimien
to en Europa, éste con el de EE U U ,  y 
con movimientos similares en África o 
'América Latina que están trabajando en 

cuestiones de género, de derechos hu
manos o promoviendo tribunales para 

• juzgar delitos contra los derechos hu
manos. 

A este proceso pueden contribui r  
también los movimientos por una justi
cia social global, cuyo encaje con los 
movimientos por la paz es cada vez más 
imprescindible. Porque sus grandes re
clamaciones como un comercio más 
justo, lucha contra la pobreza, protec
ción del medio ambiente, defensa de los 
derechos humanos y las minorías, son 
reflejo de las principales amenazas para 
la paz y la seguridad mundial. Amena
zas que no son mi l itares y que no se re
solverán por medios mi l itares. 



Conflictividad socio - política 

Marzo 2004 - Junio 2004 
Como ha sido ya habitual en e/ comportamiento del régimen a lo largo de su administración, 

los acuerdos y negociaciones con los diversos sectores del espectro polftico se caracterizan por 
su corta duración, falta de operatividad y, fundamentalmente, la ausencia de un proyecto po
lftico que los sustente, En dicho escenario, las posibilidades de estabilidad y crisis resultan dis
tancíadas por linderos frágiles y de diffcíl estimación por pan:e de observadores y analistas. 

D e hecho, el cuatrimestre que se

. 
anal iza se encuentra permeado 
por u na relativa calma en lo so

cial y politico, con la salvedad de la 
emergencia· de un n uevo actor plagado 
de recursos, provisto de capital simbóli
co socialmente reconocido; y, con ca
pacidad real de trastocar la política fis
cal y presupuestaria de Carondelet: los 
jubilados. En dicho contexto, mientras 
los pensionistas del IESS articulan espa-

cios de protesta y las él ites pol íticas se 
ven obligadas a dar un giro a la agenda 
pol rtica del momento, la sociedad en 
genera l, y especialmente los l lamados 
activistas, los centros de educación su
perior y los grupos de interés, mantie
nen un s i lencio cómplice, propio de u n  
país con un proceso d e  ciudadanla po
co consol idado e indiferente ante las 
reacciones suscitadas en su entorno. 

Número de conflictos por mes 

FECHA FRECUENCIA PORCENTAJE 

MARZ0 / 2004 

ABRIL / 2004 

MAY0 / 2004 

JUNI0 / 2004 

TOTAL 

Fuente: Diarios, El Comercio y El Univel'$0 

Elaboración: Susana Egas M.·CMP 

1 8  

1 5  

1 5  

1 5  

63 

La relativa estabil idad y calma ob
servadas en el escenario politico en 
cuatrimestres anteriores vuelve a reafir
marse en el perfodo en análisis. En efec-

28,57% 

23,81 %  

13,81% 

21,!11 % 

1 00,00'}'. 

to, y más a l lá  de la solicitud de renuncia 
al  Presidente de la Repúbl ica propuesta 
por los sectores co - gobernantes en la 
primera etapa de la presente administra-
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ción, parecería que, a l  menos de mo
mento, las estrategias políticas diseña
das desde Carondelet han dado resulta
dos medianamente efectivos en pro de 
a lcanzar sus objetivos más próximos: 
culminar el período, andarse política
mente dentro del escenario partidista; y, 
posibi l itar la inserción de los a l legados 
al Coronel Gutiérrez a los espacios de 
del iberación e influencia - incluso sim
bólica del pals. 

Si de expl icar la recursividad y per
manencia observada en el comporta
miento de los actores políticos y socia
les se trata, se podría señalar la ausencia 
de medidas de ajuste económico, la en-

trega de cuotas políticas a los partidos 
de mayor influencia y, desde una lectu
ra coyuntural ,  los preparativos y efecti
va real ización del certamen de Miss 
U niverso, como algunos de los factores 
coadyuvantes en el mantenimiento del 
orden y la estabil idad política al interior 
del país. En fin, y como se ha menciona
do en ocasiones a nteriores, al carecer 
los acuerdos y negociaciones alcanza
dos por el régimen de una agenda poll
tica específica, éstos resultan frági les y 
susceptibles de rompimiento tan pronto 
las dinámicas del comportamiento pre
bendario y c l ientelar de los actores va
rien. 

Género del conflicto 

GENERO FRECUENCIA POflCENTAJE 

CAMPESINO 

CIVICO REGION.'\l 

INDIGENA 

lABORAl PRIVADO 

LABORAL PUBLICO 

URBANO BARRIAl 

TOfAL 

Fuente: Diarios, El Comercio y El Universo 

Elaboración: Susana Egas M.-CAAP. 

Por lo expuesto, el comportamiento 
de los d iversos sectores sociales y políti
cos en el presente periodo no denota 
mayor variación en cuanto al nivel de 
demandas presentadas ante los órganos 
estata les. Así, con l igeras variaciones, 
los porcentajes avizorados en el cuatri
mestre precedente se vuelven a verificar, 
pudiendo observarse solamente una 
modificación relativamente considera
ble - con tendencia a la baja - que gira 
a l rededor de la nueva elaboración dis-

1 1 ,59% 
9 1 4,29% 
3 4,76% 
7 1 1 , 1 1 %  

1 7  26,98% 
26 4 1 ,27% 
63 1 00,00% 

cursiva y de acción de los movimientos 
indígenas. En efecto, luego de la salida 
de Carondelet y tras un breve espacio de 
respiro político, d ichos sectores han 
arremetido contra del gobierno central 
aunque con poca receptividad de la po
blación. Lo dicho parecería impl icar 
que la ciudadanía empieza a sentir me
nores niveles de impacto e interpelación 
desde el  discurso antisistémico, propio 
de la orientación ideológica de algunas 
de las organizaciones étnica nacionales. 



COYUNTURA 35 

Sujeto del conflicto 
SUJETO FRECUENCIA PORCENTAJE 

CAMPESINOS 
EMPRESAS 
ESTUDIANTES 
GREMIOS 
GRUPOS HETEROGENEOS 
GRUPOS LOCALES 
IND[GENAS 
ORGANIZACIONES BARRIALES 
SINDICATOS 
TRABAJADORES 
TOTAL 

fuente: Diarios, El Comercio y El Universo 
Elaboración; Susana Egas M.-CAAP-

En cuanto a los actores que protago
n izan los escenarios de conflictividad 
socio política en el país, observamos 
preponderantemente a los trabajadores, 
las organizaciones barriales y los gre
mios en ese orden - como los princi
pales focos de discusión y protesta c iu
dadana. En dicha perspectiva, el perío
do en anál isis se caracteriza por la 
emergencia de un nuevo sector de pre
sión que, va l ido del capital simból ico 
adquirido y a través del apoyo recibido 
desde los medios de comunicación y los 
diversos sectores ciudadanos, ha origi-

1 1 ,59% 
1 1 ,59'Yo 
3 4,76% 

2 3, 1 7% 

4 6,35% 

4 6,35% 

3 4,76% 

20 3 1 ,75% 

2 3,1 7% 

23 36, 5 1 %  

63 1 00,00% 

nado e l  reordenamiento de las estrate
gias de acción trazadas en Carondelet: 
los jubi lados. De hecho, las medidas 
adoptadas por los pensionistas del IESS 
ha dado paso a una reforma de la polí
tica fiscal del régimen y a un ecl ipsa
miento de la agenda pol ítica de coyun
tura que se debatía tanto por parte del 
Ejecutivo como en la esfera del Legisla
tivo. Aunque el  c l ímax de la agitación 
producida por los jub ilados se la evi
dencia en el  mes de j u l io no sujeto a 
anál isis - sus antecedentes se hal lan da
dos en el cuatri mestre en estu dio. 

Objeto del conflicto 
OBJETO 

DENUNCIAS CORRUPCION 
FINANCIAMIENTO 
LABORALES 
OTROS 
RECHAZO POUTICA ESTATAL 
SALARIALES 
TOTAl 

'---·· 
fuente: Di arios, El Comercio y El Universo 
Elaboración: Susana Egas M.-Ó\AP-

FRECUENCIA PORCENTAJE 

2 3, 1 7% 

1 4  22,22% 

2 3 , 1 7% 

25 39,68% 

3 4,76% 

1 7  26,98% 

63 1 00,00% 
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En relación al aná l is is expuesto en 
lineas precedentes, el punto más alto de 
la conflictividad sociopolítica del pre
sente cuatrimestre se halla evidenciada 
en las peticiones y demandas por finan
ciamiento. En dicho rubro las protestas 
·de los jubilados del IESS constituyen el 
máximo exponente del fenómeno social 
descrito, no solo por la magnitud del 
sector reclamante sino también por las 

consecuencias que para el  manejo de 
las cuentas nacionales y presupuestarias 
con l levan sus peticiones. En la misma lí
nea de reflexión, se podria decir que el 
periodo analizado da cuenta de un pro
ceso de relegamiento de las diversas de
mandas ciudadanas, estables y media
namente conocidas por efecto de las 
pretensiones provenientes del sector de 
los jubilados. 

Intensidad del conflido 
INTENSIDAD FRECUENCIA PORCENTAJE 

-

AMENAZAS 

BlO(}UEOS 

DESAlOJOS 
DETENCIONES 

HERIDOS 

INVASIONES . 

MARCHAS 

PAROS 1 HU EI.GAS 

PROTESTAS 

TOMAS 
TOTAl. 

fuente: Diarios, El Comercio y ff Universo 

E laboración: Susana Egas M.-CMP-

En consonancia con la tendencia 
observada a lo largo de los últimos cua
trimestres, la  intensidad de la conflicti
vidad sodopolftica en el país se mantie
ne en márgenes de relativa calma y ac
ceso a la  consecución de acuerdos, 
aunque éstos se desenvuelvan bajo las 
características que se han citado. En to
do caso, cabe anotar que las protestas y 
marchas siguen siendo espacios preferi
dos de expresión y agitación, así como 

6 9;52% 

2 ),1 7'Yo 

1 1 ,59% 

1 1 ,59% 

2 3,1 7% 

1 1 , 59% 

1 0  1 5,87% 

2 1  33,33% 

1 6  2 5,40% 

3 4,76% 

63 100,00% 

de producción discursiva desde los dife
rentes sectores sociales y políticos del 
país. De otro lado, podemos observar 
una carda ostensible de los bloqueos de 
ca l les y carreteras (de 1 4,49% a 3, 1 7%) 

mecanismo al que recursivamente han 
accedido las organizaciones indígenas -
que sería demostrativo de la paulatina 
pérdida de legitimidad de dichos arte
factos de expresión popular frente a la 
ciudadanía. 
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Número de conftl�os por provincia 

PROVINCIA FRECUENCIA POitCENTAlf 

AZUA Y 
CHIMBORAZ.O 
EL ORO 
ESMERALDAS 
GALAPAGOS 
GUAYAS 
LO)A 
LOS RtOS 
MANABI 
ORELLANA 
PICHINCHA 
SUCUMBIOS 
TUNGURAHUA 
NACIONAL 
TOTAL 

Fuente; Diarios, El Comercio y El Universo 
Elaboración: Sussna Egas M.-CAAP-

En lo relacionado a la distribución 
de la conflictividad por provincias, el 
presente período denota un incremento 
de las demandas en Guayas, Manabi y 
en menor medida Orellana. Lo dicho 
implica un repunte de la protesta prove
niente desde e l  Puerto Pri ncipal 
0 1 ,59% a 26,98%) a juzgarse por los ín
dices establecidos en el cuatrimestre an
terior. Dicho fenómeno puede ser leido 
como un proceso dclico justificado en 
la fragi lidad de los acuerdos a lcanzados 
por el régimen central y los rrincipales 
actores de dicha región. En tal  perspec
tiva, el continuo proceso de reajuste y 
enmienda de las negociaciones y acuer
dos suscitados entre los principales ac
tores del L itoral y el  gobierno central 
dan cuenta del establecimiento de pe
ríodos de calma combinados con otros 

1 1 ,59% 

2 3 , 1 7% 

2 3, 1 7% ' 
4 6,35% 

2 3,1 7'1'. 

l 7  26,98% 

1 1 ,59% 
4 ó,35% 

ó 9,52% 

3 4,76'l"o 

1 6  25,40% 

2 3,1 ""· 
1 1 ,59% 

2 3, 1 7% 

63 100,00% 

de agitación; siendo éstos últimos el pa
so previo a un nuevo estado de estabil i
dad de las fuerzas políticas y sociales 
a l l í  insertas. 

De otro lado, la tendencia a la baja 
observada en la provincia de Pichincha 
(34,78 a 25,40%) podría ser entendida 
como la maduración del proceso de 
conversaciones establecido entre las 
principales fuerzas políticas y sociales 
de la capital y el Min isterio de Gobier
no, entendiendo tal comportami_ento a 
partir de la figura del lng. Baca Carbo, 
quien seria observado como un actor 
con credibi lidad, cercanía a los líderes 
polfticos del Congreso - principalmente 
I D, DP y Pachacutik - y con capacidad 
de negociación específica en temas álgi
dos y que tiene que ver con el  desempe
ño fiscal y áreas estratégicas del Estado. 



38 ECUADOR DEBAH 

Número de conflictos por regiones 

REGION FRECUENCIA PORCfNTAJf 

COSTA 
SIERRA 
AMAZONIA 
GALAPAGOS 
NACIONAl 
TOTAL 

Fuente: Diarios, El Comercio y El Universo 
Elaboración: Susana Egas M.-CAAP-

Tal cual se ha expresado, los últimos 
cuatrimestres demuestran ciclos especí
ficos en la conflictividad, sobre todo en 
la región Costa, que marcan ascensos y 
descensos de episodios de tensión y de 
demandas. De esa manera, si en el cua
trimestre pasado se observaba un 
27,54% de l a  confl ictividad nacional en 
esa región, en éste dicho índice se eleva 
al 52,38%, dando muestras de la relati
va certeza de las percepciones anotadas 
en el anál isis efectuado en el párrafo 
precedente. De otro lado, la tendencia 
al  decrecimiento de la conflictividad en 
la región Sierra (de 50,72% a 33,33%) 
marca u n a  continuidad observada a lo 

3 3  52,38% 
2 1  33,33% 

5 7,94% 
2 3,1 7% 
2 3, 1 7% 

6] 1 00,00°-'> 

largo de los últimos cuatrimestres, con 
lo que se podría señalar que el foco de 
tensión y escenario propicio para el 
acuerdo político se hal la  cifrado en la 
Costa ecuatoriana, sea por su extensión 
poblacional o por los n iveles de influen
cia política y económica que proviene 
de esa región. Hay que señalar que el 
movimiento i nd ígena ecuatoriano, bási
camente el serrano- está atravesando 
por u na crisis de l iderazgo y organ iza
ción que se ha expresado en las fal l idas 
convocatorias a paral izaciones naciona
les donde su poder de representación y 
convocatoria se han visto menoscaba
das seriamente. 

Intervención estatal 

INTERVENCION 

GOBIERNO PROVINCIAL 
lEGISlATIVO 
MILITARES 1 POUCIA 
MINISTROS 
MUNICIPIO 
PO LICIA 
PRESIDENTE 

. NO CORRESPONDE 
TOTAL 

Fuente: Diarios, El Comercio y El Universo 
Elaboración: Susana Egas M.-CAAP-

fRECUENCIA PORCENTAJE 

2 3,1 7% 
2 3,1 7% 
1 1 ,59% 
g 1 4,29% 
6 9,52% 
5 7,94% 

20 3 1 ,75% 
1 8  28,57% 
6l 1 00,00% 



Manteniendo la recurrencia de cua- . 
tri mestres anteriores, el Presidente de la 
República es el  actor a través del  que se 
procesan y reducen las complejidades y 
conflictos provenientes de los distintos 
actores. En efecto, más a l lá de la acción 
de los Ministros Secretarios de Estado 
que dicho sea de paso descienden en su 
capacidad de iníerencia y mediación -, 
parecería que es la presencia en la me
sa de negociaciones del Primer Manda
tario la que otorga legitimidad y efectos 
vinculantes a las  negociaciones y 
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acuerdos planteados. En este sentido, la 
i nsignificante labor eíercida por los ór
ganos j urisdiccionales f1 ,45%) así co
mo la poca efectiva actividad en este 
plano de parte del Legislativo, podrían 
ser referentes específicos del proceso de 
deslegitimación y desinstitucional iza
ción por el  que atraviesa el  país y que 
conl levan no solo a la pérdida de con
fianza en loas instancias oficiales sino 
también, y aún más grave, en los proce
dimientos establecidos por el estado de 
derecho. 

Desenlace del conflicto 

DESENLACE FRECUENCIA PORCENTAJE 

NEGOCIACION 
POSITIVO 
RECHAZO 
REPRESION 
TOTAL 

Fuente: Diarios, El Comercio y El Universo 
Elaboración: Susana Egas M.-CAAP-

Finalmente y considerando las lógi
cas de comportamiento y códigos de ac
ción del régimen central, permeadas to
das el las por el cl ientelismo político, la 
entrega de favores y la búsqueda desen
frenada de una movi l idad social  mal en
tendida y practicada, es de entender 
que el porcentaje mayoritario de con
fl ictividad sea resuelta a través de nego
ciaciones y acuerdos entre los diversos 
actores insertos en el sistema político 
nacional . Lo dicho, a pesar de que po
dría expresar un crecimiento de los ni
veles de gobernabil idad política en el 
país, no hace mas que reflejar la ausen
cia de fortalezas en el  gobierno, la redu
cida capacidad de elaboración de agen-

51 80,95% 

3 4,76% 

1 1 ,59"/o 
8 1 2,70% 

63 100,00'l'9 

das políticas y, en definitiva, la perma
nente recurrencia a las fuerzas políticas 
influyentes, básicamente las vincul adas 
con el Partido Socia l  Cristiano, el Rol
dosismo y -en menor medida- el PRIAN 
como los espacios en los que l a  imposi
ción de las d irectrices a ser seguidas 
provienen, precisamente, de los l i nea
mientos establecidos por esas tiendas 
partidistas. Tendríamos entonces un go
bierno maniatado y sujeto a las presio
nes corporativas de estos partidos que 
ven en la debil idad del régimen la opor
tunidad propicia para mantener su sta
tus quo y sus intereses a espaldas de la 
población ecuatoriana. 
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TEMA CENTitU 

¿Por qué se deslegitima la democracia? 

El desorden democrático 

J. Sánchez Porga· 

Tres factores deslegitiman actualmente la democracia en el mundo y podrían contribuir de al
guna manera a su futura liquidación: sus malos gobiernos y más exactamente las malas políti
cas gubernamentales; su generación de crecientes e ilimitadas desigualdades; y finalmente las 
violencias con las que se imponen y mantienen las democracias por la fuerza. Además de es
tas tres razones que explican la actual deslegitimaci6n de la democracia, cabe preguntarse en 
qué medida la democracia se ha vuelto incompatible con el nuevo modelo de sociedad post
societal y de "sociedad de mercado". Lo que conduciría a sostener que tampoco la democra
cia podrá ser lo que hasta ahora había sido en el nuevo orden global. En el caso de América 
Latina y en particular de los países andinos hay que añadir un importante factor institucional 
que condiciona los otros, y que hemos convenido en llamar "el desorden democrático". 

ue la democracia se ha deslegi-Q timado en el transcurso por lo 
menos de la última década es 

una constatación, de la que se han dado 
ya muchas pruebas y demostraciones. 
la bibliografía sobre el asunto es bas
tante i l ustrativa, y las más recientes en
cuestas de la opin ión pública son una 
elocuente y general izada expresión de 
el lo 1 • En América latina la insatisfac
ción democrática ha pasado del 56% en 
1 997 al 66% en el 2003, mientras que 
las preferencias democráticas han des-

Investigador del CAAP. 

cendido en el mismo período del 62% 
a l  5 3%. En Ecuador el apoyo a la demo
cracia se ha reducido del 52% al 46%, 
mientras que la satisfacc ión democráti 
ca  bajó del 34% al  23% entre 1 996 y 
20032. Es i mportante resaltar a part i r  de 
los sondeos de opin ión: a) que no es 
tanto la democracia como sistema polí
tico o régimen de gobierno que se en
cuentra deslegitimada, sino los gobier
nos democráticos y más exactamente 
sus políticas gubernamentales. De he
cho el 52% de la opinión pública latí-

Para un primer cuestionamiento nos remitimos a Qué Democracia. ECUADOR DEBATE. 
n.42, Diciembre, 1 997. Para una ampliación más reciente del tema cfr. J .  Sánchez Parga, 
"Pugna de intereses y desconsolidación de la democracia" en Ecuador Debate, n.  51 

2000; •oesconsolidación democrática y destrucción del sistema político", CAAP, 2003 
2 Cl.ACSO, Latinobarómetro 2003. Informe Resumen. La democracia v la Economía www 

latinbarometro.org Octubre 2003 
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noamericana prefiere gobiernos no de
mocráticos, pero que resuelvan los pro
blemas económicos. 

No hay que l i m itar la deslegitima
ción de la democracia a factores extrín
secos a la democracia ni tampoco a las 
panícu laridades o condicionamientos 
socia les de las "nuevas democracias" 
como son la mayoría de las latinoameri
canas según sugiere Weffon, al conside
rar que siempre fueron democracias no 
democráticas, ya que su formación so
cio-económica, política y cultural, el 
l astre de su pasado autoritario persona
l ista y cl ientel ista y sus precariedades 
institucionales han impedido tanto su 
consol idación como la democratización 
de su sociedad y cultura3.  S in  cuestio
nar la i nfluencia de estos factores en la 
l imitada o fracasada consol idación de
mocrática en muchos países, sin embar
go son otras hoy las razones y fuerzas 
que aceleran el fracaso y consuman l a  
deslegitimación d e  l a s  democracias e n  
todo e l  mundo, teniendo e n  cuenta que 
se trata de factores intrínsecos a la mis
ma democracia. 

Mientras que la deslegitimación de
mocrática se man ifiesta en las democra
cias desarrolladas por la inestabil idad 
de sus modelos de gobierno (frecuentes 
cambios del panido e ideología gober-

nantes) y por una degradación de sus 
pri n cipios y valores democráticos (go
biernos que gobiernan contra la mayo
ría de la opinión públ ica generando ine
quidad, inseguridad y reducción de l i
benades ciudadanas), en las "nuevas 
democracias", que se introducen en la 
década de los 80 en muchos países lati
noamericanos y del Tercer Mundo l a  
deslegitimación democrática s e  expre
sa: a) con la caída o derrocamiento an
ticonstitucional de los gobiernos, en ba
se a "golpes de Estado" i nstitucional is
tas, que lejos de abolir el régimen de
mocrático se l imitan a el iminar el  go
bierno democrático; b) con umbrales de 
violencia y de rebelión sociales que ha
cen ingobernable la sociedad; en razón 
de los crecientes acosos y hostigamien
tos no sólo a los gobiernos sino también 
al orden social  en su conjunto, c reando 
situaciones de subversión y guerra civil .  

E l  "desencantamiento democrático" 
consecuencia de la no-consolidación 
de · las transiciones democráticas co
menzó a resonar ya a in icios de los 90 
en América Latina, y desde hace más de 
una década se viene reflexionando so
bre la "deslegitimación de la democra
cia", segui mos preguntándonos "de qué 
democracia hablamos" o "iqué es o no 
es la democracia?4• Muchos autores in-

3 Fr. C Weffort, nles démocraties nouvelles: analyse d'un phénomene" en Revue lnternatio
nale des Sciences Sociales, n.  45, 1 993: 289-302. 

4 R. Munck, "'After the Transition: Oemocratic OisenchantemenUn Latin America", en Euro
pean Review of Latin American and Caríbean Studies, n. 55, 1 993; F. Moran señala cuatro 
causas extrínsecas de la deslegitimación democrática: a) el cambio en el sistema interna
ciona l ; b) mutación de la situación económica y agotamiento de los modelos económicos; 
e) el rápido cambio en Jos valores y la ética social; d) decline de la urgencia de ciertas ins
tituciones ("La deslegitimación relativa de la democracia•, en Claves de la razón práctica, 
n. 33 ,  1 993. 



sisten en que l a  . "democracia procedi
mental"5. ni  justifica n i  garantiza su le
gitimidad y tampoco su "eficiencia eco
nómica". Por eso ha l legado la hora de 
establecer con precisión las razones del 
fracaso democrático y de la deslegitima
ción de la democracia, no fuera de la 
democracia y en causas externas, sino 
precisando los factores que internamen
te la deslegitiman. 

1 .  Dictadura Económica de los Gobier
nos Democráticos 

El principio de deslegitimación de la 
democracia fue establecido hace veinti
cinco siglos por Aristóteles y sigue sien
do vál ido en nuestros días: "la democra
cia será destru ida por su mal gobier
no"6. Ya este planteamiento i ntroduce la 
distinción entre la democracia como 
sistema politico o régimen de gobierno 
y su gobierno o políticas gubernamenta
les. No hay propi�mente buenos o ma
los gobiernos y gobernantes sino buenas 
o malas políticas gubernamentales. Y lo 
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primero que hay que definir es cómo se 
mide la bondad o maldad de dicha gu
bernamental idad7. La única apreciación 
política justa que se puede establecer 
sobre la bondad o maldad de los hechos 
políticos, sus procesos y real idades, 
consiste en saber si mejoran o empeo
ran, ganan en calidad o se degradan, 
siendo en términos específicamente re
lativos o comparativos, que se justifica 
la deslegitimación de los gobiernos de
mocráticos y sus políticas gubernamen
tales8. 

Es en su constitución o en la forma 
como se constituye que un poder o ·un 
régimen de gobierno son legales o i lega
les; pero sólo en su ejercicio se legiti
man o deslegitiman. Por eso un poder 
i legal mente constituido podría legiti
marse en su ejercicio, y un poder legal
mente constituido, deslegitimarse en su 
ejercicio. Esto explica que el mejor, o 
"menos malo" de todos los regímenes 
polfticos, la democracia, se deslegitime 
tan fácilmente en su ejercicio. El hecho 
de distinguir entre democracia en cuan-

5 Cfr. Ph. Schmitter & T. Karl ,  uwhat Democracy ls ... and ls Not", en )ournal of Democracy, 
vol. 2,  n .  3 ,  1 99 1 . 

6 Política, V,l l ,  1 302b. El verbo "diaphthero" significa tanto "destruir" como "corromper". El 
sentido que después sería retomado por Maquiavelo significa la destrucción de la demo
cracia mediante la corrupción de sus instituciones por parte de los mismos gobiernos de
mocráticos. Las referencias a Aristóteles no responden hoy a un prurito de erudición, cuan
do la actual economía política redescubre la actualidad de su pensamiento: cfr. Arnaud 
Bethoud, nl'économie politique redécouvre t-elle Aristote?". en Revue du MAUSS, n. 1 5-
1 6, 1 992. 

7 Adoptamos el concepto de gubernamentalidad de Foucault para significar las políticas y 
programas ejercidos por un gobierno, para diferenciarlo de la idea de gobernabílidad, por 
encontrarse ideológicame nte manipulado como mostraremos de nuevo más adelante, y 
cuyo sentido específico se refiere a las condiciones y posibil idades que tiene una sociedad 
de ser gobernada. 

8 Tal ha sido el indicador político teorizado por Maqwavelo para estimar la cal idad de la po
lítica; "andare sempre verso íl meglio" o al contrario ( Discursos 11 proemio) 
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to régimen y gobierno democrático no 
debe l levar a la confusión de diferenciar 
o separar ambas real idades políticas, ya 
que no hay democracia sin gobierno de
mocrático, ni éste sin aquella. Por eso 
no se puede legitimar ni deslegitimar lo 
uno sin lo otro. 

El otro criterio para identificar la ca
l idad pol ítica de un régimen como la 
democracia y de un gobierno (por muy 
democrático que sea) es su estabil idad. 
Tal era la  tesis de Aristóteles sobre la 
"mayor duración" de los mejores go
biernos, la cual será posteriormente re
tomada por Maquiavelo, quien hace de 
la inestabil id<td gubernamental el prin
cipal ind icador de la precariedad y des
legitimación de un gobierno9. Lo que 
resulta muy pertinente pa ra evaluar el 
deterioro y "desconsol idación" de los 
actuales gobiernos democráticos en to
do el mundo y en particu lar en América 
Latina. Se podría suponer que poco im
porta que los gobiernos cambien conti
nuamente y se dcslegit imen sin cesar 
progresivamente a condición de que el 
régimen democrático dure y subsista. 
Sin embargo, a mediano plazo cabe 
constatar en qué medida la des legitima
ción de los gobiernos democráticos ha 
comenzado ya a afectar la legitimidad 

de la misma democracia. La inestabil i
dad de los gobiernos (desde los cambios 
de Presidente a los cambios constantes 
de Ministros), la a lternancia de fuerzas e 
ideologías políticos en el gobierno, el 
rt!curso desesperado a las más desespe
radas ca ndidaturas presidenciales no 
hacen más que ampl iar la espiral de 
deslegitimación de las democracias, ya 
que cada nuevo cambio acrecienta des
mesuradamente las expectativas y en 
proporción equivalente se generan las 
sucesivas frustracionesl O_ 

Ahora bien ¿por qué cualqu iera que 
sea la fil iación política e ideológica de 
un gobernante, de su gobierno y partido 
político incurre en una mala guberna
mental idad? ; Por qué fracasa o se desle
gitima un gobierno, cua lqu iera que sea 
el apoyo pol ítico de su partido o el por
centaje de votos que lo el igieron? Du
rante los últimos 15 años la variedad de 
gobiernos, la diversidad de proceden
cias y perfi les ideológicos y pol íticos de 
sus gobernantes rÍo impidieron los más 
estruendosos y accidentados fracasos en 
casi toda Am. Lat. 1 1 •  La razón de esta 
crisis de gubernamenta l idad reside en 
que los gobiernos democráticos más 
que gobernar propiamente se han l imi
tado, o han estado sujetos, a apl icar las 

'1 l..1 "mayor duración" (p/eiston jronon) marca el valor político de cualquier gobierno cual
quiera que sea su régimen: Aristóteles, Política, Vl,íi, 1 320'. "Por no poder gobernar bien, 
cambiaban con frecuencia de gobierno" (per non gli potere governare bene, variando iJ go
verno espesso: Maqwavelo, Disc:ursus 1 1 1 ,  1 7 ). 

1 O Baste constatar cómo los Presidentes que ganaron las elecciones con el mayor porcentaje 
de votos suelen ser los que de manera más rápida y en mayor grado pterden el apoyo po
pui.Jr, teniendo que' gobernar con menos del 20'11,, o del 1 0% de opinión pública a su fa
vor. 

1 1 Entre los más representativos h<�y que recordar Bucardm y M<�hu<�d en Ecuador. Fujimori 
en Perú. Sánchez de lozada en Bolivia, Alfonsín y De la Rua en Argentina, Chavez en Ve
nezuela .  



políticas neol iberales y los programas 
de ajuste estructural; más que gobernar 
se han visto más o menos forzados a ad
ministrar las políticas económicas del 
gran capital financiero internacional y 
del nuevo orden global .  los gobiernos 
democráticos han sido "dictados" por 
los organismos financieros: FMI, Banco 
Mundial ,  BID, OMC Han sido tales po
l íticas ejercidas como una real dictadu
ra económica global (y en tal sentido 
tan exterior como interior a las mismas 
sociedades democráticas) l as que han 
puestü en práctica los gobiernos demo
cráticos, l as que los deslegit imaron de 
manera tan irremisible como progresi 
va, y que  a m uchos de ellos condujeron 
a estrepitosos fracasos. 

En términos estructura les los gobier
nos democráticos han i naugurado un 
nuevo ciclo histórico: el gobierno eco
nómico de la pol ít ica y la d ictadura del 
capital sobre el gobierno económico de 
la democracia, sobre los que se iunda el 
n uevo orden global ,  los que no han cle
jado de deslegitimar los gobiernos de
mocráticos en todo el mundo, s in que 
por ello se cuestione la legitimidad del 
régimen o sistema democrático1 2.  Se
gún esto el principa l  factor de dcslegiti
mación de la democracia consiste en la 
implementación de un  gobierno econó
mico de la pol ít ica, al supeditar la razón 
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polllica de Estado a la razón económica 
del Mercado. Lo que supone la  aplica
ción de polític<ls gubernamentales anti
democráticas por parte de gobiernos de
mocráticos. Por primera vez "en la h is
toria económk<l contemporánea el  cru� 
ce de las condíciona l idades internacio
nales financieras restringe el manejo in
terno de l a  política económica y asegu
ra las reglas del juego in ternacionales. 
En el plano económico se podría hablar 
de un  solo gobierno centra l con matices 
municípa les . .  . '' 1 1 .  

No hay que desvincular el gobierno 
económico que sobre l .!s democracias 
ejercen los organismos financieros inter
nacionales de los fuertes constrcñimien
tos inherentes a la  inserción en l,¡ eco
nomía global, y que comporta una pér
dida del control por parte de los gobier
nos demorrát icos de las economías na
cionales 14.  Lo cual signiíica una nueva 
forma de imperialismo económico ejer · 

cido a través de los gohiomus democrá 
ticos en todo el mundo con la í'Xtraordi 
nar ía paradoja que 1.1 1  imperialismo 
económico �e encuentra así democráti
camente legitimado con la correspon
diente y proporcional dc>slt>girím.tción 
de lus gobiernos democráticos. 

E� precisamente esl<l situ<�ción 1 .1 
que deb i l ita y fragiliza extraordín<�ria
mentc los gobierno!> dernouático�. y lo!'> 

1 2  Hemos tratado esta problemátíca en un artículo ,¡nterim. Cir. J.  SáncheL Par¡;a, "Cido po· 
l ítico de la economía y gob1erno econórni(.O de Id política", en Ecuador Vc/Jdte. El nuevo 
orden político de la economí<�, n. 55, .lbríl ,  2002. I'Ma una ampliatión dd tema nos renH 
timos a Ecuador Dclurc. Politíca y fconvmía, n. 5J.  ago�to 20()1 . 

1 :� Osear Ugartcchc, El falso dilema. América L<�tína en I.J 1x:onomía ¡:lob.JI, Nut.:va Sociedad, 
Caraca�. 1 997: 1 99 .  

1 4  C Palloix, Cri se e t  nouvelles íormes d 'imperialisme. Economie d u  créd11 internat ional 1:1 
extension intemationales du sa l arial. en ) .  L. Reiffer�. Economíe et finance� intemationalc�. 
Dunod, Paris, 1 962.  
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vuelve tan vulnerables e insostenibles. Y 
esto ha ocurrido precisamente bajo un 
aparente reforzamiento de los gobiernos 
democráticos, que para aplicar políticas 
tan- antidemocráticas han tenido que 
fortalecerse o bien por reformas consti
tucionales o bien por una sistemática y 
continua atrofia de los poderes parla
mentarios y de los Congresos, y por su
puesto a costa del debil itamiento de los 
partidos y de la misma clase política, to
do el lo en aras de una supuesta gober
nabilidad. La consecuencia ha sido el 
creciente aislamiento y soledad de los 
Ejecutivos, sin apoyos de las institucio
nes políticas, sin el respaldo de los orga
nismos del Estado, ellos mismos deb i l i
tados por las políticas neoliberales, y 
hostigados sin tregua por las movil iza
ciones sociales. El dilema de la guber
namentalidad democrática tenía que 
enfrentar o bien la férrea implementa
ción de las políticas económicas neoli
berales con el doble costo de la desligi
timación social y política junto con las 
movilizaciones, rebeliones y levanta
mientos ciudadanos, o bien la i nercia 
de gobernar lo menos posible con la fi
nalidad de mantenerse en el gobierno, 
pero sin calcular que las políticas eco
nómicas neoliberales seguirían ejercién
dose en base a los implacables automa
tismos del mercado, del ordenamiento 
global y del 'mismo Estado15, 

Pensar la actual condición de las de
mocracias en un mundo gobernado por 
la tiranía neoliberal del capital financie
ro internacional no es nada metafórico, 
si se entiende la tiranía no tanto por el 
poder absoluto detentado ni por el des
potismo, autoritarismo y violencia de su 
ejercicio, sino por el  hecho de que el 
poder se ejerce y se gobierna en benefi
cio privado de fuerzas y sectores parti
culares del mundo y de la sociedad. Lo 
que expresado de otra manera es la dic
tadura de las fuerzas e intereses econó
micos sobre las fuerzas, intereses e ins
tituciones políticos de la democracia. 
Esto permite precisar mucho más que el 
buen gobierno es aquel que se ejerce en 
beneficio de la colectividad social y de 
las mayorías de una sociedad, en defini
tiva en interés o "bien común" y no a fa
vor del beneficio privado y de sectores 
particulares de la sociedad. Por eso 
"cuando los hombres son bien goberna
dos ni buscan ni quieren otra libertad". 
Este postulado de Maquiavelo responde 
al más actual comportamiento de la opi
nión públ ica latinoamericana respecto 
de la democracia: el 69% de ella prefie
re un líder que resuelva los problemas 
económicos al margen de la institucio
nalidad democrática y un 52% "aunque 
no sea un gobierno democrático"l 0. La 
razón de fondo resulta obvia: la idea de 
(buen) gobierno al margen de los cal ifi-

1 5  De esta situación particular no hay mejor ejemplo que el gobierno de Lucio Gutiérrez cu
ya voluntad por gobernar lo menos posible ha dado lugar a políticas tan erráticas como 
caóticas, pero que no han impedido la implacable aplicación del modelo neoliberal. He
mos analizado esta singular coyuntura política en un artículo anterior: ]. Sánchez Parga, 
"De la desconsolidación al autoritarismo democráticos. O cómo dejar de gobernar para 
mantenerse en el gobierno", en Ecuador Debate, n. 58, abri l ,  2002. 

16 Cfr. Latinbarómetro 2003. 



cativos o institucional idades democráti
cos consiste en gobernar en benefiCio y 
uti l idad del pueblo y no a favor de inte
reses particulares y privados. 

Es muy sintomático y reval ida la ar
gumentación precedente el hecho de 
que el 63% de la opinión públka lati
noamencana haga responsables a los 
gobiernos democráticos de sus políticas 
económicas y que también el 63% de 
d icha opin ión pública achaque a las po
l íticas económicas de los gobiernos la 
causa de su deslegitimación y del ma
lestar social .  Ahora bien detrás de tales 
políticas económicas, del gobierno eco
nóm ico de l a  política democrática y del 
ordenamiento neoliberal del mundo ac
túan la!; fuerzas e i ntereses de las ol igar
quías nacionales e internacionales. Lo 
cual  viene a confirmar lo que el clásico 
pensamiento político ha sostenido siem
pre: que nunca es el pueblo ni las ma
yorías soci ales, sino las m inorías u o l i
garquías - expresamente "los que se en
riquecen" (euporo� según Aristóteles 
los reales enemigos de la democracia 1 7. 
Es esta · figura de una dominación eco
nómica por medio de un gobierno de
mocrático, esta tiranía del capital o tira
nía de los grupos ol igárquicos sobre e l  
régi men democrático, lo que tiene que 
imponerse con toda su evidencia como 
la ún ica razón y expl icación de la crisis 

1 7  Cfr. Politica, V,ii , 1 302b). 
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de la democracia moderna en todo el 
mundo y de la más profunda y visible 
deslegitimación de los gobiernos demo
cráticos lB. Pero sería i lusorio creer que 
el gobierno económico de la democra
cia se l imita, en las actuales c ircunstan
cias h istóricas de la globa lización, a l as 
políticas económicas de los gobiernos, 
puesto que éstos garantizan además to
do un conjunto de instituciones, proce
dim ientos, regu laciones, dispositivos, 
normatividades, valores e idearios eco
nómicos que se imponen sobre la socie
dad, la permean, la organizan y la 
orientan: desde la idea de gestión hasta 
el imperativo de la competitividad o el 
rendimiento, todo contribuyen a con
vertir la sociedad en una empresa, en 
una sociedad de mercado. 

Si "no hay peor error que confundir 
gobierno con dominación", aun cuando 
no haya gobierno sin un mínimo de do
minación n i  dominación sin un elemen
tal efecto de gobierno, es muy impor
tante d iferenciar, pero también enten
der, cómo se combinan en las modernas 
democracias una dominación económi
ca con un gobierno político19. Ya que es 
sobre este grave y tenaz equívoco, con 
sus efectos y manipulaciones ideológi
cas, que se pretenden legitimar hoy las 
democracias en todo el mundo. Y s i  las 
condiciones de l ibertad democrática no 

1 8  Este y no otro es e l  modelo político tan bien identificado y criticado por Maqui ave lo en la 
Florencia del siglo XV y XVI: una d ictadura del capital comercial sobre una democracia de 
ciudadanos: "quienes han fundado tiranías en las repúblicas" (Discursos, 1, 40); las fuerzas 
mercantiles "causa de la tiranra en las repúblicas" (Discursos, 1 1 1,28). 

1 9  También esta advertencia polítíca de Aristóteles (en Po/ftica, V, i i i ,  1 -4)  será retomada por 
Maquiavelo en su análisis de la república florentina, gobernada democráticamente y do
minada por sus oligarquías económicas. 
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han reaccionado más v iolentamente 
contra la dominación económica, es 
porque cuanto mayor es el empobrecí
miento de una sociedad, mayores las 
desigualdades, cuanto más profunda la  
inequidad y la i nseguridad a su interior, 

. tanto menos necesaria es la  autoridad y 
el despotismo de los gobiernos demo
cráticos. 

Nunca hubo una democracia que 
no estuviera sujeta a un c ierto grado de 
dominación como tampoco hubo mo
narquía, dictadura o tiranía que no ejer
ciera un cierto gobierno20, Siempre la 
democracia ha podido proporcionar las 
condiciones para poner límite a un po
der económico, que pudiera l legar a ex
presarse en un mayor poder político de 
Id oligarquía dominante. Actualmente 
las democracias ya no d isponen de las 
iuerzas y recursos polít icos suficiente
mente poderosos para l imitar e l  creci
miento económico de las clases d irigen
tes, e impedir que monopolicen el po
der político del Estado, de tal  manera 
que la misma democracia promueva las 
reivíndir<�ciones de una mayor partici
pación de la sociedad tanto en la rique
za como en el poder politico. Hoy en 
cambio la democracia sólo sirve como 
trinchera para defender los pocos dere
chos, igualdades y seguridades de las 
mayorías o como muro de lamentacio
nes para sus protestas. Por eso las fuer
zas e intereses económicos tampoco ne
cesitan ya ejercer su tiranía por medi o  
d e  l a s  dictaduras mi l itares, n i  siquiera 

ejercer el gobierno y la administración 
del Estado en las actuales democracias. 

Que el régimen democrático pueda 
soportar y legitimar una dominación 
económica (por muy deslegit imados 
que se hayan vuelto los gobiernos de
mocráticos) sólo se explica por la con
solidación político-ideológica de las 
fuerzas e intereses del  capital  financiero 
en todo el mundo, con el consiguiente 
debilitamiento de las i nstituciones, fuer
zas e intereses políticos. Hace poco más 
de dos décadas los regímenes democrá
ticos en la mayor parte del mundo y so
bre todo en América Lat ina eran impen
sables e inviables (y todos los i ntentos 
democratizadores fueron sangrienta
mente aplastados), ya que las ol igar
quías estaban obligadas o bien a gober
nar e l las mismas directamente o a ejer
cer el poder político mediante las FFM 
para garantizar sus intereses y domina
ción económica. Hoy por e l  contrario 
las ol igarquías y el capital financiero 
han logrado una tal forta leza y sus i nte
reses se han impuesto con ta l  hegemo
nía, que ya no necesitan gobernar n i  si
quiera ejercer un poder político en una 
democracia que e l los mismos sustentan 
y legitiman más que cualquier otro sec
tor social.  Su dominac ión económica y 
hegemonía neol ibera l se reproducen 
con más eficacia y legitimidad cediendo 
a los Estados, a las clases políticas o par
t idos y a las mismas instituciones demo
cráticas los costos e inconvenientes de 
gobernar. Las fuerzas e i ntereses del ca-

20 Este carácter #defectuoso" de los regímenes políticos sería inherente a las mismas relacio
nes de poder y a las condiciones de las instituciones pollticas: N nunca hubo república o 
principado que tuviera sus debidas cual idades""(Maquiavelo, Discurso sobre los asuntos 
florentinos p.) 



pital han trasladado a l a  c lase politica 
las cargas, ineficiencias, frustraciones y 
el desprestigio de gobernar, para con to
da legitimidad beneficiarse de todas las 
utilidades públ icas2 1 ,  Esta y no otra ha 
sido siempre y es sobre todo hoy la  gran 
coartada democrática. 

Según esto en el nuevo orden global 
las democracias y más aún los gobier
nos democráticos se han hecho mucho 
más funcionales al modelo de acumula
ción y concentración de riqueza en e l  
mundo que a l  conjunto de  las  socieda
des y mayorías sociales con sus deman
das de más participación y mayor igual
dad. las democracias actuales han he
cho posible que la dominación econó
mica se convirtiera en hegemonía eco
nómica sin que ésta atenuara aquella .  

2. Sociología política de la deslegltima
ción democrática 

Un fundamenta 1 postulado de socio
logía política establece que no se puede 
constituir una democracia en una socie
dad dominada por las desigualdades, de 
la misma manera que tampoco se pue
de instituir un principado o gobierno 
persona l o de una c lase (tiranía u ol igar-
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quía), donde todos los c iudadanos go
zan de igualdad; para establecer la de
mocracia sería necesario primero con
seguir la igualdad socia122. Según esto 
es obligado preguntarse cómo es posi
ble no sólo el establecimiento de la de
mocracia en países como los de Améri
ca latina no sólo atravesados por pro
fundas desigualdades sociales sino tam
bién organizados en base de una "es
tructural heterogeneidad", que agrava 
aún más aquellas iniqu idades. Ahora 
bien, que las democracias hayan podi
do no sólo establecerse en sociedades 
con a lto nivel de desigualdad, sino tam
bién perdurar en el las, supondría un a l 
to grado de defecto y de  precariedad en 
dichas democracias: ya que siempre hu
bo "bajo el nombre de democracias Es
tados que se gobernaban no estando 
bien ordenados"23. A esta primera ra
zón se puede atribuir que muchas de
mocracias duren y se mantengan con 
todas sus l imitaciones, pero sin haber 
l legado a consolidarse, y que más bien 
hayan entrado en un proceso de des
consolidación, a l  que corresponde su 
deslegitimación creciente. 

Se hubiera podido esperar sin em
bargo que tanto el régimen democrático 

21 No otro es el reproche de Maquiavelo, puesto en boca de Cósimo Médicí, contra la clase 
dirigente florentina: "no os basta afligir a los otros con las cargas públicas, para liberados 
de ellas, tener todos los públicos beneficios" (Historias florentinas, VIl, 23). 

22 • ... donde hay gran igualdad entre los ciudadanos no se puede establecer un principado 
sino con máxima dificultad, y en aquella ciudad donde hay gran desigualdad entre los ciu
dadanos no se puede instituir una república" (Maquiavelo, Discurso sobre asuntos floren
tinos, p. 26s; Discursos sobre la Primera Década de Tito Livío, 1,55, p. i 3 8). También Aris
tóteles citando al Platón de las Leyes pone como condición para la democracia la igual
dad, considerando que "un cierto nivel de i niquidad debe ser evitado" (Política, 1 1, iv, 
1 266b); aun cuando previamente ha declarado que "los ciudadanos deben ser iguales en 
sus riquezas", sin que ellos excluya las diferencias. 

23 Maquiavelo, Historias florentinas, IV, 1 .  
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. . o . públ ico.• Qe talt?:s. procesos, de.privatiza-
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" •.· ·  . cos, que además se l levaron a cabo en 
S� podría objetar que �1 e�pob�éci- base a programas y proced imientos de 

miento, las desigualdades y la exclusión una supuesta participación ciudadana 
aumenta�on y se agravaron en todos los (desde ins,tituciones púb l icas y privadas 
países democráticos a pesar de la demo- hasta todo tipo de organismos de la so-
erada y todo lo más con la complicidad ciedad civi l ) con la final idad de conferir 
de los gobiernos democráticos. Pero es- a un proc.t;so .,¡lutoritªriamente impues-
to supondría ignorar que fueron las pq- to, ,.y con. cons�cue,ncias devastadoras 
líticas de ajuste estructura l implementa- p¡¡r.l, .Ja .partJdpadóncde la sociedad en 
d� .. por tales gobiernos en los países . la riqueza sodal¡·iuna apariencia de le
subdesarrol lados, y el modelo de crecí- gitimidad· dem()crátlca en las formas y 

24 Cfr. A. Tocquevi l le, Democracy in Ameri�a, The Modem Lib�a·cy, New York, 1 98 1  ;J . El au
tor se refiere al "gradual development of H1e prircipl� o/�q��l i.ty" :(p.7). 
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derfíocrátlé:ós''cdtñén:Zar(alí''i1 'éj�·r2érs�' 
tan antidémo<Yáik:c'imé:fnte, 'que rfo sÓic) 
rfe'utiaflzari iüs 'ere<:tús B�Mrlcóg·d�i're'=-1 
gimen e ir\stliuC:ronés de tá deít\o'c'tilcri;' 
sino . .  qí.lé tklrirflnaÍ'Ía� '. c{,lhóhípí�ndosb' 
d� tal maflera;'qúé:�llbs misíhós :Se WfaN 
dt:!Sfegití¡f¡ah<fo'yaduaiiao eh 2ontra.'élé' 
1f1"democrMi�il:2i6n'-de· ra· Sdd�aad-:' -eS. 
decir 'áuiflentanClo ra·s ae�f 'tlitdades' e� 
elta. Tras 'eiíli.;,�rar' lo� . ··ivos ft�é·á� 
sos ecdri3riifcM't\::l�f'1 . ,-pdlftié�s· <J'¿' 
"ajtiste" dÉisdé' 'iHielos· :a�·f&s' sb'sárt\W 
Amin con't l'uyti '�Üe"su 'p'rí'rki¡)al 'éds\8 
poHti2o setá'"'el '�abóia)é'de fMsi,;tE!riif:is· 
demdcrátl¿os"'26_ ·'be· ótr<nadd' �r tégi,' 
men dé'rrtoEFáfiéú · y''5us' lnsf'rti.Jclones 
pueden' tener más'fádlmente 'efectoS' dec 
mocratizado(e's t?H 'u n''deterl'l'iiriiliO''m¿� 
dell:)' Oe sci'ciiú:lad,' p�ro no én una s'oéi.i
i:f'aff�postisdderattFsoti�aiftle· irteréél'c 
d&c'o'irio 'sE!'·veríi' hí:i!i ádélaníe. 
d ·:peft:Hí r;:.l;'-i'Jt:rWb'cratiéls y 'sus g6�it!t� 
nb� sil. ift:<sctinMUil:tn' �h-Jeslégfiiril:fti'·tfrí' 
f:Wtrilrisb.l*o d#ld�:ultlmos qulrice aff'Ós 
��.) Y�t�L-!Ub 1 ; r � ; (� - ' .... ;:r;.' e r-, 

no'·�s· · ·unrta��nté .t>ó'�c¡�e :�o�.íbgra:tó� 
re�u� ir !as:désí&��laaáes é incr¡¡rjientilr 
fa equ idad, de .a'éúe · . S rresÚpues'
tÓs;y á Üs co'ni1i'dbhe�"s . iaie1; dé ptisf3 
bil idiíd de ' lá"ffi"I�Ma' dem(:icrada-; · 's i  rió 
süHre toao 'poiqile'i?rí'cónir� 'a�·¡¿�-h-J;�J 
mos objetivdS}I'fíftllfítJides' de' m· i:le'm6: 
cracl� 

.
'--· " logtaF ta' ig úa ldad �.o[jre :to<Jas 

las .. cosas"27 _:. ló�; go'Bíe-�rids' <iéri'lb�ráfi� 
cós g�-rié<lroh''eJ iWils' lmponehttH)túc�:: 
sb 'de empo6réHI-njeMirlióiiéc!( ar:.'iés co': 
noCid:ó'en �f' m'uHd6"9 éri 'párittu lafeñ' 
Améfiéa llli:in.a; .tfaildo l�gifr"'a''ün' fe.r'lh_; ! ,. ' ' '  ,.,. ' i' . '  rt"J .¡oe � � t!'\ ' j -_ -;;; ' o "  ' ··:-' . : 1· -· ,/. '  . ; � t r·· [' ' mentJ tammér) méa1to no ya d'e des)� 
guaidádes sinb 'cil{ exdi:l�i'dn ,. sbdalís;· 
I'<J'O'; se' aeslégltllná? pbí-"' 2o'ñ'sigd lehte' ,,� 
dérrldéi-acía · pdrqutt'no' náya' potíiéW té.: 
dutir'las desfg'úa ldades sino pbt�ué-íilá's 
bien ·1as ha adrliéi'ítadó:;· úna dérllliéfá-' 
da' podrfa ��rtár ' u� dé�b: ,gra,d(j: .a�· 
cresrguii ldáCI y aéd íniqa idad; lo qóíb No 
debería poder' soporütr �s" el a�t�va:' 
mí�ritoiltPia?.-'CJ'é'sigaá ldádiJs.0:L,,, . _ , " · 

Ll reladÓÍ'r :éntr�'défn6ctád<fY �c(j� 
ñbtirfa� b·t'n'ás 'exactamente Ein'td§'tlerii(jc' 
áa'óa · 'y ''cí-tfdmiento ·écónórh ico iá'l" :.¡ 
cóR{éhi�l plantl?.l:l:íif �ace ya ál'gun·a�¡M-' 

i �J,> · >n ; - t·- ! \t),,_h t < $�.r l :�L: 

. .  � : [l' 'h: }�(q !L)Í') �\i{':i'· i ' '  " - , 9··; "-'._- - ,:_;.� - � . ;  • ' ¡_ - '· \ d. 25'-¡ta[:íúe �r�a� <;JeL:h=�?N-'MJC�f1,s�j() ,Nacional de Modernizaci(m) en e l  ,Ecuado� desde 
·� mediado's de lo� aiiós 90, qué eón recursos de 1ós 'mismos organis'mos finánciéros 'íríferna
., cionales, desplegó una amplia dí�ersidád de programas\/ acriví�a<;Jes de Í:líf�sión y publi:: 

· éldad &t ·pro�so paridabli-cat 'cdiisensos. '·' " '  . , ,  . ,  · ·. · . .  · " · · 

26' Samin Amin,  f:áigestion e'apfrallste'dfj lá 'crise, l'Harmartan; P.if� ;j �:¡g¡; 2r. · 

27 Es también Aristóteles quien afirma que las democracias se constituyen no por otra razón 
ni con otra final idad que la de lograr l a  #igualdad sobre todas las cosasa (isoteta maUsta 
panton: Pf!lfth:;a_, U, vi í i� í 284 .. a). De bech� la dempcracia ?ten,íl;'rse penali,�aba.con ei m�c 
ximo rigor a quienes atentaran contra la .ig�_áldad con la pérdid,<U¡Je 1i' . .ciud�dánía y la ex-
pulsión: ,é1 o1r�'fishw), ·

. > . • •  • · .• . , . . ,., , .; • .  · • . · •  , 28 No es �� -�a¡;�,<{y ��t¡nd�rse. ���í.,sob�e ,e l ��ey�ro empobrecirni11nt9, ep .�'T'érici! Latina}es
de la "déCádá ·pergída� qu�;¡: có¡Tlet�zó cpn' la hansicíón a la  &rriocri1éia en los só.-.Desde 
entonc:;es ���a se.'ll� 'estudlaao�:rfíéaÜ:fó, mapeaélo y cuantíficaao tánto como la �f:lr��� 
y'·contr�'6atra' se'Wa'luc�·ado taiít'o}prno "ét?:nir}i .1� pobreza# ei!.JwQ·�LrO!.l!:ldo ... s,P�r� es� 
ta cSésffcS� lli:fsá�ch�z'Parg�. "" '2"'" J\>''q . . . .  ' Jw� ' · '  .• V .··� .  
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cadas, no tiene hoy el mismo sentido, 
porque los parámetros son otros (Brit
tan,). Menos sentido todavía tiene com
parar las dictaduras de otras épocas cu
yo mayor éxito económico desde la 
perspectiva de una dictadura tanto más 
las exponía al fracaso político (lipset), 
ya que no dejamos de comprobar cómo 
actualmente la democracia sigue siendo 
el régimen político que mejor resiste sus 
fracasos económicos, entendidos éstos 
desde una perspectiva democrática: 
pues si el éxito económico de una dic
tadura es el beneficio de las minorías y 
clases dirigentes a costa de los i ntereses 
colectivos, el éxito económico de una 
democracia consiste en favorecer el 
"bien común" y beneficio de las mayo
rías sociales. Según esto no se puede ca
racterizar de otra manera el fracaso eco
nómico de los gobiernos democráticos, 
porque no sólo aumentaron la pobreza 
y la in iqu idad sino porque también fra
casaron en sus propias políticas de "lu
cha contra la pobreza". No otro es el ar
gumento de Przeworski a l  sostener que 
la duración de la democracia depende 
no de cualquier "crec imiento económi
co" s ino del correspondiente a una "re
ducción de la desigua ldad"29. 

Esto ha ocurrido por una razón ob
via ya mencionada y no ajena a la de
mocratizáción global del mundo: no es 
el gobierno económico de la política en 

las actuales democracias, que puede 
dejar de reproducir el empobrecimiento 
de las mayorías y combati r  con éxito las 
desigua ldades y exclusiones socia les. Y 
una razón menos obvia, pero no menos 
poderosa, es que a diferencia de hace 
dos décadas el crecimiento económico 
ya no puede ser objeto de un gobierno 
redistributivo de la riqueza: todo lo con
trario, en el actua l  orden económico 
global dominado por el capital financie
ro, en la actual sociedad de mercado, el 
mismo crecimiento económico sólo es 
posible a condición de una mayor in i
quidad y empobrecimiento Je las ma
yorías en todo el mundo y en cada so
ciedad. A la democracia y a los gobier
nos democráticos se debe esta elabora
da y eficiente i ngeniería económico po
l ítica: s in in iquidad no hay crecimiento 
económico, puesto que hoy la riqueza 
solo se genera bajo la lógica del merca
do (no tanto de la producción), y bajo 
un modelo de acumulación y concen
tración, que i nexorablemente supone la 
explotación, despojo y exclusión de las 
mayorfas30. Esto es lo que demuestran 
los datos y las cifras. Si bien durante los 
ú ltimos veinticinco años se observa un 
significativo crecimiento del P IB  (dupli
cándose entre 1 980 y 1 998), simultá
neamente puede constarse un empobre
c imiento progresivo reflejado en la evo
l ución del salario mínimo vital que se 

29 A. Przeworski et aL,  "What Makes Democracies E ndure?", en }oumal of Democracy, vol. 
7, n. 1 ,  1 996: 49. Además del clásico planteamiento sobre la  relación entre economfa y 
democracia planteado por Seymour M. lipset, "Sorne Social Requisites of Democracy: 
Economic Development and Política! legitimacy", American Política/ Science Review, 53 
( 1 959), Przeworsky añade una más reciente bibliografía sobre el tema. 

30 Para una ampliación de esta problemática nos remitimos a un estudio de próxima publi
cación: J .  Sánchez Parga, Sin (creciente) iniquidad no hay crecimiento económico. 



reduce de 144 $ en 1980 a 1 6  $ en 
1 998. Y sólo en la última década la po
breza habría pasado del 55.9% (en 
1 995) al 60.8% (en el 2001), y los nive
les de indigencia durante el m ismo pe
ríodo subieron del 20% al  33.8%. "En 
todo este periodo (del ajuste) se registra 
una marcada reconcentración del i ngre
so y la riqueza ... como reverso de una 
pobreza creciente ... Un punto especial 
merece el deterioro cualitativo de las 
actividades en inversiones sociales con 
la educación a la cabeza"3 1 . 

3. El ajuste democrático o democracia 
a la fuerza 

Sólo "cuanto peor es un régimen de 
gobierno tanto más necesita ser impues
to y protegido por la fuerza " (Aristóte
les)32. Sin embargo, de acuerdo a los 
presupuestos anteriores nada más con
gruente que la democracia se haya im
puesto por la fuerza y siga forzándose su 
manten imiento, ya que en el n uevo or
denamiento global del mundo n ingún 
otro régimen político y de gobierno ga-

TEMA CENTRAl !i3 

rantiza mejor que la democracia la do
m inación económica y polítíca de las 
sociedades modernas. Y por eso la 
coacción democrática aparece estre
chamente asociada a la coacción de 
una economía de mercado, pues ambas 
"no encuentran en este tiempo alternati
va ideológica y conceptual" y menos 
pol ítica (F. Moran, p. 33). Resulta por 
ello extremadamente significativa la es
trecha asociación entre l a  coerción eco
nómica y l a  coerción democrática: " la  
asociación entre ajuste estructural y 
aj uste democrático no se hace rara en la 
l iteratura oficia l" de la CE33. El "i mpera
tivo democrático" se manifiesta así co
mo una de las categorías de ese "pensa
miento ú nico" (Ramonet) y de ese único 
orden de la global ización34. lo que en 
un principio fue considerada una "ex
portación de la democracia" (exporting 
democracy? como l a  nueva modalidad 
adoptada por los EEUU para garantizar 
su dominación e imponer su prop ia ver
sión del orden global, hoy se revela de 
manera mucho más clara como un fé
rreo constreñimiento. la  "democracia 

3 1  A. Acosta, Breve historia económica del Ecuador, Corporación Editora Nacional, Quito, 
2002:23 3s¡ cfr. A. Serrano Dávalos, Economía ecuatoriana en cifras, ILDIS; Qui.to, 1 999; 
Carlos larrea, Pobreza, dolarízación y crisis en el Ecuador, Abya-yala, Quito, 2004. 

32 Por eso, añade el estagirita, las democracias generalmente hablando se encuentran asegu
radas por l a  mayoría de la sociedad: Po/ifica,VI, vi, 1 320b-1 3 2 1  a .  

3 3  Sophia Mappa (Développer par la démocratie( lnjonctions occidentales et  e¡agences pla
nétaires, Karthala, París, 1 99 5:1 2 6) se refiere de manera preponderante a la documenta
ción de la Comunidad Europea (CE). Cfr. C. Petit, "Démocratie et ajustement structurel en 
Afrique•, en Le Courrier. Afrique les nouvelles démocraties, n.1 38, 1 99 3 .  

34 Sobre este "imperativo democrático• cfr. UN ESCO, L a  interacción entre democracia y de
sarrollo, Paris, 2003 . El mismo experimento democrático que se impuso con todos los 
constreñ imientos en América latina desde los años 80 ha sido actualmente planificado y 
subvencionado por EEUU para imponerse en el mundo árabe desde el Magreb hasta el Me
dio Oriente. Prolongando esa misma "democracia forzada" que por medio de la guerra 
pretende imponer EEUU en lrak. 



pdr, U Q'�a!''''StÍ., h<\ :aon"(fidb;;eii' ' la 
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')1tQue ehtjotSte ,eC{jjlj(ltn"fC:b- y ehtjllsté 

cfuinuCiirátkíoTes'pondén 'a una misma�ló
güdr'l'llec doV�•rfat:ll!m'"Serpo'nt?::oo::rnari'f" 
fi�ro¡;¡j konstata r5e:los' lfiitlfrlos errados 
ptocedi miénto5�-�n,:ambo¡;;:�as�;; t:l:l' 
1as:jstéht! ia>í dt!mocrátici:at•,t ·Wemottra�y 
ASSi?>tent:tJ);,Iii;cdlabtitai!16fl!p3f'il!el•'�-' 
sanoltóiiltem�crátí�v,-iósqecl:lils9S'de 
dtihameso ;pM�:"Itt !'f)romooioo '(le,- J:a· ·de" 
moor.utia.l':i�reden¡ thabéf¡•"inc'Urrido: -el'i 
tds-mmnos-�í.Itvoe�s'rtorpE!Zalh:dme;; 
r�p:;r d;l¡ alitlaz,�H:lesart\Mio·ett;)h'Ó� 
mi€<}: .al-xiescarlficer quet:si· bían ·tales 
plii1S"e&< ·necesitan·· �a>demoirada ntantó 
romo 'til ' á!'!C'íiflíento(él':onóinka¡- •"lás 
in!>títupiories 'r  :prótl�s6s . democrál:icns 
que pt:�eden gerterar son·muy·lj:mttados"· 
)lrdtferentes· der. los· 'qtlé tienen· �f·�n 
kJl;l::p&íses democráticng3f>;' Y' 'é't'l 'vét'"d� 
pmrtnwer, las•t':onditlóneli de�l'lálde'� 
er:rda,cmá'!l' autón'fml'il·Y'sostentablétra
tl.irmh:le forczarl>á:' corr etecto;n:okti'apro� 
dífce11tes:' Bh ca�ch:le-;fa U'nióñl E\ll'Opeá' 
es:mu>y,4iuitr'ativb y<fqtt�én::pt'lnc.Jpio"!� 
presentaba como menos coactivo que e l  

de ÉEUtJ; sin'embargo en báse de uña 
inadecul:lda·· ·'conéeptua l i:zad6n 'de 'tos 
vínculo� entrl:!"'tas dfmensi61ies·1ecól'l0'1 
mlcás /polítk�s'; no 'sé retóflol::ió 'suti� 
cienteftleñte' ·tos. "poténcialesc l'>eneficios 
ae· baía'néear un•":·í:Jótiom-up ·knd wp1 
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coercibrPfmzá� tá'Rto e�mtJ: défuftitá'.:: 
roii•i�Wíie�meiJs s�Sáft01l<fdas87:,i 

' l�:Coftl:í; todctióri . íiÓ menok eficie'líte 
y 'CóriStYingente @s''"ta estábl l idad 'de ' toS> 
mercados", ql.J'e exige siempi� Una esta-\ 
bilidad socio-pol itica, así como el i.11di� 
ea<:ror�ae'l'fl�sgó'S'' ;oefádal'p�i�' para�lo� 
inversionistas. Poco importa qúe''tá'vlo;,; 
lt;ncia de los confl ictos no logren .deses
tabfl'iZ'ar 'el' régrri\én ''défuocrátiéo;'"' con 
tát d�rque "s'e'fínliten á \íes@ablll:iaf' lo� g0bférn95 ctemo�r�tiéo'�; . pero 'l:Jas�a 19 
deséstáB1ffzadón· de los ' lhelóidos par� 
¡:1rWot'tl'r1a'nu�a5tdé' los írwer'sion f5tas 'Y 
láí,i'atarrrlaS'dei FMI 'y 'Bf�,t'�il. '" ' ·'' 'ti ' "  

'Xtl'ri' siii �t�¿clñ-lr· á las' árn\Js', 'nCi 'nW:'J 
nbs cóns'fringéfit�s ¡y' 'v)ritént�é¡Sb'�· l'ák 
é\!Jáíécfbríf!� ·'y "hasrá 'Ch'in'fa jé'f'Hiw 'iok 
� '1Bil�p'tli�"l:le�affblladd5;''Pótf:l¡e'M�· 
plo europeos, han secundado durante la  

1!i� ;;,los'ttered\� liun;ahas V t;r-ü!ffl'l'ót:rttti'á' imf':Wi'!sto§'por f;}lmalf'terfí ¡ole fu'er.�irh'Mt'�t'que 
el nfan'do fíá'}ta jálf1ás'<torloeí&í<t(GilMif Acht:1!K tdmíh!st'a·'i:Wa !:fe·Micha�t'lgrtafferi'11Í7he 

·' q Soroeli"'/AA!w WJfiFnrhl!s�Malfh'i'íne/ •1'4' marió':!!{')U3'; ·�iéiF!té:Vfd fbrfa.tfó'• a' rélrilctars� 
de semejantes ideas & préipéíilltl} 'de lirák ert'1'THe1téii'f'hfliJVihg Dá'rlger'i:íi.!s'fy"� Né..vr>fdtk Ti

.. , ,•,, \mes M.itg.i.ili'te'/1'4'm'iitto;' 2004';'tratftldtló·'en lllt'drnl"iu!iti-;j ·��ñg� d 'avis'-'Srir 1 'ttak ", é1i 
,,;t'l!e MOIRie) í!FmSi'z&/'2004l '" L'··;,.:·: - • 
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36 '�'+'�lirfná'Ottaway�&íTHeréseCtitirig, "Tówátd á New Patatli�m: Den'tbcracy Mistence11, Jour-
nal of Democraey, vb1. 1 o,n�4';·l999: · · ; ' · : : 

Rithardnlouhg; ,., t·ne-•t:uropeán 'I;Jmon 'añd Democracy ín · Laiin Ar'iíeríca", Joúrnál of De-
itílÍi&aey; vol: 4;4� n: 3/-2002:: · · · · · . . 

3S''I3htrlé les:rn\tchós·estudios.rebentés sobre ester'éma dt.tAiex:inder <::ockburn & Ken Silvers
,, ·'t�lrt; !'"'f.Plt#�rlds•bf Capital"; ftf.Hürper's Maga�ñie! íhá}'d,' 1 g<js, dól\de tratan las pre

, - ·sl()rtes dei ·ChaS'e 'Manh'attati Biiffl< s'oBI'é -�rgoBlel'rlo"itfexlé'arKPpat.f'et i:ÓnttOl t'Je las'elec-
ciones y la liquidación del conflicto de Chiapas. .:;¡¡:,¡ u cJjJ ' fH>. . .¡rr;, ',•nn " '' " ' '  



úJtim.<l qé,<;ac:lit :'J�,i�4�l9n,!i�m�ráfk:. 
ca': en otros.pa!�s,de! mu11do.· T<l!T.Wi�u 
en e l  caso europeq,:"l.�.f4er�,Q�,ja,,pre� 
sión respecto del otro,)( .la vqlunt;:Ki ¡:le 
cambio a pesar suyo tan fuertes, que. se 
olvida cu�n poco��mu�á�ica es Ja as
p iración de q1-1erer iropor¡er la.�emocra� 
da por lafuerza"39., Sea J;:ual se¡i)a for
ma o la J�rza con la q ue se impo(le la 
democ,ra,cia,, abusi�am.ente se desco.noc 
ce q ue esa democracia n ada tiene d.(;! 
d�mocrático, pues. ya. ;,\rist6teles .  ha,bfa 
previsto que. "ufla qemocr¡u:;ia .irnp!-les�a 
por la fyer�¡¡,:no .es una d�rnocrad¡¡,, que 
responda aLI;>i�l) común".tO, .. , 
; " NÓ, ;/}ay .• R'fe.;,ser. ,pqr cor)sigv!!'!Qle 

m¡.,¡,� Hu��,parp.gee� ,en \a.bu�:,i�. qe 
e!;f,a J\'l�Yft' c.;ruza¡:j"'' !;Je.mo�ráti.c:a ,;�Jlh 
W!tflr:\(¡;;la,p9r:)ps7pa!?�·�¡¡J�l. t:{{¡l!!:!i!, : !4�" 
raga pqr)q.s EElJIJ;y ,�IJJopar GOf! Sll, Í_Iljl¡; 
p,r¿�a,e;ióR W�z�p_a. fle pn�,��fil!�S,�r. 
1)1�t�Q�;.q¡¡e, ,enJ �S¡,I1}isp:�a§ii ¡r�gip-. 
r}_e�!fPIJlj®��8 ,�!egi\iJl:lgr.�" f:l<}� 
PY.Sfl-ªf?t}; ;�Ji4{j!,�.¡�I}PJl!iotfg¡_q!,!tJ(-�?.?. 
t,� �J;l F4�s\i9p,;!f1,\i�aJi¡:l�d;(d�if!'\<l.�':l!Of� oc�id�ryJ#l ��t-ión ,f!e/,fPWidO:f;º"' tqd.qll 
aquelloti!"itiO;t¡�, �we 4\9)' ,�e re;>Um�n� 
la sociedad ,del mercado. Y PW �lemeJ;�
tal lógica pol ítica pretender pasar del 
reino de la fuerza al del derecho impl i
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mas, para en parte desarrollar una nebu
losa ideológica que justificara y legiti
mara el nuevo orden mundial, fundado 
sobre la democracia y el mercado. To
das las luchas, desde la "lucha contra l a  
pobreza" hasta f a  "lucha contra l a  co
rrupción", toda la galaxia y falacia i deo
lógicas mentalizadoras en torno a l a  
"participación ciudadana", la "sociedad 
civil", el "desarrollo sostenido", etc. han 
servido para ocultar las polfticas guber
namentales del ajuste y de las privatiza
ciones, de las aperturas y desrregulacio
nes de los mercados, de la financiariza
ción del capital acumulador y concen
trador de riqueza; polfticas todas ellas 
empobrecedoras, reductoras de toda 
posible partic ipación donde cada vez 
queda menos que compartir, descons
tructoras de ciudadanías apenas estre
nadas en sus derechos (polrticos, civiles 
y sociales), y l iquidadoras de una socie
dad civil cada vez menos civil y menos 
sociedad41 . Además de i mponerse y 
mantenerse por la fuerza también se si
gue imponiendo y manteniendo por la 
fuerza de las consignas, recetas y slogan 
económicamente financiados y puestos 
en circulación con mucho dinero de 
Fundaciones, del  FMI y el BM, por me
d io de programas de investigación, de 
cursos, congresos y publ icaciones. Na-

die como e l los en el mundo ha ejercido 
recientemente una coerción ideológica 
y corrupción intelectual, marcando las 
agendas de las ciencias sociales; coac
ciones tan suaves como bien pagadas. 

Pero de todos estos recetarios, que 
han l legado a conformar un capital 
ideológico extremadamente eficaz, emi
tidos siempre tan regular como coyun
turalmente por el Banco Mund ial ,  n in
guno alcanzó mayor éxito, ni como nin
gún otro fue tan difundido y publicita
do, ni permeó tanto en los medios inte
lectuales, de las ONG, de los mass-me
dia, y los organismos estatales y guber
namentales, como el de gobernabilidad. 
La idea de gobernabi l idad aparece pre
cisamente a inicios de los 90, cuando 
los gobiernos democráticos con sus po
llticas bancomundial istas comenzaban 
a deslegitímarse y a provocar un nuevo 
ciclo de conflictos y una nueva forma 
de protesta, que amenazarían su futura 
estabi l idad42. El objetivo de la goberna
bilidad consistía en fortalecer aún más 
los Gobiernos o Ejecutivos de las demo
cracias, para mejor garantizar la eficaz 
implementación de sus políticas, d e  
preferencia con los menores costos so
do-políticos, pero encubriendo los rea
les problemas de los gobiernos demo
cráticos y de sus mismas políticas. Ya 

41  "World Development Repor (publicación anual del BM) fija las prioridades, difunde l a  ter
minología, los conceptos y las problemáticas a través de las cuales la idea misma de desa
rrollo es formulada. De la reducción de la pobreza pasando por el ajuste estructural y el 
desarrollo sustentable los grandes repertorios del BM que se han sucedido han estructura
do los debates, orientado la investigación y producido saberes" (N. Guilhot, Nla Banque 
Mondiale rédame bonne gouvernance" en Le Nouveau capitalí.5me. Maniere de voir, n. 
72, Dic. 2003 Enero 2044). 

42 Hemos tratado este fenómeno en J. Sánchez Parga, "Transformaciones del confl icto, decli
ne de los movimientos sociales y teorfa del desgobierno•, en Ecuador Debate, n .  53, 2001 . 



que son éstas y aquel los los que gene
ran el conflicto, provocan la protesta y 
en defin itiva desestabi l izan la democra
c ia, haciendo i ngobernables las m ismas 
sociedades. Al hacer de la gobernabilí
dad de la sociedad una falsificación del 
real problema de los gobiernos demo
cráticos se achacaba a las resistencias y 
oposiciones sociales, a las mov i l izacio
nes y rebe liones de la sociedad las cau
sas y responsabi l idades de la ingobema
bilidad. 

No hay que pensar en términos de 
"las serias amenazas que pesan sobre 
las frági les democracias", sino más bien 
en cómo las democracias se han ido fra
gi l izando por las presiones ejercidas so
bre el las43. Se revela muy sintomátiCo 
que sean las fuerzas del Mercado visi
b les en las mult i laterales como e l  Banco 
Mundial y FMI, las que i nstrumentalizan 
ideológicamente la democracia en ra
zón de la instrumental ización politica 
de sus gobiernos. Pero hay que tener en 
cuenta que la i nstrumenta l ización de la 
democracia como de cualquier otra i ns
titución sólo es posible, cuando otras 
fuerzas y otras lógicas d i ferentes y más 
poderosas se imponen y dominan las ló
gicas y las fuerzas políticas inherentes a 
la m isma democracia, pero que ya no 
son capaces de sustentarla. Esto expl ica 
no sólo la i nstrumental ización de la de-
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mocracia y el sometimiento de sus go
biernos a las fuerzas del capital global i 
zado, a los intereses económicos y fi
nancieros internacionales, a la ideolo
gía neol iberal ,  sino también expl ica por 
qué ni para la democracia ni para e l  
mercado haya hoy alternativa h i stór ica 
posible. Ideológicamente hemos pasado 
de una época, en que las ideas de "ul
traderecha" o de "extrema derecha" se 
habían convertido en ideas de la co
rriente dominante a una nueva época 
donde no hay más que una única co
rriente de ideas, que por el lo mismo pa
rece domi nante (¿o parece la ún ica por
que se ha vuelto tan dominante?). En es
te sentido la coerción democrática se 
impone como parte de la coerción del 
mercado, ambas con la m isma violencia 
y la misma hegemonía. Por eso lo peor 
de la democracia (como del mercado) 
es que a pesar de su deslegitimación no 
hay actualmente régimen politico a l ter
nativo, y en tal sentido cabe pensar en 
un fatal i smo democrático44. 

4. ¿Será posible la democracia en una 
sociedad postsocietal (sociedad de 
mercado)? 

Frente a una h ipótesis  más socioló
gica, que destaca la preponderante in
fluencia de l as condiciones sociales y 

43 " . . .  las más sublimes ideas pueden ser instrumental izadas, las peores exacciones cubren fá
cilmente nobles principios y las cazas de brujas se cumplen en nombre de la defensa de 
valores" (P.A. Taguíeff, Esprit, n. 1 90, 1 994. 

44 " .. . no parece que en el momento actual exista en todo el mundo un sistema polrtico via
ble tanto desde el punto de vista i ntelectual como desde el moral diferente de la democra
cia .. . Y sin embargo al  m ismo tiempo descubrimos que este régimen polít ico, triunfante de 
un modo que incluso puede parecer irreversible o poco menos a los ojos de un observa
dor superficial, se enfrenta con problemas muy graves" (J . Tusell ,  La revolución democrá
tica, Edic. Nobel,  Oviedo, 1 997). 
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características de u n  determinado mo
delo de sociedad (su formación históri
ca y socio-económica) en la estabi l idad, 
cál ida y eficacia de u n  régimen y go
bierno democráticos, otra h i pótesis,  s in  
exclu i r  completamente tales condicio
namientos sociológicos, pone más bien 
de rel ieve los efectos políticos de un ré
gimen y gobierno democráticos capaces 
de a lterar y modificar un modelo de so
ciedad y sus cond icionamientos socia
ies45. Tal efecto democratizadur del ré
gimen político con su producción de 
democracia socia/ lejos de ser un prin
cipio, que se cumpl irí<:� 1:!11 cualqu ier c i r
cunstancia, constituye rnás b ien una hi
pótesis condicionada no sólo por l a  ca
l i dad política del régimen y gobierno 
democráticos, s ino también por el  m i s
mo modelo de sociedad más o menos 
predispuesto o procl ive a tales efectos 
democratizadores46, 

Por consiguiente, esta hipótesi s  so
bre los efectos democratizadores y de 
cambio, que puede tener una democra
cia y sus gobiernos, sobre la democrati
zación de la sociedad estaría condicio
nada por u n  modelo de sociedad, don
de la política releva tanto del orden de 
las estructuras como de la superestruc
tura. Lo que no sería el caso en la mo
derna sociedad actua l ,  donde lo que 
realmente constituye su estructura y su-

perestructura es la economía y el mer
cado, pero no su esfera política e insti
tuciones democráticas. Por consiguiente 
será más bien la economía de mercado, 
la que no sól o  i nfl uye, afecta y transfor
ma el régimen y gobierno democráticos 
sino también la m isma sociedad tanto 
d irectamente como a través de las mis
mas instituciones políticos-democráti
cas. 

Según estos planteam ientos no se 
l legaría a comprender plenamente l a  
profunda crisis de la  democrac i a  s i n  te
ner en cuenta que ésta ha s ido un régi 
men político y d e  gobierno propios d e  
u n  determinado modelo de sociedad so
cietal, y que en u n  nuevo y d i ferente 
modelo de sociedad postsocieta/, en 
una sociedad de mercado, la democra
c i a  comenzaría por incu rr i r en tales ine
ficiencias y contradicciones, pasando 
por la corrupción de sus i nstituciones, 
l l egando a ejercer efectos tan perversos 
en el conjunto de la sociedad, que ter
minaría siendo a la l a rga i nviable o que
da ría políticamente tan transformada 
como irreconocible. Hay que precisar y 
probar, por consiguiente, qué modelo 
de sociedad es el que se m uestra tan 
contrario y opuesto a un régimen pol íti
co y de gobierno como los democráti
cos, cuando la democraci a  a lo largo de 
la h i stor ia, desde hace más de veinticin-

45 Esto último, por ejemplo, sostiene Claude lefort, al indicar "el sentido que reviste para la 
sociedad en su conjunto la democracia política" ("Pour une sociologie de la démocratie" 
en Annales, 2 1  année, n. 4, julio-agosto, 1 966). 

46 " . . .  la función desempeñada por las instituciones de la democracia burguesa en el desarro
llo del modelo merece un examen atento; de hecho hay razones para preguntarse, al con
siderar la h istoria reciente, si al l í  donde una democracia burguesa nunca logró implantar
se, hay alguna posibilidad de crear formas democráticas nuevas o si no hay impedimento 
i rreparable en el tejido social" (CI. Lefort, o.c., p. 755). 



co siglos, y a lo ancho de los más diver
sos modelos de sociedad y cultura, ha 
sido capaz de las mayores adaptaciones 
y transformaciones, dando muestras de 
una extraordinaria duct i l idad y plasticí
dad47. Sin embargo desde la antigua 
Atenas hasta la más reciente actua l idad 
todas las  soc iedades h istóricas en las 
que se ha implementado uno u otro mo
delo de democracia, de régimen y go
bierno democráticos, todas estas socie
dades han respondido a un modelo de 
sociedad societal y no de sociedad co
munal compatibles con e l  régimen, el 
gobierno y las instituciones esenciales 
de una democracia48. Ahora bien, si la 
democracia como régimen político y de 
gobierno nunca hubiera s ido posible en 
una sociedad comunal y sí ú nicamente 
en la sociedad societal, podemos pre
guntarnos hoy si la democracia será po
sible en una sociedad postsocietal ("net
work society", "sociedad informática", 
"sociedad de mercado") en un mundo 
globaL 

Planteando la cuestión en términos 
más precisos caber preguntarse sobre 
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las condiciones de posibi l idad de la de
mocracia en una sociedad de mercado, 
o sociedad en redes (network society, 
según M. Castel ls), s in un  real intercam
bio socia l ,  ni vínculos sociales, sin co
hesión a lguna (ni "orgánica",  propia de 
l a  sociedad comunal, ni umecán ica", 
propia de la sociedad societa ll, domina
da por una dinámica diferenciadora y 
excluyente, sin nada "en común" que 
compartir n i  i nterés colectivo en el que 
participar. Puesto que sin un  "bien co
mún" no hay sociedad y menos demo
cracia posibles49. Mientras que para 
una sociedad de mercado cualquier co
sa común o cualquier comunidad su
pondría una l imitación al intercambio 
mercanti l .  ¿Qué tipo de democracia se
ría entonces posible en tales condicio
nes de soc iedad? ¿No sería incurrir en 
un flagrante malentendido con graves 
consecuencias prácticas, seguir l laman
do democracia a un  régi men político y 
de gobierno en una sociedad postsocie
tal, cuyos ordenamientos y organiza
ción, i nstituciones y valores son tan ra
d icalmente opuestos a los democráti -

4 7  El modelo democrático de l a  antigua Atenas s e  modifica e n  el modelo republicano d e  l a  
antigua Roma, después adoptará l a s  formas d e  l a s  primeras monarquías constitucionales a l  
final d e l  medioevo; en el Renacimiento la  democracia republ icana será adoptada por los 
Estados-ciudad italianos y de la  actual Bélgica y Holanda. Con referencias más cercanas 
podemos hablar hoy de democracias presidencial istas y parlamentarias, semipresidencia
listas o semiparlamentarias. Las variaciones democráticas se muestran i l imitadas, debido 
precisamente al amplio margen de desarrol lo de las instituciones democráticas. 

48 Nos referimos a la diferencia establecida por Tonnies y desarrollada por Max Weber entre 
"sociedad comunal" (gemeinschfatliche Gesel/schaft) y "sociedad SOCietal" (gesellschaftli
che Geselschaff); y según la caracterización de ambos modelos de sociedad, la comunal 
nunca podría ser propiamente una sociedad democrática con gobierno e instituciones de
mocráticas. 

49 Aristóteles, quien prefería una sociedad con menos en común que todo en común, sostu
vo que "nada tener en común (koine) es evidentemente imposible. pues la  sociedad es 
esencialmente una forma de comunidad (koinonia)" (Política, ti. '. 1 260b) 
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cos? Si "e/ proceso de la modernidad es 
el proceso de la democracia ", no sería 
por otra razón sino porque la democra
cia inaugura una modernización de la  
sociedad humana, pero también con
cl uye con una nueva fase de moderni
zación de la modern idadso. 

Un factor adicional de la inviabi l i 
dad o incompatibil idad democrática, 
pero que es parte integrante de la forma
ción de la sociedad postsocieta/ es el fe
nómeno de la globalización: desde sus 
orígenes las democracias estuvieron c ir
cunscritas a determinadas h istorias y lo
ca l idades, a determ inadas sociedades, a 
un determinado Estado-ciudad o Esta
do-nación. Pero actual mente la globali
zación transforma todo el  mundo en un 
"schrinkíng wor/d", donde los procesos 
locales se mundial izan y los mundiales 
se localizan, y donde las prácticas y 
procesos pol ítico-democráticos quedan 
profundamente alterados. Ya que una 
cosa es globalizar un modelo democrá
tico y otra muy diferente la posibilidad 
de una democracia global, cuando las 
fuerzas políticas y económicas, mi l ita
res, tecnológicas e informáticas se glo
bal izan, pero no los proced imientos y 
prácticas democráticosSl .  

Así planteado, e l  problema se agudi
za y se vuelve aún más complejo, si se 
considera en qué medida son los mis
mos gobiernos democráticos, los que 
contribuyen a destrui r  todas las institu
ciones, que conforman la sociedad so
cietal, las cuales han sido las m ismas, 

que desde hace siglos habían hecho po
sible la democracia, y hasta hoy han ga
rantizado su reprod ucción a lo largo de 
la historia y a lo ancho de su diversidad 
de formas, tanto como sus sucesivas 
adaptaciones a las diferentes épocas. 
De ninguna manera se sostiene aquí 
que l a  democracia sólo sea compatible 
con un tipo u otro de sociedad, ni si
qu iera que sea incompatible con el ya 
tratado impedimento de la iniquidad so
cial  y sólo compatible con un determi
nado umbral de igualdad, los que ten
drían que establecerse siempre de 
acuerdo a uno u otro modelo de socie
dad. Tampoco es cuestión de aquel los 
factores sociales o sociológicos extrín
secos a l  régi men democrático, sino pre
cisamente de aquel los que siendo pro
pios de un determinado modelo de so
ciedad societal se revelan constitutivos 
de la misma democracia. 

Lo que por un lado aparece como la 
destrucción de aquel las rea l idades e 
instituciones sociales, que simultánea
mente constituían las categorías esen
cia les de una democracia, por otro lado 
estas categorías e instituciones demo
cráticas aparecen tan investidas de una 
economía de mercado, que el las m is
mas dominadas por las fuerzas y lógicas 
del mercado comienzan a operar mer
canti lmente y no políticamente al inte
rior de la democracia. Ta l es el caso, por 
ejemplo, de la participación y represen
tación políticas, las cuales actúan ya 
hoy regidas por intereses privados, de 

50 Cl.  Lefort, Essais sur le politique. XIX-XX siecles, Seui l ,  Paris, 1 986: 71 ) . 
51 Una bibliografía reciente cada vez más nutrida aparece sobre esta problemática: cfr. Marc 

F. Plattner, "Giobal ization and Self-Government", journal of Democracy, vol. 1 3, n.3, 2002; 
Zaki La'id i,  "Democracy in Real Time", journal of Democracy, vol .  1 3,n.3 , 2002. 



acuerdo a los comportamientos y proce
dimientos del derecho privado, y bajo 
los imperativos de la oferta y la deman
da. Y el concepto de "democracia dele
gativa" acuñado por O'Donnell define 
perfectamente esta privatización de la 
representación polltica, al establecer 
una relación c l ientelar entre el repre
sentante y los representados, cuando la 
función específica de la representación 
política cons iste en producir y represen
tar (parlamentariamente) el  interés pú
b l ico y común, y no la representación 
de los diferentes i ntereses privados de la 
sociedad, que nunca tendrían por u n  
simple efecto de agregación d e  d a r  l u 
gar a un i nterés públ ico y común. Por 
consiguiente a l l í  donde nada es público 
y común no hay posi bi l idad a lguna de 
participar y compartir. 

También la opin ión pública queda
ría abol ida o tan atrofiada por la i l imita
da privatización de lo público, que las 
opin iones perderían todo su poder polí
tico y democrático, el que precisamente 
les confería su carácter públ ico, para 
adqu irir todo aquel poder procedente 
de las fuerzas e intereses privados: el 
poder de la opinión pública, quedaría 
así suplantado por la opinión de los po
deres privados. Fenómeno éste estre
chamente asociado a una prensa, que 
ha dejado de ser una prensa libre para 
no reivindicarse más que en su libertad 
de prensa, cuando en realidad ésta sólo 
se justificaría y legitimaría a condición 
de ser u na prensa l ibre. No es tan exac
to que la crisis de la democracia le ha
ya reducido a una democracia mediátí
ca, dominada y sometida por los mass 
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media52. Lo que hasta ahora había sido 
condición de la democracia, al  enrique
cer de tal manera la comun i cación e in
formación ci udadana, favoreciendo la  
opin ión públ ica, las del iberaciones pú
bl icas y también la misma participación 
polltica, los mass media incluida la 
prensa s.e han vuelto un factor deva sta
dor de las instituciones, proced imientos 
y valores democráticos. Al convertirse 
en un poder po!ftico y financiero, ejer
cen una influencia pol ítica incalculable 
pero sin asumir las más míni mas res
ponsabi l idades pol íticas. Los mass me
dia ejercen u n  control y fiscal ización de 
los gobiernos. más eficaces que los mis
mos parlamentos, pero sin asumir la res
ponsabi l idad política de sus actuacio
nes. De esta manera la l ibertad de pren
sa hoy ya no corresponde a una prensa 
l ibre, l iberada de otras fuerzas e intere
ses, sino a una prensa privada y sobre 
todo privada de su l ibertad por las fuer
zas e intereses privados y particulares, 
mercantiles y fi nancieros. La libertad de 
prensa significó en un principio una 
prensa l ibre de las fuerzas políticas y de 
los poderes de Estado; pero hoy esa mis
ma libertad de prensa debería significar 
su l iberación de las fuerzas e intereses 
del mercado y del capita l .  La l ibertad de 
prensa hoy no es la l ibertad de una 
prensa l ibre s ino privada de su propia l i 
bertad porque es propiedad particular. 
Nada de esto impide desconocer que el 
poder mediátko e informático en . el 
mundo actual ha sido posible por el de
bi litamiento de los poderes e i nstitucio
nes democráticos, y si hoy la ga laxia 
mediática es capaz de suplir d ichas ins-

52 Tal y como sostiene J .  Cl. Guíllebaud, "les médias contre la démocratie?" en Esprit, n. 1 90, 
1 994. 
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tituciones, de infl u i rlas, dominarlas, 
controlarlas y hasta pervertirlas, se debe 
a la progresiva precarización pol ítica de 
la democrac ia53. En el caso de América 
latina y en particular  de los países andi
nos hay que añadir u n  importante factor 
instituciona l que condiciona los otros, y 
que hemos convenido en l lamar "el de
sorden democrático". 

5. El desorden democrático y el factor 
institucional 

Desorden institucional de la demo
cracia 

Al  cabo de 25 años de u na transi
ción inconclusa y de una progresiva 
desconsol idación las "nuevas democra
cias" (democracias exportadas o demo
cracias forzadas) merecen un balance 
crítico, al volverse tan inestables, in
constituciona les y antidemocrát icas, 
cuando la cuestión más obvia no es por 
qué no logran consol idarse sino por qué 
perduran y sobreviven en sus "formas" 
más corruptas y con tales n iveles de 
deslegit imación. P l a ntear el problema 
de ¿por qué duran las democracias? en 

53 Cfr. J .  Cl. Guillebaud, o.c., p. 99. 

la región andina, a pesar de su progresi
va desconsolidáción, supone preguntar
se por qué las democracias en los países 
andinos "han durado" y "sobrevivido" 
no sólo al tiempo, sino también a mu
chas crisis y desestab i l izaciones, golpes, 
semigolpes y autogolpes de Estado, de
terioros de su fundamental legitimidad, 
pero que lejos de consolidarse parecen 
haber entrado en una vertiginosa de 
deslegitimación y corrupción instituciO
nales. El problema hoy ya no se plantea 
en términos de a plazamiento o poster
gación de "inconsol idación" sino más 
bien de una progresiva "desconsol ida
ción"54. Si las democracias duran, es a 
costa de su crec iente deslegitimación y 
lo que es peor se encuentran forzadas a 
durar por mucho que se degraden y des
legitimen. Cuando se inicia la transición 
con el establec i miento de las institucio
nes democráticas, se suponía suficiente 
que l a  democracia "durara" y que so
breviviera a l  paso del tiempo, a sus po
sibles crisis e ineficiencias, para alcan
zar su "consol idación"; en tal sentido la 
persistencia temporal de l a  democracia 
se asoció a su consol idaciónss. 

54 G. O'Donnell habla de una "protracted unconsolidationn ("ll lusions about Consolidation", 
en )ournal of Democracy, vol 7, n. 2,  abril 1 996:38). Y para M. Baquero, " ... la  experien
cia latino-americana muestra que las transiciones a la democracia no conducen necesaria
mente a las consol idaciones democráticas, entendidas en un sentido maximalista": A vul
nerabilidade dos partidos políticos e a crise da democracia na América Latina, Editora da 
Universidade, Río Grande do Sul, 2000: 1 55.  

55 "La apuesta democrática es que u n  ta l  régimen, una vez establecido, no sólo persistirá re
produciéndose dentro de las i niciales condiciones que lo confinaban, sino que se expan
di ría más al lá de el las . A diferencia de los regímenes autoritarios, las democracias tienen 
la capacidad de modificar consensualmente sus normas e instituciones en respuesta a las 
cambiantes circunstancias": Ph. Schmitter 1 T. Karl , "What Democracy is  . . .  and is not", en 
)oumal o( Democracy, vol. 2,  n. 3,  1 99 1 :  87.  O'Donnel l ,  por su parte, trata también la 
consolidación como una forma de duración ("fikely to endure"). aunque reconoce la ne
cesidad de ciertos requisitos para una "formal consolidación". 



Las interpretaciones supuestamente 
más pesimistas en base a los anál isis más 
real istas l legaban a pronosticar que "el 
fantasma que acecha la transición es . . .  
la  no-consol idación . . .  Estos países están 
condenados a permanecer democráticos 
casi por defecto (a/most by defau/t)"56_ 
Pero sin ser un criterio de la consol ida
ción de la democracia, el "paso del 
tiempo" parece hacer cada vez más im
probable su desaparición, lo que condu
ciría a una muy paradój ica y perversa si
tuación de democracias que duran y re
sisten a pesar de (o a costa de) su cre
ciente desestabi l ización, deslegitima 
ción y no-consol idación-"7. Más allá de 
u na versión "duracionista" o "sobrevi
vencionista" se suele considerar consol i
dada una democracia que ha alcanzado 
un "completo grado de institucional iza
ción" (O'Donnel l :  1 996: 38). Muchos 
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autores coinciden en articu lar legitimi
dad e institucional idad democráticas, 
definiendo la deslegitimación, que impi
de la  consol idación de la democracia, 
por "la creciente ruptura entre la forma
l idad de las normas y las conductas de 
toda suerte de actores políticos"SB_ 

La más origi nal y específica cal idad 
de la democracia consiste en ser el  régi
men pol ítico más regu lado por l as insti
tuciones de una constitución o por la 
constitucionalidad de sus leyes; por esa 
misma razón la democracia es el más 
perfectible pero también el más destruc
tible de todos los regímenes políticos, 
ya que puede perfeccionarse tan i l im ita
damente sin a lcanzar su defi nitiva per
fección, de la misma manera que puede 
entrar en un proceso de i l imitada auto
destrucción sin l legar a destruirse por 
completo59_ Lo determ inante de la insti-

56 Ph. Schmitter, "Dangers and D i lemmas of Democracy", en }ournal of Democracy, vol, S, 
n.  2, 1 994: 55-57. 

5 7  Para A. Przeworski et a l .  la "sobrevivencia de la democracia" su "capacidad para sobrevi
vir" (ability to swvive) parece ser cuestión de eficiencia económica, lo que nunca se ha de
jado de discutir, aunque sin exclu i r  el factor institucional ("This is not to deny that institu
tions matter"): "What makes Democracies endure?" en }ournal of Democracy, vol .  7, n.  1 ,  
1 996: so. 

58 " . . .  increasing gap between formal rules and the behavior of a l l  sorts of political actors" 
(O'Donnel l ,  1 996: 40). Lo que el autor no parece dejar claro es en qué consiste una de
mocracia "formalmente" e " informalmente" institucionalizada (p. 47, nota 2). Así como 
también resultan muy cuestionables la serie de indicadores o criterios sobre niveles de ins
titucionalidad y consol idación. 

59 Mientras que para Aristóteles la democracia es el régimen político más "mesurado" ("me
trioten":  Política, IV, i i ,  1 289), porque es el más sujeto a la institucionalidad de una cons
titución (politeia), para Platón es el peor entre los mejores regímenes (jeiristen) y el mejor 
de los malos (faulón te aristen: cfr Político, 302, Ass). También las democracias modernas 
son defi nidas por su determinación i nstitucional: "constitutions are essentially institucional 
framework that in functioning democracies provide the basic decision rules and incentive 
systems concerning government formation, the conditions under which governments can 
continue to rule, and the conditions by which they can be term inated democratically" : A. 
Stepan & C. Skach, "Presidential ism and Parl iamentarism i n  Comparative Perspective", en 
Juan J .  Linz & A. Valenzuela, The Failure of Presidentíal Democracy. Comparative Perspec
tives, vol .  1 ,  p. 1 1 9  (The John Hopkins University Press, Baltimore & London, 1 994).  
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tucionalidad en la  democracia, que és
ta se funde y regule institucionalmente 
más que n i ngún otro régimen político, 
significa que todos sus procesos y pro
cedimientos de gobierno, con todas sus 
relaciones de poder, supeditan las ac
tuaciones y relaciones entre personas a 
las relaciones y actuaciones de las leyes 
y procedi mientos, las normas y los "ór
denes", en defin itiva a las instituciones. 
En la democracia el  gobierno entre per
sonas y grupos es sustituido por el de las 
leyes; la  dominación entre personas sus
tituida por el  dominio de la ley. Según 
esto donde falta institucional idad, se en
cuentra l i m itada, defectuosa o suprimi
da, allí mismo emerge el  poder de per
sonas y grupos, produciéndose el go
bierno de u nas personas por otras. Invir
tiendo este argumento: donde actúa y es 
eficaz el poder de los hombres y el go
bierno de u nos sobre otros, a l l í  se l i mi
ta,  e l imina o suspende el  orden institu
cional, y las instituciones lejos de susti
tui r  y l imitar el  poder y gobierno de las 
personas se convierten en instrumento 
de dicho gobierno y en arma de domi
nación y explotación entre personas. Es 
este ¡¡efecto de las instituciones", q ue 
garantiza no sólo la duración sino tam
bién la estabi l i dad, cal idad y desarrol lo  
democráticos. Cuando las  mismas insti
tuciones democráticas siguen reprodu 
ciendo e l  gobierno de l a s  personas y l a  
dominación entre e l las, simultáneamen
te aumentan las desigualdades y redu
cen los derechos con e l  efeoo perverso 
de legitimar y estabi l izar poderes, con
diciones y procesos totalmente antide
mocráticos. En este fenómeno consiste 
la crisis i nstitucional de la democracia 
en países, donde las instituciones en lu-

gar de operar democráticamente son 
uti l izadas para segui r  reproduciendo re
laciones de poder, formas de gobierno y 
dominación de unas personas y grupos 
sobre otros. 

Tal situación genera un profundo y 
perverso confl icto en las sociedades y 
regímenes democráticos, dando l ugar a 
crisis de todo orden y procesos de gran 
desestabi l ización constitucional: ame
nazas de golpe de Estado, autogolpes o 
"golpes i nstitucionales" que derrocan 
un gobierno constitucional para reem
plázarlo por otro como si  un golpe anti
institucional pudiera legitimarse con 
otro gobierno constitucional .  Todas es
tas situaciones de crisis no son más que 
síntoma y resultado de lo que habitua l 
mente sucede en todas las instituciones, 
espac ios públ icos y de gobierno, en to
do procedimiento administrativo, j u rídi
co y político: la  acción y e l  poder de las 
personas sobre la  acción y el poder de 
las leyes. Estas situaciones resultan pa
radigmáticas de una ruti naria desinstitu
cional i zación de la democracia, que a 
su vez degenera en una ruti n ización de 
su desintitucionafidad. De manera cre
ciente, los problemas democráticos de
jan de ser pensados, tratados y resueltos 
democráticamente, para de manera más 
general izada ser planteados, interveni
dos y supuestamente sol uc ionados por 
vías antidemocráticas; no por medios 
institucionales ( leyes, normas, organ is
mos, procedimientos) s ino por medio 
del poder y de la negociación de las 
personas, de c lases, de grupos de inte
rés, de movimientos sociales. Dicha es
piral de desinstituciona l ización demo
crática (de "desconsol i dación") hace 
que cuanto más graves y profundos sean 



los problemas que tal funcionamiento 
democrático produce, más d irecto y 
violento sea el recurso a los procedi
mientos no-institucionales y antidemo
cráticos. 

La transición democrática supuso 
una puesta a prueba del poder de las 
instituciones sobre los otros poderes de 
personas, c lases y grupos, que d ifusos, 
organ izados o estructuralmente domi
nan la sociedad. Cuando estos poderes 
se supeditan al poder de las institucio
nes democráticas, sin que e l lo impl ique 
un total y homogéneo sometimiento a 
el las, dicha "subordinación" tenderá a 
ser progresiva, cada vez más completa e 
irreversible, pudiéndose pensar enton
ces en un paso de la fase transicional a 
la de consolidación. Si por otro lado ca
da institución democrática ejerce un 
poder dentro de sus específicas compe
tencias y eficacias, y todo el s istema ins
titucional funciona con esta misma legi
timidad y eficiencia, reforzando la de
mocracia en su conjunto, la simple du
ración sería ya una garantía de consoli
dación. lo que explicaría e l  doble fenó
meno de transición y consol idación por 
el factor institucional, puesto que funda 
y define la misma democracia, en lugar 
de recurrir a criterios que siendo perti
nentes son más bien derivados y se pres
tan a múltiples cuestionamientos. Según 
esto, la transición democrática l lega a 
fracasar de dos formas definidas a me
d iano y corto plazo: a) los tradicionales 
como los nuevos poderes de domina
ción y explotación son tan fuertes, que 
no soportan el sometimiento al poder de 
las instituciones y terminan impon ién
dose de nuevo sobre e ll as, aboliendo de 
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manera más o menos abrupta y violenta 
el  régimen democrático; b) los poderes 
y relaciones de dominación y explota
ción sin soportar el sometimiento com
pleto a las instituciones, tampoco pue
den ni les interesa derrocar y quebrar 
con su poder el  orden democrático, op
tando más bien por un procedimiento 
intermedio: sin destruir las instituciones 
democráticas (leyes, organismos, nor
mas, procedimientos . . .  } los controlan 
con su poder y los uti l izan como instru
mentos para seguir reproduciendo sus 
modelos de dominación y acumulación 
tradicionales y no democráticos. 

U na visión opuesta y en parte com
plementaria de esta problemática es que 
las actu¡�les formas de ejercicio del po
der y del gobierno, de acumulación y 
concentración de riqueza, son más 
efectivos y gozan de mayor legitimidad 
en los regímenes democráticos, por 
muy antidemocráticos que sean sus go
biernos, que en cualquier otro régimen. 
Precisamente porque la democracia se 
constituye sobre el principio de igua l
dad de todos los ciudadanos, la corrup
ción de las instituciones democráticas 
ha hecho posible y hasta legitimado, 
que las crecientes diferencias socio-e
conómicas puedan transformarse en 
nuevas desigualdades sociales, el las 
mismas legal izadas por instituciones de
mocráticas, incapaces de garantizar los 
umbrales mínimos de igualdad ciudada
na. Así se opera una perversa corrup
ción de la instituciona l idad democrática 
y su progresiva e i l imitada deslegitima
ción. En este sentido coinciden muchos 
autores, conceptual izando como "desa
fío de legitimidad" lo que con más pre-
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ctston Huntíngton l lama "el d ilema de 
legitimidad"bü: l a  gran tentación de re
curr i r  a procedi m ientos no democráti
cos para resolver problemas democráti
cos (desde la extrema violencia civi l  
hasta l as agudas crisis económicas}. Lo 
que siempre acarrea a mediano o largo 
plazo u n  problema mayor del que se in
tentaba resolver ("by achieving its pur
pose, it lost its purpose": Huntington, 
1991 :55) .  Por tales proced im ientos con
tra el poder de las instituciones y en de
fecto de d icho poder las democracias 
funcionan antidemocráticamente: "de
mocracy reverts back to its oldway" 
(Metin Heper, p . 1 1 4 ) . Una conclusión 
unánime es que "la supervivencia de las 
democracias depende de su sistema ins
titucional'' (Przeworski et al., 1 996:47); 
"req uisito para la conso l idación de esta 
nueva madurez es u n  escrupuloso res
peto de las reglas del j uego democráti
co"61 _ 

Tratar simplemente la consolidación 
en términos de un mayor o menor grado 
de institucionalización, o de una demo
cracia "formal" o " informal mente" insti
tuciona l izada62, es i n currir en otra im
precisión, tanto más si se hace referen
cia a instituciones que, si bien siguen 

funcionando le jos de funcionar demo
cráticamente tienen efectos y conse
cuencias antidemocráticos: elecciones 
donde se eligen candidatos, pero no se 
legiti man gobernantes; representantes 
políticos que sólo representan intereses 
privados; instituciones de justicia que 
sirven para l i ncham ientos polít icos y 
venganzas particulares. El paso de la 
transición a la consolidación democráti
ca pone de manifiesto esa otra dimen
sión institucional y exclusivamente pare 
ticu lar de la democracia, en cuanto ré
gimen político que consiste en l a  "pro
ducción de un orden" (Portantiero). Pe
ro el orden específico producido por la 
democracia posee la singularidad de ser 
un orden que, sin excluir  cualquier otro 
desorden que el democrático (el de sus 
propias normas), es capaz de ·ordenar 
cualquier otro desorden. Por el contra
rio, la desconsolidación democrática 
consistiría en la prod ucción de un de
sorden capaz de desordenar cualquier 
otro orden en la sociedad (político, eéo
nómico, cu ltura l, instituciona l); inclui
do el orden democrático, con ta l  de sal 
var las formas a costa d e  los principios 
de l a  institucional idad democrática. 
Desde otra perspectiva se conceptual iza 

60 Para Metin Heper "the challenge of legitimacy" se juega entre una "democracy vertical" 
dominada por las el ites y una "horizontal democracy" de carácter más participativo ("Con
solidating turkish Democracy", en }oumal ofDemocracy, vol.3, n. 2, 1 992: 1 05s); S. Hun
ti ngton, The Third Wave: Democratization in the Late Twentieth Century, University of 
Oklahoma Press, 1 991 . 

61 E. Krauze, "Oid Paradigms & New Opengs in Latin America" en }ournal of Démocracy, 
vol .  3, n. 1 ,  1 992:1 9. El "autogolpe" de Fujimori en 1 992 contó con el 80% de opinión pú
blica a favor; pero cuando fue forzado a abandonar el poder todas las i nstituciones, desde 
las F FAA hasta el Congreso, pasando por los partidos y Corte Suprema de Justicia, se en
contraban más deslegitimados que diez años antes. 

62 Cfr. G. O'Donnell, Another lnstitutionalization: Latín America and Elsewhere, en Working 
Paper, 222, Kellogg lnstitute March, 1 996: 2, nota 4. 



la misma situación, en la que las  institu
ciones democráticas vaciadas de su po
der específico sirven para el ejerc icio de 
otros poderes y relaciones de domina
ción y acumu lación. Es sobre. todo esta 
producción de desorden constante y ge
neral izada, l a que mejor visual iza la ac
tual y contradictoria desconsolidacíón 
de las democracias en los países andi
nos. Puesto que no hay sociedad s in 
una u otra forma (uno u otro grado) de 
domi nación y de acumulación, es preci
so reconocer que la democracia, en ra
zón del principio constitutivo de su i ns
títucional idad (somet imiento de todo 
poder personal  y grupal a l  de las leyes e 
instituciones), sería el régimen político 
que más legítima tal dominación y ex
plotación en el sentido de que las lega
l iza, las l imita y es capaz de eJercer so
bre ellas su continua atenuación y trans
formación63. 

La contradicción se presenta, cuan
do los poderes dominantes, lejos de so
meterse al poder de las instituciones de
mocráticas, son capaces de uti l izarlas 
como armas e instrumentos para repro
ducir y legitimar su dom inación y ex
plotación. Esto explica que la deslegiti
mación de la democracia provoque in
c luso por parte de las clases populares y 
subalternas, de la población más domi
nada, exc lu ida y explotada pero tam
bién incluidas clases medias, reaccio
nes, comportamientos y opiniones a nti
democráticos. Se arraiga una c lara per-
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cepción de que l as i nstituciones demo
cráticas s irven para legitimar una i legíti
ma reproducción de poderes y dom ina
ciones no democráticos; por otra parte, 
y a pesar de esto, por muy desligitima
das que se encuentren )a,. instituciones 
democráticas siguen s iendo el  único o 
ú lt imo reducto de poder con el que 
cuentan los dominados y explotados pa
ra l im itar y hasta l iegar a confrontar los 
otros poderes opuestos a los democráti
cos, y que se ejercen sobre la sociedad. 
Esta situación permite además com
prender por qué, entre .otras razones 
más complejas, las actua les l uchas y 
conflictos en las sociedades democráti
cas dejan de ser cada vez menos "socia
les" para volverse más "institucionales"; 
como si  la democracia hubiera transfor
mado la l ucha de c lases en una l ucha 
institucional;  como s i  aque l la  en l a  de
mocracia pasara por la lucha por las ins
tituciones. No son las instituciones y po- . 
deres institucionales los que están en 
juego como objeto o contenido de l a  lu
cha,  lo que por otro lado respondería a 
la más legítima contienda democrática 
(cuyo escenario privi legiado son l as 
elecciones); se trata por el contrario no 
de defender o disputarse el  poder de las 
i nstituciones con l a  final idad de defen
derse de otros poderes y controlarlos, s i
no rnás bien de servirse de las institucio
nes, uti l izarlas aun a costa de su relativa 
legitimidad, para ejercer el  poder por 
rnedio y en contra de el las. Tal estrate-

63 No hay en la democracia institución alguna, organismo o procedimiento particulares des
tinados a l imitar y transformar la dominación y explotación de c lases dentro de la socie
dad; es más bien el régimen democrático al interior del sistema politico, dentro de la es
tructural relación con la sociedad civil y la sociedad política, el Estado y el gobierno que 
se operan Jos efectos de democracia en el conjunto de la sociedad. 
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gia desinstitucionalizadora comparten 
los grupos dominantes como los domi
nados, clases d irigentes como subalter
nas o populares. 

Esta crisis democrática ha dado lu
gar a un fenómeno plebiscitario muy 
complejo, que pretende legitimarse en 
razón de los mismos principios demo
cráticos, pero a costa de una absoluta 
supeditación de toda legalidad y de to
da institucionalidad bajo las actuacio
nes soberanas del pueblo, como si  el 
principio de soberanía popular se sus
trajera a cualquier forma de legaliza
ción e institucional ización de los proce
dimientos polfticos. Este fenómeno ple
biscitario que se expresa en las formas 
más variadas (del recurso al referéndum 
hasta la revocación de todo mandato, 
pasando por los participacionismos más 
extremados), incurre en una democra
cia callejera, que ya Aristóteles cal ificó 
de monarquía popular, y que "se vuelve 
despótica al. buscar un ejercicio monár
quico del poder no regulado por la ley" 
(Política, IV, iv, 1 292, 1 5ss). 

tQué razones justifican el manteni
miento de la democracia aún a costa de 
su constante e i l im itada deslegitima
ción? Primero, una modernización y re
lativa despolitización de los poderes so
ciales, de su ejercicio de dominación y 
explotación, hacen cada vez más i n ne-

cesario e l  control absoluto de los apara
tos de Estado, el recurso a su "'legftima 
violencia", ya que las instituciones de
mocráticas se vuelven más funcionales 
a d ichos poderes y legitimadoras de sus 
ejercicios de dominación; paradójica
mente entonces la deslegitimación de 
las instituciones democráticas es corres
pondiente, equivalente y consecuencia 
de la  legitimación a través de el las de 
los poderes no democráticos. Segundo, 
la global ización de todos los procesos, 
fenómenos e instituciones a n ivel mun
d ia l  hacen que la democracia sea el ré
gimen político capaz de mayor homo
geneización, precisamente en base a su 
fundamental carácter institucional; y 
por consiguiente la "exporting demo
cracy• se ha mundializado práctica
mente a raíz de su "tercera ola"64. Por 
último, el  mismo neolibera l i smo a esca
la mundial exigirá para su mín i ma legi
timación y su máxima efectividad el es
tablecimiento de los c lásicos principios 
l iberales, que sólo el  régimen democrá
tico garantiza. Según esto tanto la ex
portación democrática como la globali
zación democrática están destinadas no 
sólo a compensar sino sobre todo a en
cubrir la  cuestión de la  calidad demo
crática. Poco importa que democracias 
se deterioren y degraden, deslegitimán
dose hasta sus peores extremos, con tal 

64 Joshua Muravchik, autor de Exporting Democracy: Fulfilling America ·s Destiny (The AEI 
Press, 1 99 1 ), según el Wa/1 Street /ournal "the most cogent and careful of the neoconser
vative writers on foreign policy", aun sin quererlo se traiciona revelando el proyecto 
neoimperialista nor:teamericano tras la expansión de la democracia  en el mundo; por el 
contrario Abraham lowenthal (Exporting Democracy: The United States and Latín Ameri
ca, The Johns Hopkkins University Press, 1 99 1 ) muestra cómo la administración norteame
ricana, y de manera muy especial la de Reagan con su proyecto neoliberal, "carne to adopt 
prodemocracy polícies as a means of relieving pressure for more radical change". 



que perduren, ya que mientras los cos
tos de su precariedad y descomposición 
se internal izan y se pagan en cada país, 
las ventajas de su duración se external i
zan en beneficio de la  globalización; o 
más exactamente de los actuales pode
res beneficiarios de la globalízación. 

Según esto, la democracia reducida 
a sus requisitos más formales y procedí
mentales, ( l ibertad de expresión, mu lti
partidismo, elecciones competitivas) no 
tendría otra final idad que legitimar po
deres, de los que poco importará des
pués la legitimidad de su ejercicio, y en 
tal sentido hay que preguntarse cada 
vez con mayor convicción si  "la promo
ción democrática por los gobiernos del 
Norte es parte de un amplio y hegemó
n ico proyecto de dominación global"65. 
Podría objetarse que el concepto de 
desconsolidacíón no posee suficiente 
pertinencia para significar los procesos 
de desinstitucional ización de la demo
cracia, pues democracias que nunca l le
garon a consolidarse mal podrían des
conso lidarse. A tal objeción cabe argüir 
que l a  transición democrática supone 
una inicial institucionalización de prác
ticas, procedimientos, organismos y or
denamientos politicos; las elecciones, 
por ejemplo, confieren a los ciudadanos 
la capacidad de elegir y legitimar a sus 
representantes y gobernantes; éstos a su 
vez en base a leyes adquieren el  poder 
de implementar polfticas con efectos en 
l a  sociedad; la misma relación entre po
deres del Estado (ejecutivo, legislativo y 
judicial) se encuentra normalizada y or-
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denada en base a princ1p1os, leyes y 
procedimientos constitucionales. En 
otras palabras la democracia sólo es po
sible en cuanto defin ición y atribución 
de poderes a sus instituciones, éstas 
mismas legítimamente constituidas¡ de 
forma más específica l a  transición de
mocrática se inicia en l a  medida que se 
identifican y confieren poderes a todo 
un complejo s istema de leyes, normas, 
regulaciones, organismos e institucio
nes, de modo que no haya otros pode
res al margen o por encima de éstos. 

Esta institucionalización de poderes, 
que "constituye" la democracia, repre
senta el punto de partida de toda transi
ción; tal combinación de poder y legiti
midad funda el pacto democrático al in
terior de una sociedad y la producción 
de un orden democrático. Todo lo cual 
en vez de consol idarse puede entrar en 
crisis, para emprender un proceso regre
sivo de desconsolídación, por el que se 
resquebraja la articulación entre poder 
y legitimidad, a medida que el poder 
depositado en las instituciones vuelve a 
ser usurpado, retomado y ejercido por 
personas y grupos. Poco importa que es
tas personas y grupos actúen a l  interior 
de las instituciones, si sus actuaciones 
violan, fuerzan o corrompen las norma
tivas y regulaciones institucionales. En 
este sentido, el concepto de desconsoli
dacíón interpreta mejor incluso lo que 
la idea de transición y consolidación só
lo llegan a caracterizar descriptivamen
te, o bien recurriendo a una clasifica
ción de indicadores y criterios, sin defi-

65 Tales son los resultados a los que l legan los estudios analizados por Gordon Crawford, 
"Promoting Democratic Governance i n  the South " en The European ]ournal of Deve/op
ment Research, vol. 12, n.  1 ,  june 2000: 25. 
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nir  cuáles son los suficientes y cuáles 
los requeridos. Más aún s i  se considera 
que " la mayor parte de las definiciones 
de la consolidación democrática están 
centradas en torno a la institucionaliza
ción" (O'Donnel l ,  1 996:48, nota, 1 2), 
nada más just ificado que el  concepto de 
desconsolidación para identificar el 
mencionado proceso de pérdida de ins
titucionalidad de l as democracias en los 
países a nd inos66. Habría que penetrar 
ciertas lógicas inherentes a la a lternativa 
entre consol idación y desconso l ida
ción, que permitan expl icar por qué és
ta no es una simple transición truncada, 
y por qué el concepto de desconsolida
ción intenta significar algo más que una 
democracia no-consolidada. La razón 
es que no hay alternativa entre la "pro
ducción de un orden" capaz de ordenar 
cualquier desorden y la producción de 
un desorden capaz de desordenar cual
quier orden. Ya que en los actuales con
textos de "modernización" la simple 
"duración" o "sobrev ivencia" en el  
tiempo sin cambios hace que los cam
bios inherentes a d icha "modernidad" 
tengan una influencia destructiva. E l  
factor y efecto i nstitucionales en  l as de
mocracias modernas es decisivo para 
los cambios: en una época h i stórica de 
cambios tan bruscos y acelerados, e i n 
novaciones t a n  precipitadas, sólo las 
i nstituciones son capaces de resistir la 

fuerza de dichos cambios, sin los cuales 
la m isma democracia se deteriora por e l  
i nmediato efecto de  su creciente i na
daptación. 

Factores de la desinstitudonalización 
democrática 

Para defin ir las principales causas de 
desinstitucional ización y consiguiente 
deslegitimación de las democracias, las 
que más deprivan de su poder especifi
co · a las instituciones para transferirlo a 
las personas y grupos, será necesario te
ner en cuenta aquel los criterios con ma
yor referenc ia a: 1 )  el régimen particular 
del  gobierno democrático: el  presiden
cial ismo dominante en toda la región; 2) 
el más determinante de los elementos 
del régimen democrático en su articula
ción con todo el  s istema político (Esta
do, sociedad civi l ,  sociedad política, ré
gimen de gobierno): la representación 
política¡ 3) las d imensiones socio-cultu
rales que enmarcan y sustentan al fun
cionamiento de todo el  sistema político, 
condicionando sus formas y desarrol lo. 

a. Presidencialismo y persona/izaci6n 
del poder 

De la misma manera que « una  for
ma de gobierno instituc iona l puede 
ejercer una fuerte i nfluencia en la total i 
dad d e l  s istema político»67, también 

66 Sobre el ya desactual izado debate entre transitólogos y consolidacionistas puede consul
tarse Ph. C. Schmitter & T.L. Karl, "The Conceptual Travels  of Transitologists and Consol i
dologist: How Far to the East Should They Attempt to Go?" en Slavic Review 63 (Spring, 
1 994): 1 73-1 85. De otro lado se han aventurado definiciones infundadas o genéricas so
bre las "condiciones" para reconocer una consolidación: cfr. ).).L Kinz & A. Stepen, "To
ward Consolidated Democracíes", en )ournal of Democracy, vol . 7, n. 2,  1 996: 1 5ss 

67 Ezra N. Suleiman, "Presidencialism and Political Stability in  France", en Juan J .  Linz & A 
Valenzuela, o.c., p. 1 37. 



una forma de gobierno persona l i sta in
flu i rá con equ ivalente fuerza y contra
rias consecuencias en todo el s i stema 
político. El régimen presidenci a l ista sig
n ifica tal acumulación y concentración 
de poder y autoridad en el Ejecutivo y 
en la misma persona del Presidente, co
mo Jefe de Estado (representante de to
da la nación) y Jefe de gobierno, q ue to
do el s i stema político se resiente de tal 
personal izadón del poder-autoridad en 
u n  doble sentido: todo poder y autori
dad tienden a confl u i r  en la persona del 
Presidente, a la vez que d icha persona
l ización · de l  poder-autoridad · se repro· 
duce y refracta en el resto del s i stema 
político: desde el Presidente del Con
greso hasta los Alcaldes, pasando por 
Gobernadores o Presidentes de los otros 
poderes del Estado, i ncluyendo a d i ri
gentes de los partidos y de mov i mi entos 
sociales. De esta manera el síndrome 
presidencial i sta hace que la personal i 
zación del poder s e  metabo l ice por to
do el sistema pol ítico (y hasta por l a  
misma sociedad) e n  detrimento d e l  po
der de todas sus instituciones. Siempre 
cabe objetar q ue la personal ización de 
los poderes resu lta de la carencia y fra
g i l idad de las i nstituciones sociales y 
pol íticas, y que son las específicas debi-
1 idades de sus funciones institucionales 
las que contribuyen a la i nevitable per
sonalización. Lo que supondría com
pensar con poderes persona les los pre
carios poderes funcionales; de otro la
do, haría muy coherente la necesidad 
de autoritarismo tan endémico y epidé
mico en la cultura política l atinoameri· 
cana. 

Mientras que las i n stituciones po
seen un poder constitucionalmente es-
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tablecido, y por e l lo l i m itado y regulado 
en las posibi l idades y formas de su ejer
cicio, cuando tales poderes son asumí
dos y en c ierto modo apropiados por 
personas y grupos, y ejercidos por ellos 
a l  margen de las normatividades institu
cionales o por encima de su ordena
miento, y hasta transgrediendo sus con
troles, surge entonces una "pugna de 
poderes". No son los poderes i nstitucio
nales entre i nstituciones los que real
mente entran en pugna (lo que ocurriría 
por un defecto constitucional de tales 
instituciones), sino que son más bien las 
fuerzas de las personas y grupos actuan
do al  interior de dichas instituciones, 
que por u na deprivación y apropiación 
de los poderes de éstas las conducen a l ·  
conflicto y l a  pugna. En este sentido, ba
jo la apariencia de una "pugna de po
deres" lo que se entabla s in  tregua es 
una general izada "pugna de intereses". 
Ahora bien si ya tal expropiación de los 
poderes institucionales y su apropiación 
por parte de personas y grupos debi l ita 
y deslegitima políticamente las i nstitu
ciones, en la medida que actúan supedi
tadas a otros poderes, o convertidas en 
i nstrumento de las actuaciones de pode
res personales, la misma "pugna de po
deres" confrontando las instituciones 
democráticas les añade un adicional de
b i l i ta miento y deslegiti mación parla
mentarias. Está demostrado que, cuan
do arrecia l a  "pugna de poderes" sobre 
todo entre Legislativo y Ejecutivo, la 
confianza y credibi l idad de ambas insti
tuciones más decl ina en la opinión pú
bl ica. De otro lado en el régi men presi
dencial ista la pugna que enfrentan dos 
principales poderes del Estado, Congre
so y Gobierno, posee un carácter estruc-



tural, repercutiendo en todo el sistema 
político, y tiende a conflagrar la pugna 
por todos los otros poderes y aparatos 
de Estado. Lo que se traduce en una 
co.nstante "producción de poderes en 
pugna", y una pugna que atraviesa to
das las funciones institucionales (pugna 
legislativa, pugna fiscal izadora, pugna 
presupuestaria, pugna regional . . .  )68. La 
pugna sólo se resuelve en tres desenla
ces catastróficos: cuando la  oposición 
cuenta con mayoría legislativa, impide 
gobernar a l  Ejecutivo; cuando el Ejecu
tivo cuenta con mayoría legislativa 
practica una d ictadura gubernamental, 
que puede ejercerse más a l lá de los li
mites constitucionales; la corrupción 
traducida en compra de votos, compra 
de diputados, compra de todo un parti
do o bloque parlamentario por parte del 
Ejecutivo. 

Los imperativos de la gobemabilidad 
de las modernas democracias han teni
do efectos tan perniciosos como contra
dictorios. En lugar de entenderse y ejer
cerse la gobernabilidad como un desa
rro l lo y perfeccionamiento instituciona
les, mejoramiento (más democrático y 
eficaz) de los dispositivos de gobierno 
(gubernamentalidadJ y de las mismas re
laciones de gobierno (gobernabilidac/), 
tal i mperativo se tradujo en un  fortaleci
miento de los poderes ejecutivos y de 

los mismos Presidentes, que en muchos 
casos usurparon poderes especiales. Al 
no mejorarse cual itativa e institucional
mente los poderes de gobierno, propor
cionando mejores relaciones políticas y 
gubernamentales entre los poderes del 
Estado, el  simple aumento cuantitativo 
del poder del Ejecutivo contribuyó a un 
reforzamiento de todos los contrapode
res, dando lugar a una espiral de "pug
nas" y conflictos, con el consecuente 
deterioro de la gobernabil idad y de la 
m isma democracia. Este "lnstitutional 
Stress" (C. Conaghan) de las democra
cias y sobre todo el encubrimiento de la 
razón que lo provoca, l a  personal iza
ción del poder, tiene el contradictorio 
efecto de generar entre la opinión públi
ca una desenfrenada como contradicto
ria demanda de liderazgos políticos, 
desconociendo que son precisamente 
los poderes de personas, las que provo
can las crisis en las instituciones, cre
yendo que sólo los l ideres carismáticos 
podrán compensar o suplantar las des le
gitimadas instituciones. E l  síndrome po
pul ista o cl ientelar no tiene otro sentido 
ni desempeña otra función. Ahora bien 
la facilidad y rapidez con las que en ta
les contextos políticos las sociedades 
producen nuevos líderes y liderazgos 
más o menos carismáticos sólo son 
comparables con la aún más rápida y fá-

68 Hemos desarrollado amplia y detal ladamente toda esta problemática en La pugna de po
deres. Análisis crftico del sistema polftico ecuatoriano, Abya-yala, Quito, 1 998. " . . .  execu
tive - legislative conflict, which has long been recognízed as a factor in the breakdown of 
democratic regimes, has been scarcely considered by students of latín America": L E. 
Gonzalez & Ch. G. Gillesple, "Presidentialism and Democratic Stabí lity in Uruguay", en J .  
). linz & A. Valenzuela, o.c.,  p. 1 52; dr. M. Coppedge, "Venezuela: Democratic despite 
Presidentialism" o. c .• p. 33 1 ;  Catherine M. Conaghan, "loose Parties, Floating Politicíans 
and l nstitutional Stress: Presidentialism in Ecuador, 1 979-1 988", o.c., p. 254. 



cil  destrucción y consumación de tales 
l íderes por parte de las mismas socieda
des y sus opin iones públ icas. Esto mis
mo permite entender una de las más 
particu lares características de los l íderes 
y sus carismas: su rad ical anti-institucio
nal idad: cuanto más ajenos o contrarios 
son y se muestran respecto de las insti
tuciones, tanto mayor será su éxito, aun
que también probablemente tanto más 
rápida su caída. Este fenómeno en el 
que se contrapone y superpone el poder 
de las personas al margen y por encima 
de poderes institucionales, remite a otro 
de los factores y efectos de la desinstitu
cional ización de las democracias: la de
gradación plebiscitaria y destructiva de 
la representación política. 

No hay fenómeno político más trata 
do y maltratado como el que se ha de
nominado populismo, y que para algu
nos autores se ha convertido en la prin
cipal o casi exclusiva i nterpretación de 
toda la política latinoamericana, y que 
sin embargo ha sido poco comprendido 
y expl icado desde el  anti- instituciona l is
mo y contra institucionalidad de la cul
tura latinoamericana: el l iderazgo caris
mático y popul ista sólo es posible desde 
la fragi l idad institucional de la demo
cracia, y el mismo l íder populista no 
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puede constitu irse ni reproducirse como 
tal sino en base a un debi l itamiento de 
las instituciones. Pues el  l íder popul ista 
y carismático no es más que la suprema 
personal ización del poder pol ítico. En
tre el d ictador mi l itar y el  líder popu l is
ta el  presidencia l ismo asegura la media
ción y continu idad entre ambas figuras 
políticas69. La personal ización del po
der coloca siempre al presidencial ismo 
en un di lema político entre el autorita
rismo y la inestabi l idad; consecuencia a 
su vez de la contradictor¡a conforma
ción del poder personal del presidente, 
que si por un lado resulta excesivamen
te fuerte en razón del cargo y funciones, 
por otro lado se revela  extremadamente 
débil  en las reales condiciones de su 
ejercicio gubernamental70. Consecuen
cia de el lo es que la personal ización del 
poder presidencial  y el  difícil ejercicio 
de su gobierno tienden a debil itar todas 
las instituciones del sistema pol ítico, co
menzando por el mismo Estado y sus 
aparatos para terminar en los partidos 
políticos71 .  

Durante la ú ltima década, con l a  fi
nal idad de resolver el problema de go
bernabil idad de las democracias y de 
gubernamental idad de los regímenes 
presidencial istas, se han buscado for-

69 Hemos tratado esta problemática en "Encubrimientos socio-políticos del popul ismo" en F. 
Burbano (edit.) El fantasma del populismo. En años recientes se ha puesto de moda una 
a leación política nueva: la figura de liderazgos carismáticos y democráticos de ex-mi l ita
res golpistas (Chávez y Arias en Venezuela; Vargas Pazos, Yandún, Moncayo y Lucio 
Gutiérrez en Ecuador; Banzer en Bol ivia; Oviedo en Paraguay). 

70 "The common tendency to characterize Latin American presidents as a l l -powerful is mis
leading": Scott Mainwaring, "Presidentialism in Latin America" en Latin America Research 
Review, 25, n. 1 ,  1 990: 162, 1 7 1 .  

7 1  Cfr. G. Sartori, "Neither Presidentialism nor Parliamentarism" en J .J .  L inz & A. Valenzuela, 
o.c., p .  1 09s. La crítica más reiterada del Presidencialismo son su� efectos destructores y 
deslegitimadores del sistema de partidos 
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mas de atribu i r  aun mayores poderes a 
los Ejecutivos y Presidentes (ampl iación 
de los mandatos, posibi l idad de reelec
ción . . .  ). i nc luso a costa de reducir otros 
poderes como e l  legislativo (reducir la 
función fiscal izadora del Congreso, ma
yor autonomía en la pol ítica económi
ca ... ); las consecuencias fueron todavía 
peores, ya que el problema no era más 
poder o mayor cantidad de poder, l o  
q u e  siempre provoca el reforzamiento y 
confrontación de los contrapoderes, si
no mejor calidad de poder, un poder 
más i nstitucional izador, que no sea per
sona lmente apropiable y que más bien 
propicie los apoyos y colaboraciones de 
los otros poderes. E l  dec l ine y destruc
ción de toda i nstitucional idad convierte 
Ja personal izadón del poder en el depo
sitario privi legiado para las identifica
ciones carismáticas y los dientelismos 
pol íticos entre el Presidente y los c iuda
danos. Ahora bien, a causa de sus debi
l idades gobernantes, dicho carisma se 
vuelve extremadamente fugaz y efíme
ro, haciendo que el Presidencial ismo 
esté obl igado a producir constante y re
gularmente nuevos l i derazgos políticos, 
q ue él mismo se encarga inexorable
mente de i ncinerar políticamente. Esta 
producción de l iderazgos carismáticos y 
popu l istas junto con su rápido consumo 

y destrucción tiene otra consecuenc ia: 
la  cada vez más profunda desconexión 
entre elegir y legitimar. Las crisis demo
cráticas han intensificado las prácticas 
electorales o plebiscitarias en la m isma 
medida que esta rutinización del voto 
ha ido perdiendo su poder de legitimar 
lo que se vota y e l ige. Esto ha hecho tan 
violenta la u rgencia de continuas elec
ciones como las necesidades y deman
das de "revocación del mandato". Tales 
furores p lebiscitarios, que propician in
tensas identificaciones con los l ideres, 
son uno de los detonadores y síntomas 
del ya profundo pero siempre creciente 
deterioro de su representatívídad y re
presentatibilidad. 

Para concluir, conviene precisar que 
el problema desestabil izador del presi
dencial ismo no es su figura política y 
constitucional ,  ni siquiera el cargo o las 
funciones gobernantes dentro del siste
ma político, sino la personal ización del 
poder presidencia l  en cuanto factor 
desinstitucional izador: el riesgo y pel i
gro de independizar el  poder personal  
del ínstitucional72 . De ahí que en el  ré
gimen presidencial  las crisis y desestabi
l izaciones estén asociadas a l a  persona: 
"A crise e(é) o home"73. Lo que i ntrodu 
ce e l  problema de la  representación po
lítica y su actual crisis democrática. 

72 Juan J .  Linz ha precisado muy exactamente este fenómeno: "The feel ing of having i ndepen
dent power, a mandate from the people ... is l i kely to give a president a sense of power and 
mission that might be out of proportion to the l imíted plurality that elected him": "Presí
dential or Parlamentary Democracy: Does lt Make a Difference?# en Juan J. L inz & A. Va
lenzuela, o.c .. p. 1 9. 

73 Bolívar Lamounier se refiere al prestigioso semanario Veja, que tres dfas después del ple
biscito del Presidente Sarney titulaba su portada "the Crisis and the Man" recurriendo al 
juego de palabras al que se presta en portugués, dependiendo de que la e, sin acento, sig
nifique y, o con acento, é signifique es; "Brazil towards Parliamentarism?", en Juan J. Unz 
& A. Valenzuela, o.c., p. 2 1 6. 



b) Perversión de la representación polí
tica 

U n  acuerdo unánime entre los críti
cos del presidenc ia l ismo asocia los de
fectos de éste a la "debi l idad del s istema 
de partidos", considerándola "una con
secuencia del sistema presidencial ista" 
(Juan linz, o.c., p.34s). Sería un equ ivo
cado reduccionismo atribuir a la crisis 
de los partidos políticos la crisis de re
presentación política, siendo más bien 
ésta la que permite mejor comprender y 
explicar aquel la, pues la representación 
política es más constitutiva de la demo
cracia que los mismos partidos. la com
pleja y estructural crisis de representa
ción, que tiene sus raíces en las socieda
des modernas, concierne a todo el  siste
ma político y a la misma constituciona
l idad del régimen democrático, y de el la  
la crisis de los partidos no es más que 
una expresión y consecuencia. Aunque 
esto no sea ajeno al  déficit de institucio
nal idad de los partidos políticos, cuya 
carencia de poder en cuanto institucio
nes políticas es equivalente al poder de 
sus "dueños", "patrones" o "famil ias 
propietarias". E l  presidencial ismo mina 
la institucional idad de la representación 
política. Mientras que el Ejecutivo de un 
régimen parlamentario es producto y 
expresión de la representación política, 
cuya mayoría le permite gobernar, y cu
yas prácticas de gobierno se encuentran 
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a su vez legitimadas por dicha represen
tación política, a l  mismo tiempo que las 
legitima, por el contrario, el Presidente 
de un régimen presidenc ial ista ni proce
de de una representación política n i  
mucho menos la expresa, todo l o  con
trario más bien aparece y tiende a mos
trarse y actuar desvinculado de el la; y su 
gobierno lejos de legitimarse en base de 
la representación política o por medio 
de el la ,  suele más bien enfrentarse a 
el la,  deslegiti mándola tanto como des
legitimándose. 

Tampoco la crisis de la representa
ción po lítica es ajena a la crisis de los 
presupuestos electora les que fundan di
cha representación, ya que la  votación 
popu lar cada vez más tiende a elegir re
presentantes con los cuales identificarse 
personal mente, pero de n i ngún modo 
legitimar sus actuaciones de gobierno; y 
mucho menos considerarse política
mente responsables de las actuaciones 
políticas de los representantes electos; 
muy por el contrario, el fenómeno ple
biscitario es una muestra de las más fre
cuentes e intensas reivindicaciones a fa
vor de la " 'revocación de l mandato". 
los partidos han contribuido ciertamen
te a la crisis de la representación políti
ca en las democracias latinoamerica
nas, pero ésta ha sido más bien causa y 
no tanto consecuencia de la crisis de los 
partidos. Y e l lo en contra de una opi
n ión demasiado general izada 74, que ig-

74 Aun sin formularlo, un supuesto ampl iamente admitido es que "hay una crisis de represen
tación debido a la crisis de los partidos políticos": Lawren Boudon, "Los partidos y la cri
sis de representación en América Latina", en Contribuciones, CIEDLA, año XV, n .  1 (57) 
1 998: 25; "Nuestra h ipótesis consiste en que las deficiencias (de la representación) son 
producto del mal funcionamiento de los partidos": F. R. Loñ, "La representación y los par
tidos políticos" en Contribuciones, CIEDLA, o.c 1 998: 68. 
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nora el factor de crisis que ha supuesto 
la  perversión delegativa de la represen
tación política. El concepto de "demo
cracia delegativa" (O'Donnell), que ha 
servido para caracterizar la corrupción 
de las democracias modernas, define 
muy significativamente el cambio fun
damenta l que se opera al sustituir la re
presentación política por una represen
tación delegativa, que deja de ser pro
piamente política, puesto que supedita 
un modelo de representación espedfico 
del derecho públ ico por otro modelo de 
representación, propio del derecho pri
vado, con el  agravante de hacer pasar 
por pol ítica y atribu i rle efectos politicos 
a una representación de carácter priva
do como es la  delegativa. 

La representación delegativa del de
recho privado comporta una relación 
contractua l  entre personas privadas, por 
la cual una representa los i ntereses pri
vados y particulares de la otra, encon
trándose el representante sujeto al re
presentado tanto para una constante 
rendición de· cuentas como para una 
posible revocación del mandato delega
tivo. La representación política, por el  
contrario, con la final idad de transfor
mar en públicos los intereses privados y 
particu lares, para producir un interés 
colectivo o bien común, tiene l ugar en
tre personas públ icas (electores y candi
datos) en una acción públ ica (eleccio
nes); dicha representación no puede 
ejercerse sino colectivamente, n i  se en-

cuentra sujeta a n inguna rendición de 
cuentas, ni a revocación de mandato, a 
no ser las que se establecen y regulan 
constitucionalmente. Mientras que los 
intereses privados son objetivamente re
conocibles e identificables, el  i nterés 
colectivo o bien común, sólo puede ser 
producido como resultado de una co
rrelación de i ntereses, consu ltas, del ibe
raciones, negociaciones y tomas de de
cisión, en definitiva de toda la acción 
parlamentaria que define la representa
ción política. La representación pol ítica 
se pervierte, al transformarse en una ins
titución, donde delegativamente se re
presentan intereses privados y particula
res, haciendo que los representantes po
l íticos se conviertan cada vez más en 
delegados de intereses de grupos priva
dos de la sociedad. Este fenómeno sólo 
ha sido posible en sociedades donde se 
ha vuelto cada vez más d i fíci l  producir 
intereses colectivos y el bien común a 
partir de intereses privados y particula
res cada vez más incompatibles entre sí. 
Aquí se devela  la dimensión social  de la 
crisis en la representación pol ítica. 
Cuando ya no es posible defin i r  ese 
"punto ideal del bien común identifica
do en la elaboración en común de lo 
que vale para todos"75. Los intereses 
privados en cuanto privados son i ncom
patibles entre sí, por el lo nunca la agre
gación de i ntereses privados produce un  
interés públ ico, sino la  agregación o la  
síntesis de las d iferentes versiones de d i-

7 S  "Hablar de bien común en términos estrictos, supone que hay al  menos un deseo domi
nante, que todos comparten: no un deseo que todos pueden satisfacer, sino un deseo que 
todos pueden desear. Para que los hombres sientan el interés de compartir el objeto de su 
deseo, es necesario que compartan el m ismo deseo" (G. Sfez, Machiave/, la politique du 
moindre mal, PUF, París, 1 999: 1 86). 



cho interés común a partir de los intere
ses privados. En sociedades donde na
die comparte nada es imposible repre
sentar intereses comunes. 

E l  concepto de delegación traduce 
un colosal equívoco, consecuencia de 
un enorme déficit de institucional idad 
política, entre un modelo de represen
tación presencial - personal, por el que 
u na persona suple con su presencia la 
ausencia otra (Darstellung), y una repre
sentación actuante, según la cual el re
presentante representa los intereses del 
conjunto de los representados ( Vorste-
1/ung), siendo el producto de tal repre
sentacion un interés común o un bien 
colectivo, resultado de la  transforma
ción pol ítica de intereses privados y bie
nes particulares. La representación que 
"actúa por" no es posible cuando se su
pedita a las personas y sólo es posible 
en base a una despersonal ización del 
representante, cuando este supedita su 
persona a la efectiva representación de 
sus actuaciones. Así entendida la repre
sentación política es inviable donde el 
poder y los intereses personales, priva
dos y particulares son tan fuertes, que se 
vuelven incompatibles y contradictorios 
con cualquier posible interés común o 
bien colectivo76. Aunque no es posible 
sociedad, donde los intereses privados y 
particulares no puedan ser compartidos 
en un grado mín imo por muy l imitado 
que sea, sin embargo no en todas las so
ciedades tales intereses particulares y 
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privados pueden ser compartidos de la 
misma manera y en s imi lares n iveles. En 
sociedades con una h istórica "estructu
ral heterogeneidad" son muy reducidos 
los intereses compartidos, y resulta muy 
difíc i l  producir a partir de el los un inte
rés común, y aún más d ifíc i l  represen
tarlo politicamente. Tal situación se ha 
agravado durante las ú ltimas décadas 
por efecto de un discurso neol iberal ,  
por uno lado, y de los discursos pobre
tológicos, por otro lado, que han coinci
d ido en traducir los intereses sociales 
en necesidades sociales con una grave 
consecuencia: mientras que los i ntere
ses poseen una objetividad social y por 
consiguiente pueden ser compatibles y 
compartidos, y también políticamente 
representables, las necesidades no po
seen objetividad social ,  incompatibles 
entre sí no pueden ser compartidas; al 
pertenecer a l  imaginario social y al or
den del deseo, tampoco pueden ser ob
jeto de representación política. 

En el  preciso contexto de esta pro
blemática debe interpretarse el síndro
me popul ista y cl iente l ista; la profunda 
y contrad ictoria experiencia de orfanda
des políticas expresada en ese otro sín
drome pastoril y ganadero de la incan
sable búsqueda de l iderazgos: la i mpo
sibi l idad de pensar e institucional izar la 
representación politica. Este fenómeno 
hace todavía más d ifíc i l  la diferencia
ción (política) entre representantes pol í
ticos y representación política, redu-

76 Reyes en monarquías constitucionales (Inglaterra, España, Bélgica) o presidentes de repú
blicas democráticas sólo ejercen una representación personal y simbólica, en la medida 
que no tienen actuación política alguna, ya que ésta deslegitimaría aquella; los jefes de go
bierno en democracias parlamentarias sólo son representativos en sus actuaciones políti
cas y de gobierno, mientras que su persona no representa a nadie. 
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ciendo ésta a la presencia y persona de 
aquel los, cuando propiamente la repre
sentación pol ltica es una  acción, parte 
de un proceso político y por consiguien
te resu ltado de e l los, y cuyo momento 
más fuerte es la deliberación parlamen
taria. Esta es la que produce el bien co
mún o interés colectivo. Tal representa
ción/deliberación política debería gene
rarse ya en la producción ideológico, 
política y programática de los mismos 
partidos, de manera que los d iputados o 
senadores no serían más que los intér
pretes y protagonistas termina les de un  
proceso político de representación, a l  
que se encuentran sujetos a u n  sin dejar  
de actuar en él  más o menos decisiva
mente. Pero esto significa que los mis
mos partidos se piensen, se programen, 
funcionen y actúen como instituciones 
de este específico modelo de represen
tación política. 

Sin embargo incapaces de procesar 
y producir representación pol ítica, caen 
en la tentación electoral i sta de buscar 
candidatos donde sea, incluso fuera de 
sus miembros y afi l i ados, s in  vincula
ción política a lguna, n i  las capacidades 
y competencias para producir tal repre
sentación política, pero que sí represen-

tan los i maginarios sociales con los que 
ampl ios sectores de la población se 
identifican. De esta manera las identifi
caciones personales suplantan las repre
sentaciones políticas77. O lo que es 
peor, las identificaciones entre represen
tantes y representados crean la i lusión 
de que aquel los representan a éstos, es
camoteando la real representación polí
tica por parte de aquel los de los intere
ses colectivos de éstos. 

Una a lternativa tan i lusoria como 
desesperada a l a  crisis de la representa
ción democrática (tan mal entendida y 
maltratada) es la búsqueda de la demo
cracia participativa o democracia direc
ta. I nc luso en Europa donde la demo
cracia representativa goza comparativa
mente de mejores condiciones de efi
ciencia y de legitimidad, " las insatisfac
ciones con el actual s istema de demo
cracia representativa" han conducido a 
elogiar y desear las ventajas de una de
mocracia "directa" o "participativa"78_ 
No es el caso de desplegar aquí una crí
tica de esta i lusión democrática, pero 
baste señalar un elemental argumento: 
si los presupuestos y condiciones de la 
representación política están en crisis, 
mucho más afecta esta crisis a los presu-

77 Nada tiene de extraño que el escenario de la representación política se haya poblado du
rante la última década de las personal idades más teatrales de la vida naciona l :  cantantes, 
reinas de belleza, deportistas, presentadores de TV, mi l itares y ex-mi i ítares sobre todo si 
fueron golpistas, caso Banzer en Bolivia, Paco Moncayo, Yandún y Gutiérrez en Ecuador, 
Chávez y Arias en Venezuela). 

78 Cfr. Russel l j. Dalton, "Public Opínion and Direct Democracy", )ournal of Democracy, vol. 
1 2, n .  4, 2001 . Nunca fueron las condiciones más adversas para que una democracia par
ticipativa funcionara eficientemente. Los mejores sucedáneos de una democracia directa 
se agotan "at local level"; otras formas de partic ipación democrática resultan de hecho po
l iticamente i rrelevantes o contraproducentes: referéndum, "town meetings", "citizen in i
ciatives", "other direct means" (?). 



puestos y condiciones de una democra
cia participativa. Pero lo más curioso y 
paradójico es que hoy la defensa de l a  
democracia representativa sea conside
rada como u na posición reaccionaria y 
antidemocrática, y sobre todo burguesa. 
Aunque nada tiene de casua l  que el rea
l ismo y raciona l i smo económicos domi
nantes generen este género de utopías 
políticas. 

c. Factores culturales de la corrupción 
democrática 

Un discurso frecuente y genera l iza
do, compartido por políticos y dentistas 
sociales tanto como por la opinión pú
b l ica, sostiene que son razones y facto
res culturales los que impiden la conso
l idación democrática en sociedades co
mo las andinas. Que el régimen pol ftico 
democrático requiera de un determina
do régimen o modelo de sociedad do
minado por las igualdades y l ibertades 
c iudadanas es un principio c lásico de 
sociología política que se remonta a 
Aristóteles (Política, 1 1 ,  iv, 1 266, 25-35) 
y encontrará en Maquiavelo su más mo
derna expresión republ icana79. Muchas 
in ic iativas de cambios institucionales se 
enfrentan con e l  argumento cultural i sta, 
y terminan desechados como si la cultu
ra fuera una segunda naturaleza, más 
fuerte que l a  misma h istoria. Todas l as 
tímidas propuestas o intentos de los ú l 
timos a ños de repensar l a  inviabi l idad 
del presidencial ismo en Am. lat. choca-
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ron con la misma tenaz resistencia del 
argumento cultura l .  De hecho factores 
cul turales muy arraigados h istóricamen
te aparecen como sólidos obstáculos 
para la consolidación del régimen de
mocrático. 

Por ejemplo, una pervertida concep
c ión de la ley y la lega l idad hace que le
jos de ser perc ibidas como defensa de 
las l ibertades y fundamento de las igual 
dades socia les, las leyes aparecen ante 
una mayoría de la pobl ación como 
constreñimiento de las l ibertades, y co
mo si toda ley fuera una amenaza con
tra l a  l ibertad. Lo cual significa que tras 
25 a ños de continuidad democrática la 
ley sigue siendo pensada y resentida co
mo instrumento de coerción socia l  y do
minación política, y no en cuanto ga
rantía de l ibertad. Por muy contradicto
rio que parezca, l a  ley no se cumple 
porque no hay institución n i  autoridad 
capaces de hacerla cumpl i r  y de sancio
nar sus transgresiones; resultando muy 
significativo, que en ausencia  de ley y 
legal idad se haya desarrol lado una cul
tura extremadamente discip l inaria, pla
gada de reglas y regulaciones, de micro
normatividades, y casi más vengativa 
que punitiva. En correspondencia con el 
tópico de la ley se sitúa la problemática 
de los derechos y obligaciones, cuya 
déb i l  percepción de lo que significan y 
del escaso valor, que se les atribuye en 
todos los sectores sociales, están refor
zados en los sectores socio económiCa
mente más bajos. Mientras q ue la clase 

79 " Quien quiere hacer una república donde hay muchos ricos y nobles no puede hacerla si 
antes no los elimina a todos; y quien quiere hacer un reino donde hay mucha igualdad 
nunca podrá hacerlo si antes no quita aquella igualdad ... " (Discursos, 1 ,55). 
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dirigente posee una percepción de los 
derechos y las l ibertades como privile
gios pero de n i ngún modo relativas a 
obl igaciones y responsab i l idades. 

· A pesar de la pésima reputación de 
la c lase politica, cuya deslegitimación y 
degradación parece tan progresivas co
mo i l imitadas, muy curiosamente a l a  
pregunta de  si se prefieren los buenos 
políticos a las buenas i nstituciones, un  
63% considera aquel los mejores para l a  
democracia, m ientras que só lo  un  
29.3% piensa que  son l as  instituciones 
las que mejoran las democracias. Consi
derando que la cultura es s iempre u n  
factor expl icativo d e  cualquier fenóme
no socíopolítico, pero n i  el único ni e l  
definitivo, ya q ue e l  m ismo tiene que ser 
explicado, no cabe duda que una some
ra semblanza de la cultura social  y polí
tica, cfvica y c iudadana en los países 
andinos aparece como u n  fuerte argu
mento en contra de l as posibi l idades de 
consol idación de la democracia. Cabría 
incluso h ipotetizar que tras veinticinco 
años de duración democrática la mayor 
parte de los rasgos de esta cu ltura cívi
co política se habrían precarizado toda
vía mucho más. S in  embargo los mis
mos anál isis conducirían también a una 
conclusión si no opuesta a l  menos com
plementaria, obl igando a reconocer que 
no sólo la larga e i ntermitente sucesión 
de regímenes dictatoriales, sino también 
y quizás con peores efectos la sucesión 
de regímenes democráticos, con dos dé
cadas de democracia, demostrarían que 
han sido sobre todo las democracias tan 
poco democráticas y que han funciona
do tan antidemocráticamente, las que 
lejos de democratiza r  las culturas polfti-

cas, han reforzado todos los condicio
namientos y d isposiciones más antide
mocráticos en e l las.  

Si la cu ltura sólo puede explicarse 
en cuanto resultado de acumulaciones 
i nstitucionales, efecto de sus normativi
dades, regulación de comportamientos 
y valoraciones, lo que se considera una 
cultura antidemocrática no sería más 
que la consecuencia  de todos aquel las 
eficacias y funcionamientos institucio
nales, que en el mediano y largo plazo 
han corrompido no sólo los principios 
democráticos s ino también contagiado 
e infl u ido las conductas, comporta
mientos, idearios y valoraciones de una 
sociedad que coinciden en  deslegitimar 
la misma democracia.  Cuando las i nsti
tuciones en lugar de ejercer sus funcio
nes y producir los efectos correspon
d ientes a su ordenaniento, contradicien
do sus propios principios instituciona
les, tienden más bien a destrui r  el orden 
para el que fueron constituidas, tal co
rrupción institucional tiene efectos en 
todo el cuerpo socia l ,  generando una 
n ueva cultura y comportamientos trans
gresores. Cuando l as instituciones de l a  
representación política, parlamento y 
partidos, se convierten en organismos 
de representación privada, donde políti
camente son representados i ntereses 
particulares, se comete la destrucción 
del principio, proced imientos, conduc
tas y valores de la representación politi
ca; y si no hay peor aberración que con
vertir en objeto de representación políti
ca, como si se tratara de intereses públ i
cos, aquel los i ntereses privados, tampo
co hay peor régimen de dominación y 
servidumbre, que e l  de una democracia 



por efecto de l a  corrupción de sus insti
tuciones. En esto coinciden Aristóteles y 
Maquiavelo: no hay peor régimen polí-
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tico que la corrupción del mejor: el de
mocrático80. 

80 uoe todas las duras servidumbres, la más dura es la que te somete a una república: en pri·· 
mer lugar, porque es la más durable y no se puede sal ir de ella; en segundo lugar, porque 
es el fin de la república enervar y debil itar todos los otros cuerpos, para fortalecer el pro
pio" (Maquíavelo, Discursos, 11,2). 





Antipolítica, representaci6n 
y participaci6n ciudadana 
César Montúfar 
El cuestionamiento a la democracia representativa liberal, se encuentra enraizado en tradicio
nes antipolíticas y. en una crisis de representación. Sin embargo, las propuestas de democra

cia partícipativa, parecen ser una variante de recursos corporativos y medios de presión parti

cularístas. La democracia representativa no excluye la participación, sino que supone diversos 

mecanismos de colaboración con la autoridad legítimamente constituida, petición indepen
diente de cuentas, expansión de derechos e innovación política. No se ignora que un fuerte 
obstáculo se halla constitu,ido por partidos poJ(ticos que tienden a expresar conducciones per
sonalizadas e impulsan intereses privado.�. 

E 1 artículo 26 de la Constitución 
del Ecuador establece el ámbito 
y alcance de la participación 

pol ítica de los c iudadanos y c iudada
nas. No l imita la  participación a l  marco 
establecido por la representatividad si
no que abre un espectro ampl ío de de
rechos políticos tanto en la esfera de la 
participación c iudadana en instancias 
representativas del gobierno (elegir y ser 
elegidos; desempeñar func1ones públ i
cas) como en ámbitos directos de ac
ción (consultas popu lares, fiscal ización 

* montufar@uasb.edu.ec 

de los actos del poder públ ico, revoca
torias del mandato, presentación de 
proyectos de ley) 1 .  La Constitución 
ecuatoriana, de este modo, configura un 
espacio significativo para que la inicia
tiva c iudadana incursione en esferas de 
influencia sobre el  poder públ ico. Cons
titucionalmente hablando, la ciudada
nía en el  Ecuador no se agota en un 
ejercicio pasivo de derechos y obl iga
ciones¡ tiene el potencial de proyectarse 
a esferas de acción que permiten el ejer
cicio de una ciudadanía activa. 

Los ciudadanos ecuatorianos gozarán del derecho de elegir y ser elegidos, de presentar 
proyectos de ley al Congreso Nacional, de ser <:onsultados en los casos previstos en l a  
Constitución, d e  fiscalizar los actos d e  los órgano� del poder público, d e  revocar e l  man
dato que confieren a los dignatarios de elección popular, y de desempeñar empleos y fun
ciones públicas". Constitución de la República del Ecuador, Art. 26, De los derechos polí
ticos, Quito. Gráficas U niversal, 2000. 
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Este texto anal iza las posibi l idades y 
l imitaciones de la participación ciuda
dana en democracias en consolidación 
como la ecuatoriana; rea l iza una fuerte 
crítica a la retórica antipolítica que ha 
ganado terreno en el  Ecuador y América 
Latina y combina el anál isis de aspectos 
conceptuales sobre el papel de los par
tidos y el carácter de la representación 
pol ítica con un d iagnóstico de la crisis 
de representatividad por la que atravie
san partidos e instancias representativas 
en el país. El texto busca responder va
rias preguntas: ¿Cómo la participación 
de los ciudadanos puede forta lecer el 
sistema vigente de democracia repre
sentativa? ¿Cuál es la relación más apro
piada entre partidos y sociedad civi l ?  
¿Cuáles serían l as  claves de  acción para 
el ejercicio de una ciudadanía activa en 
el Ecuador? La respuesta a estas interro
gantes conduce a pensar la participa
ción ciudadana como un método para 
fortalecer la democracia a través de la 
exigencia y ampl iación de derechos, el 
control social  y la petición de cuentas, 
la colaboración con la autoridad y el 
forta lecimiento de la institucional idad, 
y la innovación política. El texto conclu
ye con una reflexión sobre la necesaria 
articulación entre representación y par
ticipación, entre la política representati
va de los partidos y la política constitu
tiva de las organizaciones de la socie
dad civi l ,  todo ello en la dirección de 
construir  una democracia con la capaci
dad de producir los resultados que la so
ciedad demanda y el de consol idar una 
institucionalidad pol ítica que garantice 
las l ibertades fundamenta les e igualdad 
de oportunidades de los ciudadanos. 

Antipolítica, representación y partidos 

En varios países andinos, l a  crisis e 
inestabi l idad po lítica de los años noven
ta trajo consigo una profunda crisis de 
las estructuras partidarias tradiciona les 
y la emergencia de discursos antipol íti
cos que desvalorizan la política repre
sentativa, asimi lan la clase política y los 
partidos con la corrupción y los acusan 
de ser los causantes de las crisis nacio
nales. Los casos más claros de este fenó
meno lo constituyen el Perú durante ta 
década de los noventa, Venezuela des
de 1 998 y Bolivia, país en que a finales 
de 2003 multitud inarias movi l izaciones 
sociales, con claras connotaciones anti 
s istémicas, pusieron en jaque a l  sistema 
de partidos de ese país. E l  Ecuador no 
ha sido la excepción. E l  d iscurso antipo
lítico tiene sus antecedentes en la tradi
ción popu l ista que tomó fuerza en el 
país desde la  década de los cuarenta. Su 
principal exponente, el cinco veces pre
sidente José María Velasco lbarra, ex
presó siempre un discurso anti partidos 
y anti ideológico. Esa misma posición 
fue recogida por los mi l itares que torna
ron el  poder en las décadas sesenta y se
tenta, los mismos que colocaron a la 
clase política como obstáculo de sus 
proyectos reformistas. De igual forma, 
ya en el período democrático, el mismo 
lenguaje antipol ítico se coló del discur
so popul ista de centro derecha de León 
Febres Cordero, qu ien explotó la tradi
ción velasqu ista para atacar a los parti
dos de reforma. 

En los años noventa. si bien las fuer
zas que enarbolaron este discurso no lo
graron derrotar definitivamente a los 



partidos políticos que nacieron y se 
conso l idaron luego del retorno demo
crático de 1 979, la antipolítica si se 
constituyó en el pasaporte para que gru
pos emergentes de la sociedad civil, con 
la i ntención de convertirse en actores 
electorales, accedan a puestos naciona
les y loca les de representación2. Corola
rio de esta movi l ización fue la a l ianza 
mi l itar- indígena que derrocó en el año 
2000 al presidente jamil Mahuad y que 
alcanzó la presidencia con el  coronel 
Lucio Gutiérrez en el 2002. Este movi
miento afincó la idea de que los grupos 
excluidos de la sociedad, encabezados 
por el movimiento i ndígena, no se en
contraban representados en el sistema 
de partidos dominante y que, por tanto, 
debían buscar medios y espacios a lter
nativos de participación política desde 
la sociedad civi l .  Esta participación po
día expresarse por la vía electoral o por 
medio de otros mecanismos como el ac
ceso d i recto a la toma de decisiones pú
bl icas o el ejercicio de formas directas 
de revocatoria del mandato bajo ei j us
tificativo de que movi l izaciones mu lti
tudinar ias constituyen un  dictamen 
plesbicitario en contra de "gobernantes 
que traicionaron" las expectativas de 
sus electores. 

En fin,  la retórica antipolítica que ha 
circulado en América Latina con dist in
tos membretes y bajo el auspicio de gru
pos políticos de diverso signo ideológi-
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co promueve la tesis de que los paradig
mas tradicionales de la democracia l i 
beral deben modificarse: que l a  única 
manera de profundizar y legitimar las 
democracias vigentes sería establecien
do formas a lternativas de participación 
política que trasciendan la mediación 
ofrecida por los partidos. E l lo inclu iría 
la uti l ización cada vez más frecuente de 
fórmulas no institucional izadas de revo
catoria del mandato a los representantes 
electos, la real ización permanente de 
consultas y plebiscitos a los ciudadanos 
sobre temas de interés general ,  la parti
cipación di recta de grupos económicos 
sociales en procesos de toma de deci
siones públ icas, el establecimiento de 
mecan ismos corporativos de participa
ción dentro del Estado, que comple
mentarían o sustituirían la acción de las 
instancias respectivas. 

Como consecuencia de esta retóri
ca, la discusión sobre los límites y difi
cultades de la democracia representati
va ha ido aún más lejos. Es parte ya del 
debate político contemporáneo la idea 
de que, ante la actual crisis de represen
tación de los partidos y demás institu
ciones democráticas, se debería acele· 
rar la transición del modelo representa
t ivo de democracia hacia versiones di· 
versas de una democracia participativa 
o directa. Se sostiene que la noción mis
ma de representación está en bancarro
ta y que solo la sociedad civil y sus or-

2 Alrededor del movimiento indígena ecuatoriano y de la movi l ización de actores gremiales 
y poblacionales organizados en la Coordinadora de Movimientos Sociales, desde 1 995 se 
aniculó un frente político electoral, identificado como Movimiento Plurinacional Pacha
kutik - Nuevo Pafs. Este movimiento tuvo i ncidencia en la elección para la Constituyente 
de 1 997 y ha participado con candidatos nacionales y locales desde 1 996. En 2002, fue 
parte de la al ianza que ganó las elecciones presidenciales con la candidatura de Lucio Gu 
tiérrez. 
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ganizaciones tendrían la suficiente legi
timidad como para acercar efectiva
mente e l  Estado a los ciudadanos. Este 
discurso tiene aceptación y cala honda
mente en muchos sectores de la socie
dad, pero lamentablemente tiene fuertes 
connotaciones antidemocráticas. 

Este artículo se sostiene en la premi
sa de que oponer al  modelo de .demo
cracia representativa .la participación de 
los ciudadanos constituye un falso di le
ma. La representación no excluye a la 
partic ipación, siendo que más bien pue
de y debe apoyarse en el la, a través de 
mecanismos diversos de colaboración 
con la autoridad legítimamente consti
tuida, petición independiente de cuen
tas, expansión de derechos e innova
ción política. Es más, cada vez con ma
yor frecuencia, la democracia represen
tativa requiere de una más ampl ia y ma
yor participación de la ciudadanía. La 
participación no debe verse como una 
alteración de la representación sino co
mo un mecanismo para fortalecerla y le
gitimarla. En otras pa labras, el enfrenta
miento entre representación y participa
ción es a lgo i lusorio. En vez de enfren
tarse, ambas deberían relacionarse fun
cionalmente) 

No resu lta adecuado, por el lo, ha
blar de un cambio de paradigma o de 

una transformación estructural del mo
delo democrático en el sentido de que 
la partic ipación directa de la ciudadanía 
podría sustitui r  a la representación y 
que, por tanto, estaríamos en un mo
mento de transición del modelo de de
mocracia. La pregunta no es tanto cómo 
propender a la democracia participati
va, sino cómo forta lecer el actual mode
lo de democracia representativa bus
cando que la participación de la soc ie
dad la perfeccione por medio de meca
n ismos de influencia directa o indirecta. 

Y es que la opción de constitu ir  de
mocracias participativas o di rectas es 
senci l lamente imposible en sociedades 
en que, por su tamaño y complej idad, 
todos los ciudadanos no pueden tomar 
en conjunto y s imultáneamente ias de
cisiones que tienen un carácter público. 
Las democracias modernas funcionan 
de manera indirecta y, a diferencia del 
modelo democrático griego, se sostie
nen en la separación entre el Estado y 
los ciudadanos. En l as democracias 
contemporáneas, en que no existe la re
l ación s imbiótica entre Estado y socie
dad que se producía en la pol is griega, 
ésta ún icamente puede expresarse co
mo un sistema indirecto de l im itación y 
control del poder.4 

3 jul io Echeverría, "El modelo democrático: democracia representativa o democracia direc
ta", Ponencia en el Seminario Democracia, Partidos Políticos y Participación Ciudadana", 
H. Congreso Na.cional del Ecuador, ILDIS y Corporación Participación Ciudadana Ecuador, 
Quito, junio de 2003, p.2 . 

4 En las sociedades modernas, tal como lo expresa Giovanni Sartori ,  los ciudadanos no pue
den ejercer constantemente el poder, como ocurría en la polis griega. En aquella, los 
miembros de la comunidad política podían dedicarse completamente a la vida política, 
eran ciudadanos totales, sostenidos en cuanto a su reproducción material se refiere, por 
castas subordinadas. Giovanni Sartori, The theory of democracy revisited. New jersey, 
Chatham House Publishers, tomo dos, pp. 278-283. 



Por tanto, las democracias moder
nas están condenadas a funcionar de 
modo indirecto. No pueden obviar e l  
papel de  los intermediarios, de  los  re
presentantes. Por e l lo, el desatar una re
tórica en contra de la representac ión, 
como lo hace e l  discurso a nt ipolit ico, 
impl ica un ataque a l a  democrada m is
ma. Es necesario, en ese sentido. d i scu
tir y ubicar adecuadamente la función 
de la representación política en las de
mocracias contemporáneas, de modo 
que podamos identificar sus debi l idades 
y trabajar por su consol idación. Esta dis
cusión es un  campo ambiguo y no exen
to a la contestac ión entre diferentes vi
siones de l a  misma.  S in  embargo, según 
lo anota Mauricio Cotta en el Dicciona
rio de Polítíca, la representación políti
ca tiene que ver con e l  establecimiento 
de una relación regu lar izada de control 
entre gobernantes y gobernados. Ad i -
cionalmente, la representación política 
"consiste en un proceso de elección de 
los gobernantes . . . . " s  La representación 
requiere, entonces, de mecanismos ins
tituciona l izados de competencia e fecto
ra! y control político de los gobernantes 
por quíem�s los e l igieron. La representa
ción política no se l imita a l  papel de ex
presión política de d i st intos y d iferen
ciados sectores de l a  !i>ociedad sino que 
inc luye una función fundamental de 
control .  Ambas d imensiones a luden a l  
pr incipio d e  l a  responsabi l idad política, 
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uno de los eje� fundamel)ta les de la  re
lación entre representantes y represen
tados en un régimen pol ítico representa
tivo. 

Los partidos políticos son las institu
ciones que cumplen la función de la re
presentación en las  democracias con
temporáneas. Esa función entraña que 
los partidos se organ icen, se desarro l len 
y trabajen en el ·  marco de varios pará
metros que los conviertan en ínstitucio
nez. aptas para la representacrón y la 
competencia electora l .  Para el lo, de 
acuerdo a Gíovanní Sartori ,  los partidos, 
siendo una parte, deben trascender su 
parcia l idad y expresar un interés gene
ral .  "Aunque un partido solo representa 
a una parte, esta parte debe adoptar un  
enfoque n o  parcial del todo"ó. Si  no lo  
logra, entonces, su  lógica no diferirá de 
la de una facción, E l  punto clave está en 
que ios partidos, siendo partes, actúen 
como "mecanismos de expresión, esto 
es, s i rvan para el objetivo primario de 
comun icar con vigor a las autoridades 
las exigencias del púb l ico como un to
do. "7 Si bien los partidos no son más 
que grupos políticos que se presentan a 
elecciones y colocan, por esa vía, a sus 
miembros en cargos públ icos, no pue
den prescindir de su función de expre
sión de un sector o grupo que va más 
a l lá de su membresía inmediata. S in ese 
salto, un partido sería incapaz de tras
cender la lógica faccional de los demás 
actores de la sociedad. 

'i Maurízio Cotta, "Representación polftica" en Norberto Bobbio, Níco la  Matteuccí y Gian
íranco Pasquino, Diccionario de política, México. Siglo XXI Editores. ·¡ gq1 volumen 2, p. 
1 390 

h (;,ovanno Sartori. Partidos y sistemas de partidos Madrid t\ l íanza Editonal .  1 999, p. )4 
G iovann í Sartori, Partidos v sistemas de partidos p '12 
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El problema surge cuando las instan
cias de representación faltan, cuando 
los partidos políticos cumplen defícien
temente el papel que están l lamados a 
desempeñar. Este es uno de los proble
mas centrales de la democracia ecuato
riana y de gran parte de las latinoameri
canas. Los partidos existentes d i fíci l
mente articulan i ntereses y demandas 
de sectores de la sociedad, transformán
dolos en proyectos colectivos, y como si  
fuera poco están muy lejanos a estable
cer vínculos de rendición de cuentas 
que permitan un efectivo control políti
co por parte de los representados. 

Estudiosos de los partidos políticos 
ecuatorianos destacan la déb i l  i n stitu
cional ización del sistema de partidos en 
e l  país. !1 Además de su pronunciado 
persona l i smo e incapacidad de art icular 
i ntereses generales, se destaca su ind is
c ip l ina (es común m i l itantes y candida
tos circulen de uno a otro de elección 
en e lección) y su alta volatil idad electo
ral .  De esta forma, los partidos en el  
Ecuador manifiestan una lógica predo
minante faccional que hace muy difíci l  
que  la representación fluya efectiva
mente; tienden a expresar de modo do
minante el interés de grupos en muchos 
casos ajenos a la esfera política y que se 
encuentran ubicados en el  ámbito re
gional ,  gremial ,  empresar ia l  e inc luso, 
étnico. Podríamos decir, i ncluso, que 

los partido!> ecuatorianos funcionan más 
como maquinarias e lectorales, orienta
das a permitir acceso a la toma de deci
siones públ icas por parte de grupos par
t iculares, que como canales efectivos de 
i ntermedíación y articu lación de intere
ses d iversos. Se trata de organ izaciones 
capacitadas para ganar elecciones, gru
pos estructurados para poner en marcha 
campañas electorales y desplegar activi
dades prose l it istas, que pos ib i l itan que 
qu ienes los patrocinan accedan a car
gos, recursos e i nfluencia estatal .  Algo 
así como que participar en elecciones 
se convierte en una  vía de acceso d i rec
to o indirecto a espacios de poder por 
parte de grupos s in  vocación para ex
presar proyectos o visiones colectivas. 
Estas maquinarias electora les muy raras 
veces exponen un programa o proyecto 
ideológico, s ino el deseo y voluntad de 
un  grupo particu lar de avanzar sus aspi
raciones mediante l a  toma d i recta de es
pacios de poder pol ítico. 

Esta general ización, qu izá, no hace 
justic i a  a los esfuerzos real izados por a l 
gunas organ izaciones políticas en e l  
Ecuador durante las últimas dos déca
das. En verdad, estructuras partidistas 
como Izquierda Democrática o e l  Parti
do Socia l  Cristiano han logrado consoli
dar una organ ización que i nsinúa el  pe
so de una c ierta orientación ideológica 
(de centro izquierda y de derecha, res-

8 Para estudios sobre el sistema de partidos en el Ecuador referirse a Simón Pachano, La re
presentación ca6tíca. Quito, FLACSO, 1 998; Flavía Freidenberg, Jama, caleta y camello. 
Las estrategias de Abdalá Bucaram y el PRE para ganar las elecciones. Quito, Universidad 
Andina Simón Bolívar � Corporación Editora Nacional, 2003; Andrés Mejía; "Partidos po
líticos: el  eslabón perdido de la representación". Documento de trabajo, No. 5, COROES, 
1 998; Francisco Sánchez, "El mundo no está hecho para los partidos", Revista Ecuador De
bate, No. 46, CAAP. abril l 999. 



pectivamente). Sin embargo, de u na u 
otra manera, todos los partidos en e l  
Ecuador están dir igidos por l iderazgos 
que los determinan y han dificultado la 
renovación de sus cuadros; sus divisio
nes y posiciones reflejan fina lmente más 
el  corte personal ista de su funciona
miento que el  predominio de posiciones 
ideológicas que expresen la art icu lación 
de demandas económicas y socia les. 

Junto a e l lo, una tendencia que· se 
ha decantado en los ú ltimos años es el  
colapso de los referentes pol íticos na
cionales. Si  dura nte los años ochenta, 
existían partidos y l iderazgos naciona
les, indiscutiblemente los casos del Par
tido Social Cristiano y León Febres Cor
dero, Izquierda Democrática y Rodrigo 
Borja o el Partido Roldosista Ecuatoria
no (PREl y Abdalá Bucarám, para los 
años noventa d ichos partidos y todos lo� 
demás solo pueden reclamar un,! in
fluencia regiona l ,  en el mejor de los ca
sos. Se puede afirmar, que durante los 
años noventa los partidos nac ionales 
desaparecieron en el Ecuddor. Quedan 
partidos, l íderes y referentes e lectorales 
con fuerza regional, pero los partidos 
nacionales dejaron de existir. 

A diferencia de lo que ocurrió en 
otros países andinos que dur.mte los 
años noventa vieron colapsar su sistema 
de partidos, en el Ecuador los partidos 
políticos que se consol idaron con el re
torno a la democracia de 1 979 tuvieron 
una seria merma de su influencia nado� 
nal, pero se mantuvieron como referen-
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tes electorales a nivel regiona l .  Esta ten
dencia se manifiesta en las elecciones 
de los gobiernos secciona les y en las 
(�lecciones legislativas. Un  vistazo al  
Congreso ecuatoriano electo en e l  2002 
no denota el fin de los partidos sino su 
continua capacidad para dominar los 
escenarios electora les provincia les. En 
efecto, si sumamos el número de esca
ños a lcanzados por los partidos políti
cos que vienen actuando desde el  retor
no democrático, a saber. el Partido So
cial  Cristiano (25  diputados), Izquierda 
Democrática ( 16 diputados), Partido 
Roldosista Ecuatoriano {1 5 diputados), 
Democracia Popular (4 diputados), Par
tido Social ista (3 diputados), Movimien
to Popular Democrático (3 diputados) y 

Concentración de F uerzas Populares ( 1 ) 
t>stos controlan 70 por dento de la legis
latura9. La vigencia y efectividad de los 
partidos para captar puestos de repre
sentación a n ivel provincial ,  no opera 
de igual forma en las e lecciones nacio
nales. Si real izamos un cálculo simi lar 
con los candidatos presidencia les en la 
primera vuelta de las elecciones de 
2002, encontramos que los tres prime
ros l ugares fueron ocupados por candi
datos provenientes de movimientos 
electorales que terciaron desde fuera y 
en contraposición al sistema de parti
dos, Lucio Gutiérrez, Alvaro Noboa y 
León Roldós. Los tres a lcanzaron el 53 . 1  
por ciento de  los votos válidos. En cam
bio, los postulantes de partidos conso l i
dados como Izqu ierda Democrática, 

q La conformadón del Congreso, a partir de 2002, tomó como referencia solo la elección de 
diputados por circunscripciones provinciales. A partir de ese año, se eliminaron los dipu
tados nacionales que competían electoralmente en  todo el pafs por veinte escaños en el 
Congreso. La legislatura ecuatoriana se redujo a 1 00 diputados electos a nivel provinciaL 
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Partido Social Cristiano y Partido Roldo
sista Ecuatoriano sumaron conjunta· 
mente 38. 1 por dento. 

Autores como F lavia freidenberg, 
sostienen que, a nivel re�iona l ,  los par
t idos en p( Ecuador sí cumplen con cier
ta efectividad varias funciones de repre
sentación como la de estructurar la 
competencia e lectora l .  crear u n  un iver
so conceptual para la i nterpretación de 
la real idad política, establecer alianzas, 
así éstas sean móviles y t�xtremadamen
te flexibles, y proveer cuadros para las 
instituciones y operación del sistema 
político. l O  Según esta autora, al menos 
en el ámbito regional los partidos ecua
torianos sí act úan como estructuras de 
i ntermedíadón po l ítica , y ello, en la 
medida que los electores los siguen 
consrderando como referentes elt>etora
les pese a los discu rsos anti partidístas y 
antípol ít icos que se manifiestan cons
tantemente. Sin embargo, donde los 
partidos ecuatorianos si muestran serías 
deficiencias para cumplir con d ichas 
funciones es a esca la nacional .  El lo t ie
ne muy serias consecuencias, pues im
plica una debi l idad para trascender sus 
local idades, para agregar demandas y 
actuar como instancias representativas 
más a l lá  de su procedencia regional, su 
contexto socio económico, de grupo o 
de parentesco inmediatos. J I  

E l  desnivel de representatividad e n 
tre l a  política nacional y regional s e  ma
nifiesta claramente en nive l  de cred i bil i 
dad ciudadana del  que gozan las institu
ciones de gobierno nacional y seccio
n a ! .  De acuerdo al estudio Auditoría de 
la democracia Ecuador realizado por la 
Universidad de Pittsburg en el a ño 
2001, el apoyo institucional  al gobierno 
naciona l ,  Congreso y Partidm Polít icos 
l legó a puntajes de 30.5, 24.7 y 2 1 .4 SO· 
bre l 00 respectivamente, mientras que 
instituciones como juntas parroquiales, 
municipios o los consejos provinc iales 
alcanzaron punlaJeS mucho mayores: 
46.9, 46. 7 y 40.0 Pn el mismo lndke.U 
En general,  t� l  n ivel de aprobación de al
c¡¡lde!> y prefectos es mucho mayor que 
el de autoridades nacionales. Esa ha SÍ· 
do una dt� la� í:aracterística� de la polí
t ica ecuatoriana naciona l  d<;sde los 
años noventa.  Paradójicamente, m ien 
tras que nacionalmente la ino;;stabi l idad 
y el conflicto han consumido al sistema 
político ecuatoriano, mientr,l!> la  credi 
bi l idad d e  l o s  presidentes e n  íunciones 
e instituciones repr<�sentativas como el 
Congreso se h.¡ ¡do a pique, la cred ib i l i 
d a d  y aceptación para autoridades loca
le� ha crecido, al pun to de que muchos 
de ellos han logrado reelegirse . l  3 

De acuerdo a la encuestadora Infor
me Confidencial, a septiembre de 2003, 

1 O Flavia Freidenberg, jama, caleta y camello, p. 2&. 
11 Flavia Freidenberg, Jama, c¡¡/era y camello, pp. 28-29 
12 Mitchel l Selig�on, con la asistencia de Agustín Cri jalva, Auditoría democrática Ecuador. 

Quito. Ediciones Cedatos, 2002, p. 35 .  
1 3  Esa h a  sido una tendencia a n ivel d e  casi todas las ciudades grandes e intermedias del 

Ecuador. En el caso de Quito, Guayaquil, Cuenca, Ambato, Loja, entre otras, las autorida
des municipales han sido reelectas en forma consecutiva, lo cual ha permitido continui
dad en el desarrol lo y aplicación de sus pol íti cas municipales. 



la labor del presidente Gutiérrez fue ca
l ificada con un saldo negativo de -30 
por los ciudadanos de Quito y Guaya
qui l  y la del Congreso Nacional  con un 
saldo negativo de -54 . Por el contrario, 
el trabajo de los prefectos provinciales 
de Pichincha y Guayas, alcanzaron ca
l ificilciones positivas de 47 y 74, respec
tivamente. En el caso de los alca ldes de 
Quito y Guayaquil ,  la cal ificación ciu
dadana 't!s, incluso, más positiva. 42 en 
el primer caso y 89 en el  segundo. Y es 
que los n iveles positivos de satisfacción 
con los servicios municipales son signi
ficativos. Según la citada Auditoría de la 
democracia, ciudades como Guayaqu i l  
(67 sobre 1 00), Quito (4 7), ciudades 
grandes (53), ciudades medianas (52) 
ciudades pequ�ñas (53) presentan pun
tajes de satisfacción que demuestran 
que la c iudadanía percibe la gestión de 
los gobiernos locales como una a lterna
tiva viable para la solución de sus pro
blemas. Más a l lá de e l lo, pareciera que 
los gobiernos locales en el  Ecuador se 
consol idan tomo espacios de profundi
z<�rión democrática en los cuales l!ober
nantes y gobernados tienen opciones 
reales para abordar no solo la satisfac
ción de sus necesidades básicas, s ino te
máticas relativas a los derechos de mi
norías, género, diversidad étnico cultu
ral, entre otros. 

El hecho de que por fuera del espa
cio provincial la c i udadanía capte la ló
gica faccional que guía la acción de ac
tores e instituciones pol íticas ha condu
cido a una aguda crisis de representa
rión en la política nacional, d imensión 
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en la cual los ciudadanos repudian la 
participación política y la consideran 
como un ejercicio vacío, i nvadido de 
corrupción, carente de legitimidad. Es 
este contexto en que varios sectores so
ciales y económicos buscan incesa[lte
mente acceso directo a la toma de deci
siones. públicas, obviando la representa
ción pol ítica para canal izar sus deman
das. Como resultado, en el Ecuador se 
ha general izado la  tendencia a que las 
movi l izaciones, presión y en muchos 
casos boicot de grupos sociales y eco
nómicos sea la práctica dirimente para 
resol ver los conflictos redistributivos so
bre los que deben decidir las autorida
des gubernamentales. La presión de es
tos grupos organizados evade expresar
se por medio de los partidos -poi íticos o 
solamente los uti l izan para avanzar sus 
intereses. Este proceso ha sido acompa
ñado por la mu ltiplicación de institucio
nes públ icas regentadas por d i rectorio o 
consejos en que tienen representación 
directa, en un formato claramente cor
porativo, los grupos socia les y económi
cos ron intereses en cada sector. 1 4  

E n  suma, durante los ú ltimos años, y 
aparejado con la inestabi l idad pol ítica 
vivida por el  Ecuador desde 1 995,  en 
vez de fortalecerse la función represen
tativa de los partidos pol íticos e institu
ciones nacionales como el Congreso, el 
sistema democrático ecuatoriano ha su
frido la prol i feración de diversas mani
festaciones de acceso no mediatizado 
de intereses particulares a espacios de 
decisión públ ica. E l lo lejos de expresar 
un forta lecim iento de formas democrát i-

14  Para u n  análisis de este proceso ver César Montúfar, "Crisis, i niquidad y el espectro del  Es
tado predatorio ecuatoriano. Revista ICONOS NQ 1 0, FLACSO. abril 2001 pp. 1 2-1 5 .  
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cas de participación de los ciudadanos, 
significa un retroceso a formas corpora
tivas de hacer pol ítica, un deb i litamien
to del Estado de derecho y .u n  deterioro 
del orden públ ico. En e l  marco de una 
constante movil ización de grupos eco
nómicos y sociales que persiguen obje
tivos específicos, quienes mayores re
cursos y poder poseen siempre tienen 
mayores posibi l idades de ganar, en des
medro de la mayoría, conformada por 
c iudadanos que ni estiln organizados ni 
tienen l a  motivación ni los recursos pa
ra hacerh La crisis de la representación 
viene a compañada por un deb i litamien
to constante del interés general y de la 
posibi l idad de consolidar proyectos y 
visiones colectivas. 

El problema es que aún cuando la 
política y la competencia electoral a ni
vel nacional sufran tan a lto n ivel de des
prestigio, la sociedad civi l  no puede to
mar el lugar de los partidos, como la re
tórica antipolitica muchas veces lo re
clama. Senc i l lamente, las organizacio
nes de la sociedad civi l  no tienen la ca
pacidad, por su origen, propósito y con
formación, de cumplir  con la función 
representativa, la  misma que únicamen
te deriva de la delegación que emerge 
de procesos electorales competitivos. 
Las organ izaciones sociales no repre
sentan más que a quienes las confor
man; personas e i nstituciones que han 
decidido voluntariamente constitui rse y 
actuar en la persecución de un objetivo 
específico. Se representan a sí mismas y 
no al resto de la sociedad. Son, en ese 
sentido, organizaciones no representati
vas sino constitutivas. 

No obstante aquello, la  tentación a 
l a  sustitución persiste al punto que pare
c iera que en el Ecuador los parti?os y 

los movimientos políticos tienden a ac
tuar como grupos particulares en busca 
de poder pol ítico y muchas organ iza
ciones de la sociedad civil, por el con
trario, siendo grupos particulares, pre
tenden representar proyectos col ectivos. 
Es así que a lgunas organizaciones socia
les reclaman la representación de la ge
neral idad; reivindican para sí una ma
yor legitimidad que la de los despresti
giados partidos pol íticos; promueven un 
íuerte d i scurso antipo l ítico de rechazo a 
los partidos e instituciones democráti
cas y, sin embargo, no han recibido el 
mandato representativo que solo puede 
obtenerse de procesos electora les n i  es
tán sujetas al principio de responsabi l i
dad política que se exige a los represen
tantes. Un actor político está en condi
ciones de asumir fu nciones representati
vas si es que cumple ambos requ isitos. 
U n a  organ ización de la sociedad civi l  
no está en condiciones de cumplir  con 
n inguno de los dos, por más prestigiosa 
que sea, a menos que se convierta en un 
actor electora l .  

Por todo el lo, y en el  afán de que la  
participación de la sociedad s i rva efec
tivamente para el íortalecimiento de la 
democracia representativa y se dirija a 
consol idar l a  institucion a lidad demo
cr�tica existente, resulta imprescind ible 
reílexíonar sobre los espacios y posibi l i 
dades para el  ejercicio de una ci udada
nía activa en el Ecuador. Este será el te
ma de la siguiente sección. 

Espacios y potencial de la participación 
ciudadana 

¿Cómo la participación de la ciuda
danra puede contribuir  con l a  represen
tación sin ser un factor adicional que l a  



erosione y debil ite? ¿Cómo concebir l a  
ciudadanía activa en u n a  democracia l i
mitada como la ecuatoriana? E: partir de 
la premisa de que la sociedad civi l  no 
puede n i  debe ocupar el l ugar de los 
partidos políticos no quiere decir que l a  
participación ciudadana y l a  ciudadanía 
no tengan papel alguno que cumplir  pa
ra el  fortalecimiento de la democracia. 
Para despejar estas i nterrogantes, debe
mos partir del reconocimiento de que 
no todas l as in iciativas de participación 
que provienen de la sociedad civi l  tie
nen una orientación democrática. No se 
trata de promover la participación por la 
part icipación, pues a lgunas acciones 
ciudadanas pueden expresar valores y 
prácticas autoritarias, anti politicas, ma
chistas, racistas, etc. Se trata de provo
car acciones ciudadanas que promue
van la democracia y sus valores, conso
l iden la institucional idad y apuntalen el 
l iderazgo democrático. 

En ese marco, cuando hablamos de 
participación c iudadana debemos reco
nocer al menos dos ámbitos de ejercicio 
de la ci udadanía. El pri mero que se re
fiere al de una ciudadanía pasiva. Este 
ámbito implica el ejercicio de los debe
res y obl igaciones básicas de los c iuda
danos, a saber, i r  a votar (sobre todo en 
paises como el Ecuador en que el voto 
es obligatorio), pronunciarse en las con
sultas que les haga la autoridad, pagar 
impuestos, cumpl i r  con la ley. La ci uda
danía pasiva es la más común y la ejer
citan de una y otra manera la mayoría 
de ciudadanos. En el la,  la ciudadanía 
espera de la autoridad sin establecer 
n i ngún sistema de vigi l ancia socia l  a 
más de los establecidos; confía que las 
i nstituciones satisfagan sus demandas y 
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expectativas s in activar n ingún meca
n i smo de rendición independiente de 
cuentas. En el esquema de ciudadanía 
pasiva, los electores viven la democra
cia al momento de ir a votar y forman 
parte de una tenue opinión públ ica que 
influye indirectamente en la acción co
tidiana de los gobernantes. La ciudada
nía pasiva no tiene otra forma de expre
sión que aquel la que le ofrecen los son
deos de opinión. En ese sentido, puede 
a momentos a lcanzar una enorme in
fluencia. Pero su  i nfluencia s iempre se
rá indirecta. 

El segundo ámbito de participación 
se identifica con lo que podríamos de
nominar ciudadanfa activa. E n  esta d i 
mensión, los ciudadanos toman u n  pa
pel protagón ico tanto en el cumplimien
to de sus obl igaciones y deberes como 
en la garantía y satisfacción de sus dere
chos. Pueden, i ncluso, ir más aHá y 
constitui rse en agentes de colaboración, 
apoyo e i nnovación para que autorida
des e instituciones cumplan con los ob
jetivos de toda o una parte de la socie
dad. En este ámbito, el ejercicio de la 
ciudadanía trasciende el espacio de lo 
que la iey obl iga a los ciudadanos, y se 
sitúa en el ámbito de la ciudadanía pac 
siva, y se centra en, al menos, cuatro lí
neas de acción: exigencia y expansión 
de derechos y garantías; control, vigi
lancia y petición de cuentas; colabora
ción con la autoridad y fortalecimiento 
i nstituciona l; e innovación polftica. 

Antes de explicadas con mayor de
talle, precisemos que estas l íneas de ac
ción no son excluyentes y pueden pre
sentarse o mezclarse en una misma ini
ciativa de participación. Igualmente, re
sultaría muy d ifíci l  que u n  solo actor so-
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cial pueda ejercitar todas a la vez. La 
mayor parte de actores sociales l levan a 
cabo acciones que pudieran caber en 
uno o en dos de los andariveles señala
dos. De todas formas, estas modalidades 
de c iudadanía activa comportan proce
sos de aprendizaíe democrático tanto 
para los actores de la sociedad civi l  co
mo de la sociedad política. La ciudada
nía activa tiene el potencial de desatar 
no solo nupv;¡.:; prácticas de ord1m fX>Ií
tico sino renovados marcos conceptua
les para comprender la realidad social. 

1.  higenda y ampliación de derechos y 
garantías 

Esta es la forma más frecuente de 
participación activa de los ciudadanos. 
Históricamente, ha sido uno de los mo
tores principales de expansión y univer
salización de derechos civiles, pol rticos 
y económicos. En la h i storia ecuatoria
na reciente, la movi l ización de actores 
sociales alrededor de la promu lgación 
de la Constitución de 1 998 tuvo como 
resultado una significativa ampl iación 
de derechos para minorías y grupos ex
clu idos, así como también, el estableci
miento de derechos de tercera genera
ción en el ámbito de los derechos colec
tivos, derechos medio ambientales, a la 
comunicación, acceso a la información 
pública, etc. F inanciada fundamental 
mente con fondos locales, esta modal i 
dad de participación ha  sido el pretexto 
para la organización de gran parte de la 
sociedad alrededor de intereses y de
mandas específicas. Aquí podemos enu
merar desde las organizaciones sindica
les y las cámaras de la producción has
ta organ izaciones indígenas, de muje
res, ecologistas, etc. 

E l  Ecuador es un país con la tradi 
ción de una temprana expansión de de
rechos políticos, sindicales y económi
cos. Fue e l  primer país de América Lati
na que otorgó el derecho al voto a las 
mujeres en 1 929 y fue parte de la onda 
continental de d<>'>arrol lo df' los dere
chos de los trabajadores en la década de 
los treinta. A este respecto, es import;m
te anotar que en muchas ocasiones, 
a unque no en todas, la i n iciativa de ex
pansión de derechos no vino por la pre
sión de grupos organ izados de la socie
dad sino como iniciativa de las propias 
el i tes en el poder, especialmente, en go
biernos m i l itares de fa<:to. No obstante 
aquel lo, es evidente que en los ú ltimos 
años, y a l l í  el l iderazgo social  del movi
miento indígena ha tenido mucho que 
ver, la soc:iedad ecuatoriana ha desata
do una amplia movi l ización para la de
fensa de los derechos adqu iridos y la ex
pansión de nuevos derechos. 

Este andarivel de participaci(m tiene 
e l  r iesgo de tergivers,u 1.:� partkipación 
democrática de la sociedad hal ia e l  lo
orll ,.¡, nrivi i�>PÍtl<; rnrnor::�tivo<;. in.:;titu
�iona l iz

,
ados � ·

inform� les. y la prol ifer.:�
ción de intercambios cl ientelares. A pre
texto de la participación y la capacidad 
de presión de ciertos grupos existe u na 
pronunciada tendencia .:1 que el Estado 
ceda recursos e influencia a sectores 
económicos y sociales organ izados y 
movi l izados, decida en función de sus 
presiones, les permít.J acceso directo a 
la toma de decisiones, todo el lo que
brantando los derechos y el bienestar de 
la mayoría y el principio de igua ldad 
politica. Todas estas formas de "partici
pación" coartan la independencia y au
tonomía de quienes opera n a través de 
sus redes y reduce la participación polí-



tica a un intercambio de lealtades por 
re<:ursos que se canal izan de muy diver
sas formas. Además, crea y reproduce 
grupos de� privilegio que evaden los me
canismos un iversales de representación 
para avanzar sus interes<�s. Es por el lo 
que estas formas de "participación" dis
torsionan el funcionamiento de las insti
tuciones dtm10crátícas y contradicen el 
ejercicio pleno de la  ciudadanía en el  
marco de l a  dcmnuacia. E l  problema 
no es1.1 en que sectorc�s organizados de 
la ciudadanía acudan al Estado para c:a .. 
n alízar sus demandas e intereses esped
fkos; t)l problema radica en que aquello 
se desborde en la  ínstítucíonal iLación 
de prelwndas y privilegios para a lgunos, 
afcctándos<! la igualdad dt) todo!. los 
c iudadanos, erosionándose el interés de 
las mayoría!> y deb i l itá ndo!.e la!> i nstitu 
ciones representativas. No obst.mte sus 
ri(�sgos, la exigencia y ampl i aóón de 
derechos es uno de los canales funda
menta les de <�jercícío de la ciudadanía 
ani v.1 . 

2. Control, vigilancia, petición de cuen
tas a la autoridad 

En esta l in<.�a se encuentran un s in·  
número de� iniciativas aparecidas en el 
Ecuador y América Latina dedicadas a 
hacer eíectívc� una rendición de cuentas 
d irecta e independiente d<· la autoridad 
hacia l a  sociedad. Observatorios, vee
durías, grupos de vigi lancia y moni toreo 
han surgido en muchisimos campos 
desde el pago de la deuda externa, la 
anticorrupcíón, los derechos de los n i 
ños, la polltica fisca l ,  etc., h asta ejerci
c ios de observación i ndependiente de 
l as elecciones y el gasto de campañas 
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electorales. En el caso del Ecuador, la 
mayor parte de estas i n ic iativas son fj. 
nanciadas con recursos de asistencia in
ternacional por intermedio de orga niza
ciones locales o son d irectamente eje
cutadas y financiadas por organismos 
i nternacionales. La dependencia econó
mica de las veedurías y observatorios 
con relación a agencias internacionales 
abre e l  i n terrogante de que s í  estos espa
cios de ejercicio de una c i udadanía ac
tiva se encuentran verdaderamente en
raizados en el país o si  se trata de in icia
tivas trasplantadas desde afuera y que 
solo sobreviven por sus subvenciones 
económicas i nternacionales. 

Uno de los principa les aportes de
mocráticos de esta forma de participa
ción activa está en su posibil idad de 
producir información rigurosa y de cal i 
d a d  �obre di versos temas de i nterés pú
bl ico. Esta información puede ser muy 
útil para lo� ciudadanos en la perspecti· 
va de i nformar mejor sus decisiones y 
conocimie nto pero puede, igualmente, 
ser de !>urna uti l idad para las institucio
nes estata les, en la perspectiva de que 
les permite obtener iníormación que 
muy difíc i lmente obtendrían por sus ca
nales normales. Esta información, ade
más t iene e l  potencial  de provenir  de 
fuentes i ndependientes y de tener u n  
enfoque plura l .  E l lo puede ser un i n 
menso aporte para los funcionarios esta
tales, pues les ofrece nuevas v isiones y 
puntos de v ista a tomar en cuenta para 
mejorar la  c a l idad de su gestión y corre
gir errores u omisiones. La ciudadanía 
posee una capacidad inagotable de pro
ducción de información relevante de in
terés públ ico, los observatorios y veedu
rías constituyen esfuerzos organizados 
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para que dicho proceso de producción 
de información guarde niveles de cal i
dad y mantenga un carácter plura l .  

Otro aporte significativo de  esta mo
dalidad de ciudadanía activa está en su 
potencia l idad para promover formas de 
mayor comun icación e información 
desde el Estado hacia la sociedad. El lo 
permitirla que la ciudadanía obtenga a l
gún nivel de control social y rendición 
de cuentas por parte de la autoridad. Es
te punto es trascendental, pues las de
mocracias del continente, y ese es un 
aspecto crítico en el caso del Ecuador, 
adolecen de canales efectivos de rendi 
ción de  cuentas de  la autoridad y de  ac
ceso a la información públ ica. los ciu
dadanos deben opinar, votar, decidir so
bre asuntos públ icos, muchas veces, en 
casi total ignorancia de lo que la autori
dad hace o deja de hacer. los canales 
de información oficial hacia la ciudada
nía se l imitan casi exc lusivamente a la 
promoción que las autoridades e institu
ciones hacen de su propia gestión . En 
muchas ocasiones, esta información es
tá destinada a apuntalar  los procesos 
electorales en que muchas autoridades 
buscan reelegirse. Por todo el lo, la fun
ción de la vigi lancia ciudadana y el 
control socia l ,  mediante el trabajo de 
observatorios y veedurías, constituye 
una de las esferas más importantes de 
participación ciudadana activa. 

Por el contrario, y sin que e l lo sea la 
intención de las veedurías y observato
rios en marcha, su funcionamiento pre
senta el riesgo de profundizar la descon
fianza ciudadana en representantes e 
instituciones, a l imentando el discurso 
de la antipolitica. E l lo es grave, no tan
to por e l  exacerbamiento de posiciones 
retóricas en contra de las instituciones 

democráticas y la democracia misma, 
sino porque en muchas ocasiones las  
mismas autoridades miran la tarea de 
observación y vecduría ciudadana co
mo un peligro y amenaza a su gestión. 
El antídoto a este problema es que las  
veedurías y observatorios no se proyec
ten como instancias para-estata les que 
intenciona lmente buscan sustitu i r  a las 
instituciones existentes en la produc
ción de información y recomendación 
de políticas. Si bien ello puede resultar 
un tanto difíc i l .  la idea es que se forta
lezca la noción de que el trabajo de vi
gi lancia y control socia l  que surge des
de la sociedad está dir igido fundamen
talmente a fortalecer y relegitímar a la 
i nstituciona 1 ida d. 

No obstante todos estos r iesgos, l a  
función de  la vigi lancia c iudadana , e l  
control social y l a  petición de  cuentas 
debe partir de una posición de no inter
ferencia de la autoridad y de absoluta 
independenc ia de los ciudadanos o gru
pos de la sociedad que las acometen. 
Sin este requisito, este ejercicio de par
t idpación activa puede tergiversarse 
hasta el  punto en que los ciudadanos 
puedan ser ut i l izados por la autoridad, 
convirtiéndose en apéndices de los inte
reses de ciertas instituciones o que, en 
su defecto, el trabajo de observatorios y 
veedurlas se convierta en factor adicio
nal de debilitamiento institucional .  

3 .  Colaboración con la autoridad y for
talecimiento de la institucionalidad 

Este es un campo poco desarrol l ado 
de participación c iudadana. Sí bien to
das las demás formas de participación 
activa conducen de una u otra manera a 
fortalecer la institucíonal idad y son for-



mas de colaboración. es p reciso desta
car que los ciudadanos pueden organ i
zarse y actuar específicamente para al
canzar este propósito. E n  general ,  la so
ciedad ecuatoriana mira a la autoridad y 
a las instituciones democráticas como 
fuente de recursos, instancias a las que 
hay que exigir el cumpl imiento de dere
chos, pero muy poco se trabaja en ideas 
y proyectos de> contribución y colabora
ción con el las. Si han existido, empero, 
varios ejemplos en que sectores gremia
les, organizaciones no gubernamentales 
y otros grupos de la sociedad civi l  han 
promovido acciones d irigidas a colabo
rar con la institucionalídad como la re
forma o perfeccionamiento del cuerpo 
lega l del país, l a  creación de condicio
nes y espacios para la búsqueda de con
sensos entre políticos y actores sociales 
sobre temas de i nterés nacional, la pro
visión de i nformación ca l ificada o de 
mejor ca l idad a i nstituciones públicas, 
el desarrol lo de campañas cívicas enca
minadas a mejorar el ornato de las ciu
dades, la  protección del medio ambien
te, seguridad públ ica, entre otros temas. 
Algunos grupos empresariales han i n
vertido recursos en a lgunos campos 
asociados al fortalecimiento i nstitucio
nal. Sin embargo, la mayor parte de ini
ciativas en esta l ínea son financiadas 
con recursos de la cooperación i nterna
ciona l .  

U n  campo que ha  ganado relevan
cia en esta l ínea de participación activa 
de los ciudadanos tiene que ver con 
ejercicios de apl icación de presupuestos 
participativos, la promoción y funciona
miento de asambleas de c iudadanos en
caminadas a la definición de priorida
des para las políticas públicas. Todas es-
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tas experiencias han sido l levadas a ca
bo exclusivamente en el ámbito de los 
gobiernos locales. Estas estrategias son 
consideradas como embriones de u n  
ejercicio renovado d e  la  democracia, e 
i nc luso, como atisbos de modal idades 
de i ntervención d irecta de los c iudada
nos que trascenderían el modelo de de
mocracia representativa. Es preciso, s in  
embargo, no exagerar sobre e l  a lcance 
de estas in ic iativas. Sin menoscabar su 
va lor para acercar las decisiones del Es
tado a las demandas y expectativas ciu
dadanas, es necesario ubica rlas en su 
j usta dimensión que es la de actuar co
mo mecan ismos de colaboración ciuda
dana con la  autoridad en procesos de 
toma de decisiones, sin que el lo impl i 
que el  establecer instancias que erosio
nen la representación o sustituyan el  pa
pel y responsabi l idad de los represen
tantes. 

Otro campo de desarrol lo de este ti
po de participación se ubica en lo que 
pudiéramos l lamar procesos de regene
ración i nstitucional desde la sociedad. 
Muchas i nstituciones públ icas se en
cúentran atrapadas por redes de corrup
ción, la influencia de grupos de i nfluen
cia y de i nterés que lés i mpiden actuar 
en función del i nterés públ ico. Dicho 
entrampamiento puede inc luso blo
quear la  decisión política de l a  autori
dad y obstacul izar su voluntad de au
mentar la ca l idad y eficiencia del servi
cio de dichas instituciones estatales. En 
estas circunstancias, es posible q ue gru
pos de la sociedad 

·
civi l ,  con el suficien

te aval y legitimidad públ ica, se organi
cen, y en acuerdo con la autoridad 
competente, asuman temporalmente la 
gestión de las i nstituciones en crisis; de-
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sarrollen en ellas procesos de reconver
sión administrativa, desactiven sus re
des de corrupción y las reencaucen en 
el cumpli miento del bien públ ico. Pro
cesos como éste son definitivamente 
parte de la tendencia existente hacia la 
privatización de ciertos servicios públi
cos. Habría que cuidar, sin embargo, de 
que esta modal idad de ejercicio ciuda
dano no derive en que el Estado sea 
arrebatado por sectores interesados de 
l a  sociedad de su función como garante 
ú lt imo, responsable y representativo del 
b ienestar general .  Esta modal idad úni
camente sería vál ida si es que contribu
ye efectivamente al proceso de regene
ración y fortalecimiento de instituciones 
en crisis y fortalec imiento de la i nstitu
c ional idad y no opere como pretexto 
para la colonización de intereses priva
dos dentro del Estado. 

En ese sentido, vale insistir que toda 
i niciativa de colaboración c iudadana 
está predetermi nada por el i nterés o la 
visión del actor social  que la ejecuta. 
E l lo debe ser tomado en cuenta dado 
que la orientación de las i nstituciones 
públ icas e i nstancias representativas es 
expresar una visión del i nterés general, 
el  mismo que no coincide necesaria
mente con el i nterés de los distintos gru
pos de la sociedad. Al igual que en los 
casos anteriores, la colaboración de 
grupos de la sociedad a autoridades e 
instituciones no puede por n ingún con
cepto menoscabar o reducir la indepen
dencia y a utonomía de los actores so
ciales involucrados con e l  Estado. la 
colaboración debe sentar las bases para 
una relación constructiva entre gober
nantes y gobernados sin ser util izada 
como una parte de acceso i legítimo de 

grupos sociales y económicos a instan
cias de decisión pública ni para la uti l i
zación o cooptación de grupos ciudada
nos por parte del Estado. El sentido de 
esta forma de partic ipación no es la de 
apoyar a las personas que ocupan car
gos de representación por apoyarlas, 
como un acto de lealtad personal, sino 
el por qué por su i ntermedio se fortalez
ca la autoridad y el l iderazgo democrá
tico y se propenda a consol idar la insti
tucionalidad de modo que Estado y so
ciedad puedan generar relaciones s inér
gicas de beneficio colectivo. 

4) Innovación politica 

Otras de las posibi l idades de l a  par
ticipación activa de los c iudadanos es la 
innovación política. los partidos, las 
a utoridades electas en funciones se 
mueven por una lógica de acumulación 
de poder. E l lo hace que su comporta
miento tienda a ser más pragmático que 
basado en consideraciones normativas 
y que, por lo genera l, tiendan a poner 
en práctica lo que da resultado, sin 
arriesgar. Y es que la política de los par
tidos y de las instituciones democráticas 
debe guiarse por la efectividad de sus 
resultados, lo que impl ica, además, que 
deben rendir cuentas de sus acciones. 
En un momento dado, por canales for
males o en momentos de elección, de
ben rendir cuentas de sus actos, de que 
cumplieron o no con sus objetivos, fun
c iones o promesas electorales. Sus ac
c iones, como fue mencionado a rriba, 
no p uede desl igarse del principio de 
responsabil idad política, p i lar del régi
men representativo. E l lo, en defin itiva, 
torna conservadores a los actores repre-



sentativos, los convierte en esclavos de 
l as prácticas del pasado y los vuelve re
ticentes a i nnovar. 

La posición de los ciudadanos y de 
organizaciones de la sociedad civi l  es 
muy distinta. Los actores de la sociedad 
no tienen la presión de satisfacer a na
die más que a sí mismos, a su visión e 
intereses; no tienen, por añadidura ,  la  
presión de que deben presentarse en las  
próximas elecciones y ganar o conser
var puestos de poder. Su responsabi l i 
dad e s  social  y n o  política. E l lo  quiere 
decir  que r inden cuentas a si mismos. Al  
no tener electores, como es e l  caso de 
los actores representativos, no están su
jetos n i  a la  competencia e lectora l den
tro del sistema político n i  al principio de 
control pol ítico. Recordemos que se tra
ta de actores constitutivos y no repre
sentativos. Las organizaciones que se 
desenvuelven desde la sociedad civi l ,  
en ese sentido, tienen mayor l ibertad 
para proponer y para actuar. No depen
den de aprobación externa sino de la 
generación de consensos internos y de 
la capacidad de movi l ización que pue
dan provocar. 

Esta l ibertad puede ser aprovechada 
de varias maneras. Se destaca la posibi
l idad de imprimir una dimensión nor
mativa a sus i niciativas, asunto que rara 
vez es posible para la política que exige 
resu ltados y es guiada por el pragmatis
mo. La política democrática se sustenta 
en ciertos principios éticos que muchas 
veces son dejadas de lado por la  real po
lítik. E l  que el lo ocurra puede resultar 
efectivo para los actores que compiten 
en las elecciones o que l uchan por con 
servar el poder pero genera un serio dé
ficit ético en el funcionamiento del s iste-
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ma democrático. La participación de la 
sociedad, en cambio, tiene la posibi l i
dad de desempolvar aquel los temas éti
cos y tratar de inclu irlos en l a  agenda 
pública. Esta práctica puede constituir  
un eje transversal en sus disti ntas moda
l idades de participación al momento de 
tratar temas que conciernen a principios 
y valores democráticos como la toleran
cia, el p lural ismo la responsabi l idad, en
tre otros. De esta forma, la participación 
activa puede contribui r  a dotar a la  polí
tica democrática de un sentido ético y a 
renovar el compromiso de confianza 
fundacional que debe Uni r  al Estado con 
la sociedad, a los representantes con los 
representados, más a l lá de visiones dis
tintas, concepciones diferentes del bien 
público o intereses en confl icto. 

Otro ámbito de i nnovación política 
desde el ejercicio de una ci udadanía ac
tiva se relaciona con la creación de es
pacios para la del iberación democráti
ca. l ntimamente l igado al anterior, las 
democracias modernas requ ieren de l a  
operación d e  n uevos mecanismos para 
el procesamiento de demandas por par
te de la sociedad y de comunicación 
pol ítica entre gobernantes y goberna
dos. E l lo impl ica el i nnovar proced i
mientos e incl u i r  a la ciudadanía en pro
cesos de del i beración que mejore la ca
l idad de las decisiones y de los resulta
dos de la democracia misma. Esta capa
cidad se encuentra totalmente i nexplo
rada en el Ecuador. Las propias l imita
ciones de la democracia representativa 
hacen más d ifíci l  y complejo como tam
bién necesario poner en operación me
canismos de del i beración. La del i bera
ción puede ser puesta en marcha en la 
función de enlace entre participación y 
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representación; la  deliberación podría 
contribuir a corregir las l imitaciones y 
defectos red uctores de la complejidad 
que tiene l a  representación. la del ibera
don puede enriquecer la democracia 
representativa. Si la sociedad, mediante 
la del iberación agrega complejidad a l  
impulso reductor y simplificador de la 
representación, en general, el modelo 
democrático representativo puede ganar 
expresividad y legitimidad. Y es que, de 
acuerdo a- jul io Echeverría, la gestión y 
el gobierno de sociedades complejas re
quiere de procesos de elaboración de 
decisiones en los cuales se pongan en 
juego las capacidades de aprendizaje y 
de e laboración cognitiva de l a  sociedad 
y de los actores que toman las decisio
nes. En otras palabras: "Activar la del i
beración como función complementaria 
a la participación y a la representación 
permitiría dar voz a la sociedad, instau
rar verdaderos procesos comunicativos 
y resignificar a la  polftica como la única 
posibi l idad en un mundo secularizado 
de construir sentido y legitimidad para 
las decisiones colectivas"1 5. La demo
cracia representativa tiene l i mitaciones 
para la agregación efectiva de deman
das y expresión de los i ntereses e iden
tidades sociales, las mismas que pueden 
ser corregidas medi ante procesos del i
berativos. En suma, la capacidad de in
novación política de la sociedad civil 
puede abrir el marco de n uevos y más 
democráticos procesos de comunica
ción entre Estado y grupos sociales, que 
permitan una más eficaz operación y 

funcionamiento de las instituciones de
mocráticas y la vigencia plena de los 
derechos de los ciudadanos. 

Reflexiones finales: Articulación de la 
política representativa y la constitutiva 

los partidos políticos persiguen a l 
canzar o mantener e l  poder. Siendo ac
tores representativos, su papel está en 
procesar el conflicto, sin aniquilar, la d i
versidad; i nstitucional izar e l  disenso; 
expresar, comunicar y articular dentro 
del Estado las distintas perspectivas e in
tereses de la sociedad. la lógica partida
ria persigue una lógica institucional;  
produce, reproduce, congela e institu
cional iza el poder constituido. La parti
c ipación activa de los ci udadanos se 
mueve en una esfera de poder diferente, 
la esfera constitutiva. Puede contribuir a 
la institucional ización, pero, sobre to
do, genera y condensa la energía creati
va de la sociedad, la m isma que se mo
vi l iza a partir de sus necesidades y visio
nes inmediatas. Mientras el poder repre
sentativo debe, por obl igación, superar 
la facción y articular v isiones comunes, 
el poder constitutivo parte de la expe
riencia p lural y particular que existe en 
la sociedad; movi l iza la energía de la di
versidad. E l  uno busca expresar e insti
tucional izar puntos de vista que expre
sen el todo, el otro pretende desatar l a  
fuerza creativa de las partes. 

El poder representativo y el poder 
constitutivo poseen naturaleza diferente 
pero no son contradictorios. Se mueven 

1 5  Julio Echeverría, "El modelo democrático: democracia repr�sentativa o democracia direc
ta". p. 7. 



en espacios distintos pero deben articu
larse. 

El poder representativo funciona 
fundamentalmente en una lógica de su
ma cero, de suma negativa. lo que en 
un proceso electoral gana uno, lo pier
den los demás. Todas las decisiones dis
tributivas están marcadas por esta lógica 
fatal .  Por el  contrario, el  poder constitu
tivo no responde necesariamente a una 
lógica política basado en sumatorias ne
gativas. La acción ciudadana tiene un 
inmenso potencial para generar escena- . 
ríos de relacionamiento político desde 
los que se genere poder colectivo. No es 
que la representación i mpida desatar 
poder colectivo. Es simplemente, que la  
sociedad c iv i l  se encuentra en mejores 
condiciones para sumar energías colec
t ivas, pues no está de por medio la com
petencia electoral, ni se trata de inter
venciones guiadas por grupos cl ientela
res o corporativos que persiguen intere
ses contradictorios con los de la  mayo
ría. El juga r  desde la particularidad otor
ga una l ibertad y potencial creativo ex
cepciona les. E l  campo de la responsabi
Hdatl social tiene menos ataduras que el 
de la  responsabi l idad política. Para la 
primera, la conciencia es el principal 
j uez; para la segunda, operan mecanis
mos formales e i nformales de rendición 
de cuentas. 

E l  fortalecimiento de la democracia 
representativa, a partir del ejercicio de 
u na c iudadanía activa, depende justa
mente en la articulación de estas lógi-
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cas pol ít icas representativa y constituti
va. En el Ecuador esta articulación debe 
darse tanto a n ivel nacional como locaL 
Pudiera ser el  caso de que los gobiernos 
locales ofrezcan mayores oportun ida
des para e l lo, s in  embargo, trabajar en 
e l  á mb ito naciona l  es igualmente nece
sario. Desde la sociedad, este trabajo 
debe material izarse no en el interno de 
asu m i r  funciones representativas sino 
por medio del ejerc icio de una ciudada
n fa activa que promueva el  cumpli
m iento y expansión de los derechos, el 
control socia l  y la peti ción de cuentas, 
la colaboración con la autoridad y e l  
forta lecim iento inst itucional, y l a  inno
vación pol ítica. En estos cuatro campos 
de ejercicio activo de la ciudadanía, la 
partic ipación ciudadana forta lecería la 
representación. la sociedad puede, 
desde esta perspectiva, generar una in
mensa i nfluencia ind i recta sobre los go
bernantes, la  misma que pudiera apor
tar al mejoramiento de la  cal idad y re
su ltados de. la democracia, a la consol i.
dación del l iderazgo democrático y de 
la autoridad legítima, y a un etercicio 
pleno de derechos y gara�;�tías;'d�:·lo�
ciudadanos. Sin caer en la trampa de la·  
participación por la partidpacilJn,.;: 11k 
tampoco renunciando a su cápacld¡i� · 
de acción debido a la delega\:ión qué · 
han otorgado a sus representa!'lJes, los o 
c iudadanos y ciudadanas puegen ·· ac� 
tuar como agentes de la trans.fptmacÍón . 
positiva de la sociedad y sistema pol ít i �  
co del  Ecuador. 
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La legitimidad para unos es Ilegitimidad para otros: 

polarizad6n y golpe de estado en Venezuela• 

Margarita López Maya .. 
Gobiernos impopulares elegidos democráticamente siempre los ha habido y gobiernos ilegíti
mos para ciertos sectores de la sociedad también. En democracia, actores de vocación demo
crátie<l los combaten dentro del Estado de derecho. Es la única garantía para quienes no son 
poderosos de ver que sus derechos e intereses sean respetados. 

Preámbulo 

a sociedad venezolana vivió en 
e l  2002 uno de los años más L convulsionados de su historia 

contemporánea. Fracturada en dos blo
ques poderosos que se enfrentaron con
tinuamente a lo largo del año, en dos 
oportunidades el  Estado hubo de afron
tar una insurrección de grandes propor
ciones que puso en pel igro la continui
dad del gobierno del presidente Hugo 
Chávez, elegido abrumadoramente en 
comicios democráticos de 1 998 y 2000. 

El golpe de Estado del 1 1  de abr i l  a l  
igual que  el paro general i ndefin ido 
con parál isis de la industria petrolera de 
diciembre de ese año, que perduró has-

ta febrero de 2003, constituyen dos epi
sodios �strechamente relacionados. En 
ambos una significativa pordón de ve
nezolanos m i l itares y civiles se subleva
ron contra el gobierno desconociendo 
su lega l idad y legitimidad, mientras 
otra también significativa porción de 
venezolanos, igualmente civi les y mi l i
tares, se movi l izaron i ntensamente e in
cluso expusieron sus vidas para defen
derlo. Hacia marzo de 2003 pareció 
cada vez más c laro que el Presidente 
lograba prevalecer sobre estas formida
bles insurrecciones, sin que e l lo signifi
cara una resolución c lara y/o estable de 
la lucha hegemónica entre estas dos 
partes de la sociedad. Esa lucha perdu
ra hasta hoy. 

* Este artículo es una reelaboración de "El  golpe de Estado del 1 1  de abril en Venezuela y 
sus causas" publicado en octubre de 2002 en la revista colombiana Sociedad y Economfa 
(no. 3, pp. 7 - 1 8). Se han hecho los ajustes necesarios a la temática de esta publicación, 
así como se ha revisado y actualizado la  información empírica relativa al  golpe y los di as 
siguientes. 

** Margarita López Maya es h istoriadora, doctora en Ciencias Sociales, profesora titular de la  
Universidad Central de VeRezuela v directora de la  Revista Venezolana de Economía y 
Ciencias Sociales. 
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Es e l  propósito de este artículo exa
minar el golpe de Estado del l l  de abri l 
desde la problemática de la legitimidad 
política. En otras palabras, nos i nteresa 
comprender por qué un gobierno demo
cráticamente e lecto y ratificado, que in
cluso en sus  primeros 2 años cumpl ió 
algunas de las demandas más exigidas 
por el e lectorado venezolano en la ú lt i 
ma década, es repudi ado y desconocido 
por una parte de la  población -hasta el 
extremo de sentirse legít imamente auto
rizada a usar la violencia  para deponer
lo- mientras es respetado y amado por 
otra. 

la polarización social  y polít1ca que 
esta realidad venezolana revela, con sus 
nefastas consecuencias para la convi
vencia pacífica y democrática de la so
ciedad, es un fenómeno que viene cre
ciendo en visibil idad, no sólo en Améri
ca latina,  o en países periféricos al ca
pita l ismo, s ino i ncl uso en países centra
les como EEUU. Comprender los resor
tes que l levan a el la,  podrá contribui r  a 
encontrar los mecanismos para desacti
varla, en la búsqueda de un orden so
cia l  y político más i ncl uyente para las  
mayorías de nuestras sociedades. Este 
a rtícu lo aspira a contribui r  a esclarecer 
aspectos de esa problemática. 

El artículo se ha d ividido en dos 
partes. En la pri mera se elabora una re
construcción de la manera más precisa 
posible de lo acaecido entre el 1 1  y el 
1 4  de abri l  de 2002. En la segunda, se 
desarrol la una interpretación de las cau
sas qut� concurrieron para impulsar l a  
situación i nsurrecciona! ,  poniendo de 
rel ieve el problema de la  legitimidad del 
gobierno de Chávez para una parte de 
la  sociedad venezolana.  

Como se sabe, l a  reconstrucción de 
hechos tan polémicos como los que 
aquí aborda mos, es una tarea compleja, 
l lena de dificultades. En este caso, a ya 
dos años de d istancia de los hechos, se 
ha procedido a confrontar entre sí  d iver
sas fuentes hemerográficas de esos días, 
uti l izándose información procedente de 
al menos 6 periódicos, 4 n acionales y 
dos extranjeros: El Nacional, El Uníver· 
sal, Tal Cual, El Nuevo Pars (tomando 
exclusivamente l a  versión de la perio
dista Patricia Poleo), El País (España), La 
Jornada (México). Adiciona lmente, se 
han tomado algunas i nformaciones ba
jadas de internet, de esos d ías y de los 
meses y años siguientes, de portales de 
d iverso signo ideológico, asi como do
cumentos, entrevistas y otras publ ica
ciones que han ven ido sa l iendo a la l uz 
púb l i ca desde entonces. 

los sucesos 

El día 1 1 .  E l  golpe de Estado del 1 1  

de abril tuvo como desencadenante d i 
recto el paro laboral d e  l o s  empleados 
de Petróleos de Venez uela (Pdvsa), la  
industria petrolera propiedad del Estado 
venezolano, motivado por el nombra
miento por parte del Ejecutivo Nacional  
en febrero de este año de una nueva di
rect iva para la empresa. Si b ien es atri
bución legal del Ejecutivo Nacional el 
nombramiento de todos los miembros 
de la d i rectiva, la a lta  gerencia mostró 
su rechazo a las  des ignaciones, argu
mentando que el gob ierno de Chávez 
habfa desconocido los criterios "merito
cráticos" que eran consuetudi n arios y 
procedían de la gest ión interna de la 
compañía. Este paro petrolero fue apo-



yado por la Confederación de Trabaja
dores de Venezuela (CTV), que el  día 9 
de abr i l  l lamó a paro laboral de 24 ho
ras en sol idaridad con la empresa. El pa
ro de la CTV contó con el apoyo explí
cito de los sectores empresariales repre
sentados en Fedecámaras, así como de 
la iglesia catól ica representada por el 
Episcopado Venezolano. El paro tuvo 
ese martes 9 sólo un éxito parcial,  pues 
a d iferencia del paro cívico del 1 O de 
d iciembre del 1001 (v. López Maya, 
2001), no logró parar el transporte co
lectivo, ni el servicio bancario, ni los 
centros de acopio y distribución de ví
veres y a l imentos a los mercados mayo
res y menores de la ciudad capital n i  
otros varios servicios. l a  situación fue 
similar en otras c iudades del país, habla 
más o menos paral ización de comercios 
y abastos y algunos servicios como el de 
educación privada, pero la huelga care
cia de la contundencia del 1 O de di
ciembre. El paro no evidenciaba capaci
dad de mantenerse por mucho tiempo. 
Sin embargo, la d irectiva de la CTV, en 
lo que pareció una decisión temeraria, 
convocó el 9 en la  tarde este paro por 
24 horas más. El miércoles 1 O, el paro 
seguía sin expresar contundencia y la 
l t tdn ifestddón t.u11vuuu.la �sa tard� 
frente a la  sede de la CTV tampoco fue 
muy nutrida. S in embargo, los dir igentes 
de la confederación sindical sorpren
dentemente l lamaron esa tarde a una 
huelga general indefin ida. Como es sa
nido, pero vale la pena enfatizarlo, una 
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huelga general i ndefinida tiene un ca
rácter insurrecciona!. Con esa decisión, 
la CTV como representante de los traba
jadores s ind ical izados, se declaraba en 
rebelión total frente al gobierno. 

la decisión i nsurrecciona! de la 
CTV fue respaldada ampliamente por 
sectores empresaria les organizados y 
por una gama de organ izaciones socia
les de clase media y alta, y partidos po
llticos de oposición. E l  partido Primero 
Justicia, por ejemplo, en boca de uno de 
sus dirigentes, leopoldo Martínez, dijo: 
"Vamos hasta el final ,  hasta que caiga 
[el presidente Chávezl"; Cipriano Here
d ia  de la organ ización socia l Visión 
E mergente declaró: " . . .  estamos aplican
do los artículos 333 y 350 de la Consti
tución, porque el gobierno se ha sal ido 
de su cauce constitucional con lo q ue 
h izo contra los medios y el al lanamien
to contra AD" (E/ Universa 1 11-04-02).1 

La "Coordinadora por la Democracia y 
la Libertad" (CD), que estas organ iza
ciones hablan constituido en meses an
teriores con la final idad de luchar para 
obtener la renuncia de Chávez, convo
có a una marcha desde el Parque del Es
te en el este de la c iudad de Caracas 
hasta la sede de Pdvsa en Chuao, tam
bién en ei esl� de Í<1 dudad, par a el Jí.; 
jueves 1 1  en la mañana. 

El 11 de abril, una nutrida marcha 
se inició hacia las 1 O de la mañana e hi
zo su recorrido anunciado. Pero a l  me
diodía, al l legar al edificio de Pdvsa en 
Chuao, lo� conv0rante!'. en especial Fe-

Estos artículos se refieren, el primero, al deber de la ciudadanía de colaborar en el resta
blecimiento de la efectiva vigencia de la constitución. El segundo, da derecho a los du
dadanos de desconocer cualquier régimen que contrarie los "valores, principios y garan
tías democráticos o menoscabe los derechos humanos'' 
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decámaras, la CTV y a lgunos dirigentes 
de otras organ izaciones socia les, anima
dos por las dimensiones de la marcha 
decidieron a rengar a las multitudes para 
que se dir igiesen al Palacio Presidenci a l  
d e  M iraflmes para, como l o  señaló Car
los Ortega, presidente de la CTV, "sacar 
a Chávez". La marcha, el mensaje y la 
convocatoria a Miraflores fueron profu
samente i nformados, convocados y cu
biertos por los <:anales privados de tele
visión. De manera que la marcha fue 
creciendo en l a  medida que iba hacia el 
centro de Caracas. Como quien convo
ca a un concierto o a uria fiesta los ca
n ales televisivos pasabán l a  pr.opaganda 
gratis para que todos los venezolanos 
concurrieran a la i n surrección. Porque 
esta marcha también tenía evidente na
turaleza insurrecciona! :  se estaba ha
ciendo sorpresivamente y sin notifica
ción alguna dentro de una huelga gene
ral indefinida. 

Por su parte, el  gobierno constitu
cional estaba en el Palacio Presidencial  
de Miraflores, rodeado por simpatizan
tes que estaban haciendo ya el tercer 
día de vigi l i a  desde que estal lara el pa
ro laboral, protegiendo a l  Presidente. Al 
conocerse poco después del mediodía 
que la marcha opositora proseguía ha
da M iraflores, el partido de gobierno, el 
Movimiento Quinta República (MVRJ 
comenzó a convocar de urgencia a sus 
simpatizantes y m i l itantes para que con 
su presencia impidieran que la oposi
ción l legase a las puertas del palacio, 
previendo acertadamente que podía 
producirse una situación de a lta violen
cia .  Los ánimos, a diferencia de la  fiesta 
que se estaba desarrol lando en el este 
de la c iudad eran de creciente ira, posi-

blemente mezclados con sent imientos 
de temor: las sólidas manifestac iones 
pro-gobierno de los ú ltimos meses ha
bían sido pobremente reseñadas por los 
medios de comunicación i mpresos o 
audiovisuales. En contraste, las protes
tas de l a  oposición recibían siempre am
pl ia cobertura aud iovisual  y se agiganta
ban en los diarios tmpresos. las encues
tas que se publ icaban mostraban una 
baja sorprendente de la popularidad del 
gob ierno. Pronunciamientos m i litarPs 
en los ú ltimos meses corroboraban que 
en los cuarteles había inqu i(�tud y rebe
l ión. los simpatiza ntes del Presidente 
estaban resenttdns. Se agolpan a l rede
dor de M iraflores con gritos de confron
tación: "No pasarán" repetían. 

Al  entrar la marcha oposicion ista al 
centro de Caracas (aprox imándose al 
palacio presidenci a l), comenzaron los 
d isturbios. Hacia las 2 :00 p. m . las mul
titudes prochavistas estaban t i ra ndo pie
dras y palos hac i a  el hotel Edén, que 
queda al lado del Palado de Mira flores, 
donde francot iradores a postados en la 
terraza estaban atacándolos ( Tal Cual, 

1 7-04-02). A esa m isma hora en el ed i
ficio de La Nacional, en puente ll agu
no, un poco más a l lá del palacio y don
de hay oficinas de la akaldfa L ibertador 
donde gobierna el MVR, los emp leados 
no podían sa l i r  por la violencia que se 
habia desatado en la cal le. En l a  terraza 
de este edificio también estaban aposta
dos francotiradores (id.). Aparecen per
sonas armadas de lado y lado de l a  con
frontación cal lejera, cuerpos policiales 
como l a  Pol icía Metropo l itana de Cara
cas desenfu nda n armas de fuego, la vio
lencia se desata y a l  final de la tarde el 
número de muertos a lcanza las  1 9  vícti-



mas, pro y anti-chavistas (El Universal, 
27 -04-02)2. 

Estamos ya en el  golpe de Estado. 
Las informaciones de los días siguientes 
revelan que hada el mediodía un. grupo 
de mi l itares con el vicea lmirante Héctor 
Ramírez Pérez como cabeci l la se reu
n ieron en una oficina ubicada en la pa
rroquia de Chacao para ensayar un pro
n unciamiento que harían por los me
dios de comunicación desconociendo 
al  gobierno y al  Presidente (El Nacional, 
1 3-04-02) .  Se trataba, según este diario, 
de un grupo de m i l itares que venían 
reun iéndose desde hacía meses (desde 
los eventos del 1 1  de Septiembre en 
Nueva York y Washington), d isgustados 
con la pol ítica del gobierno, especial
mente su acercamiento a C uba y países 
como l rak e Irán, por las tensiones que 
esto ha provocado con EEUU. La comu
n icación de estos mi l itares saldría al  ai
re a las 7 de la noche, pues fue retarda
da por la cadena del Presidente que co
menzó poco antes de las 4:00 p.m. Los 
medios audiovisuales, a l  comenzar la 
cadena del Presidente decidieron - tam
bién en clara rebeldía - dividi r  la panta
l la, como ya lo habían hecho el  día an
terior, para mostrar los disturbios que 
están sucediendo en el centro de Cara
cas. El Presidente anunció que sacaba 
del a i re a los medios privados, pero és
tos, continuando su desobediencia, si
guieron transmitiendo vía seña l  por ca-
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ble. La alocución presidencial también 
fue saboteada por un ruido que interfe
ría la voz en la señal .  Al terminar la ca
dena, en el cana l 1 0  el di rigente cope
yana y hombre del Opus Dei, José Ro
drfguez lturbe, exhortó a los mi l itares a 
sal ir  de sus c uarteles y terminar el traba
jo que los civi les habían comenzado, 
según él, con un costo de sangre. A las 
7:00 p.m. saldrá al a ire el video del vi
cealmirante Ramírez y su grupo. Poco 
más tarde se transmitió u n  pronuncia
m iento del comandante en jefe del Ejér
cito, general Efrain Vásquez Velasco, 
q uien informó que dicha arma no acata
rá ordenes presidenciales. Hacia las 
8:00 p.m. el ex hombre fuerte del go
bierno de Chávez y del MVR, Luis Mi
qui lena, sa l ió por los medios televisivos 
pidiendo una salida i nstitucional a la 
crisis y diciendo que Chávez tenía las 
manos "ensangrentadas" (El País, 7-05-
02). A esa hora los generales Manuel 
Rosendo y Hurtado Soucre negociaban 
con Chávez su sal ida y amenazaban 
con bombardear el Palacio de M iraflo
res ( lstúriz en La jornada, 1 7-04-02}. A 
las 1 0:00 p.m. el cana 1 del Estado fue 
forzado a cesar sus emisiones. A la 1 : 1  O 
de la madrugada del día 1 2  los medios 
comienzan a informar que Chávez se ha 
entregado a los mi l itares rebeldes. Pasa
das las 3:00 a.m. el general en jefe de La 
Fuerza Armada, Lucas R incón Romero, 
anuncia que Chávez ha renunciado. 

2 En abril de 2004, al cumpl irse dos años del golpe, el c ineasta Ángel Palacios logró una re
construcción audiovisual pormenorizada de los hechos ocurridos en las cercanías del Pa
lado, en especial en Puente Llaguno donde ocurrió el mayor n úmero de muertos. Su do
cumental, que util izó materiales de diversas fuentes audiovisuales, corrobora la represión 
violenta ejercida contra chavistas por l a  Policia Metropolitana (controlada por el a lcalde 
de oposición Alfredo Peña), así como la presencia de francotiradores (v. Palados, 2004). 
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Cerca de las 4:00 a.m. el Presidente sa
le de Miraflores hacia el Fuerte Tiu na, 
:;�d� pdr::::p�! d:: !�:; f:...:::rz�s /\imada� 
en Caracas, con la Escolta Presidencial .  
Va a ser recibido a l lá  por e l  presidente 
de la Conferencia Episcopal Venezola
na, monseñor Baltasar Porras. A las 4: 1 5  
a.m. Carmona anuncia que asumirá la 
presidencia de Venezuela al frente de 
un gobierno de transición cívico-mi l itar. 

El 1 2  de abril. Por informaciones 
publ icadas con posterioridad al retorno 
del presidente Chávez, sabemos que a 
la misma hora que se posesionaba el se
ñor Carmona del cargo de Presidente 
comenzaban los problemas entre los di
versos actores que habían contribuido a 
la caída del gobierno constitucional .  E l  
presidente de la CTV, y el general co
mandante del Ejército parece que fue
ron los primeros en darse cuenta que el 
gol pe mi l itar no iba a responder a sus 
expectativas (El Nuevo País, 1 7-04-02). 
Los intereses que querían prevalecer pa
rece que tenían poco o nada que ver 
con la democracia y la participación, 
razón pública esgrimida para ejecutar o 
apoyar el golpe según casi todos sus 
protagonistas. Por un lado, constitucio
nal istas de fama redactaban un decreto 
autoritario que de un plumazo hacía de
saparecer todos los poderes públ icos 
constituidos; por otra parte, en nombre 
de la l lamada "masacre de El Silencio" 
(los sucesos violentos del centro de Ca
racas del día anterior). comenzaba u na 
cacería de brujas contra las autoridades 
del régimen caído. Acompañados por 
turbas enardecidas, alcaldes del partido 
Primero justicia sacaban de sus moradas 
humil lantemente a funcionarios del go
bierno anterior. A las 5:30 de la tarde, 

luego de la autojuramentación de Car
mona y la emisión de su primer decreto, 
la situ.:n .. ión estaba clara: la saliJa tle 
Chávez había conducido a la sociedad 
a un gobierno de facto de extrema dere
cha, una plutocracia.  Se cambió el 
nombre de la repúbl ica, se disolvieron 
Jos poderes públ icos, se suspendió la  
venta de petróleo que bajo convenio se 
tenía establecido con Cuba, se a l lanaba 
sin orden judicial ,  se suspendían las 48 
leyes de la Habi l itante, se echaba para 
atrás el aumento de sueldos y salarios 
decretado por el · gobierno derrocado. 
En pocas pa labras se abol ió el éstado de 
derecho. 

Ante la evident: id  de que Venezuela 
caminaba apresuradamente hacia un re
troceso de todos sus logros en el siglo 
XX como sociedad democrática y civi l i 
zada, la resistencia que ya  venía evolu
cionando tímidamente ese día 1 2  se hi
zo patente a l  caer la  noche. La ciudad 
de Caracas fue sacudida por un cacera
lazo descomunal que se oía en los ba
rrios populares del oeste de la ciudad, a l  
tiempo que frente al  Fuerte Tiuna co
menzaron, esta vez sin convocatoria 
por los medios de comunicación, a reu
n irse las mult itudes exigiendo ver a 
Chávez y que él les dijera "que había 
renunciado". También se protagoniza
ban disturbios y tiroteos en esta zona de 
Caracas. Poco después de la alocución 
del ahora dictador Carmona, un medio 
de comunicación comunitario alternati
vo, radio Fe y Alegría, transmitió una 
entrevista con el min istro de Educación 
depuesto, Aristóbu lo lstúriz, qu ien con
tó las ú ltimas horas de Chávez en el pa
lacio presidencial y señaló con claridad 
que éste no había renunciado. Los sec-



tores que apoyaron la insurrección del 
día anterior no salieron a defender el 
gobierno constituido. Así las cosas, lus 
sectores populares tomaron las ca l les, 
cerraron las vías de acceso de la c iudad 
de Caracas para exigir el retorno de sus 
instituciones, de su Presidente. En otras 
ciudades del país también ocurría esta 
sorprendente movi l ización. 

Restituida la institucionalidad 

Desde la mañana del sábado 1 3  la  
situación de l  nuevo gobierno se h izo 
crítica. Carmona se reunió con su gabi
nete provisorio y los medios de comun i 
cación. Estos últimos le pidieron que 
rectificara el decreto dictatorial e incor
porara a la dirigencia de la CTV a las 
reuniones del poder. Se sabía que el ge
neral Ra ú l  lsaías Baduel l ,  comandante 
del batal lón de paracaidistas del Ejérci
to, estaba en rebeldía en la base mi l itar 
de la ci udad de Maracay, la  principal 
del país, así como que estaban alzándo
se otras guarn iciones. Las multitudes 
frente al  Palacio de Miraflores estaban 
creciendo. En el Fuerte Tiuna el coman
dante de la Tercera División de Infante
ría, general García Carneiro, sal ió en 
tanqueta hacia la zona sur de Caracas, 
El Val le, gritándole a la mu ltitud: ¡Soy 
un soldado y estoy con Chávez! (E/ 
Nuevo País, 1 8-04-02). Al mediodía co
menzaron a l legar a Miraflores los de
signados para su juramentación como 
min istros del n uevo gobierno. Algunos 
quedarán atrapados en la sede guberna
mental porque el contragolpe estaba en 
franco desarrol lo, se dio orden de eva
cuar el edificio y la Guardia de Honor 
del palacio se alzó, mandándole señas a 
l a  mu ltitud en la cal le de que estaba con 
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ella.  A partir d e  ese momento, poco des
pués de mediodía, comenzó la l legada 
Je lu� 111 ini�l•u, Jel gabinete de Chávez 
a Miraflores. Carmona logró sal i r  y fue 
trasladado al Fuerte Tiuna. A las 3 :30 
p.m. el comandante en jefe del Ejército 
sale de nuevo, como el d ía 1 1 ,  por una 
cadena de los medios para anunciar que 
su arma sólo apoyará a l  nuevo gobierno 
si cumple ciertas condiciones, entre 
e l las modificar el decreto dictatorial y 
mantener las pol íticas socia les del go
bierno de Chávez. Carmona anuncia 
que se reformará e l  decreto cuestionado 
pero ya es muy tarde. Mientras los me
dios de comunicación pas;In una pro
gramación regu lar, como si nada en el 
país pasase, la ciudad de Caracas está 
cortada de sus accesos por los cuatro 
costados, los sectores populares mar
chan hacia Miraflores desde el este, el 
sur y el oeste, hay saqueos en distintas 
zonas, se van sumando las guarn iciones 
a l  contragolpe, los min istros del gobier
no depuesto van l legando a Palacio uno 
a u no. Los medios de comunicación in
ternacionales i nforman, gracias a entre
vistas con el F iscal General y la esposa 
de Chávez, que el presidente Chávez no 
ha renu nciado y está preso. A las 8:00 
p.m. las fuerzas del gobierno constitu
cional retoman el canal del Estado, 
vuelve la señal y desde a l l í  informan por 
fin a los venezolanos, que controlan Mi
raflores desde mediodía. A las 1 0:00 
p.m. Carmona renuncia y a las 3:30 de 
la madrugada del domingo 1 4  el Presi
dente regresa en helicóptero a Miraflo
res para retomar al poder. Dirige unas 
palabras a la multitud que lo está espe
rando desde temprano y les hace gestos 
de que se vayan a dormir. 
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las causas del golpe 

De este recuento quedan nítida
mente expuestos tres rasgos significati
vos de la crisis polftica abierta con el 
golpe de Estado del 1 1  de abri l :  e l  pri
mero es que el golpe militar que depo
ne a Chávez es precedido por una insur
gencia civi l  de significativa magnitud 
contra la autoridad constitucionalmente 
electa. Esta insurrección estuvo com
puesta por sectores empresariales orga
n izados, la a lta gerencia de Pdvsa, sec
tores medios y altos organizados en lo 
que el los l laman la "sociedad civil", tra
bajadores sindicalizados en la CTV, je
rarquía de la iglesia catól ica, medios de 
comunicación privados y partidos polí
ticos de oposición. E l  segundo aspecto 
es que el golpe mi l itar que derroca al  
Presidente, aunque sigue teniendo algu
nos detal les desconocidos, no es un só
lo golpe, hay al menos dos sublt!vacio
nes m i l itares distintas: una que viene de 
la Armada encabezada por Ramírez Pé
rez, que l leva meses gestándose y otra, 
la que en defin itiva da el golpe, que es 
el de a ltos mandos del Ejército seguido 
luego por altos mandos de la Guardia 
NacionaL Aunque no se descarta, no es
tá claro q ue estuvieran relacionados. E l  
tercer rasgo e s  que e l  gobierno es re
puesto por la acción simultánea de un 
contragolpe m i litar, promovido por sec
tores m i l itares entre los cuales el mismo 
Ejército que dio el primer golpe tiene 
importante participación, y la moviliza
ción de sectores populares organ izados 
y espontáneos, partidos políticos del ofi
cialísmo, medios de comun icación in
ternaciona les y nacionales alternativos, 
y presión de gobiernos i nternacionales, 
especialmente de la OEA 

A partir de esta evidencia las causas 
del golpe deben dirigirse a responder 
dos preguntas análogas y cruciales ¿por 
qué, por una parte, grupos civi les de pe
so decidieron emprender el día 1 O y 1 1  
una insurrección abierta contra un go
bierno legítimamente constituido? O, 
puesto de otra manera, ¿por qué, como 
lo afirmaban reiteradamente desde días 
anteriores al golpe, estos sectores consi
deraban i legítimo al gobierno? la otra, 
tan crucial como ésta, ¿por qué otro gru
po significativo de civiles se movilizó 
para reponer t!l gobierno de Chávez po
niendo en peligro i ncluso sus vidas? Pa
ra el los no sólo era legal e l  gobierno de
puesto sino legítimo. la participación 
civ i l  en el golpe y en el contragolpe es 
el meol lo de la crisis política que pade
cemos. Y sólo comprendiendo por qué 
se ha producido esta fractura de la so
ciedad venezolana en posiciones anta
gónicas, aparentemente signadas por un 
contenido de clase, podremos encontrar 
las c laves para superar esta situación. 

Este golpe estos "golpes"- y la cri
sis política que generaron los aconteci
mientos de abri l responden a una causa
l idad compleja, cuya trama se fue te
j iendo en la d inámica de procesos so
ciohistóricos y sociopol íticos que po
seen d istintas tempora l ídades. En lo que 
sigue revisaremos a grandes rasgos esas 
causas, que han termi nado por legitimar 
a Chávez para unos sectores, mientras 
lo han deslegitimado para otros. 

El deterioro socioeconómico y la pérdi
da de legitimidad de la democracia 
construida desde 1 958 

Desde una perspectiva socioeconó
mica, la sociedad ha experimentado 
rnás de dos décadas de recesión econó-



mica y empobrecimiento social .  El em
pobrecimiento en Venezuela ha ·sido. 
brutal, cícci0ntc y· sostenido, �edido 
con cualquiera de los indicadores co
múnmente usados para evaluar la situa
ción socioeconómica de una sociedad 
(López Maya y Lander, 2000). Ha sido 
conside1 ado por algunos analistas un 
caso paradigmático en América Latina 
(Rey, 1 994). Para ilustrar este proceso, el 
cuadro no. 1 muestra el comportamien
to de algunos i ndicadores macroeconó
micos venezolanos a lo largo de una se
rie de 20 años previos a la elección del 
presidente Chávez, donde resalta lo 
errático de la economía. Esta errancia 
continuaría en los 2 primeros años de 
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gestión de Chávez. Vale l a  pena resaltar 
dé ese cuadro el comportamiento del ín
d ice de precios al consumidor, que para 
esta serie de 2 1  años indica que lo que 
para 1 979 costaba Bs. 1 00,00, tenía en 
1 999 un precio de ¡ Bs. 30.923 !  En esto 
influye la sosten ida devaluación del bo
lívar, que en la misma serie alcanza la 
cifra de 1 5.238'Yc,. El  cuadro no. 2 i lustra 
la magnitud del desplazamiento hacia la 
pobreza y la pobreza extrema de las fa
mi l ias venezolanas. Para fines de los 
años YO, ambas cifras casi triplican lo 
que fueron a l  pri ncipio en 1 979: casi el 
50% de las fami l ias son pobres, más de 
un cuarto míseras3. 

Cuadro N° 1 
Algunos indicadores rnacroeconómicos 

AÑO PIB Millone> Cre<:imiento Inflación* Tipo de Cambio•• Reservas 
Bs. 1984 (variación PIB) (variación IPC) (Bs./S) Internacionales 

.. Millones $ 

1 9 79 494.942 1 ,50 1 2,83 4,30 8.8 1 9  
1 980 474.205 -4, 1 9  22 ,89 4,30 8.885 
1 98 1  467.395 · 1 ,44 1 5,94 4,30 1 1 .409 

1 982 4.5 1 . 7 8 1  .),34 8,52 4,30 1 1 .b24 

1963 420.099 -7,01 5,85 9,90 . 1 2 . 1 8 1  

1 984 4 1 0.067 ·2,39 1 2 , 1 6  1 2,65 1 3.723 
1 965 4 1 5.349 1 , 29 1 1 ,40 1 4 ,40 1 2.341 

1 986 4 3 1 .594 3,91 1 1 ,58 22,70 1 1 .685 

1 987 459. 6 1 3  6,49 28,08 30,55 9.402 
1 '188 477.564 3,91 29,46 39,30 6.555 
1 989 460.81 3  -3,51 84,47 43,05 7.4 1 1  
1 990 492.1 70 6,80 40,66 50,58 1 1 .759 

1 991 5.32.605 8,22 34,20 6 1 ,65 1 4. 1 05 

1 992 5 56.669 4,52 3 1 ,43 79,55 1 .1,001 

1 993 558.202 0,28 3 8 , 1 2 1 06,00 1 2.656 
1 994 545.087 -2,35 60,82 1 70,00 1 1 .507 

1 995 566.627 :\,95 59,92 290,00 9.723 
1996 565.506 -0,20 99,87 476,50 1 5.229 

1 997 601.534 6,40 50,04 504,25 1 7.8lil 
1 998 600.878 -0, 1 0  35,78 564,50 14.849 

1 999 557.777 -7,20 23,56 655,25 1 5.030 

• Promedio anual; •• Para el cierre de díciembre. 
fuente: Baptisia, 1 997, lESA, 2000, BCV, 1 992 y cálculo�. propios en crecirntento e inflación para algunos años homado de 
López Maya y Lander, 2000). 

3 Los cuadros son tomados de López Maya y Lander (2000), donde se hace un análisis más 
elaborado de este proceso. 
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Cuadro N° 2 

Hogares en situación de pobreza 1 980 • 1 997 

Allo Número de 
hogares 

1 980 2.606.679 

1 981 2.880.084 

1 982 3.01 9.932 

1 983 3.1 30.682 

1 984 3.1 83.339 

1 985 3.21 1 .477 

1 986 3.41 2. 1 39 

1 987 3.541 ..504 

1 988 3.659 . .369 

1 989 3.821 .9.54 

1 990 3.859.923 

1 991 3.914 . 1 65 

1 992 4.032.402 

1 993 4.1 90.51 9  

1 994 4.3%.7!14 

1995 4.39&.354 

1 996 4.549.363 

1 997 4.468.445 

WfNTto IÉSA, 2000 �omadó de lópez Maya y lander, 20001. 

Las cifras de estos cuadros revelan 
una polarización social creciente que 
ha derivado tanto de la recesión econó
mica como de la aplicación de políticas 
económicas neoliberales regresivas en 
términos de distribución del ingreso. Se
gún c ifras de CEPAL, la participación de 
los más pobres (40% de la poblac ión), 
cayó de 1 9, 1 %  en 1 98 1  a 1 4,7% en 
1 997. Mientras el decil más rico aumen
tó su participación de 2 1 ,8% a 32,8% 
(en Roberts, 2003). Los venezolanos po
bres y empobrecidos han percibido en 
el transcurso de estos años que su socie
dad es una de ricos y pobres con escasa 
posibi l idad de movi l idad y ascenso so
cial.  

E l  resentimiento social que se ex
presa en la sociedad venezolana actual 
no es más que una consecuencia inevi 

% Hogares en % HllpftS en 
Pobreza pobreza extrema 

1 7,65 9,06 

22.82 10,71  

25,65 12 , 14  

32,65 . 14,95 

37,58 1 8,90 

34,77 1 6,60 

31!,88 1 7,67 

38,84 1 6,61 

39,96 1 6,77 

44,44 20,07 

41 ,48 1 8,62 

35,37 1 6.01 

37,75 1 5,52 

4 1 .3 7  1 6,81 

53,b5 27,52 

48,20 22,95 

6 1 ,37 35,39 

46,33 2 7,66 

table de esta evolución, pues a diferen
cia de otras sociedades latinoamerica
nas, esta sociedad desde 1 958 se dio un 
orden democrático in interrumpido. Ese 
orden democrático en su momento fue 
concebido no sólo como un orden de l i 
bertades públicas sino también uno que 
promovía mayores grados de equidad y 
juslicia  social. La tl�rnocracia venezola
na siempre se expresó en el discurso y 
se entendió en la práctica como a lgo 
más amplio que la esfera política, pues 
para ser efectiva debía contener un pro
yecto socioeconómíco que incorporara 
a toda la población en los beneficios del 
desarrol lo (Crisp et al ., 1 996: 1 42-1 46). 
Esta idea de democracia todavía en
cuentra fuertes raíces en el pueblo de 
Venezuela. Que esto ya no se cumpla, 
ha resquebrajado fuertemente las bases 



de legitimación de la democracia vene-· 
zolana y de sus partidos políticos domi
• iantes desde 1 9.';:3. :Jt;: l u:�c.ho� es Cúi·•
sensua lmente reconocido por la acade
mia el  cómo la deslegitirnación y fina l  
colapso de los partidos tradicionales en 
Venezuela tuvo un aporte significativo 
en el agotamiento del modelo de susti
tución de importaciones, sin que las el i
tes pudieran a lo largo de los 80 ofrecer 
una alternativa que permitiera reem
prender el crecimiento económico con 
distribución. Este es el escenario en 
donde se han estado moviendo con re
lativo éxito los actores socia les y pol íti-
cos emergentes y const ituye el caldo 
donde �e cultivan los golpes contra la 
democracia, tanto los de 1 992 como és
te de 2002. 

Las bases de la legitimidad y la rebeldía 

En un l ibro clásico de la sociología 
publicado en 1 978 por Barrington Moo
re jr., que se intitu la  La injusticia. Las 
bases sociales para la obediencia y la 
rebeldía, se explica como toda sociedad 
establece los lím ites permitidos para 
quienes gobiernan y qu ienes son gober
nados en aras de la convivencia social .  
Estos l ímites pueden estar expl ícitos, co
mo en l a  Constitución o impl ícitos co
mo en costumbres y modos de compor
tamiento. Moore argumenta que todo 
régimen político tiene sus principios de 
inequidad que le son propios ( 1 978: 
83). Sin embargo, cuando alguna de las 
partes, autoridad o gobernado viola los 
l ímites aceptables, se produce indigna
ción moral y sentimientos de injusticia 
que impulsan la rebeldía. En Venezuela 
se viven tiempos de indignación moral y 
senti mientos de injusticia. Los l ímites 
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establecidos para l a  convivencia social 
han sido violados en primer l ugar por 
ias condiciones socioeconórnicas arriba 
descritas, inaceptables de acuerdo a las 
reglas de la  democracia pactada en 
1 958. Pero también influyen factores 
más coyuntura les, que en ú ltima instan
cia explican por qué en distintos mo
mentos los actores han optado por una 
rebeldía que qu iebra la institucional i
dad democrática. 

La polarización socioeconómica se
ñalada arriba ha encontrado en el trans
curso de la década de los 90 expresión 
pol ítica en actores y proyectos polares 
también, que hasta la fecha se han mos
trado incapaces de reconocerse uno a l  
otro, de respetarse entre sí y, consi
gu ientemente, de moverse de acuerdo 
con reglas de juego transparentes, en la 
l ucha por a lcanzar el predominio políti
co en la sociedad. Venezuela experi
menta desde los 90 lo que Gramsci con
ceptuó como una " l ucha hegemón ica", 
donde distintos actores con proyectos 
distintos para la sociedad buscan predo
mi nar, recurriendo a reglas i nstituciona
les pero también extra- institucionales 
(Laclau, 1 985). En diferentes momentos 
de esta lucha hegemón ica, actores han 
tirado el tablero del j uego democrático 
para a lcanzar el predominio pol ítico. 
Primero, en 1 992, fueron sectores mi l i
tares organizados en una organización 
clandestina, el  Movimiento Revolucio
nario 200, quienes l l evaron a cabo Una 
insurrección mi l itar. Argumentaron en
tonces, que tanto la implementación de 
un programa de aj uste neol iberal orto
doxo como la reiterada violación de los 
derechos humanos básicos de los secto
res populares, puesto de manifiesto con 
especial crudeza durante el Caracazo 



1 1 4  ECUADOR DEBATE 

había hecho perder toda legitimidad a 
la democracia instaurada en 1 958 (v. 
lópez Maya, 2003a). Ahora, en 2002, 
son los sectores de clase a lta y media 
organizada, quienes muy simi larmente 
a los actores de 1 992, también argu
mentando la violación de sus derechos 
e i ntereses, emprendieron este golpe cí
vico-mi l itar del 1 1  de abri l .  Afortunada
mente, ambos fracasaron en sus mo
mentos, permitiendo la continuación de 
la lucha dentro de canales instituciona
les democráticos. 

Desde 1 998, de acuerdo a reglas 
democráticas establecidas en eleccio
nes transparentes, a lcanzó el predomi
nio político para gobernar según su pro
yecto ofrecido en campaña electoral, 
Chávez y la a l ianza de fuerzas conocida 
como el Polo Patriótico. Cristalizó en
tonces esta hegemonía. Estos mismos 
actores y su proyecto fueron ratificados 
por la sociedad venezolana en el refe
réndum constitucional de 1 999 y en 
elecciones de 2000. Fue un paso más 
en la consol idación de su hegemonía. 
Chávez y su al ianza política representan 
principal, aunque no exclu�ivamente, 
los i ntereses de los pobres y empobreci
dos del proceso sociopolítico venezola
no que aspiran inclusión y justicia so
cial .  Son la expresión polftica del polo 
social, que desde finales de los años 80 
desconoció la legitimidad de los parti
dos tradicionales y se ha resistido a las 
reformas neol iberales, entre éstas, a l  

achicamiento del Estado4• En contraste, 
sus adversarios, con distintos matices e 
ideologías, han recibido el respaldo ma
yoritario de los sectores medios y altos 
de la población. E l los expresan el otro 
polo social, menos afectado por los pro
cesos de empobrecimiento, pero teme
rosos de una exclusión en el actual pro
yecto. Por el momento han perdido he
gemonía. 

Si bien la polarización política ac
tual tiene estas bases sociales reales y 
duras que nunca debemos perder de 
vista por los poderosos i ntereses que 
tras el los se esconden, hay sin embargo, 
factores adicionales que a m i  modo de 
ver han l levado la confrontación legíti
ma por momentos a un antagonismo ex
tremo que difkulta la construcción de 
una salida democrática que restablezca 
la convivencia social pacífica entre los 
venezolanos. 

· Por una parte, desde qu<� asumiera 
el poder, pero de manera más aguda 
desde los últimos meses de 2001 , el go
bierno de Chávez alteró reglas de la 
convivencia social venezolana anterior, 
en el sentido que le da Moore al térmi
no: aprobó leyes medulares a su proyec
to poiHico sin someterlas al necesario 
debate democrático; h izo uso de símbo
los de fuerza y amenazas para amedren
tar a la oposición cuando ésta ejerció su 
derecho a la protesta; aunque es indis
pensable reconocer que en los tres años 
de gobierno de Chávez previos al golpe 

4 Si bien el rechazo a los partidos tradicionales es general izado en todas las capas sociales, 
Roberts ha señalado cómo en los 90 fue produciéndose una escisión de la cultura políti
ca de acuerdo a !a situación de clase. los sectores populares siguieron sosten iendo la ne
cesidad de la i ntervención estatal en asuntos económicos, mientras los sectores altos y par
fe de los medios abrazaban la.� reformas neoliberales (Roberts, 2003: 85-86). 



de abri l ,  la represión del Estado a estas 
movil izaciones ha sido notoriamente 
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biernoS previos (v. Provea, informes 
anuales correspondientes). E l  Presidente 
ha recurrido permanentemente a un dis
curso pugnaz, discriminatorio y ofensi
vo descdlificando a sus opositores y ex
poniéndolos al escarnio público; el ofi
cial ismo también buscó penetrar organi
zaciones sociales como la CTV para 
cooptarlas o ahogarlas, incumpliendo 
su obl igación de producir seguridad y 
protección, de mantener la paz social 
(v. Parker, 2002). 

Muchos de los actores sociales y 
politicos de la oposición no necesaria
mente anti-democráticos se radical iza
ron ante esta conducta gubernamental ,  
y convocaron a la  insurrección del 11 

de abri l  aduciendo que era legítima por 
las viol aciones a la convivencia social  
rea l izadas por el gobierno y la al ianza 
de fuerzas que lo respaldan. Estos secto
res, en medio de su resentimiento, res
paldados por medios de comunicación, 
también polarizados y radical izados, 
por encuestas de opinión, la mayoría de 
las cuales también estaban polarizadas 
del lado de la oposición, identificaron 
su rechazo al gobierno y su proyecto 
político con un supuesto rechazo que 
tendría toda la sociedad venezolana. 
Desde su posición, se trataba de una in
surrección "popular" mayoritaria, por 
no decir  unánime. El gobierno no tenía 
ya piso político según estos grupos. Pe
ro, como se hizo patente en el recuento 
anterior, la movi l ización dvico-mil itar 
del 1 3  de abril demostró que esto era un 
craso error de diagnóstico. 

¿ Por qué la oposición no percibía a l  
otro, a los sectores populares que se-
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guían dándole un sól ido respaldo a 
Chávez y su proyecto político? Aquí en-
.. _ _ _  ,..... __ -- = - - ·- - · ·  . .  -. - : .- �  !� ........ ...... - ..... ... 
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Un primer aspecto a resaltar es la 
errada percepción de unidad y homoge
neidad social  con que la oposición per
cibía la sociedad venezolana, percep
ción que incluso convulsiones sociales 
como el Caracazo, o la sostenida turbu
lencia sociopol ítica expresada en la in
tensa política de cal le que se desarrolla 
en la sociedad desde los años 90, no ha
bía logrado erradicar. Si bien fue c laro 
desde el Caracazo que se había produ
cido una ruptura entre el ites políticas y 
sociedad, lo que acertadamente se ha 
señalado como clave expl icativa del 
proceso de deslegitimacíón del sistema 
de partidos, nunca fueron seriamente 
eva l uadas antes de 2002 las consecuen
cias sociales, espaciales y políticas de 
polarización producidas por la recesión 
económica y las políticas de ajuste. En 
Venezuela se estaba produciendo una 
creciente y aguda polarización social ,  
que tenía una importante dimensión es
pacial .  De manera creciente la sociedad 
venía escindiéndose en dos polos según 
n ivel de ingreso, pero, además, cada 
uno de esos polos se encerraba sobre si 
misma en espacios urbanos que no se 
tocaban. Clases medias y altas desarro
l laban sus actividades de trabajo y vidas 
privadas, sin jamás percatarse o relacio
narse con la inmensa mayoría de pobres 
y empobrecidos que discurrían sus vi
das en otros espacios también comp le
tamente ajenos a ellos (López Maya, 
2003b). Este contexto, respaldado por 
medios de comunicación que transmi
ten permanentemente imágenes de un 
ciudadano consumidor homogéneo, ha.
cía escasa la posibil idad de percibir un 
otro ajeno. 
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Por otra parte, jugaría también un 
rol importante en esta falta de capaci
dad de ver a l  "otro", la cal idad de las or
gan izaciones socia les y políticas de 
oposición. O quizás habría que decir 
con más propiedad la cal idad de sus di
rigentes. Fedecámaras, los medios de 
comunicación privados, la a lta gerencia 
de Pdvsa, las diversas organizaciones 
que se autodenominan "sociedad civi l",  
inclusive los partidos emergentes como 
Primero Justicia, o tradicionales como 
Copei, que l ideraron la insurrección de 
abril, siguen concepciones doctrinarias 
que exaltan las virtudes del ámbito pri
vado, mientras colocan todos los vicios 
de la vida en sociedad en el ámbito pú
blico, en el Estado. Organ izaciones so
ciales como las vecinales de clase me
d ia y medios de comun icación privados 
se fortalecieron en Venezuela durante 
los 90 como resultado del rechazo a la 
política, a los políticos y a los partidos 
que se convirtió en sentido común. E l  
discurso democrático de estas organiza
ciones se agota rápidamente, como en 
efecto lo corroboramos en su respaldo 
inicial a un golpe de Estado, toda vez 
que son organ izaciones conceptual
mente concebidas para ejercer una ciu
dadanía que se relaciona, en la mejor 
tradición l iberal conservadora, con de
rechos de propiedad y no con la solida
ridad social .  Son organizaciones conce
bidas, en palabras de Edgardo Lander, 
para la defensa y preservación de dere
chos de los que ya tienen y no para la 
inclusión de los que no tienen ( 1 995: 
1 35) .  De manera que les resultan irrele
vantes, amenazadoras o incluso inexis
tentes las organizaciones populares cu
ya concepción de ciudadanía no puede 

sino ser distinta, porque en el los se trata 
de l uchar por el cambio. 

Políticamente hablando, los secto
res populares sólo pueden ser vistos por 
los otros, cuando los ven, como no ciu
dadanos y amenazas a la  propiedad y a 
la seguridad. De a l l í  el frecuente uso de 
cal ificativos despectivos como hordas, 
turbas, círcu los del terror, etc. para refe
ri rse a el los. Este no es el caso de la CTV 
procedente de otros orígenes doctrina
rios y políticos. No obstante, su dirigen
cía, de dudosa legitimidad, pues el pro
ceso eleccionario que los l levó a los 
máximos cargos de la Confederación 
estuvo l leno de vicios, se plegó a l as 
concepciones de esta l l amada sociedad 
civil y tuvo responsabil idad central en el  
golpe. En cuanto a l  partido AD, de ra i
gambre socialdemócrata, sus dirigen
das en agudo declive desde hace años, 
también huérfano de proyecto político, 
se ha plegado a los intereses económi
cos de turno. 

La ceguera de esta oposición le h i 
zo juego a poderosos intereses que no 
creen ni les interesa la democracia, l le
vando a l  qu iebre institucional y a la sa
l ida plutocrática evidenciada en la con
formación del gobierno de facto del 1 2  
de abril. Porque el 1 1  de abril no se es
taba ante la presencia de una revuelta 
popular, al esti lo de las que derrocaron 
el social ismo realmente existente en a l 
gunos países d e  Europa Central .  O más 
recientemente, la revuelta popular que 
condujo a la renuncia del presidente De 
La Rúa en Argentina a fines del año 
2001 . Estos gobiernos y el Estado mismo 
que representaban habían perdido toda 
legitimidad, las insurrecciones a l l í  refle
jaban una carencia tota l de piso políti-



co. Ese no era el caso de Chávez y su 
al ianza política. En este caso presenciá
bamos una gigantesca protesta de la 
oposición, conformada principalmente 
por sectores socia les de ingreso a lto y 
medio en rechazo a políticas de un go
bierno que venía violando normas de 
convivencia social del régimen político 
anterior y ponía en pel igro privi legios y 
jerarquías del pasado. Pero el gobierno 
seguía siendo legíti mo para otra gigan
tesca porción de la sociedad. Es más, 
era legítimo precisamente porque bus
caba cambiar reglas de juego del pasa
do. E l lo estaba a la vista, alrededor del 
Palacio de Miraflores, pero no podía ser 
vista por la l lamada "sociedad civi l", 
entre otras razones, por la invisibil idad 
que se había producido del "otro" en 
los espacios urbanos segregados, en los 
medios de comunicación, y por las ca
rencias teóricas y prácticas de organiza
ciones inadecuadas para la representa
ción y mediación entre Estado y socie
dad. Tal situación fue aprovechada por 
intereses oscuros y poderosos, de carác
ter nacional e internacional, que forman 
parte de la hegemonía neoliberal del 
contexto mundial .  Gobiernos i mpopula
res elegidos democráticamente siempre 
los ha habido y gobiernos i legítimos pa
ra ciertos sectores de la sociedad tam
bién. En democracia, actores de voca
ción democrática los combaten dentro 
del Estado de derecho. Es la única ga
rantía para quienes no son poderosos de 
ver que sus derechos e intereses sean 
respetados. 

Conclusión 

la lucha hegemónica en Venezuela 
sigue desarrol lándose. la paralización 
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de la industria petrolera entre diciembre 
de 2002 y febrero de 2003 fue un nue
vo hito de confrontación y violencia, 
que una vez más fue superado satisfac
toriamente por el gobierno de Chávez. 
A partir de a l lí, las aventuras extra- insti
tuciona les, y sus fracasos para alcanzar 
la meta del derrocamiento y/o la ren un
cia del Presidente han debi l itado a 
aquellos actores de oposición que per
sisten en sa l idas reñ idas con la institu
ciona l idad democrát ica. Estos procesos 
han d isminu ido la legitimidad de acto
res de la oposición, lo cual se expresa 
tanto en encuestas de opin ión como en 
su escasa capacidad de convocatoria a 
movi l izaciones cal lejeras de sus simpa
tizantes en los meses recientes. No obs
tante, el problema de la legitimidad del 
gobierno de Chávez entre los sectores 
medios y a ltos de la población sigue 
presente. Más aún. las confrontaciones 
permanentes y la intensa y sostenida 
campaña mediática de los medios de 
comunicación privados que se oponen 
al gobierno, parecen haber sedimenta
do la fractura social entre los que tienen 
y los que nada poseen en Venezuela, le
vantando enormes desafíos para la recu
peración de la convivencia pacífica y 
democrática de la sociedad venezolana. 
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Bolivia: La erosión del pacto democrático 
Stéphanie Alenda1 

Tras dos décadas de un pacto democrático qut' permitió la gobernabilidad de Bolivia, éste se 
deteriora y culmina con una crisis de legitimidad del sistema político. La estabilidad polftica y 
la relativa institucionalidad logradas tras la reforma económica de 1 98.?, son cuestionados des
de actores ,sociales movilizados tras dem;:mdas sociilles y étnicas. Los partidos polfticos reve

lan sus aspectos caudil/istas y cliente/ares que les impiden forjar un consenso democrático. 

Introducción 

L a estabilidad política que carac
terizó Bolivia desde 1 985 puede 
parecer sorprendente2 conside

rando la turbulenta transición democrá
tica que vivió este país entre 1 977 y 

1 982, la cual no dejó presagiar el desa
rrollo de un sistema de partidos modera-

do, una sucesión de elecciones l ibres, 
competitivas y limpias en 1 985, 1 989, 
1 993, 1 997 y 2002 o una alternancia en 
el poder garantizada por el Congresol. 
Desde 1 985 en efecto, se l levó a cabo 
uno de los procesos más intensos de re
formas políticas comparado con otros 
paises de la región4, que culminó en la 
renovación del Congreso en 2002, con 

Docente-investigadora, departamento de Ciencia Política, Inst ituto de Asuntos Públicos, 
U niversidad de Chile. Doctora en Sociología ( U niversidad de Li l le 1 ,  Francia), Adualmen
te es docente- investigadora del Instituto de Asuntos Públicos (departamento de Ciencia Po
lítica), Universidad de Chile. Editora de la r<�vista Política del departamento de Cíencia Po
lítica del Instituto de Asuntos Públicos y es co-investigadora del proyedo Fondecyt �lns
trumentalización de redes sociales y lógicas electorales: la dimensión estructural de la mo
vil ización colectiva en movimientos neopopulistas chiienos". Ha publicado varios artícu
los entre los cuales se destacan "Bolivie les l imites de la consolidation i n stitutionnelle: 
l 'érosion du pacte démocratique", Problemes d'Amérique Latine, n°49, París, verano 
2003. "Conciencia de Patria: une forme originale de clientélisme au sein d'un partí pol iti· 
que", Problemes d'Amérique Latine, n°32, enero·marzo de 1 999, pp.99-1 1 4 . 

2 Scott Mainwaring, "The surprising res i l ience of eleded governments", }ournal of Demo
cracy, voiumen i ü, i'lumero 3, Jui io i 999, p. í 05 ,  

3 René Antonio Mayorga, en "The Third Wave of Democraiization in Latín America", edita
do por Scott Mainwaring y Frances Hagopian, Cambridge University Press (por publicar
se). 

4 PNU D, Informe de Desarrollo Humano en Bolivia 2002, "Capítulo "1: Capacidad institu
cional y polítka". p. 20. 



1 20 ECUADOR DEBATE 

un tercio de representantes indígenas. 
Sin embargo, la estabil i dad dependió 
tát�.-,t,;�. . de: f*•·u . .:\.:d(• ;�u tu!l J� dL::.uu. .. ión 
del conflicto que termi naron agotándo
se. como mostró en 2003 el trastorno 
del sistema: el gobierno de Sánchez de 
Lazada perdió la conducción del país 
los 1 2  y 13 de febrero y colapsó en oc
tubre. 

En este artículo, exploraremos las 
formas de legitimación del sistema polf
tico bol iviano, desde una perspectiva 
sociológica, es decir enfocando dos me
canismos centra les que concurrieron a 
lii desactivilción de las tensiones socia
les durante al rededor de veinte años: l a  
coerción ejercida por los gobiernos de 
turno y el encauzamiento de la protesta, 
fruto de los movimientos neopopul ístas 
de los noventa. Al  mismo tiempo que 
operaron como amort iguadores del 
conflicto, estos dos actores socavaron 
por sus práct icas el pacto democrático, 
que consistió en una democracia "for
m<�l "  (reducida a un marco de reglas y 
procedi mientos formales), estabi l izada 
desde '1 985. El agotamiento de estas for
mas de regulación desde fines de 1 999 
contribuyó también a la revital ización 
del movimiento s indical (cocaleros, ay
maras del alt iplano y más recientemen
te Central Obrera Bol iviana) y expl ica 
en parte la actua l  radical ización de l a  
sociedad. 

La construcción de la estabilidad 

A 1-'"' iir de 1 985, so:: dOie el cid u J�::: 
la l l amada " democracia pactada». Se 
asienta un sistema de presidencial ismo 
parlamentarizado, en el  cua l  el Congre
so cumple un rol decisivo en la selec
ción de los presidentes con la formación 
de mayorías parlamentarias. Estos pac
tos garantizaron la a lternancia en el po
der de tres principales fuerzas políticas: 
el Movimiento Nacional ista Revol ucio
nario (MNR), e l  partido más antiguo 
creado en 1 941 , c.le corte populista; e l  
Movimiento de la Izqu ierda Revol ucio
naria (MI R), que nace en 1 971  como un 
partido de izquierda de raigambre mar
xista; y la Acción Democrática Nacio
nal ista (ADN) que desde su fundaciÓn 
en 1 979 defiende la economía de me:r
cado y la democracia representativa. 

E l  Pacto por la democracia, suscrito 
por Víctor Paz Estenssoro (MN R) y el ge
neral Banzers (ADN) (ver cuadro Nº1 ) 
dio pautas para la reorgan ización de
mocrática del país, con la adopción de 
un paquete de reformas que redefin ie
ron el  papel del Estado, en función de 
las reglas del l ibre mercado (decreto 
2 1 060). E l  recobrar la estabi l idad eco
nómica creó condiciones favorables pa
ra la consolidación político-institucio
nal que prosiguió la adm inistración u l 
terior (1 989-1 993)6, fruto de un acuerdo 

S La dictadura del general 6anzer ! 1 971 -1 978) fue la dictadura más larga del largo período 
de gobiernos mil itares que tuvo Bolivia durante el siglo XX. 

6 Margot Soría Saravia, Democracia e izquierda en Bolivia, Ed. Artes gráficas Sagitario, La 
Paz, 2002, p. 1 34. 



entre el MIR - partido que se habla des
tacado por su lucha contra la dictadura 
de Banzer- y la ADN. Esta coal ición 
permitió a la tercera mayoría (la de Jai
me Paz Zamora), l legar al  poder con só
lo el 1 9,6% de los sufragios. 

la holgada mayoría con la cual 
Sánchez de lozada ganó las elecciones 
en 1 993 (33.8%) facilitó todavía más la  
profundización de  las  reformas anterio
res. El sector privado vino a ocupar el  
l ugar protagónico que le asignaba e l  de
creto 2 1  060 con la promulgación de la  
ley de  Capita l ización, y se redefinió la  
arquitectura de l  Estado con la Participa
ción Popular (1 994), ley de «descentra
l ización del poder y de los recursos» 7. 
Los municipios recibieron un fortaleci
miento tanto económico como institu
cionaL la ley estableció un cálculo del 
presupuesto en función del número de 
habitantes, corrigiendo de esta forma 
los desequi l ibrios h istóricos entre las 
zonas rurales y urbanas. Tuvo también 
como meta ampliar !a participación t:l�> 
l as comun idades indígenas y campesi
nas en las decisiones pollticas del país, 
haciendo del multicultural ismo un prin
cipio reconocido por la ConstituciónB. 

A diferencia de las elecciones de 
1 993,  las presidenciales de 1 997 dieron 
las primeros señales de desgaste del sis
tema de gobierno. Banzer fue electo 
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con tan sólo el 20,8% de los votos, cu
ya dispersión condujo a la formación de 
la a l ianza más amplia de los años de de
mocracia: la "megacoal ición"9, integra
da entre otros por los partidos neopopu
listas Conciencia de Patria (CONDEPA) 
y Unión Civica Solidaridad (UCS)10. Pe
ro el pacto se reveló inestable: en 1 998, 
CONDEPA fue expul sado del gobierno 
por sus divisiones internas, seguido en 
2000 por Nueva Fuerza Republicana 
(NFR) 1 1 .  E l  gobierno tuvo además que 
l idiar con el deterioro económico que 
fue el  caldo de cu ltivo para el aumento 
de los confl ictos sociales. 

Gonzalo Sánchez de Lozada fue 
reelecto en junio de 2002 con una débil 
mayoría (20,8%). La coal ición sólo lo
gró reunir  el  44,3% de los sufragios y se 
enfrentó con la oposición intransigente 
del Movimiento al Social ismo (MAS) de 
Evo Morales, que conoció un auge ver
tiginoso de una elección a otra, y del 
Movimiento Indígena Pachakuti (MIP) 
l iderado por Felipe Qui�Pf:>12. MAS y 
MIP decidieron permanecer a l  margen 
de cualquier acuerdo político de gobier
no y contribuyeron a la polarización del 
s istema partidario reflejada en la n ueva 
composición del Congreso. Consideran
do sólo el departamento de La Paz, se
de del poder pero también de los con
fl ictos sociales desde 1 98213, Carlos 

7 Gonzalo Sánchez de Lozada citado por Salvador Romero Ballivián, Geografía electoral de 
Bolivia, La Paz, Caraspas-Fundemos, 1 998, p. 38. 

8 Ley de Participación Popular, Ley 1 55 1  del 20 de abril de 1 994. 
9 Véase cuadro n°1 y glosario de las siglas al final del artículo. 
1 O Volvemos en otro capítulo sobre estos dos partidos. 
1 1  la Nueva Fuerza Republicana (NFR) es creada en 1 995 por Manfred Reyes Villa, electo 

por primera vez alcalde de Cochabamba en 1 993. 
12 Volvemos m�s adelante sobre estos dos partidos. 
1 3  La Razón, 1 6/3/2003. 
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Bohrt señal a  que en 1 997 el bloque de 
partidos tradicionales, incluida UCS, 
había logrado un curul de senador 
(ADN), 1 6  curules de diputados (ADN 
6, MNR 4, MIR 3 y UCS 3) frente a 2 se

nadores y 1 4  diputados para CONDEPA 
y un representante uni nominal del Mo
vimiento Bolivia libre (MBL)14. El grupo 

parlamentario paceño estaba entonces 
dividido en dos bloques equivalentes de 
1 7  personas. En cambio, en 2002, el 
equi librio se rompió: los partidos tradi
cionales (MIR y MNRJ obtienen sólo 1 1  
diputaciones contra las 20 del bloque 
opositor: MAS 7, MIP 6 y NFR 7 y sus 3 
senadores (MAS 2 y NFR 1 ) 1 5. 

Cuadro N21 
Los pactos gubernamentales 

Periodo Pactos Principales lntesrantes Ruptura de loo pactos 

Hernán Siles Suazo 1962 UDP (MNRI, MIR, PCB) Gran inestabilidad del 

10/10/1982 pacto, finalmente disuelto 

6/08/1985 en 1965. 

Diálogo por la Partidos politicos con 
democracia representación 
Noviembre de 1 984 parlamentaria, Central Obrera 

Boliviana y Confederación de 
Empresarios Privados� 
mediación de la Iglesia 
Católica 

V. Paz Estenssoro PaC10 por la democrac1a MNR-ADN El MNR rompe el pacto por 

6/08/1 985 1985 l a  democracia al inicio de la 
6/08/1 969 (reúne el 63,2% campana eleC10ral de 1969 

de los sufragios) stn consecuendas para la 
estabilidad del gobierno. 

Jaime Paz Zamora Acuerdo Patriótico MIR-ADN 

ó/08/1989 1989 

6/08/1 993 (reúne el 47% de los 
sufragios) 
Acuerdo por l a  Partidos pollticos con 
modernización del representación parlamentaria.  
Estado y la consolidación 
de la democracia. 
Acuerdo en dos etapas 
(febrero de 1991 y julio 
de 1 992) 

1 4  Denominándose primero MIR-Bolívía libre, en 1 965 el MBl se escindió del MIR por una 
concepción más fiel a los planteamientos iniciales del MIR, véase a Susana Peñaranda de 
del Granado y Ornar Chávez, El MIR entre el pasado y el presente, la Paz, Gráficas latí
na, 1 992, p.41 2-427. 

1 5  Carlos Bohrt lrahola, Silvia Chávez Reyes, Elecciones 2002, Resultados y transformacio
nes, Fundemos, la Paz, diciembre 2002, p.61 -62. 
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Periodo Pactos l'rincipales lrlt"!Varlles Ruptura ele los pactos 

C. SAnchez de lozada Pacto por la MNR-MRTKl. MBl y UCS 
6/08/1 993 Gobernabilidad 
6/08/1 997 1993 

(reúne el 54,8% de los 
sufragios) 

Hugo Baozer Suárez 
fi/08/1 997 Compromi!!O por Bolivia ADN-NFR, MIR, UCS En 1 998, CONDEPA es 

6/08/2001 1 997 y CONDEPA expulsado de la coalición, 

lreúne el 55,2% >e¡¡uido en 2000 de NfR. 

Jorge Qviroga de los wfragoos) 
li/08/2001 

6/08/2002 

C. SAnchez ele lazada Gobierno de MNR-MBI, MIR. UCS fn abril de 2003, el MBl deja 

6/08/2002 Responsabilidad y NfR desde el 5 de agO!iiO la coalición. [1 1 8  de octubre 
1 7/10/2003 (renuncia NaciOt'lal de 2003 de 1003. Gonzalo SAnchez de 
a su cargo) 2002 tozada renuncia a la 

(reúne el 44 .. �% de los pre!Oidenda Iras ser 
sufragios) abandonado por sus aliados. 

Carlos Me<a Ci<ben Concluyó el ciclo de Ja ,.democracia pactada"'. Carlos Mesa gobierna sin mayoría 
1 7/10/100:1 parlamentaria que pueda ser utilizada como rodillo. y con ministros apartidistas. 

fuente: Cuadro elaborado por Pablo Quisbert y Stéphanie Alenda. 

En suma, el i ntenso proceso de con
solidación institucional l levado a cabo 
durante veinte años de democracia no 
pudo contener el agotamiento de la udP
mocracia  pactada" como sistema de go
bierno. las al ianzas gubernamentales 
compensaron, cada vez más laboriosa
mente, la falta de mayoría absoluta ob
tenida por los candidatos a la presiden
c ia  desde 1 985, que se debió en parte al  
aumento del abstencion i smo en las 
elecciones presidencia lesl b. Bajo el  
efecto de la recesión económica, este 
desgaste empeoró. El balance de dos 

dé<:adas de apl icación del modelo neo
l iberal, según el Informe del PNUD de 
2004, reveló ser desastroso: de 1 999 a 
2002, la inf'idencia de la pobreza pasó 
de 63% a l  64% y la Tasa de Desempleo 
Abierta de 4,33  a 5 ,54 1 7_ 

El modelo neoliberal dio al país la 
estabi l idad política suficiente para la 
aplicación de reformas políticas, pero el  
logro del consenso se debió también a 
mecanismos coercitivos que alcanzaron 
una violencia sin precedente en demo
cracia, durante el último gobierno de 
Sánchez de lazada. 

1 6  Este subió del 1 8% en 1 985 al 30% en 2002. Esta cifra no es alarmante comparada con la 
de otros países de la región, pero sí lo es considerando que ningún partido alcanza un nú
mero de votos superior a las abstenciones. Siguiendo esta lógica. son los abstencionistas 
quienes ganarían la última elección, C. Bohrt, ibid .. p. 1 45-1 46. Este porcentaje refleja tam
bién en gran parte una aaualización incompleta de las l istas eleaorales. precisión que 
agradecemos a Salvador Romero Ballivián 

1 7  I nforme del PNUD 2004. citado en La Prensa. lb de marzo de .!004 



1 24 EcuADOR DEBATE 

La imposición del consenso 

Si bien las elecciones anticipadas 
de 1 985 demuestran la acogida favora
ble y mayoritaria del plan de austeridad 
adoptado por Paz Estenssoro ( 1 985-
1 989), su gobierno tuvo que recurrir a 
dos estados de sitio para imponer sus 
reformas estructurales, primero frente a 
l as movi l i zaciones sociales contra el 
2 1  060; y un año después, ante la pro
testa de los mineros contra el  despido 
de 23.000 de el los, cuando el precio 
del estaño se desplomó ( 1 986). jai me 
Paz (1 989 1 993), q:.:!en cosechó los fru
tos de la estabi l ización lograda por su 
antecesor, sólo h izo uso de la medida 
de excepción una vez como respuesta a 
las demandas salariales de los maestros, 
cuyo radical ismo se expl ica en parte 
por la i nfluencia ideológica que el sin
dicato recibió del Partido Obrero Revo
lucionario (POR), de inspiración trots
kista, desde los años 80. Las m ismas rei
v indicaciones salariales de este sector 
fueron acogidas con mayor dureza por 
Gonzalo Sánchez de Lozada ( 1 993-
1 997), pero dieron también l ugar a ne
gociaciones con las autoridades. Bajo el 
gobierno de Banzer ( 1 997-2001 ), la  re
presión se aflojó, lo cual coincide con 
el fortalecimiento de los movimientos 
sociales. El Estado de sitio decretado 
por una mega-coal ición tambaleante 

fue puesto en jaque por diferentes acto
res mov i l izados (Coordi nadora del 
Agua l B, cocaleros, aymaras del a ltipla
no, policía, maestros rurales). E l  ú ltimo 
gobierno de Sánchez de Lozada (2002-
2003) pretendió reverti r la i magen de 
debil idad dejada por la admin istración 
anterior reprimiendo con máxima vio
lencia las protestas de febrero y octu 
bre, hasta su derrumbe. 

El examen de los estados de sitio en 
democracia suscita una primera obser
vación de orden general: la debil idad 
intrínseca de los gobiernos de turno des
de 1 985, su incapacidad de log¡ar cu; ,. 
sensos para la apl icación de reformas 
estructurales o a responder a las deman
das de la sociedad manteniendo el 
"equ i l ibrio diná mico" l9 que es el fun
damento de la gobernabi l idad. Llama la 
atención el desfase entre la construc
ción de una democracia formal con evi
dentes logros y los mecanismos coerci
tivos de los que depende el manteni
miento del orden. 

Se van también desgastando las for
mas de control soc ial hasta la desregu
lación del sistema o lo que Norbert Elías 
l lamaría la aparición de casos-límites20 
para su buen funcionamiento: el gobier
no de Banzer ya no logra absorber el 
confl icto y cede ante la presión de los 
movimientos sociales (la sociedad civil 
sobrepasa al  Estado). E l  uso descontrola-

1 8  Esta organización nace en diciembre de 1 999 y logra, después de una ampl ia huelga, que 
se anule la concesión otorgada a una empresa transnacional que administraba la distribu
ción del agua en la dudad de Cochabamba. Los movimientos de protesta, iniciados por la 
Coordinadora del Agua de Cochabamba, se extienden a otros sectores, entre los cuales las 
organ izacíones aymaras del altiplano. 

1 9  Camou, 1 995, cítado por Norbert Lechner y Fernando Calderón, Más allá del Estado, más 
allá del mercado: la democracia, Plural editores/CID, La Paz, 1 998, p. 1 2. 

20 Norbert Elias, La Dynamique de /'Occident, Pocket, París, 1 969, p.3 1 .  
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Cuadro Nq 2 

ESTADOS DE SITIO EN DEMOCRACIA (1 985-2003) 

Goblemos Fechu Causa 

Víclor Paz E. (MNR) 1 8-sep-85 Protesta contra 
1 8-dic-65 os 21060 

Víelor Paz E. (MNR) 27-agoslo-86 Marcha por la 
27-nov-86 Vida contra la 

relocalización 

Jaime Paz Zamora 1 5-nov-89 Huelga de los 
(M IR) 1 5-feb-90 maestros 

Gonzalo S. de lozada 1 8-abr-95 Huelga COB 
(MNR¡ 1 8 -julío-95 -maestros 

Gonzalo S. de lazada 1 8-julio-95 Huelga COB-
(MNR) 1 8-oCI-95 maestros 

Hugo Hanzer (ADN) 8-abr-2000 Guerra del Agua 
8-jul io-1000 Bloqueo de las 

l_ . carreterdS 

------- ---

Actores Detenidos 

COB-Mineros 200 

Mineros-COB 1 84 

MaeSiros-COB 

Maesrros-COB 8 1 0  

Maestros-COB 

Coordinadora del 
Agua, cocaleros, 
aymaras del 
altiplano, polida, 
maeslros rurales 

·--- · · · -

Confinadas 

1 5 5  

59 

1 53 

350 

Prórroga 

22 

Uberados 

45 

1 1 7  

460 

22 

--· -- . 

Fuente: E laborado y aumentado en base al cuadro de Jerzy Maldonado Rivera publicado en Ultima.Hora, 

1 6/4/2000, 

do de la fuerza durante los enfrenta
mientos entre policía y ejército de febre� 
ro de 2003 y en octubre, antes de la caí
da del gobierno, mostró el desequi l ibrio 
inverso: la represión violenta de la so
ciedad civi l  por el Estado. 

La erosión del pacto democrático se 
aceleró bajo el efecto de la severa rece
sión (0.6% de crecimiento) que golpeó 
el gobierno de Banzer quien, víctima de 
un cáncer terminal ,  dejó el mando a jor
ge Qui roga en 200 1 . 

la corrosión del sistema 

Durante el gobierno de Banzer, tan
to los pactos gubernamentales como el 
sistema de parlamentarismo presiden
cial izado21 o los mecanismos de con
trol social revelaron sus l ímites. Los re
sultados del Latinobarómetro de 2001 
muestran que Bol ivia es el país de Amé
rica Latina más crítico hacia el ejercicio 
de la  democracia, a pesar de su valora
ción como régimen22. Junto con el Con
greso, la Corte Electoral y el Poder Judi-

21 Este sistema de gobierno carece en efecto de un mecanismo institucional capaz de mane
jar una crisis de gobierno (pérdida de m ayoría en el Congreso o incapacidad de responder 
a los confl ictos socia les), véase a R.-A. Mayorga, "The Third Wave of Democratization in  
Latin America", art.cit. 

22 Véase los resultados del Lati nobarómetro 2001 citado en el informe del PNUD, Informe 
de Desarrollo Humano en Bolivia 2002, "Desarrol lo y democracia: la hora de la i nfle
xión", p. 47. 
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cial, los partidos políticos son las institu
ciones que menos confianza infun
den23. A finales de los años noventa, la 
opinión pública es incluso favorable a 
su 'desaparición24. 

Si bien el país no se queda atrás en 
materia de consol idación institucional, 
el sentimiento positivo hacia las institu
ciones no fue proporcional a los logros. 
Eso se explica en parte porque algunas 
reformas claves no respondieron a las 
expectativas. La Ley de Participación 
Popu lar, por ejemplo, se enfrentó a la 
corrupción endémica en las a lcaldías. 
También estuvo entorpecida por la in
competencia de los funcionarios muni
cipales, su no acatamiento de la ley o 
incluso su desconocimiento de la fron
tera entre lo legal y lo i legal. La mala 
gestión de las finanzas públicas expl ica 
en parte esta crisis de confianza. Los go
bernantes se muestran hábiles a la hora 
de negociar la deuda externa, pero de
jan por otra parte incrementarse el défi
cit f!sc::�! que pasa �'*" 1 999 �· 2003 de 
3,5 a más del 8%25. A la corrupción se 
suma la ineficacia, que refleja la admi
nistración incoherente de las prefectu
ras. En 2003, las regiones solicitaron un 
aumento del presupuesto para la inver
sión pública. Pero sucede que éste no se 

había ejecutado en su total idad durante 
la gestión anterior26_ 

La ley tampoco es reguladora eficaz 
del funcionamiento i nterno de los parti
dos politicos, que siguen siendo organi
zaciones patrimoniales y caud i l l istas. 
No el imina el  reparto de las cuotas de 
poder en la administración, lo que trae 
como corolario el desarrollo de la buro
cracia y el aumento del gasto públ ico. 
Los mi l itantes de cualquier tienda políti
ca siguen exigiendo el  uderecho»27 a u n  
empleo a cambio d e  s u  labor d e  prose
l itismo. • Los cargos político-admin istra
tivos constituyen presas tan codiciadas 
después como antes de la revolu
ción»28. 

Si bien la corrupción es una prácti
ca transversal a toda la sociedad, es par
ticularmente notoria entre las e lites po
líticas que defienden a menudo intere
ses privados. Jean-Pierre Lavaud habla 
de la recomposición de una neo-ol igar
quía29 junto con la vuelta a la democra
cia, lo cua! se explica tantr> por la desa
parición de los mi litares como por el  de
bil itamiento del movimiento sindica l .  Es  
en efecto significativo que desde 1 982, 
todos los gobiernos hayan sido involu
crados, de a lguna forma, en escándalos 
l igados al narcotráfico (salvo la admin i s-

23 Jorge lazarte, Bolivia: certezas e incertidumbres de la democracia. Partido, Problemas de 
Representación y Reforma Política, ILDIS/Los Amigos del Libro, la Paz, 1 993, p. 1 9, p. 75. 

24 Véase "Freedom in the World. The Annual Survey of Political Rights and Civil Liberties, 
1 998-1 999" citado por el PNUD, Informe de Desarrollo Humano en Bolivia 2002, "Desa
rrol lo y democracia: la hora de la i nflexión", p. 47.  

25 La Razón, 1 7/1 2/2003. 
26 La Razón, 1 5/3/2003. 
27 Ver el caso de militantes del MN R en La Prensa del 1 2/2/2003. 
28 Jean-Pierre lavaud, El embrollo boliviano, turbulencias sociales y desplazamientos políti

cos, 1 952- 1 982, IFEA-CESU-HISBOL, La Paz. 1 998, p374 
29 jean-Pierre Lavaud, ibid., p.384. 



tración Banzer, manchada por otros ca
sos de corrupción)lO. Ahora bien, a l  
afectar las  capacidades redistributivas 
del Estado, la corrupción de las el ites es
tuvo agravando la deuda pública y tuvo 
efectos corrosivos ampl ificados sobre el 
sistema. 

El examen del desempeño de los 
gobernantes en el mantenimiento del 
orden revela entonces dos dinámicas 
cruzadas: por un lado un proceso de de
mocratización de que la ley de Partici
pación Popular es emblemática, al igual 
que la apertura progresiva del abanico 
de la representación (l legada de la pri
mera mujer de pol lera a l  parlamento en 
1 989, elección de un vicepresidente ay
mara en 1 993 y presencia indígena sig
nificativa en el Congreso desde 2002); 
por otro lado un proceso de corrosión 
del sistema democrático debido a la 
existencia de prácticas general izadas 
como el cl ientel ismo, la corrupción o el 
caudi l l ismo que contribuyen a la desle
gitimación del sistema político. 

El estudio del desempeño del neo
popul ismo en Bolivia que operó tam
bién como amortiguador de las tensio
nes sociales durante diez años revela la 
misma doble dinámica. 
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La canalización del descontento 

Conciencia de Patria (CONDEPA) y 
l a  U n ión Cívica Sol idaridad (UCS) 
irrumpen en el escenario político a fines 
de los noventa. CON DEPA es creado en 

- 1 988 a raíz de multitudinarias marchas 
contra el cierre de los medios de comu
nicación de Carlos Palenque3 1 ;  Max 
Fernández, dueño de la Cervecería Bo
l iviana Nacional (CBN), es sol icitado 
por un grupo de dirigentes sindicales 
para formar un partido en 1 989. En los 
dos casos, la estructura partidaria es una 
transferencia de la estructura empresa
rial al ámbito político. 

Hasta los comicios mun icipales de 
1 999, el total de los resultados de los 
dos partidos osci ló entre un 26.3% y un 
32.9%, i ndependientemente del tipo de 
eleéción (ver cuadro 3). CONDEPA su
frió un derrumbe electoral a partir de 
1 999, a raíz del fal lecimiento de su l íder 
en 1 997, víctima de un paro cardíaco, 
lo cual desató confrontaciones en torno 
a la herencia política y mediática. Tras 
lograr un resultado inferior al 3% en la 
presidencial de 2002, el partido perdió 
su personería jurídica. El declive de 

30 Para el detal le, véase a Stéphanie Alenda, "Bolivie - les l imites de la consolidation institu
tionnelle: l 'érosion du pacte démocratique", Prob/emes d'Amérique Latine, n°49, París, ve
rano 2003. 

31 Este cierre por el gobierno de Víctor Paz Estenssoro se produce a raíz de la difusión de un 
programa en vivo en el que un famoso narcotraficante Roberto Suárez en la clandestini
dad lanzó acusaciones contra el gobierno, Rafael Archondo, Compadres el micrófono, en 
Documentos Hoy, El Compadre, su vida, sus pasiones y su muerte, 1 6  de marzo de 1 997, 
p.3. 



1'28 EcuAOOR DEBAn 

UCS fue más lento32 por la coinciden
cia que existió entre los intereses em
presariales y partidarios de Jhonny Fer
nández quien asumió en 1 995 la con-

ducción del partido después del fal leci
miento de su padre en un accidente de 
avión. Sin embargo, el partido perdió el 
60% de su caudal electoral en 200233. 

Cuadro Nl' 3 
Resultadot Electorales de CONDEPA y UCS (%) 

Partido Elecciones ...,..niclpale!! y pmidendaleo 

1!189 1991 1993 1993 1995 1!197 1999 2tMI2 
(EMl (EM) (EP) (EM) (EM) (fl') (EMl (EP) 

CONDEPA 1 7.0 1 1 .7 13.5 13.4 14.7 1 6  3.8 0.3 
UC5 1 4.7 2 1 .2 1 3. 1  7.9 16.5 1 5. 1  1 1 . 1  5.1 
Total CONDEPNUCS 3 1 .7 32.9 16.6 26.3 3 1 .2 3 1 . 1  14.9 5.4 

Fuente: Elaboración propia en base a datos de la Corte Nacional Electoral 

CONDEPA y UCS lograron canali
zar el  descontento mediante un mensa
je de igualdad de derechos dir igido a 
un;� �ri<:>rlad prindr�'!m'"t" urh;m;.¡, 
pero de raigambre rural, en búsqueda 
de integración y justicia socia l .  En el ca
so de CONDEPA, la representación de 
las cholas con la l legada a l  Parlamento 
de ia pnmera diputada cnoia en j �ij� 
(Remedios Loza) hizo también que rei
vindicaciones hasta entonces ignoradas 
fueran tomadas en cuenta en la agenda 

gubernamental o que otras fuerzas polí
ticas man ifestaran una sensibi l idad nue
va hacia sectores sociales desatendidos. 
Lr� ¡�ml)rti¡::t•a<:ión d<:' la� tPno:ionf'c;; .,.., f'x
pl ica también por el propio esti lo popu
l ista, que i lustró la retórica marcada
mente maníqueísta34 de Carlos Palen
que. Esta permitió suscitar identificacio
nes íuertes y consoiióar ei víncuio con 
el líder; no tuvo como objetivo fomen
tar la subversión35, Confirma esta hipó
tesis la relación ambigua que los dos 

32 En la elección presidencial de 1 997, la candidatura de un empresario independiente lvo 
Kuljis permitió reunir el 1 5. 1 %  de.los sufragios {quinto lugar) debido a un estilo prosel itis
ta que sedujo las clases medias y se presentó como una alternativa a los candidatos de los 
partidos tradicionales. Sobre el deterioro político de J. Fernández que explica los resulta
dos de UCS en la elección municipal de 1 999, ver a S. Romero Ballivián, • CONDEPA y 
UCS: el decl ive del neopopulismo boliviano >, Revista de Ciencia Pofltíca, Instituto de 
Ciencia Polltica, Universidad de Chile, Voi.XXIII, n°1 , 2003, pp.67-98. 

33 C. Bohrt lrahola, S. Chávez Reyes, op. cit., p. 2 1 .  
3 4  Pierre Birnbaum, Le peuple et les gros, Histoire d'un mythe, Editíons Grasset e t  Fasquelle, 

París, 1 979 
35 La retórica manlqueísta de Palenque fue en efecto apresuradamente asimilada al proyec

to de dividir la sociedad boliviana en dos bandos irreconci liables, lo cual implica confun
dir el alcance real de este discurso con los medíos que se da para ser eficaz, es decir una 
apariencia subversiva característica del popul ismo. 



partidos mantuvieron con el oficial is
mo. A pesar de su discurso de oposi
ción, UCS transitó por diferentes gobier
nos desde 1 993, lo que se entiende a la 
luz de la deuda fisca l acumulada por la 
Cervecerfa36. Por su lado, CONDEPA 
integró la coal ición formada por Banzer 
en 1 997, después del fa l lecimiento de 
su jefe. Los dos partidos intervin ieron 
también en el juego de a l ia nzas tanto en 
las municipal idades como en el Estado 
y fueron partícipes del proceso de de
mocratización. 

CON DEPA y UCS contribuyeron 
entonce� a la estabi l idad democrática 
durante aproximadamente 1 O años, en
cauzando el confl icto con promesas de 
cambio una vez en el poder, pero con 
prácticas c l ientelares que fueron corro
yendo el s istema. En los dos casos, co
mo bien mostró Fernando Mayorga37,  e l  
padri nazgo pol ítico permitió opacar las 
desigualdades gracias a mf!can ismos 
compensatorios de redistribución mate
rial como s imbólica y desactivó tempo
ralmente las tensiones sodales38. El vín
culo de cl ientela necesista se consolidó 
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mediante la redistribución de las ganan
cias de la CBN, pues los comerciantes 
quienes i ntegraban esa red real izaban 
también actividades de prosel itismo. E l  
cl ientel ismo condepista presentó una 
variante simból ica más original39. Ope
ró mediante un vínculo de dominación 
carismática, que se consolidó a través 
de una instrumenta l ización del lazo 
afectivo y desigual del compadrazgo40, 
característ ico de las relaciones de poder 
en la c iudad. 

Con la desaparición de Conciencia 
de Patria (0,3°/o de los votos en 2002) y 
el 5,5°/., alcanzado por Unidad Cfvica 
Sol idaridad en la m isma elecdón, se 
produjo una reorganización del s istema 
de partidos, dándole una d i mensión po
larizada que suplió los anteriores rasgos 
moderados4 1 . Por primera vez en la his
toria de Bolivia un candidato aymara 
acumuló casi un 20% de los votos, pro
ven ientes de las zonas rurales y urba·· 
nas, lo que contrasta con el arraigo re
gional de un partido como CONDEPA, 
que sólo mantuvo su caudal electoral en 

36 La CBN encabe<:<� la  l ista de las grandes empresas bolivianas que nunca pagaron impues
tos, La Razón, 1 5/3/200]. 

37 Fernando Mayorga, Neopopulisma y Democracia, Compadres y padrinos en la política 
boliviana 1 1 988- 1 999), Plura l  editores-CID, La Paz, 2002. 

38 Edward Banfield mostró, en un estudio clásico sobre Italia, cómo el  cl ientelismu constitu
ye un factor de estabi l idad pero teniendo a la larga efectos negativos sobre la economía, 
The Mara/ EJasis of a Backward Society, New York, F ree Press, 1 956. 

39 Stéphanie Alenda, "Conciencia de Patr ia: une forme oríginale de cl ientélisme au sein d'un 
partí politique", Problemes d'Amérique l.aline, n°32, enero-marzo de 1 999, pp.99-1 1 4. 

40 Al origen, la  institución establece un lazo de tipo fam iliar entre tres individuos o grupos de 
individuos: un niño, sus padres o los p<�dres del niño. En la  ciudad, pierde progresivamen
te su carácter espiritua l  para tener como función principal el proveer una red de a l ianzas 
seguras. 

41 René Antonio Mayorga, « La metamoñosis del sistema de partidos »,  Opiniones y Análisis, 
n°60, pp.79-85. 
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algunos bastiones del departamento de 
La Paz. Por su parte, el MIP de Fel ipe 
Quispe a lcanzó un resu l tado inédito pa
ra un movimiento indianista42: el 5 ,6% 
de la  votación, concentrada en el depar
tamento de La Paz. 

El MAS y el MIP  se beneficiaron de 
una estructura de oportunidades políti
cas favorable, en la que convergieron 
tres elementos. Primero, la debil idad de 
la admin istración Banzer favoreció la  
consol idación de varios l iderazgos 
emergentes, al relajar los mecanismos 
de control político43. Segundo, la frag
mentación del voto, que puso en evi
dencia la elecc ión presidencial de 
2002, revel ó  también el debil itamiento 
de los tres actores centrales del período 
democrático: el MN R, el M I R  y la ADN .  
Entre 1 985 y 2002, los porcentajes acu
mu lados de estos tres partidos bajaron 
del 63,8°/o al  40%44. Su descrédito ex
pl ica en gran parte las demandas de 
cambios radicales. Por ú ltimo, junto 
con la desapa rición de CON DEPA y el 
declive de UCS, n i ngún partido estuvo 

en condición de encauzar la protesta y 
absorber el conflicto, lo cual terminó 
también favoreciendo los movimientos 
sociales. 

Sumando el resultado obten ido por 
la N ueva Fuerza Republicana de Man
fred Reyes Vi lla ( 19 .4%)45, la oposición 
reunió en un principio al rededor del 
45% de los sufragios. No sólo creció en 
tamaño respecto a los resultados obteni 
dos por CONDEPA y UCS, sino que 
abandonó su relación ambigua con el 
oficial ismo, radicalizando sus posicio
nes. 

La politización de los conflictos socia
les 

En 2002, el espacio contestatario 
que correspondía a la Central Obrera 
Bol iviana (COB) debido a la preeminen
cia de la industria m i nera en la econo
mía nacional ,  tiene dos nuevos actores 
claves: la Central Sindical Única de Tra
bajadores Campesi nos de Bol ivia 
(CSUTCB) y la  Confederación Nacional 
de Colonizadores. 

42 Felipe Quispe entra en polltica con el Movimiento Indígena Tupac Katari (MITKA) antes de 
lanzarse en la lucha armada -lo que le cuesta cinco años de cárcel- en el Ejército Guerri
l lero Tupac Katari (EGTK). El l iderazgo de Quispe, fruto del contacto directo con las comu
nidades campesinas tras su salida de la cárcel, sale a relucir en 2000-2001 (S. Alenda, en
trevista con Felipe Quíspe, la Paz, marzo de 2003). 

43 Tocquevi l le  puso en evidencia la paradoja siguiente: los brotes de descontento no se ex
p lican tanto por una deterioración creciente de las condiciones de vida s ino que surgen 
cuando los gobernantes realizan reformas tímidas y relajan la presión sobre los goberna
dos, en Alexis de Tocqueví l le, El Antiguo Régimen y la revolución (1 856), "El libro de Boi
SIÍÍo" , Madrid, Aiianza, i 9':13. 

44 Salvador Romero Ball ivián, "la elección presidencial 2002: una visión de conjunto", Opi
niones y Análisis, Elecciones presidenciales 2002, La Paz, fundemos, septiembre 2002, p. 
1 77. 

45 Después de un  primer desempeño en la oposición (véase a S. Alenda, "Solivie les l imi
tes de la consolidation institutionnelle: l'érosion du pacte démocratique", arr.cit), la NFR 
se sumó a la  coa l ición gubernamental. 



El radica l ismo del movimiento ca
calero se expl ica en gran parte por el 
traslado de la tradición de l ucha minera 
a la zona del Chapare (departamento de 
Cochabamba) después del cierre de nu
merosas m inas en 1 985. La Coordina
dora de los Productores de Coca, que 
reúne las seis federaciones encabezadas 
por Evo Morales desde 1 994, constituye 
en efecto "una de las principa les instan
cias del movimiento popular desde las 
consecuencias del decreto 21 060 sobre 
el movimiento minero"46. Este poder 
implica una representación creciente en 
la CSUTCB, desde finales de los años 
ochenta. El éxito electora l de Felipe 
Quispe. secretario Ejecutivo del sind ica
to campesino47 muestra también que, a 
diferencia del pasado, la CSUTCB l legó 
a ser un vector de d ifusión de la ideolo
gía katarista4B. En cambio durante la dé
cada de los setenta, el sindicato había 
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sido incapaz de converti r  su infl uencia 
en votos pues el  katarismo n unca obtu
vo, solo (es decir sin considerar los re
sultados del binomio Sánchez de Loza
daNíctor Hugo Cárdenas en 1 993), más 
del 1 ,5% de los sufragios. En la elección 
<.le 2002 en cambio, este discurso de
muestra tener mayor impacto que en el 
pasado, aunque todo parecía corroborar 
la inviabil idad del movimiento indio, 
dividido por las pugnas internas entre l í
deres, los problemas financieros, o 
cooptado y anu lado en su capacidad 
reivindicativa. 

La etnicidad cumple en este discur
so un papel movi l izador preponderante. 
Fel ipe Quispe logra en efecto conquis
tar una parte del ex electorado conde
pista con la defensa de los ind ios al po
der49, pero ya no con el mensaje de 
igualdad de oportunidades que caracte
rizaba CON DEPA. El l íder aymara se re-

46 Xavier Albó, Pueblos indios en la política, Plural, C ipca, la Paz, 2002, p.76. 
47 El  movimiento campesino fue durante mucho tiempo el a l iado de las dictaduras mi l itares 

hasta que un ala de la Central Nacional de Trabajadores Campesinos (CNTCB), creada des
pués de la Revolución de 1 952 al mismo tiempo que la COB de la cual forma parte, pu
so fin ,  en los años setenta, al pacto con los mi l itares ("pacto mi l itar-campesino"), afi rman
do su especificidad étnica. La CNTCB se transforma entonces en CNTCB-Tupac Katari. En 
1 979, el �indicato campesino se fusiona con otras organ izaciones. Adopta la sigla CSUTCB 
e integra la COB, después de abandonar la referencia al  guerrero aymara. 

48 Los planteam ientos étnico-culturales se organizan durante los años 70 en una corriente po
l ítica que defiende la identidad cultural aymara: el katarismo (por referencia a Tupac Ka
tari, l íder aymara detenido por los españoles durante el cerco a La Paz en 1 78 1  y descuar
tizado). Su éxito se debe a varias razones: en primer lugar, las capacidades integradoras 
del Estado se agotan después de los años sesenta con la ausencia de desarrol lo del agro. 
La aculturación de los campesinos desde la revolución de 1 952 vuelve todavía más sensi
ble el  estancamiento con la  multiplicación de las m igraciones y la emergencia de una él i
te, aymara pero ya no campesina, que empieza a formular sus reivindicaciones en térmi
nos culturales. Finalmente, el contexto internacional se muestra favorable al desarrollo de 
los movimientos identitarios que cuentan desde entonces con al  apoyo de la  iglesia cató-
l ica y de las ONG. 

49 El MITKA preconizaba la lucha contra el q'ara o no-indio y propone como forma de orga
nización social el comunitarismo del ayllu (Presencia, La Paz, 1 5/8/1 993). 
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clama más bien de la corriente indian is
ta marxista que concibe Bol ivia como 
un país capital ista y mayormente indio, 
idea que retoma uno de los afiches elec
torales del partido: "Somos 93,7% 1 No
sotros, indios, somos la mayoría". Para 
el MIP, la cu ltura se sustituye a la raza 
para encasi l lar a su vez y a priori los 
grupos en una determinación de origen 
inmutable e intangible, reflejada en la 
expresión de "culturas originarias" o 
"pueblos originarios". la noción de cul
tura es en efecto intercambiable con las 
de nación, pueblo e incluso Estado. Fe
l ipe Quispe es por ú ltimo favorable a l  
autogobierno i ndígena-'0, o a la "rein
dian ización "5 1 .  

Cabe sin embargo aclarar que esta 
radical ización del discurso no impl ica 
para el electorado una modificación 
::.::t;;.;-,dal de 1.::� reivindicaciones, que 
siguen apuntando hacia una mayor 
igualdad de derechos, como pusieron 
en evidencia un conjunto de entrevistas 
real izadas con los participantes mipistas 
en los bloqueos de l año 200052. Duran
te ese año, Fel ipe Quispe denunció la 
existencia de "dos Solivias", una urbana 
y desarrol lada, otra rural y postergada. 

50 La Razón, 1 5/1 1/2000. 

La defensa de la cultura (simboliza 
da por la hoja de coca) juega también 
un papel central en el discurso del MAS, 
articulada con el anti- imperial ismo53 y 
la condena del modelo neolibera l .  S in 
embargo y a diferencia del MIP, pese a 
la radicalidad de sus planteamientos ét
n ico-cu lturales54, el MAS supo federar 
los abandonados del neol ibera l ismo, a l  
encarnar una alternativa para diferentes 
sectores afectados por los ajustes estruc
tura les de 1 985. Supo practicar, mucho 
más que el MIP, un idioma abierto a to
dos los estratos (lo que le permitió sedu
cir a las c lases medias) y su mensaje re
sultó fundamentalmente i ntegrador. En 
ese sentido, no cabe duda que el éxito 
de este partido en las elecciones de 
2002 da cuenta del número creciente 
de excluidos y del rechazo cada vez 
más unán ime hacia el modelo neol ibe
ral .  

La  radical ización de la protesta ya 
no sólo involucra a sectores l igados a l  
MAS y a l  MIP y puede por lo tanto con
ducir de nuevo la democracia bol iviana 
a una situación de impasse. Fueron los 
exc lu idos del modelo neoliberal de la 
muy postergada zona a lt iplán ica los 

5 1  S. Alenda, entrevista con Felipe Quispe, La Paz, marzo de 2003. 
52 Remitimos a la serie de entrevistas con electores del MIP realizadas por los estudiantes de 

la  Coordinadora de Historia (UMSA) sobre los bloqueos del año 2000. Cortesía de Mag
dalena Cajías, Coordinadora de Historia de La Paz. 

53 Véase el 1 1 1 Encuentro Nacional de productores de Coca, Cochabamba, 9-1 O de agosto de 
1 988, in  Coca-Cronologfa, Bolivia: 1 986- 1992, CEDIB, Cochabamba, 1 992, pp. 1 56-1 61 . 

54 La defensa del "territorio" que plantea el MAS ("reconstruir el territorio histórico de los 
pueblos y naciones originarias", uno de los puntos de la propuesta electoral de este parti
do en 2002, véase MAS, • Territorio, Soberanía y Vida »,  en Fundemos y fundación Hanns
Seidel, • Elecciones Generales 2002-2007. Propuestas electorales » ,  La Paz, 2002, p.70), 
refleja cierta xenofobia a l  defender la preservación de las fronteras entre los grupos cuyos 
contornos, como ya señalamos, son subjetivamente recreados. 



principales protagonistas de las movi l i 
zaciones de octubre durante los cuales 
la Central Obrera Boliviana recobró 
también visibil idad. El conflicto que de
sembocó en la renuncia de Sánchez de 
Lazada tomó la forma de revueltas vio
lentas, sin reales perspectivas políticas 
de largo plazoss, pues no se observó 
una conducción central izada de la pro
testa. La exportación del gas hacia Chi
le crista l izó las frustraciones y se convir
tió en la chispa de una explosión social 
donde se desmultipl icaron las reivindi
caciones sectoriales (campesinos, estu
diantes, vendedores ambulantes, juntas 
de vecinos). Como tituló oportunamen
te un artículo del sema nario Pulso antes 
de los sucesos de octubre: "Ya no es só
lo gas, ahora la gente quiere refundar el 
país". 

Conclusión 

Durante alrededor de veinte años, 
la legitimación del sistema político de
pendió de dos mecanismos centrales: la 
coerción de los gobiernos de turno y la 
desactivación de las tensiones por los 
movimientos neopopu l istas, en un con
texto de derrumbe del movimiento sin
dical. Mostramos el desfase entre una 
política ambic iosa de consol idación 
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institucional y la permanencia de prác
ticas contrarias al proceso democrático, 
como el cl ientelismo, la corrupción o el 
caudi l l ismo que, al deslegitimar el s iste
ma político, contribuyeron también a 
minar el pacto democrático. Constituye 
al  respecto un hecho muy significativo 
que la apertura del abanico de la repre
sentación, evidenciada por la recompo
sic ión del Congreso en 2002, coincidie
ra paradój icamente con una mayor po
larización. 

E l  desgaste de estos mecanismos de 
regulación, evidenciada por la pérdida 
de legitimidad del gobierno de Sánchez 
de Lozada durante la crisis política de 
febrero de 2003, expl ica también en 
pa rte el  potenciamiento del movimiento 
sindical que alcanzó, a través del MAS y 
del MIP, un éxito electora l -sin preceden
te. Estos movimientos sociales se conso
l idan en una sociedad en la cual el re
chazo hacia los partidos políticos fue 
cobrando cada vez mayor relevancia 
desde los conflictos de 2000-2001 ,  
p lasmándose en la demanda de una 
Asamblea Constituyente, "sin media
ción partidaria"5b_ 

Desde el 1 7  de octubre de 2003, 
Carlos Mesa gobierna sin mayoría parla
mentaria estable (las políticas tienen 
que aprobarse mediante una a lternancia 

55 Remitimos a la tipología de Anthony Oberschal l ,  Social Conflid and Social Movements, 
New jersey, 1 973.  

56 Durante la "guerra del  agua" en Cochabamba, se podía leer en un afiche de la Coordina
dora del Agua: "Asamblea Constituyente 1 Para ia participación de la gente 1 Sin media
ción partidaria 1 Para decidir el país 1 En el que queremos vivir" , Fernando Mayorga, La 
Razón, 8/1 0/2000. Para el debate sobre l a  necesidad de una Asamblea Constituyente en 
Bolivia, véase Álvaro García Linera, Democratizaciones plebeyas, Editorial Muela del Dia
blo, La Paz, 2002; Pablo Solón, La Prensa, La Paz, 23/2/2003, p. 3;  José Ortiz Mercado, 
Santd Cruz Económico, 1 6-22 de febrero de 2003 . p . 1 3 . 
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de las alianzas con las diferentes banca
das). con un gabi nete ministerial aparti· 
dista, y sin oficial ismo. Si bien esta de
cisión tuvo al principio la virtud de de
sactivar los conflictos sociales, los ries
gos de ingobernabi l idad son a ltos y se 
deben a la polarización de la sociedad 
en torno a los grandes temas que figuran 
en la agenda gubernamental :  referén
dum en torno a la exportación del gas, 
ley de Hidrocarburos y Asamblea Cons
tituyente. 
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Glosario de las siglas 

ADN 
CNTCD 

COD 
CONDEPA 
CSUTCD 

EGTK 
fSB 

Acción Democrática Nacionalista 
Central Nacional de Trabajadores 
Campesinos de Bolivia 
Central Obrera Boliviana 
Conciencia de Patria 
Central Sindical Única de Trabajado
res Campesinos de Bolivia 
Ejército Guerril lero Tupac Katari 
falange Socialista Boliviana 

IU 
MAS 
MBL 
MIP 
MIR 

MITKA 
MNR 

MRTKL 

NFR 
RTP 
ucs 
UDP 
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Izquierda Unida 
Movimiento al Socialismo 
Movimiento Bolivia L ibre 
Movimiento Indígena Pachakuti 
Movimiento de la Izquierda Revolu-
cionana 
Movi�iento lnd1gena Tupac Katari 
Movimiento Nacionalista Revolucio
nario 
Movimtenlo R�volucíonario Tupac 
Katarí de Liberación 
Nueva Fuerza Republicana 
Radío Televisión Popular 
Unión Cívica Solidaridad 
Unión Democrática y Popular 



P U BLICACION CAAP 
A .. 'ROQt JI'n:ÑOS: 

C l lJDADAN I A  \' RACISMO 

El funcionamicnto dd racismo, que victi-

miJ.a a los negros urbanos, tomando como 

cstudio de caso a la ciudad de Quito, es 
uno de los problemas •:studiados. 

Ca rlos de la Torre Espinosa 

El libro está dividido en cuatro capítulos El primero, da cuenta de la estructura racial izada ; 
de la ciudad de Quito, prestando particular atención a las manitcstacioncs del racismo en la 
policía :y otras instituciones encargadas del control social, en el sistema educativo. en 

los lugares de vivienda y en el mercado de trabajo. También analiza cómo los alroecuato

rianos construyen sus identidades sexuale� y de género El segundo, estudia las estrategias 

colectivas de resistencia y proce�miento al racismo tales como: el patcrnalismo, el corpo

rativismo y las luchas por la igualdad ciudadana En el tercero, se examina las instituciones 

y los agentes involucrados en la generación de identidades ne�;,'Tas alternativas, observando 

las ambigucdade> de estas nuevas identidadt:s hacia la construcción de una sociedad rnas 

justa y democratica 

El capítulo tina! de conclusiones. discule la simi l itud de patrones y difercncias con el racism 
en contra de los i ndígenas. asi como las posibilidades de construir ciudadanías en el país 



Credibilidad política e Ilusiones democráticas: 
Cultura política y capital social en América Latina 
Maree/lo Baquero· 

Este artfculo examina las dimensiones postuladas por la teoría sobre la cultura polftica como 
faaores que inciden en la crisis de la democracia en América Latina. Establece una discusión 
teórica sobre la dicotomía tradicional entre el abordaje institucional vs. el abordaje de la cul
tura política, tratando de desmitificar la idea de que son conceptos mutua/mente excluyentes. 
La creciente desvalorización de la polftíca generalizada en América Latina, genera una perma
nente inestabilidad política. Bajo esas condiciones es imperativo pensar en formas alternativas, 
eficientes y paralelas a las instituciones vigentes, de participación polftica de la ciudadanía. 

lntroduc:ción 

L os principios subyacentes a un 
s i stema político democrático 
presuponen: la existencia de 

mecanismos de fiscal ización dispon i 
bles y uti l izados por los ciudadanos; la 
existencia de igual acceso para todos al 
proceso político; la transparencia de las 
acciones del gobierno y, la apl icación 
justa y equitativa de la ley. A partir de 
estas características se ha establecido en 
la ciencia política un posicionamiento 
que argumenta que en la ausencia de 
estos mecanismos es inevitable la i ns
tauración de una crisis de credibi l idad y 
legitimidad del sistema político. 

Varias razones han sido examinadas 
para explicar los bajos niveles de legiti-

midad de los gobiernos en América la
tina: (1  ) una tradición autoritaria, (2) la 
incapacidad de las instituciones con
vencionales en agregar y mediar los in
tereses entre Estado y sociedad de ma
nera eficiente y efectiva, (3) los elevados 
índices de corrupción que corroen los 
principios democráticos y, como resul
tado, (4) disminución de la confianza de 
las personas en e l  proceso democrático. 
Este ú lt imo factor, la falta de confianza 
a l i menta la  percepción en los ciudada
nos sobre la inexistencia de a lternativas 
sign ificativas al sistema vigente, lo cual 
reduce aún más la confianza. Al mismo 
tiempo sin confianza, las políticas pú
bl icas de los gobiernos son vistas como 
formas de manipulación para ganar 
elecciones. En este contexto la goberna-
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bi l idad y la legitimidad de los gobiernos 
es cada vez más difíci l .  

De los elementos mencionados, la 
línea de razonamiento que pretendo de
sarrollar en este trabajo es que América 
Latina vive al  presente una grave crisis 
de legitimidad y credibi l idad que, de 
hecho no es reciente, pero que puede 
generar el reaparecimiento del viejo ci
clo de autoritarismo-democracia. Defi
n imos crisis como el momento histórico 
en que las contradicciones de un siste
ma político no consiguen ser superadas 
por las instituciones de regu lación de 
confl ictos vigentes Es claro que, a dife
rencia de períodos anteriores, la des
confianza no siempre puede redundar 
en efectos revolucionarios, y que su 
efecto redunda en el sentido de no pro
piciar las bases de una estabi l idad polí
tica, que permita la implantación de po
l íticas de largo plazo. Al contrario, los 
gobernantes son obligados a optar por 
el inmediatismo, generando con tales 
prácticas la inestabi l idad permanente 
(N iven, 2000). 

El corolario principa l ,  del análisis 
de este trabajo, es que no se ha institu
cional izado en América Latina, a lo lar
go de su historia, una base normativa de 
apoyo a la democracia. Si tal situación 
era controlable en épocas anteriores, 
actualmente en virtud de la grave crisis 
económica y social, hay un profundo 
desgaste moral de los sistemas políticos 
que pueden resultar en el retorno de 
prácticas políticas tradicionales y dele
téreas para el proceso de construcción 
democrática. 

Tomando en cuenta esas condicio
nes, este artículo busca contribuir con: 
( 1 )  la pertinencia de examinar perspec-

tivas de naturaleza cultural para com
prender los di lemas de la democracia 
en esta región; (2) desmitificar la dicoto
mía entre orientación institucional y 
orientación cultural; (3) avalar la contri
bución que el concepto de capital so
éial puede tener en el proceso dé empo
deramiento de los ciudadanos para que 
tengan un papel más protagónico y per
manente en la política con el objetivo 
de dar legitimidad al sistema democrá
tico. 

Los datos empíricos util izados para 
respa ldar los argumentos presentados, 
provienen de investigaciones compara
tivas l levadas a cabo por Latino baróme
tro; la investigación mundial de valores 
y, la encuesta Panamericana. Desde el 
punto de vista metodológico es impor
tante resaltar que se uti l iza el método de 
maximización de las diferencias para 
determinar las semejanzas (Przeworski·y 
Teune, 1 970). 

Por medio del uso de esta técn:i2a 
de anál isis, no se pretende crear una 
teoría que un ifique todas las caracterís
ticas de los países de América Latina, 
más bien el objetivo es el de tratar de 
identificar los factores de naturaleza his
tórico estructural que, a lo largo de la 
historia han dificultado la solidificación 
de un proceso efectivo de consolida
ción de la demoCracia. Eso significa que 
tengamos en cuenta que las real idades 
h istóricas en cada país de la región, tie
nen sus pecu l iaridades y especificida
des, sin embargo evidencian también 
problemas comunes en lo que se refiere 
a la crisis de la imagen de los partidos 
políticos y los grados crecientes de des
confianza política de los ciudadanos en 
la política. 



iCultura política latinoamericanaf 

Uno de los más importantes desa
rrollos en los ú ltimo años en el campo 
de la Ciencia Política, ha sido el crecí� 
miento de i nvestigaciones que rescatan 
la importancia del estudio de valores 
cu lturales en el proceso de construcc ión 
de la democracia. Ese énfasis que se ini
cia con el trabajo de Almond y Yerba 
( 1 963), sobre la Cultura Cívica y que 
pasó por un período de desvalorización, 
retorna con fuerza en los años 90 para 
constituirse en un área que crece expo
nencialmente, sobretodo en la dimen
sión de capital social.  Tal retorno se ha 
dado en virtud de la permanencia de la 
desigualdad y exclusión socia l  que co
rroen la cal idad de la democracia, a pe
sar de la vigencia de más de dos déca
das de transición democrática. En otras 
palabras, a pesar de un progreso innega
ble en á reas institucionales como: el 
proceso electoral ,  la desmil itarización 
de la política, la movi l ización de la opi
n ión públ ica, persisten prácticas políti
cas corrosivas de la legitimidad demo
crática (Agüero e Stark, 1 998), y que son 
propicias para el mantenimiento de una 
cu ltura polftica desmovi l izada y no de-· 
mocrática (O'Donnel l ,  1 999), donde se 
constata, por parte de los latinoamerica
nos, una mezcla de resignación (que las 
cosas son así m ismo y no hay como 
cambiarlas), con una creciente hosti l i 
dad a la  política (desarrol lo de una men
tal idad anti-política). 

De esa forma, contrario a las expec
tativas que se crearon con la restaura
ción democrática de los años 90, no se 
ha observado una revital ización de la 
sociedad civi l .  En el caso de Chi le, por 
ejemplo, pero apl icable a la gran mayo-
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ría de los países de nuestra región, Si lva 
(2004) ha argumentado que una de las 
características principales de la demo
cracia chi lena ha sido la creciente des
politización de la sociedad civi l  y la au
senc ia de mayores debates políticos na
cionales. En esas condiciones, la  su
puesta adhesión de las el ites latinoame
ricanas a los valores democráticos se ha 
mostrado como una falacia, pues conti
núan existiendo prácticas políticas de 
carácter autoritario y c l ientelístico. La 
naturaleza de la  coyuntura puede haber 
cambiado, pero la matriz del c l ientel is
mo continúa viva. Como consecuencia 
la movi l ización de las masas, a lo largo 
de la historia ha servido al objetivo de 
asegurar las reglas democráticas de 
competencia entre las el ites. E l  pueblo 
continua fuera de ese juego. 

Bajo esos factores podemos estar 
asistiendo a la "muerte de la política" en 
su sentido formal convencional, dando 
lugar al surgim iento de formas no con
vencionales que incentivan la participa
ción política por medio de organizacio
nes informales, asociaciones volunta
rias, organizaciones no gubernamenta
les, las cuales generalmente no son vis
tas como entidades legítimas por los go
bernantes, pero que prol iferan cada vez 
más, asumiendo inclusive un papel pro
tagón ico en la política de la región (Av
ritzer, 2002). Como ejemplo podemos 
citar el movimiento de los sin tierra en 
Bras i l ;  el papel del Ejército Zapatista en 
Chiapas México; El movimiento indige
nista en varios países de América Latina, 
así como los mi l lares de asociaciones 
informales, que surgen cotidianamente 
para ocupar espacios que trad icional
mente eran monopol io de los partidos 
políticos. 
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En ese contexto, se verifica al pre
sente un consenso general izado de que 
el fortalecimiento democrático de los 
países de América Latina no depende, 
como se creía hasta hace poco, única y 
exclusivamente en la implantación de 
proced imientos y reglas. Los años de re
democratización han mostrado que a 
pesar de la presencia de procedimientos 
poliárquicos (Dahl,  1 997), persisten 
problemas graves de orden material (sa
l ud, educación, desempleo, exclusión 
socia l y pobreza), señalizando la tarea 
de buscar explicaciones y soluciones a l 
ternativas para resolver esos problemas, 
y que los ciudadanos no sean meros es
pectadores de la polftica y pasen a par
ticipar activa y protagónicamente. Así, 
el desafío democrático contemporáneo 
en América Latina, demanda una am
pliación de la participación ciudadana 
para estimular cambios en los campos 
politico, social e institucional .  

Varios autores han señalado la im
portancia que la sociedad, en su sentido 
general, debe tener desde la perspectiva 
de la legitimidad. Por ejemplo, Linz y 
Stepan ( 1 996) sugieren que una demo
cracia consol idada exige el estableci
miento de normas democráticas no so
lamente en el campo de la política, pe
ro en otros dominios que i ncluyen: la 
economía, la sociedad civil ,  la adminis
tración gubernamental y el orden jurídi
co. Segundo, esos autores señalan que 
tales dominios deben estar ínter l igados 
y funcionando integradamente para que 
un país sea caracterizado como una de
mocracia consolidada. Tal posiciona
miento también es propuesto por otro 
latinoamericanista (Diamond, 1 999), 
para quien es necesario la presencia de 

una cuhura política que proporcione le
gitimidad a los principios y la práctica 
democrática. Aunque los argumentos 
propuestos por esos autores tengan res
paldo teórico, éstos no consiguen sal i r  
de una l ínea de razonamiento que prio
riza la dimensión institucional como 
factor antecedente a la implementación 
de una democracta eficiente. 

De esa forma, asumen que la base 
normativa de apoyo a los principios de
mocráticos es consecuencia del estable
cimiento de instituciones eficientes y .de 
buenas leyes. La historia se ha encarga
do de demostrar que esa ecuación l ineal 
no ha funcionado en nuestros países, 
muchos de los cu;;1les. desde el punto de 
vista de sus constituciones y la existen
cia de leyes, están al frente de los l lama
dos países consolidados. 

En real idad el problema, por tanto, 
no es el tener más leyes o proced imien
tos, sino el crear mecan ismos que posi
bi l iten que la población tenga peso y 
voz en la determinación de las políticas 
públicas. Y ésto no es ún icamente pro
blema de accountability, y sí de meca
n ismos de empoderamiento político de 
la población. En estas circunstancias, 
me parece imperativo el ir más al lá de 
la dimensión puramente institucional, 
dislocando el  foco de anál isis hacia el 
ciudadano y la sociedad. Tal posiciona
miento, obviamente no significa el que 
no se atribuya importancia a la necesi
dad de reglas o de procedimientos ma
terializados en instituciones que regulen 
las relaciones sociales y pofiticas de una 
nación y mucho menos sugerir el aban
dono de tales estudios. Por lo contrario, 
el argumento de este trabajo es de que 
para comprender con más profundidad 



los di lemas y obstáculos de la construc
ción democrática en América latina, 
sobretodo en la dimensión social  se ne
cesita un enfoque metodológico com
prensivo, que incorpore mayores estu
dios que examinen: cómo se da el pro
ceso de construcción de representacio
nes pol íticas de los ciudadanos, cuál es 
la influencia de esas representaciones 
en el cotidiano político de las personas 
y, cómo eso afecta la l lamada goberna
bi l idad de un país. 

De esta forma, no nos interesa en
trar en un debate sobre si la cultura es 
antecedente o consecuente con la de· 
mocracia, pero si inc lu i r  reflexiones del 
impacto de valores culturales como par
te de un abordaje comprensivo de la po
l ítica latinoamericana. lo que aquí se 
pretende afirmar es que la cultura polí
tica, en este trabajo, no es tratada como 
un factor que depende de la eficacia de 
otros elementos que están involucrados 
en el proceso de democratización, por 
ejemplo, la modernización, las institu
ciones y el contexto internacional ,  pero 
si como un concepto intervi niente que 
se articula con más o menos intensidad 
con otros componentes estructurales e 
instrumentales, bien como con las di
mensiones específicamente políticas. 
Considerando la cultura pol ítica de esa 
forma, podemos comenzar a compren
der con más profundidad porque a lgu
nos países adquieren (o no) madurez 
democrática, estabi l idad pol ítica y legi
timidad democrática. 

lo que parece estar claro es que, a.l 
momento, vivimos en Latinoamérica 
una i l u sión democrática desde el punto 
de vista social .  Se deriva de esa situa
ción, una permanente inestabil idad po
l ítica y una indiferencia, por parte de la 
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sociedad con relación a lo que ocurre 
en el campo pol ítico, generando el 
mantenimiento del status quo lo que es
tá l levando a una des-institucional iza
ción pol ítica. 

Como fue dicho, en el caso de 
América latina, examinar los obstácu
los a la democratización en términos de 
dicotomías sobre lo que es más i mpor
tante si instituciones o valores culturales 
o, por otra, cuál es la variable indepen
diente y cuál es la dependiente, me pa
rece una tarea inocua, pues se sabe que 
ningún sistema sobrevive sin institucio
nes eficientes concomitantemente con 
la presencia de una base normativa de 
apoyo a la democracia y hacia el con
trato social .  

La nueva agenda política 

Como fue el caso para la mayoría 
de los países de nuestra América, el pro
ceso de redemocratización de la década 
de 1 980, generó una d iscusión entre de
mocracia y ciudadanía, siendo la d ife
rencia con épocas anteriores, el que las 
nuevas reflexiones teóricas pasaron a 
incluir  al ciudadano en la agenda de 
discusiones como sujeto protagónico y 
necesario para establecer una democra
cia con cal idad. Como consecuencia, 
asistimos, en los ú ltimos años a un rena
cimiento de los debates de la  relación 
entre Estado y sociedad, entre los intere
ses particu lares y los colectivos y, prin
cipalmente sobre el empoderamiento 
de los ciudadanos para desempeñar un 
papel más activo y de fiscal ización de 
l os gestores e instituciones públicas. 

Ta les debates aparecen en el con
texto de la emergencia de un nuevo pa
radigma de la acción colectiva, el cual, 
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en gran parte, sustituye el paradigma es
tructural tradicional ( impacto determi
nante de las estructuras en la constitu
ción del actor .polftico), pasando a dar 
relevancia a los parámetros bajo los 
cuales se constituyen los sujetos socia
les y la acción colectiva. 

N uevos movimientos sociales pasan 
a i ntegrar la agenda de reflexiones sobre 
como construi r  una mejor democracia, 
especia lmente en la d imensión social .  
Estos movimientos, en muchos casos, 
han conseguido i nterceder y forzar  cam
bios en las estructuras nacionales, cons
tituyéndose defin itivamente en formas 
a lternativas de participación política 
que operan al  margen de las organiza
dones tradicionales (partidos polít icos). 
Esta situación torna imperativo que se 
examinen temas tales como: cuáles son 
las impl icaciones para l a  democracia 
representativa el que estos movimientos 
pasen a d isputar la función de articular 
y agregar los intereses de la populación? 
A este respecto Diamond ( 1 999), señala 
el hecho de que, en una época de am
plias comunicaciones y tomada de con
ciencia de la arena política, parece que 
las personas quieren participar más y te
ner un papel más i ncidente en la fiscal i
zación de los gestores públicos, que en 
períodos pasados. 

En la actual idad, pocos estudios dis
cuten la lógica de esos movimientos, 
principalmente en lo que se refiere al  
papel que ellos tienen (o no) en el pro
ceso de construcción democrática. E l  
poco interés en el medio académico la
t inoamericano sobre estas organizacio
nes encuentra amparo en la orientación 
que previlegia la d imensión estructura 1-
ínstitucional, en la cual el papel del ciu-

dadano no es visualizado como a lgo ne
cesario o importante para el fortaleci
miento democrático. Se l lega inclusive 
a afirmar que en la perspectiva de la de
mocracia representativa, el abandono 
de promesas de campaña no se consti
tuye en una perversión de este tipo de 
sistema, sino que hace parte del funcio
namiento normal de la democracia. 

Desde este punto de vista, l a  demo
cracia d i recta es vista como algo que 
abre el camino para el despotismo y l a  
anarqufa, pues nada puede sobreponer
se a las leyes y reglas socialmente esta
blecidas. Esta perspectiva que ha domi
nado y domina las reflexiones académi
cas han generado, en mi opinión, un 
déficit teórico sobre e l  papel que orga
nizaciones alternativas de interlocución 
polftica tienen en el  proceso democráti
co. Inclusive han generado racional iza
ciones apologéticas de distorsiones de
mocráticas. Por ejemplo, se constata el  
que la real ización de elecciones perió
d icas, la existencia de partidos políticos, 
entre los más importantes, ha sido sufi
ciente para que los miembros del Con
senso de Washington y de los organis
mos i nternaciona les y mult i l aterales 
sean tolerantes con los atropel los al ré
gimen democrático y la violación de de
rechos humanos. Casos emblemáticos 
fueron las a lteraciones anti-éticas, de las 
constituciones de varios pa íses que po
sibil itaron la reelección de varios candi
datos, los cuales conscientemente pre
servaron la desactivación política en 
nombre de mantener la estabi l idad polí
tica y facil itar el  proceso de reconcil ia
ción nacional. 

Para consubstandar l a  defensa por 
procedimientos se uti l izaban datos de 



encuestas de opin ión pública que mos
traban un apoyo mayoritario, por parte 
de los latinoamericanos a la democra
cia. Tal hecho, según los defensores de 
la democracia min imal ista, demostraba 
que la democracia gozaba de buena sa
lud, por tanto, no había necesidad de 
grandes preocupaciones. 

A partir de esta perspectiva, no ha
bía crisis de la  democracia en América 
Latina, pues más de 50% de la pobla
ción valorizaba la democracia como ré
gimen ideal .  Estos datos, para el razona
miento pol iárquico, disminuían la nece
sidad de tratar de entender por qué a 
pesar de la existencia de las reglas escri
tas, el Estado no consigue implementar 
políticas públ icas de inclusión social.  

Tal posicionamiento, que no en
cuentra eco en los círculos más críticos 
de la academia latinoamericana, los 
cuales han mostrado, por medio de es
tudios históricos, que el factor cultural 
es importante para entender el difícil ca-
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mino de establecer normas de valoriza
ción de la democracia. Estos anál isis 
acaban de ganar un a l iado empfrico im
portante, el Relatorio de las Naciones 
Unidas sobre el estado de l a  democra
cia en América Latina, el cual muestra 
una reviravuelta preocupante en las pre
disposiciones actitudinales de los l ati
noamericanos que parecen haberse 
cansado de tanta fa lsa promesa del régi
men de representación formal,  pasando 
a depositar su fe, o ser indiferentes, a l  
hecho de que e l  autoritarismo ayude a 
resolver los problemas sociales. Res
pondiendo a la pregunta si "apoyarían a 
un gobierno autoritario si resuelve pro
blemas económicos", el porcentaje de 
ciudadanos que respondieron positiva
mente en 2002 fue de 54.7% (RPNUD, 
2004:1 37). Dato que d ifiere de la ten
dencia que se venía verificando en los 
ú ltimos años, como se constata en el 
cuadro siguiente: 

Cuadro 1 
Apoyo a la Democracia 

1 996 1 998 2000 

País Democracia Autoritarismo Democracia Autoritarismo Democracia Autoritarismo 

Argentina 71  1 5  73 1 6  71 1 6  
Bolivia 64 1 7 55 22 62 1 3  
Brasil 50 24 48 1 8  39 24 
Colombia 60 20 55 1 7 50 23 
Chile 54 1 9  53 1 6  57 1 9  
Ecuador 52 1 8  57 1 9  54 1 2  
Méjico 53 23 5 1  28 45 34 
Paraguay 59 26 5 1  36 48 39 
Perú 63 1 3  63 1 2  64 1 3  
Uruguay 80 9 80 9 84 9 
Venezuela 62 1 9 60 25 61 24 
Media 61  18  59 1 9  58 20 

Fuente: Latino barómetro 
Alternativas: 
1 .  La democracia es preferible a cualquier otro tipo de gobierno; 
2. En algunas circunstancias un gobierno autoritario es preferible a una democracia. 



144 ECUADOR DEBATE 

Un inciso necesario aqul es el de 
que la frustración de los ciudadanos con 
los gobiernos democráticos tiene como 
páño de fondo una grave crisis econó
miCa y social, asf como la creencia que 
las organizaciones gubernamentales son 
incapaces de resolver los problemas de 
los paises. Esta combinación configura 
un tipo de democracia que O' Donnell 
(1 994) se refirió como "democracia de
/egativa", en la cual las personas el igen 
l fderes que después de asumir el poder 
hacen lo que quieren. Tienen práctica
mente un mandato l ibre. 

En tal escenario, la preocupación 
de una parte significativa de la comuni
dad académica en América latina, ha 
orientado sus esfuerzos para tratar de ir 
más al lá de la mera existencia de l a  de
mocracia formal e incorporar en sus re
flexiones el papel de los valores cultura
les, el legado h istórico y principalmente 
la dimensión social. Tal re-orientación 
puede ser atribuida principalmente, a 
una caída sin precedentes de la credibi
l idad de las instituciones políticas gene
rando una preocupación en los círculos 
que tradicionalmente no mostraban in
tranqu i l idad con esos fenómenos. 

Esta preocupación queda claramen
te establecida en el Relatorio Del Pro
grama de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo, divulgado en abril de 2004, 

cuando en su presentación sostiene que 
"la democracia no se reduce al acto 
electoral sino que requiere de eficien
cia, trar;:;pa • .:ocia y equidad de las ins
tituciones públicas, así como de una 
cultura que acepte la legitimidad de la 
oposición política y reconozca, y abo
gue por, Jos derechos de todosn (p.23). 
En este sentido, se propone que la de
mocracia sea examinada en su dimen-

sión social, ya que los altos niveles de 
pobreza, de desigualdad social,  han ge
nerado, según las encuestas realizadas 
en los ú ltimos años (Baquero, 2000), el 
aumento de la desconfianza de los ciu
dadanos en las instituciones políticas y 
sus representantes lo que ha l levado a 
que se cuestione la legitimidad de tales 
instituciones. Esto está corroborado por 
el reierido Relatorio que apunta sobre 
"el riesgo de la estabil idad del propio 
régimen democrático" (p. 23). 

Este tipo de preocupación no es una 
sorpresa para muchos dentistas sociales 
latinoamericanos que por mucho tiem
po ya alertaban para la distorsión de la 
comprensión del proceso democrático 
fundado ún ica y exclusivamente en el 
enfoque de ingeniería institucional. Tal 
advertencia, se daba por la constatación 
de que en el período de la democratiza
ción permanecieron vicios politicos tra
diciona les que han contribuido para la 
ineficiencia de las instituciones en res
ponder a las demandas de la población, 
generando predisposiciones de las per
sonas en no creer en esas instituciones y 
mucho menos en las reglas del contrato 
social.  Razón por la cual se asiste cre
cientemente a l  surgimiento de Estados 
paralelos que actúan principal mente en 
los barrios más pobres y dependen del 
narcotráfico. De esa forma, se constata 
la ausencia de una clara base normativa, 
no solamente con relación a las institu
ciones democráticas, pero preoc upante
mente con la propia democracia como 
el aludido Relatoría parece mostrar. 

En este sentido es pertinente evaluar 
el  grado de confianza que los latinoa
mericanos depositan en varias institu
ciones típicas de la democracia repre
sentativa. 
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Cuadro 11 
Conftanza en � Instituciones 

Institución 1996 

Iglesia 76 
Fuerzas Armadas 42 
Judiciario 3 3  
Presidente s/d 
Policía 30 
Congreso 2 7  
Partidos 20 
Televisión 80 

Fuente: latino bar6metro 

Los datos en el Cuadro 1 1  son bas
tante contundentes con relación a l a  
confianza d e  los latinoamericanos e n  
las tres inst ituciones vitales d e  la demo
cracia m i nimal i sta. En el período de 
1 996 a 2000 la media de confianza en 
el ejecutivo es de 38%, para el legislati
vo la media se sitúa en 29.5% y para los 
partidos da 22%. Estos porcentajes, des
de el punto de vista longitudinal y te
niendo en cuenta la historia de los paí
ses (legado autoritario y prácticas políti
cas tradic iona les negativas), no parecen 
ser coyunturales y si el reflejo de un pa
trón que se establece de desvaloriza
ción de las instituciones pol iárquicas y 
de un proceso de desconsol idación de 
la democracia (Pérez, 2003). 

Para Salazar (2004), los partidos ca
recen actualmente de legitimidad a los 
ojos de las  personas. En el caso mexica
no, en mi opi n ión apl icable a todo e l  
continente el autor s e  refiere a los parti
dos: 

''Los partidos actuales se comportan co
mo las empresas electorales de una vie
ja clase polftica que sirven como arenas 
para el reparto del poder y gestión de in
tereses particulares. Postulan los atribu-

1997 1998 2000 

74 78 77 
42 38 43 
36 32 34 
39 38 39 
36 32 36 
36 27 28 
28 21 20 
4b 45 42 

tos personales de los candidatos, no sus 
posiciones ni programas. la competen
cia se rige por las reglas de la mercado
tecnia, los candidatos se venden como 
productos no como portadores de pro
yectos. la elevada inversión en las cam
pañas publicitarias es requisito ineludi
ble y factor de peso en los resultados 
electorales. La demagogia y la propa
ganda son moneda corriente, impunes, 
hasta el momento. los l iderazgos perso
nales cercanos al caudi ll ismo son muy 
prolongados. Los partidos son organiza
ciones verticales, corporativas, burocrá
ticas, que no rinden cuentas a sus mil i
tantes n i  a la sociedad. En más de un 
sentido concluía Warman, esos partidos 
constituyen uno de los mayores obstá
culos para el desarrollo democrático" 
(p.2). 

Desde esta perspectiva, es posible 
conjeturar que el tipo de cultura políti
ca que se ha establecido en América La
tina, no solamente en los años aquí exa
minados, sino a lo largo de su historia, 
se caracteriza por la internal ización y 
natural ización, por parte de los ciuda
danos, de la inefic iencia y poca i mpor
tancia de las instituciones democráticas. 
Si por cultura política se entiende l a  
existencia d e  va lores. actitudes y creen 
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das que predominan en una sociedad, 
entonces los datos de las encuestas lon
gitudinales revelan una dimensión es
tructural de negación de la polftica en 
su forma convencional y poliárquica. 

En este sentido hay una relación 
causal reciproca permanente entre insti
tuciones deficientes que no producen 
ciudadanos con predisposiciones de
mocráticas y estos, a su vez, se distan
cian de el las por no creer en sus objeti
vos. En el caso de América Latina, por 
tanto, la construcción de las representa
ciones sobre la democracia se dan en 
un sentido negativo, influenciado por 
una memoria empírica que no da credi
bil idad a los partidos, gobierno o legis
lativo y que con el tiempo se material i
za en . una memoria colectiva de desva
lorización de la política fundamentada 
en principios o métodos. 

La base socio-económica, que tam
bién impacta en la configuración de es
te tipo de cultura política desconfiada y 
dnica, puede ser avaluada a partir de 
a lgunas informaciones básicas. Por 
ejemplo, entre 1 980 y 1 990 la renta per 
cápita en América Latina cayó 1 1 %  (CE
PAL, 1 995), de tal forma que los salarios 
retrocedieron a los n iveles de 1 976. Al 
mismo tiempo, los índices de pobreza 
aumentaron l inealmente. Entre los años 
de 1 980 y 1 992, setenta mil lones de 
personas entraron en la categorfa de 
nuevos pobres, de 1 36 m i llones para 
1 996, ese húmero aumentó para el 
2000, a más de .200 mi l lones. Para agra
var el cuadro, se constató que el creci 
miento no ha ·logrado contener la  ex
pansión de la pobreza ya que no consi
gue establecer una polftica de d istribu
ción más justa. En ese escenario, produ-

cir más reglas y más instituciones pue
den no tener y no tienen el resultado es
perado. 

Estos factores han generado, por 
parte de los ciudadanos, la búsqueda de 
n uevas formas extra-partidarias (parti
dos y congreso) de presionar al  Estado. 
En ese contexto, una de las característi
cas del nuevo siglo ha sido la  prol ifera
ción de organ izaciones de participación 
política no convencional,  produciendo 
una nueva real idad en la cual se ha ins
titucionalizado una situación no previs
ta por los paradigmas clásicos de la ac
ción colectiva. Ese tipo de sociedades 
asumen un papel relevante, aunque con 
poca visibi l idad, además se las ha estu
diado de manera insuficiente, en la es
tructuración de nuevas identidades co
lectivas para la resolución de problemas 
que exigen una acción colectiva y el  de
sarrol lo de nuevos patrones y comporta
mientos influenciados por valores con
siderados subjetivos e intangibles, tales 
como: la solidaridad, el  fortalecimiento 
de los lazos sociales y la confianza reci
proca. Elementos esos que pueden ser 
vistos como parte de un concepto más 
amplio capital social -. 

El  establecimiento de un puente en
tre la dimensión inst itucional y l as mo
dal idades de democracia participativa 
es el desaffo que los gobiernos futuros 
en América latina tendrán que enfren
tar. La dimensión social,  en la  defin ición 
de la democracia en estos paises, al 
contrarío de épocas pasadas, l legó para 
quedarse. Y, en ese contexto, el papel 
de la sociedad, por medio de un con
junto de iniciativas de movi l ización y 
participación de los ciudadanos. Puede 
ser este un camino que revital ice el con-



cepto de ciudadanía en América Latina? 
O es simplemente una nueva moda des
tinada a desaparecer? Son estas pregun
tas que ahora paso a discut i r. 

Capital social 

De acuerdo con Stockpol y Fiorina 
( 1 999), cuando diferentes perspectivas 
convergen para señalizar la importancia 
de algún elemento en la resolución de 
los problemas que asolan las sociedades 
contemporáneas, se afirma que surge 
una nueva agenda. En este sentido, a 
pesar de las d ivergencias sobre el con
cepto de capital social  (CS), éste se ha 
establecido como área de estudio en la 
ciencia política. Como resultado de esa 
valorización del referido concepto, los 
estudios sobre la influencia de la cultu
ra política en el proceso de democrati
zación de un país han resurgido con 
fuerza. 

A partir del momento en que el 
mercado se instala como eje central re
gu lador de las rel ac iones soc iales, 
emerge un conjunto de problemas que 
sobrepasan la capacidad de resolución 
por parte de las instituciones conven
cionales, generando la necesidad de 
reorientar los estudios sobre el papel de 
la participación de los ciudadanos en la 
política. Tal preocupación nace bajo el 
tftulo de capital social. 

Para una parte significativa de la co
munidad académica de dentistas socia
les, la participación de las personas en 
la política es vista como algo fundamen
tal ,  no solamente porque i nfluencia el 
comportamiento electoral ,  sino también 
porque impacta en el interés de las per
sonas en la  vida pública. Su importancia 
se incrementa en tanto se imagina que 
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puede ser este el camino para la cons
trucción de una democracia social  ma
dura. En este sentido la pregunta no es si 
la  cultura incide en la construcción de
mocrática de un país, de lo que se trata
ría es el cómo comprender su papel en 
el contexto contemporáneo que produ
ce incertidumbre con relación a l  tipo de 
orden social que se está gestando. 

En ese contexto la indagación que 
se coloca en la agenda de la ciencia po
lítica es si una nueva legitimidad puede 
ser construida con la incorporación de 
modal idades no convencionales de par
ticipación política. La respuesta, desde 
el punto de vista de la real politik y de 
la praxis, adoptada por varios grupos 
que transitan en la vida política parece 
mostrar ser ese el caso. Se impone, de 
esta manera, examinar como funciona o 
podría funcionar el capital social en la 
construcción de esa nueva legitimidad . .  

Cuando se habla en capital social 
inevitablemente se genera un campo de 
controversia, pues el concepto, aunque 
se haya institucional izado como campo 
de anál isis, está lejos de generar bases 
de ínter-subjetividad. Tal concepto ha 
sido interpretado de forma diversa de
pendiendo de la perspectiva teórica uti
l izada. La propia noción de capital so
cial  no es un concepto unánime, por lo 
menos para la mayoría que con él traba
jan. Por el contrario, hay más divergen
cias que consensos con relación al pa
pel que es tiene (o no) en el fortaleci
miento democrático. 

Muchas veces, se enfatiza mucho 
más lo que el concepto no es. Ha sido 
común, por ejemplo, establecer una co
rrelación entre capital social y el poten
cial  de construcción de redes de exclu
sión y de movimientos que pueden l le-
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var a la institucionalización de grupos 
ideológicamente negativos en todos los 
p lanos (nazismo, n arcotráfico, gan
guees, sectarismo, entre otros). 

En otra lfnea de crítica al  concepto 
de es se l lega a argumentar que el mis
mo sería negativo, a largo plazo, pues 
los i ndividuos empoderados como re
su ltado de esfuerzos en la construcción 
de es se tornarían políticamente sofisti
cados lo que podría generar la muerte 
de la polftica (G iassman, 1 998). Tal ar
gu mento defiende la no-participación 
de los ciudadanos en la polrtica. Para 
otros autores (Harris, 2001 ) la idea de 
que es genera una sociedad civil  vi
brante no corresponde a la rea l idad, 
pues esta manera de ver es minimiza la 
i mportancia de la acción del Estado y de 
la propia política. Para este autor, la 
cuestión no es la de construir capital so
cial, de lo que se trataría es del estable
cimiento de contextos donde las perso
nas puedan realizar las pOtencial idades 
de su capital social. En síntesis, Harris 
defiende que la popularización del con
cepto de es se debe al hecho de que 
potencial iza las perspectivas de mejorar 
la democracia s in  los inconvenientes de 
una polftica de contestación y los con
flictos i nherentes a la democracia. 

Divergir de estos argumentos no es 
tarea fácil,  pues la identificación de co
rrelaciones pos-factum entre categorías 
conceptuales no empíricas no puede ser 
refutada. Pero si ese argumento es l leva
do a su extremo normativo, ningún con
cepto podría ser propuesto como alter
nativa. 

Estudios de esta naturaleza, sin em
bargo, son val iosos pues no n iegan to
talmente el papel que e l  es, como par
te de un proceso más comprensivo que 

actúa concom itantemente con otros 
agentes med iadores, debe tener en el 
fortalecimiento democrático de una na
ción. Las divergencias, generalmente 
son de naturaleza metodológica. En 
otras palabras si las instituciones vienen 
antes o después del capital social .  En el 
caso de este trabajo enfatizamos e l  pa
pel positivo de asociaciones como enti
dades paralelas de injerencia política, 
en consecuencia de un proceso históri
co que generó una memoria colectiva 
de desapego a las instituciones políticas 
y que a lo largo del tiempo se a l i mentan 
recíprocamente, o sea desconfianza-ins
tituciones-más desconfianza. 

Aunque se reconoce que las asocia
ciones pueden en determinadas circuns
tancias generar aspectos negativos, 
pienso que para sa l ir  de este d ilema es 
pertinente examinar el es desde el pun
to de vista de su util idad práctica. Bási
camente deberíamos responder a las si
guientes preguntas: Son importantes los 
mecanismos que busquen empoderar a 
los ci udadanos? Formas alternativas de 
participación política son útiles o dele
téreas para el proceso de construcción 
democrática? El capital social  ayuda o 
no a desarrollar nuevos patrones de 
comportamiento político que valoricen 
las dimensiones subjetivas (no institu
cionales de la democracia)? Estas pre
guntas deben ser exam inadas desde la 
perspectiva de una praxis prepositiva y 
de intervención sociológica para no 
caer en la armadi l la de sal ir de una nor
matividad para caer en otra, pues en 
principio las respuestas serian siempre 
positivas. 

La d iferencia está en la capacidad 
de sal i r  del d iagnóstico para la acción. 
Tampoco se parte del presupuesto de 



que la acción en actividades de genera
ción de es necesariamente resulte en 
aspectos positivos. E l las pueden y, de 
hecho, han generado CS negativo. Pero 
lo que me parece importante enfatizar 
es que la dimensión positiva de la apli
cación práctica de este concepto se so
brepone a los efectos negativos. De 
acuerdo con Putnam ( 1 997, p.27), in
vestigaciones empíricas l levadas a cabo 
en varios contextos han confirmado que 
las normas y redes de envolvimiento cí
vico (capital social) pueden mejorar la 
educación, disminuir  la pobreza, con
trolar el  crimen, propiciar el desarrol lo 
económico. promover mejores gobier
nos e inclusive reducir los índices de 
mortal idad. En el caso de Latinoamérica 
existen ejemplos significativos de gene
ración de es positivo en varios escena
rios (Vi l la el Salvador en Perú; Las ferias 
de consumo popular en Caracas y el 
Presupuesto participativo en Porto Ale
gre, Brasil) (Ki iksberg, 2000). Tales ex
periencias, me parecen, ayudan a acla
rar como las interacciones del cotidiano 
de las personas están conectadas a l  fun
cionamiento de las instituciones y como 
las relaciones de ese cotidiano produ
cen (o no) normas sociales y culturales 
que moldean los patrones de i nc lusión 
o exclusión institucional. 

El contexto actual 

De esta manera, para evaluar  el po
tencial  de es es pertinente contextua l i
zar la situación actual de los países de 
América Latina, principalmente con re
lación a la institucional ización del mer
cado como fuerza suprema y determi
nante de las relaciones de poder. 
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Es innegable que la determinación 
del mercado como eje principa l  de las 
relaciones sociales en nuestro continen
te genera un estado de poca atención 
con relación a áreas estratégicas de de
sarrol lo social: transporte colectivo, sa
lud, educación y seguridad. Dentro del 
nuevo modelo neoliberal, que se conso
l ida en los años 80, esas d imensiones 
sirvieron como base para la estructura
ción de una sociedad de mercado y no 
de una economía capita l i sta (Lechner, 
1 996), determinando consecuentemen
te, una des-estructuración de la socie
dad por la pérdida del referencial de 
constitución de identidades colectivas. 
De hecho, se puede afirmar que una de 
las características del inicio del nuevo 
m ilenio es la creciente crisis de identi
dades tradicionales en América Latina. 

Las nuevas identidades colectivas 
que surgen en ese nuevo contexto no 
encontraron, en la institucional idad vi
gente, organizaciones que asumiesen la 
responsabi l idad de agregar intereses. Y, 
cuando se intentó articular esos grupos 
fue de manera más simbólica que efi
c ientemente. De manera general ,  am
pl ios sectores de la población quedaron 
no solamente excluidas de las políticas 
sociales, también de la propia estructu
ra del Estado. 

En consecuencia a esas condicio
nes, se ha establecido el estudio de ca
pital socia l  con relación a su papel en el 
desarrollo polftico y económico, princi
palmente porque su premisa central es 
que niveles elevados de capital social 
generan normas de cooperación y con
fianza reduciendo los costos de transac
ciones y atenuando la intensidad de 
confl ictos. 
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De esa forma, en vez de enfocar los 
determinantes convencionales de com
portamiento político, tales como: la di
mensión socio-económica, el n ivel de 
recursos, son las redes personales, el 
comportamiento asociativo y las nor
mas positivas que se correlacionan y 
posiblemente determinan los aspectos 
más tradicionales de actitudes y com
portamiento polltico. De la misma for
ma, dentro del concepto de CS está im-. 
plícito un modelo de dudadania, partí· 
cularmente del ciudadano virtuoso que 
vota, obedece la ley y se envuelve en 
actividades voluntarias. En la medida en 
que es comprende a la confianza ínter
personal. las n uevas formas de sociabi
l idad (tercer sector, voluntariado, coo
perativismo) que han surgido y que pa
recen más vibrantes no pueden ser con
sideradas como sust itutos de forma!i 
más tradicionales de relaciones sociales 
que envolvían la participación más acti
va de las personas. Las formas alternati
vas de partici pación polltica moderna, 
genera lmente no consideran e l  grado de 
confianza reciproca entre las personas, 
consecuentemente, de acuerdo con Put
nam (1 997), pueden ser caracterizadas 
por relaciones terciarias, pues no exi
gen, en la mayoría de las veces conexio
nes sociales. 

Democracia y cultura política vía capi
tal social 

Una de las preguntas para la cual 
las respuestas son muy frágiles, hace re
ferencia a l  por qué en algunos países, 
particularmente en el caso latinoameri
cano, prácticas tradicionales dificultan 

el desarro l lo de CS. Pienso que el  análi
sis de otros tipós de democracia que 
han aparecido en los ú ltimos años, nos 
pueden dar pistas de lo que está ocu
rriendo en nuestros países. Por ejemplo 
Kohl i  (1 997) sugiere que la mayoría de 
los países en desarrol lo pueden ser en
cuadradas en tanto seguidores del mo
delo occidental (follower democracies). 
Los países que tienen este tipo de demo
cracia exhiben bajos n iveles de eficacia 
en diagnosticar y resolver los problemas 
de naturaleza socio-económica, aunque 
en un sentido pol iárquico, continúen 
operando razonablemente bien. 

En la misma línea de análisis, otro 
calificativo para nuestros países ha sido 
el denominarlos como democracias i l i· 
berales (11/ibera/ democracies), las cua
les parecen desarro l lar un tipo de demo
cracia que faci lita los procedimientos 
democráticos, pero fracasa en propor
cionar l ibertades cívicas y en garantizar 
los derechos humanos. En este tipo de 
democracia la práctica de garantizar los 
derechos políticos y simultáneamenfe 
negar las l ibertades civi les se ha trans
formado tanto en una dimensión ideoló
gica como teórica. Ideológica en el sen
tido que líderes políticos, de los países 
en desarrol lo, crecientemente defienden 
una democracia guiada o resguardada, 
consecuentemente, gobiernan por me
dio de decretos gubernamentales o de
cretos de ley a pesar de la existencia de 
Congresos legítimamente elegidos. En la 
perspectiva teórica, la democracia i l ibe
ral es vista como un caso diferente de 
democratización que no se encuadra en 
las versiones padronizadas de la teoría 
de modernización (Engberg, jan e Ers
son, Svante, 1 999). 



En el a mago de este tipo de gobier
no está la idea de que es necesario res
tringir y controlar la democracia en su 
sentido más amplio, o sea social,  princi
palmente las l ibertades cívicas para po
der controlar la sociedad por medio de 
s istemas partidarios dominantes, fraude 
electoral ,  manipulación y privi legios en 
el tratamiento jurídico de los ciudada
nos, cooptación y restricciones al dere
cho de organ izarse. 

De esta forma, las naciones que se 
encuadran dentro de este t ipo de demo
cracia de acuerdo con Zakaria ( 1 997), 
son países que están lejos de estar en un 
proceso transidonal, parece que están 
estableciendo formas de gobierno que 
mezclan un grado substancial de demo
cracia con un grado substancial de i l i 
bera lismo. De la  m isma manera que 
muchos países globalmente se han aco
modado con muchas variaciones del 
capitalismo, también podrían adaptarse 
y sustentar formas variadas de democra
cia. La democracia occidental l iberal 
puede no ser, el destino final del cami
no democrático, s ino simplemente una 
de las muchas salidas (p.24). En el caso 
de América Latina esto sugiere la exis
tencia de regímenes democráticos que 
conviven con Estados ol igárquicos (Sán
chez-Parga, 2001 ). 

Desde la perspectiva teórica de otro 
autor, que ha cal ificado la democracia 
en los países en desarro l lo de forma ne
gativa, el  adjetivo uti l izado ha sido e l  de 
"democraci a  predatoria" (Diamond, 
200 1 ), los países que presentan esta mo
dal idad de democracia, la noción de 
comunidad real está ausente. Tampoco 
existe una visión compartida del bien 
públ ico, se constatan índices de falta de 
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respeto por la  ley, lo que en muchos ca
sos ha redundado en la  institucionaliza
ción de estados paralelos dominados 
por grupos que recurren a la coerción y 
a la violencia para garantizar la obe
diencia de las personas (narcotráfico, 
por ejemplo). En la d imensión del com
portamiento de las personas el c in ismo 
y el oportunismo son prácticas corrien
tes y cotidianas. El elemento catal izador 
de cooperación entre los i nd ividuos es
tá basado en intereses particulares y pri
v i legios que pueden resu ltar de esas ac
ciones colectivas. No hay n ingún sentí
do de horizontal idad que valorice la co
lectividad. Se profundizan las relacio
nes de c l ientela, aumentan los índices 
de concentración de la renta, lo que trae 
como consecuencia un proceso cre
ciente de exclusión sociaL 

Tal escenario (democracia predato
ria, i l iberal o seguidora), es propicio pa
ra la creciente desconexión entre Estado 
y sociedad. Los ciudadanos se tornan, 
cada vez más desconfiados y hay una 
tendencia para el i nd ividualismo exa
cerbado. Aunque esos modelos ideales 
no sean absolutos, los m ismos sugieren, 
para el  caso de América Latina, en pro
medio la ampliación de la desconexión 
entre Estado y sociedad. 

De esa forma, un patrón que se ob
serva es de que los ciudadanos se están 
tomando en sujetos híbridos de la polí
tica que mezclan actitudes y predisposi
ciones de resignación y hosti l idad a· la 
pol ítica .. la mayor parte de las personas 
no están interesadas y m uestran altos 
grados de apatía y ál ienación (Baquero, 
2000). los ciudadanos participan me
nos en los asuntos políticos y, de esa for
ma tienen menos poder para fiscal izar 
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las autoridades elegidas. Tal situación 
ha generado un consenso sobre la nece
sidad de revitalizar la sociedad latu sen
so para un papel de más fiscalización de 
las· políticas públicas. 

Así se considera que la cultura seria 
una explicación potencial para evaluar 
(o no) la cualidad de la  democracia. Pa
ra varios autores, por ejemplo, Putnam y 
Huntington, las tradiciones culturales 
son durables y moldean el comporta
miento polftico económico de las socie
dades contemporáneas. 

En esa perspectiva, se argumenta 
que el desarrollo económico y la demo
cracia en las sociedades avanzadas fue
ron influenciados por valores tales co
mo: dignidad individuat responsabil i 
dad e in iciativa, plural ismo social, l iber
tad económica y política, obediencia a 
la ley, así como la presencia de un go
bierno poco eficiente. Desde el punto 
de vista culturalista, algunos países pue
den emplear la tecnología para movil i
zar recursos, de tal forma que contribu
yan para la modernización de un país, 
s in embargo la prevalencia de algunas 
características que dificultan el fortale
cimiento democrático (personalismo, 
c l ientelismo) puede condenar esas so
ciedades a l  subdesarrollo social. 

E l  contrapunto a esa argumentación 
está basado en el papel de las políticas 
económicas y de las instituciones en la 
construcción democrática. Siguiendo 

esa línea de análisis, cualquier país que 
oriente sus políticas de acuerdo con re
glas institucionales de una economía 
abierta de mercado es capaz de atraer 
capital e inducirlo a investir generando 
nuevas riquezas. Sí el desarrollo econó
mico es persistente (según esta lógica), 
la democracia en su dimensión maxi
malista es una consecuencia natural .  La 
forma como se procesa esa relación es 
la de que el desarrol lo económico pare
ce i ncidir en el cambio gradual de valo
res de sobrevívencia (inmediatos, mate
rial i stas), hacia valores de auto-expre
sión (pos-material istas, colectivos carac
terizados por la confianza interpersonal 
e institucional). Esa relación, desde mi 
punto de vista, no puede ser evaluada 
en un sentido inductivo, pues institucio
nes y cultura caminan y evolucionan 
paralelamente. Instituciones eficientes 
generan expectativas positivas y com
portamientos cívicos, los cuales retro
al imentan la necesidad de instituciones 
cada vez más eficientes. En el caso de 
América latina, la forma como las per
sonas se relacionan entre sí y con las 
instituciones políticas es la l lave para el  
desarrollo. Cultura, instituciones y sobre 
todo el capital social actúan de forma 
orgánica en un contexto de solidifica
ción de la democracia. E l  modo por el 
cual esos elementos son i ntegrados se 
presenta en el gráfico L 



Gráfico 1: Modelo integrado del capital social 
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El modelo presentado, tiene como 
objetivo el posibil itar una visualización 
de la importancia de integrar, en cual
quier anál isis referente a la democracia 
en América Latina, conceptos conside
rados consecuentes o antecedentes. Ca
pital social ,  en esta perspectiva, no es 
visto como la surna total de respuestas 
cognitivas sobre confianza, sino que 
también, como un elemento que es 
afectado por la estructura social, el tipo 
de gobierno y la historia de un país. Ma
l loney ( 1 988) ha defendido la idea de 
que es deba ser comprendido como de
pendiente del contexto el cual es cons
tituido (o no) y como un recurso natural 
en las relaciones entre actores políticos. 
Algunos estudiosos defienden el exa
men de capital social dentro de una 
perspectiva interpretativista (Marsh y 
Smith, 200 1 ) o sinérgica (Narayan, 
2000). En realidad, CS en su dimensión 
práctica debe ser visto como parte de un 
proceso continuo de empoderamiento 
de los c iudadanos y de reforzamiento 
de las instituciones, en un círculo vir
tuoso que debe ser reinventado cotidia
namente en razón del carácter conflicti
vo, pero saludable de la construcción 
democrática de una nación. 

En ese sentido, existe actualmente 
una convergencia de opiniones entre 
los actores sociales y políticos tanto co
mo en las instituciones, de que para que 
un país se desarrol le son necesarios va
rios tipos de capita l .  Es imperativo, por 
"'i"'mrln. "'' r;¡rit;¡J fin;¡nf'iPrn, fl'"" ""
mentar la productividad, crear fuentes 
de empleo y riqueza. Se necesita, tam
bién capital físico, no solamente para 
las empresas, también para las comuni
dades y para los países. En esa dimen-

sión, el  l:stado tiene un papel tunda
menta l, en lo que se refiere a proporcio
nar una infraestructura adecuada que 
posibi l ite el aumento de la producción y 
proporcione bases eficientes de comer
cio exterior priorizando el capital pro
ductivo y no el especulativo. El capital 
humano es esencial visto que, si por un 
lado, puede surgir de experiencias y en
trenamiento, generalmente exige educa
ción avanzada. Es necesario resaltar que 
el capital humano puL>de ser acumula
do, para transformar un país en compe
titivo, solamente cuando el estado pro
porciona una educación pública efecti
va,  a nivel masivo. Putnam ( 1 997) colo
ca bien esta cuestión, al argumentar que 
inclusive una democracia deliberativa 
depende del grado de empoderamiento 
y competenc ia cívica de los ciudada
nos. Esto quiere decir que una democra
cia del iberativa solamente puede fun
cionar si las personas tienen condicio
nes iguales de del iberación y e'itO sola
mente puede ocurrir con n iveles masi
vos de educación y empoderamiento de 
los ciudadahos, vía capital social. 

En ese sentido el CS pasa a ser esen
cial para ayudar a generar capital huma
no, físico e institucional. La sistemática 
de funcionamiento se da por la vía de la 
confianza interpersonal, o sea. cuando 
las personas en una sociedad confían 
unas en las otras, cooperan y se perci
ben con relación a los otros como igua
les políticamente; hay uha mayor ten
rl�nri:. Y pr,::.rfi�ro�irión r�r� "P�I tir nor
maS de convivencia social y se compor
ta creativamente, pagando impuestos, 
construyendo instituciones políticas que 
produzcan l ibertad política, económica 
y promuevan el crecimiento económi-



co. La ausencia de CS produce socieda
des cuyas características son: la descon
fianza, la explotación y l a  dominación, 
i ngredientes que pueden causar e l  rom
pimiento del contrato socia l .  Este me 
parece ser el caso de América Latina, 
donde las leyes no encuentran eco e11 
las normas que los ciudadanos interna
l ízan, creando una situación de crisis de 
legitimidad permanente. 

Consideraciones finales 

Una de las cuestiones que se impo
ne en esta discusión es l a  siguiente: por 
qué a lgunos países se desarrol lan políti
camentP y otros no? En este sentido, es 
necesario rescata r los elementos h istóri
cos identificados en !a l iteratura, como 
aquel los obstácu los en la construcción 
eficiente de la democracia, en tanto fac· 
tores que si bien no determinan, por lo 
menos, expl icnn los obstáculos de la 
construcción democrática, a través del 
concepto de CS. 

De acuerdo con Putnam, las  socie
dades con e levados índices de es, en 
una comunidad dvica, se caraderizan 
por la confianza entre si, por el  estable
cimiento de todo tipo de asociación y 
cooperación recíproca para a lcanzar 
obíetivos colectivos más ampl ios. Las 
personas pueden divergir en sus opi nio
nes, sin embargo prevalece el respeto 
mutuo y la tolerancia de las d iferenc ias 
y existe algún sentido de solidaridad 
con la colectividad que transciende esas 
diferencias. En el campo politíco, los 
c iudadanos se ven unos a otros como 
iguales y creen en la igualdad de opor· 
tunidades, aunque reconozcan que l a  
igualdad perfeda nunca podrá ser a l 
canzada. En una sociedad con  esas ca-
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racterísticas, las relaciones entre las per
sonas son de naturaleza horizontal, pre
valcd.:;ndo .J fióip<::.::tu y lc1 igualdad. 
Hay un sentido elevado de c iudadanía 
(virtud dvka). En esos sistemas políti
cos, las instituciones de gobierno exis
lt:!ttlt:::. :.un dh..it:!nlt:!s, visto que la apl ica
ción de las políticas públ icas reprodu
cen un comportamiento cívico. 

Tal modelo de democracia no ha si
do establecido en nuestros países que, 
por el  contrario, históricamente sufrie
ron una castración cu ltural, generando 
una cultu ra híbrida de negación de 
nuestras raíces y valorizando lo externo 
por medio de la i nstituciona l ización de 
la imitación o del efecto de demostra
ción (Ayerbe, Mol ina, N úñez, 2004). 

De esta forma, la cultura de con
fianza, cooperación, reciprocidad, res
peto, tolerancia y compromiso, en otras 
palabras, civi l idad, obviamente no ten· 
drá futuro en países en los cuales las 
i nstituciones políticas vigentes no posi
b i l itan la solidificación de esas predis
posiciones, esto es lo que los datos del 
Cuadro 1 1  nos ayudan a comprender. En 
otras palabras, no podemos colocar l a  
democracia anglo-sajona como modelo 
a ser seguido, siendo imperativo cons
tru i r  nuestra propia cultura política a 
partir de una comprensión profunda de 
nuestras ralees, pecul iaridades y carac
terísticas. Si  no hacemos esto, estamos 
destinados a ser meros seguidores de 
una forma de democracia que no tiene 
raíces h istóricas o culturales en nuestros 
países. 

De ahí que, la teoría de la cultura 
polltica, en su versión anglo-sajona, no 
encontró condiciones aná logas en los 
países emergentes o en desarrol lo que 
garantizasen l a  construcción de un  sis-
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tema basado en los moldes de{endidos 
por los autores de la cultura cívica. Por 
ejemplo, en los años 90 se constató que 
la adopción de una constitución más 
democrática y la presencia de procedi
mientos pol iárquicos estaban lejos de 
constituirse en eleméntos suficientes pa
ra garantizar el fortalecimiento demo
crático 

En. este sentido, al presente, es difí
c i l  establecer una frontera que del imite 
donde la cu ltura termina y las institucio
nes comienzan, lo que está claro es que 
hay una integración innegable entre las 
dos. 

Actualmente, tanto los estudios de 
carácter h ist,órico como también las in
vestigaciones empíricas, apuntan hacia 
las sociedades latinoamericanas como 
detentoras de una cultura política frag
mentada e influenciada por valores de 
desconfianza. En tales sociedades, el 
cl ientel ismo en un sentido moderno, 
prospera y las desigualdades de acceso 
al poder pos ib i l itan relaciones de de
pendencia y exploración, generando 
mayores índices de desigualdad social .  
En el  campo pol ítico, el  proceso de in 
termediación politica se da por medios 
de mecanismos que favorecen la i nfor
mal idad y fa corrupción. El ciudadano 
tiende a orientar su comportamiento en 
la perspectiva de relaciones terciarias, o 
sea, establece una relación d irecta entre 
él y la persona del candidato i nstitucio
nal izando el personal ismo. Las organi
zaciones de mediación política (parti
dos) son colocadas en s�gundo plano. 
Investigaciones de opin ión real izadas 
en los ú ltimos veinte años en América 
latina han mostrado que más de 60% 
de los electores, a la hora de escoger su 
candidato, tiene en consideración mu-

cho más a la persona del candidato y no 
al  partido a l  cual él pertenece {Encuesta 
Panamericana, 1 998). 

Es fundamental resa ltar que en este 
tipo de sociedades como las referidas 
por Diamond, como de carácter preda
torio, las personas en la base no consi
guen cooperar entre sí porque están pre
sas en redes verticales, fragmentadas y 
distantes uné:ls de las otras y, fundamen
talmente, se muestran desconfiadas. Y 
cabe afirmar que los medios de comuni
cación, en este contexto de globaliza
ción, profundizan esa desconfianza. 

Erí ese contexto, una sociedad pre
datoria no conduce a úna democracia 
eficiente, pues ésta requiere del consti
tucional i smo y del respeto a la ley. En 
una sociedad de esta naturaleza, las 
personas acumulan fortunas por medio 
de la mani pu lación y de privi legios 
aprovechándose del Estado, explotando 
a los más débiles y burlando la ley. Hay 
claramente un sentido de impunidad. Se 
reproducen las características de una 
sociedad "hobbesiana" donde la  línea 
entre la autoridad constituida y el  ban
dido es cada vez más tenue. En tal esce
m1rio, donde el orden está en decaden
cia y la economía estancada, las nacio
nes tienden a ser más d ivididas que 
orientadas para la valorización de. la co
mun idad. Puede afirmarse que la demo
cracia solamente puede ser estable don
de las normas, el comportamiento y las 
i nstituciones son predominantemente 
cívicas y con predisposición al enfrenta
miento eficiente de los problemas socia
les. 

En la mayoría de nuestros países, 
sin embargo, las normas, las estructuras 
sociales y el vacuo institucional, así co
mo las deformidades de la sociedad pre-



datoria, están tornándose endémicas y 
pel igrosas. Infelizmente debemos reco
nocer que es éste el caso de la mayoría 
de los países de América Latina. F ue es
ta reflexión que me l levó a formu l ar el 
título de este trabajo, o sea la idea de 
que sin legiti midad y credibi l idad la de
mocracia es solamente una i lusión. 

La pregunta que surge después de 
haber trazado este escenario es: Es posi
ble cambiar este panorama solamente 
con cambios cu lturales? La respuesta 
me parece afirmativa pero; c laro está 
que no es condusiva. Los cambios cul
turales son lentos y dependen funda
mentalmente del formato institucional, 
social ,  político y económico. 

Es necesario, por tanto, un esfuerzo 
sinérgico, ya que las características de 
la política tradicional continúan presen· 
tes en la cultura política latinoamerica
na, que muestra pred isposición para 
aceptar soluciones drásticas en la políti
ca; a la adm iración por l íderes fuertes, y 
un desprecio por las instituciones po
l iárquicas. De esa forma, a unque el én
fasis de este trabajo está en la di mensión 
cultural, sería ingenuo imaginar que es
te concepto esté d isociado de l a  dimen
sión i nstitucional .  Es importante resa ltar, 
que el énfasis excesivo dado a la dimen
sión institucional, ha generado un con
junto de expectativas en el sentido de 
que bastaría adoptar instituciones de
mocráticas y los problemas de un país 
esta rían resueltos. América Latina es u n  
rl;un ejemrln .;., 1 ,.  f;l i;Ki<� riP esa pers
pectiva. Actua lmente se reconoce la im
portancia de examinar el papel que la 
cultura política tiene o no en la demo
cracia. lo que parece estar claro, sin 
embargo, es el hecho de que una cultu
ra participativa envuelve un proceso de 
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generación de normas y comporta mien
tos participativos, colectivos y coopera
tivos, con elevados índices de confianza 
interpersona l .  La i ndagación subsecuen
te no podría ser otra que el  cómo eso se
ría posible en n uestros países. Creo que 
u na respuesta promisoria está en el  uso 
reterritoria l izado de capital soc ia l .  
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Proceso decisorio y democracia: impases 
y coaliciones en el gobierno de Lula· 
Luzia Helena Herrmann de 0/iveira .. 

En Brasil, los grupos de intereses tienen el hábito de presionar a la.s esferas de poder y eso ocu
rrió tanto en la reforma de la Seguridad Social cuanto en la reglamentación de la soya trans
génica. Sin embargo, cuando los mecanismos decisorios son más negociados, ocurre una pu
blicitación mayor de las cuestiones en juego y la política sale fortalecida. 

-E 1 objetivo de este artículo es 
anal izar el proceso legislativo 
durante el primer año de gobier

no de Lula, procurando problematizar 
dos cuestiones de naturaleza teórica. La 
primera es el debate en torno a lo que se 
acordó l lamar presidencial ismo de coa
l ic ión, concepto que ha prevalecido en 
la l iteratura política brasileña desde ha
ce cerca de una década. Esa teoría, de 
cuño neo-instituciona l i sta, se basa en 
un exhaustivo volumen de datos sobre 
el proceso político decisorio, con el fin 
de demostrar que el sistema político 
brasileño construido con la democrati
zación de 1 988 no es tan frági l  como se 
imaginaba - sea en virtud de la implan
tación del sistema presidencial ista, sea 
en virtud de la alta fragmentación del 
sistema partidario vigente- y afirmar que 

la estructura institucional ofrece capaci
dad gubernativa y eficacia al Estado. 

La segunda es la relación que se es
tablece entre las estructuras i nstitucio
nales y la democracia propiamente di
cha o,  dicho de otro modo, entre las es
tructuras en vigor y los valores pol íticos 
que las sustentan. Esta es una cuestión 
de c�rácter eminentemente normativo, 
que fundamenta uno de los d i lemas cru
ciales de los sistemas representativos 
modernos. Como afirma Giovanni Sar
tori (1 962, p.28), una ambigüedad in
trínseca permea las democracias, pues, 
s i  el las "asumen en demasía el punto de 
vista de los gobernados, corren el riesgo 
de atrofiar y paral izar al gobierno; si por 
el contrario, procuran absorverlos de
masiado en el Estado, prodríamos decir, 
que el parlamento asume exagerada-

La versión en portugués de este artículo aparece publicada en la Revista Brasi leira Direito 
Constitucional, Vol. 3, 1 er. Semt. 2004. Traducido al castel lano por María Judith Hurtado. 

** Dra. en Ciencias Sociales. Profesora de Ciencia Política de la Universidad Estadual de Lon
drina 
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mente el punto de vista ·del gobernante 
y corre e l  riesgo de no desempeñar ya 
su función representativa". Por tanto, lo 
que se pretende discutir es e l  modo có
mo el actual d iseño i nstitucional brasi
leño ha i nfluenciado en la construcción 
efectiva de la democracia en el país, sea 
por favorecer la función representativa, 
sea por fortalecer la toma de decisiones 
del gobierno. 

La perspectiva aquí adoptada es 
que la victori a  e lectoral de Lula trae da
tos nuevos para el examen de la reali
dad, mostrando con mayor c laridad 
cuestiones que permanedan ocu ltas  du
rante toda la década de los 90. Con la 
victoria de Lula se hizo más nítida la 
segmentación política de la sociedad 
brasileña y las luchas trabadas a n ivel 
del Estado. De este modo, el estudio del 
proceso legislativo de implantación de 
dos políticas de gobierno en el 2003, es 
úti l para mostrar e l  constreñimiento i m 
puesto a los actores por e l  d iseño políti
co institucional .  

El presidencialismo d e  coalición en el 
B rasil posterior al 88 

Desde el in icio de la década de los 
90, uno de los temas centrales de la 
Ciencia Política en Bras i l  ha sido la re
lación entre los poderes Ejecutivo y Le
gislativo. U n  número significativo de es
tudiosos pasó a observar el funciona
miento de estos dos poderes en sus d i 
námicas i nternas, procurando averiguar 
en qué med ida estaba correcta la teoría 

tradi cional mente difundida en la l itera
tura política, que problematizaba la fal
ta de institucional ización de los partidos 
en Brasi l y enfatizaba l as d ificultades de 
funcionamiento del sistema presiden
cíal i sta-multipartidario, tal como fue 
mantenido én la Carta Constitucional de 
1 986. 

Durante la década de los 90 la  in
vestigación teórica se volvió primordial
mente hacia los mecan ismos politico
decisorios del Estado, procurando verifi
car cuánto "importan las reglas", en la 
determi nación de l a  conducta de los ac
tores, y cuánto la fragmentación de los 
partidos en Brasil i nterfiere, actuando 
como veto-player que paraliza el proQe
so de la toma de decisiones. 

Según esa interpretación, que hoy 
goza de gran prestigio en la l iteratura 
política brasileña, la Constitución de 
1 988 fortaleció el poder Ejecutivo a l  
crear mecanismos centra l izadores ine
xistentes en la antigua experiencia de
mocrática del período 1 946-1 964. Por 
el contrario, la actual legislación consti
tucional ofrece una extensa gama de 
poderes legislativos a l  Ejecutivo 1 , invir
tiendo la antigua relación de fragi l idad y 
dotándolo de ampl ia capacidad deciso
ria. Sumadas a eso otras prerrogativas 
i nstitucionales q ue igual mente actúan 
como mecan ismos central izadores para 
el presidente de la Repúbl ica. Es el  caso 
del Reglamento I nterno del Congreso 
Nacional ,  que al garantizar gran auto
nomía a los l iderazgos part idistas, faci l i 
ta la formación de al ianzas entre Ejecu-

La capacidad legislativa del Ejecutivo l lega hasta e l  derecho de enviar a la Cámara de Di
putados proyectos de ley ordinaria, leyes complementarias, enmiendas constitucionales, 
proyectos presupuestarios y medidas provisionales. 



tivo y Legislativo, entregando al primero 
el "poder de la agenda" (FJGUEIREDO 
YliMONG I, 1 996; 1 998), 

Bajo la óptica del presidencial ismo 
mult ipartidario, son los gobiernos de 
coal ición quienes gara ntizan la estabi l i 
dad política, gracias a las al ianzas entre 
el poder Ejecutivo y los partidos presen
tes en el parlamento que forman la base 
gobiernista y dan sustentación a las po
líticas de gobierno. Pero como observa 
Vicente Palermo (2000), no hay consen
so en la teoría sobre el modo como se 
establecen esas relaciones2. Para a lgu
nos investigadores, la relación es impo
sitiva, pues al a liarse los l íderes partida
rios que tienen el  control de la  Mesa Di
rectiva del Congreso Nacional ,  el  poder 
Ejecutivo da el tono y el ritmo del pro
ceso legislativo, direccionando la pauta 
de la discusión de acuerdo a los temas 
que interesan al gobierno (FIGUEIREDO 
Y LIMONGI, 1 996; 1 988). En  la visión 
de otros, sin embargo, ocurre una rela
ción de negociación exp l íc ita. Por 
ejemplo, para Rachel Meneguel lo 
( 1 998, p. 1 66) hay en la estructura polí
tica actual "una d inámica c ircu lar  entre 
la arena electoral y la arena guberna
mental que define la relevancia de los 
partidos para los gobiernos, constitu
yéndose un círculo virtuoso de fortaleci
miento de la acción partidaria". 

En cua lq uiera de los casos se trata 
de un acuerdo en que los incentivos 
ofrecidos por el poder Ejecutivo favore
cen la cooperación parlamentaria. En
trega de ministerios a los partidos al ia-
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dos (MENEGUELLO, 1 998,; AMORIN 
NETTO, 2000), l iberación de viáticos 
presupuestarios de acuerdo al apoyo 
que recibe (CHAGAS, 2002j y otros re
cursos d ispon ibles y rutinariamente uti
l izados por el Ejet:utivo garantizan el 
apoyo partidario a las políticas de go
bierno. 

Y aún las normas fuertes y un ilatera
les, corno el derecho del Ejecutivo a 
d ictar medidas provisorias (art. 62 de la 
Constitución Federal )  son percibidas por 
a lgunos como mecanismos de delega
ción del poder Legislativo al Ejecutivo, 
con el propósito de minimizar la pauta 
legislativa y posibi litar un espacio de 
tiempo (en el cual las reglas entran en 
vigor) para que los grupos descontentos 
se movi l icen en un proceso semejante a 
la "alarma de incendio". Según Amorín 
Netto e Tafner (2002, p . 1 8) ", se trata 
ciertamente, de un mecanismo institu
cional de ajuste ex post más adecuado y 
conveniente a u n  Legislativo como el 
brasi leño. En su ausencia, la única a lter
nativa que restaría al Congreso para ha
cer valer sus preferencias sería una per
manente obstrucción al Ejecutivo". Pero 
también aquí se trata de una posición 
bastante polémica. pues .otra parte de 
los dentistas polít icos brasileños tiende 
a defin ir  la abusiva expedición de medi
das provisorias como un acto de usurpa
ción del poder (PESSANHA, 2002). 

Aunque presenten entre sí divergen
cias expl icativas, esos estudios tienden 
a destacar que la estructura institucional 
vigente en el  pais desde la democratiza-

1 La controversia no alcanza apenas a la cuestión conceptual sino también a la empírica: 
Amorín Netto (2000), por ejemplo, no concuerda ni siquiera en que todos los gobiernos 
brasi leños de la década de los 90 puedan ser definidos de esa forma 
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ción de 1 988 constriñe a los actores, fa
c i l itando coal iciones que espontánea
mente no se realizarían y organizando 
apoyos partidarios en un país de débil 
institucional ización de· los partidos. Son 
análisis fundl:lmentados en consistentes 
observaciones empíricas del proceso 
decisorio durante la década del 90. 

Durante ese período se realizaron 
profundos cambios políticos y económi
cos en e l  país, cambios que exigieron 
varias enmiendas constitucionales y que 
d ieron un nuevo perfi l al Estado y a la 
economía. Principalmente en el gobier
no de Fernando Henrique Cardoso se 
aprobaron leyes que desmontaron el Es
tado intervencionista y nacional ista bra
si leño (la l lamada era Vargas) incertan
do al pafs en la economía globalizada: 
estabil ización de la moneda, políticas 
de responsabi l idad fiscal, privatización 
de las empresas estatales, apertura de la 
economía al éapital internacional izado, 
reforma de la Seguridad Social y refor
ma administrativa fueron cambios que 
exigieron a ltos porcentajes de apoyo 
partidista. 

La verificación de la capacidad del 
poder Ejecutivo de promover las refor
mas propuestas l levó a gran parte de los 
investigadores a creer que la estructura 
política elaborada en la Constitución de 
1 988 garantizaría la estabi l idad y e l  
acuerdo entre poderes. Sin embargo, 
trabajos recientes han puesto en duda 
algunos aspectos de esta teoría. Estudios 
de caso seleccionados, que procuran 
desmenuzar el proceso de la toma de 

dec isión legislativa, han demostrado 
que la relación entre poderes no es tan 
previsible como afirman los teóricos de 
la coal ición. Determinados proyectos 
demandan u n  arduo proceso de nego
ciación, con u n  grado de participación 
del Legislativo mucho mayor del que 
hacen creer aquel las teorías. 

María Helena Castro Santos investi
gó el trámite de varias políticas de go
bierno3 en el Congreso Naciona l  para 
conclui r  que el proceso de toma de de
cisiones no es en modo a lguno armóni
co, sino que envuelve un grado de com
plejidad y confl icto que tiene relación 
"con la sustancia de las pol íticas que se 
enfocan" ( 1 997, p.1 4). Según el ta," 
cuanto mayores y más diversificados 
son los intereses en juego, y cuanto ma
yor es la importancia estratégica de los 
actores en juego �lo que varía con la is
sue area enfocada, menores son las 
oportun idades de que se establezcan 
patrones de interacción de naturaleza 
cooperativa entre Ejecutivo y Legislati
vo" (idem, p. 1 9) 

El mismo esfuerzo de investigación 
fue desarrol lado por Marcos Andrés Me
lo (2002), que al tomar tres proyectos de 
reforma del gobierno de Fernando Hen
rique Cardoso (Seguridad Social ,  tribu
taria y administrativa), notó diferencias 
en los trámites y en los resultados. Para 
él, .es preciso ir más a l lá del análisis ins
titucional ista, observando también are
nas políticas extra-congresistas para 
percibir "dónde interactúan los intere
ses". Según él ,  fue posible constatar que 

3 Política salarial en el gobierno de Collor de Mello, política fiscal y tributaria en los gobier
nos de Collor e ltamar Franco, y legislación Presupuestaria de la Unión. 



las propuestas de descons-titucional iza
ción4 presentadas por el Ejecutivo en
contraban fuertes resistencias en el  Con
greso Nacional .  Observó también que 
en los casos más complejos que abarca
ban mú ltiples dimensiones sociales, la 
d ificultad de aprobación se hacía aún 
mayor, lo que acontecía aún cuando fas 
d ificultades para l a  aprobación estaban 
concentradas y cuando era mayor la in
certidumbre sobre los resu ltados del 
proyecto. 

En estos trabajos, los dos autores es
tán fundamentalmente preocupados en 
determinar  el grado de gobernabi l idad o 
ingobernabi l idad del s istema político 
brasi leño y en cuánto el Legislativo ac
túa como locus del veto paral isante. En
tre tanto, observando la  actuación del 
Congreso ,Nacional desde otro ángulo, 
el ángulo de la  representación pol ítica, 
es posible notar que la pauta legislátiva 
se encuentra mucho más próxima de las 
demandas sociales, lo que indica que 
los parlamentarios actúan como canales 
de expresión de la sociedad en el  Esta
do. 

Esto puede ser demostrado con la 
cuantificación de las leyes sancionadas. 
Si se compara la  in iciativa legislativa del 
Ejecutivo y del Congreso Nacional en 
las leyes que fueron aprobadas durante 
el gobierno de Fernando Henrique Car
doso, se verifica que el Legislativo se 
destaca por la reglamentación de los de
rechos de ciudadanía (derechos civiles, 
políticos, sociales y difusos) y, en menor 
número, derechos socialmente específi
cos como los derechos corporativos y 
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los relacionados con los intereses loca
les. En esas áreas, el  Ejecutivo práctica
mente no entra y su actuación es míni
ma. El foco de interferencia del Ejecuti
vo son los proyectos polémicos, los im
populares y los no-populares, como la  
legislación económica, la  reforma del 
Estado y los proyectos de ciencia y tec
nología. Sí se observa l a  in iciativa de la 
legislación, se ve queios parlamentarios 
se encuentran mucho más conectados 
con las demandas que vienen de l a  so
ciedad (OUVEIRA, 2002). 

Trabajos recientes cuestionaron la  
noción de reciprocidad entre Ejecutivo 
y Legislativo de la forma como ha sido 
considerada en la teoría construida a 
partir de la democratización de 1 988. Es 
curioso cómo los embates pol íticos fue
ron poco valorizados por los a na l istas 
del presidencial ismo de coa l ición, más 
es probable que la coyuntura pol ítica y 
económica del i n icio de l a  democrati
zación haya contribuido para el fortale
cimiento de esta l ínea de a nál isis. 

Durante toda la década del 90, Bra
si 1 pasó por situaciones que pueden ser 
consideradas específicas y extraordi na
rias. La profundidad de la  crisis econó
mica vigente al in icio de los años 90 
-hiperinflación combinada con el  es
tancamiento económico- restringía la  
capacidad de maniobra del Legislativo, 
tornándolo sirviente del poder Ejecuti
vo. Se trataba de una situación límite en 
que, sa lidas poco convencionales (los 
l lamados paquetes económicos, edita
dos como Medidas Provisionales) fue
ron adoptadas por los presidentes de l a  

4 O sea, traer para la legislación ord inaria asuntos tratados constitucionalmente por la Car
ta de 1 988. 
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República y dóci lmente acatadas por un 
legislativo maniatado. los aconteci 
mientos de las décadas del 80 y del 90, 
no solamente en B rasi l ,  sino en gran 
paite de América latina y el este euro
peo, están sintetizados en las palabras 
de Adam Przeworski ( 1 996, p . 1 52), 
cuando anal iza el proceso po!rtico de 
Polonia: "la estrategia  de reformas radi
cales fue adoptada en Polonia a causa 
de las presiones urgentes del déíicit fis
cal y de la h iperinflación. Se basó en un 
amplio consenso entre las él ites, según 
el cual una profunda transformación 
económica era inevitable. Aunque se 
criticasen puntos especlfícos, no surgió 
ninguna a lternativa coherente"5. Com
parándose ese período con el gobierno 
de lula, parece evidente que la situa
ción política actual adquirió una gran 
dosis de complejidad. 

Sin duda, la victoria de un partido 
de oposición, de izquierda, con más del 

60% de los votos (en 29 l ugar) debe ser 
. reconocida como un paso adelante en 
la democracia brasileña&_ Con todo, se 
debe resaltar que la victoria de lula 
ocurrió debido a los cambios operados 
no solo en el candidato y en su partido, 
sino también en la sociedad. La opción 
por la centra l idad ideológica adoptada 
por el PT ya en la campaña, fue crucial 
no solo para garantizar la victoria, sino 
también para canalizar la insatisfacción 
de una sociedad ansiosa por cambios, 
pero cambios radicales. Desde la cam
paña, el comportamiento del candidato 
petista ya indicaba que su victoria no 
acarrearla rupturas drásticas en el mo
delo económico v igente en e l  gobierno 
anterior7. 

Ese nivel de moderación contrasta 
con a lgunas propuestas h istóricamente 
defendidas por el partido y por los i nte
reses de los grupos h istóricamente in
crustados en el PT. Intelectuales influ-

5 Afirmar que había consenso en Brasil es un tanto exagerado, pues los partidos de izquier
da se posicionaron abiertamente contra la reforma y un grupo, en el interior del gobierno 
(la llamada •ala desarroll ista" del PSDB) también presentaba discordancias. Pero la iz
quierda era minoría, había sido derrotada en las elecciones y, de hecho, no presentaba una 
alternativa. En cuanto al  grupo del PSDB, habfa discordancias en puntos esenciales de la 
reforma (ver sobre esto en el libro de: BRESSER PEREI RA, 1 996). 

6 En palabras de Francisco Weffort (2003): "las elecciones de 2002 fueron el hecho electo
ral más importante en la historia de la democracia brasileña, no solo porque fueron l im
pias, en general, y con la participación de más de 1 00 millones de electores, sino porque 
la mayoría prefirió un lfder de origen proletario en un país de grandes mayorías de pobres, 
tradicionalmente educados para elegir a los de arriba, 

7 Utilizando posturas a veces más entusiastas, a veces más serenas, ese tipo de argumentos 
aparece en los textos de WEFFORT, 2003; PARAMO, 2003; LAMOUNIER, 2003; SOUZA 
SANTOS, 2003; REIS, 20003; BRESSER PERIRA, 2003; TOURAINE, 2003 y WERNWCK 
VIANNA, 2003. 



yentes han presentado criticas públ icas 
al gobiernoS y los sectores organizados 
se han colocado en contra de las refor
mas propuestas. Es posible entrever que 
esa diversidad de expectativas elevará 
considerablemente el nivel de conflicto 
dentro del propio partido gobiernista. 

Así, se hace oportuno verificar có
mo se colocan los canales instituciona
les de representación, considerándose 
que deben actuar al mismo tiempo co
mo reflejo de esa diversidad social y ór
gano de gobierno. U n  poder Legislativo 
actuante hace que el presidente de la 
República y su cuerpo burocrático pier
dan considerablemente su capacidad 
centra l izadora, estableciendo un proce
so decisorio más concil iador. Lo contra
rio, o sea, una estructura institucional 
que forta lece al Ejecutivo, acarrea un 
proceso de lógica mayoritaria (LIJP
HART, 1 984). 

Claudia Gonzalves Couto (200 1 )  da 
una contribución importante en esta 
discusión, cuando anal iza la implemen
tación de la agenda polltica del gobier
no Fernando Henrique Cardoso. Según 
él, el poder Ejecutivo uti l izó ampl ia
mente los instrumentos legislativos de 
que disponía con la final idad de garan
tizar la aprobación de los proyectos. Pa-
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ra entonces, dio in icio una amplia agen
da constituyente, por medio de pro
puestas de enmiendas constitucionales, 
y adoptó intensivamente la práctica de 
ediciones y reed iciones de medidas pro
visarías, que garantizarían la agi l ización 
en la toma de decisiones por el Ejecuti
vo. Como afirma Couto (200 1 ,  p. 1 O), el 
gobierno de Fernando Henrique Cardo
so combinó como instrumento deciso
rio, dos agendas fundadas en principios 
distintos: "una constituyente y ultra con
c i l iadora - la de las reformas constitu
cionales-. Otra delegativa y mayoritaria 
- la de las medidas provisorias reedita
das."9 

Al ponderar cuánto esa práctica ha
bría afectado al  proceso democrático 
brasi leño, el autor adopta una postura 
equidistante. Por un lado afirma que las 
reediciones de las medidas provisorias 
ocurrían porque los parlamentarios que 
tenían el control del proceso legislativo 
consentían de modo tácito en no llevar
las a la discusión del Congreso Nacio
nal,  haciendo de este modo que la pau
ta legislativa fuese desobstruida para 
que los temas constitucionales fuesen 
votados. Se trataba por tanto, de una 
forma de delegación. Por otro lado, él 
recuerda que tal práctica es perj udicial 

8 Ver las siguientes entrevistas y artículos de: FAUSTO 2003; OLIVEIRA, 2003; TAVARES, 
2003; SIGER, 2003. Ver también los reportajes: Herencia para el gobierno, afirman los· in
telectuales, Folha de Sao Paulo, de 2003, A9; 15 de marzo; El Seminario del PT se con
vierte en tribuna de la izquierda anti-reforma, Fllha de Sao Pau/o, 23 de mayo 2003, A 1 5; 

Economistas del PT quieren inversión en la economía, Folha de Sao Pau/o, 1 2  de junio 
2003, A1 3; Manifiesto petista que pide "crecimiento ya", Folha de Sao Paulo, 30 de ma
yo, AS. 

9 El autor ofrece las reediciones del periódico y no las ediciones originales. Es preciso recor
dar que la reedición fue prohibida con la Enmienda Constitucional nº 32, de septiembre
de 2001 . 
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a la democracia, por tres motivos: pri
mero porque el Congreso Nacional so
lamente puede actuar después que las 
medidas hayan sido adoptadas, lo que 
limita el  poder del debate; segundo, 
porque vanaliza un procedimiento que 
debería ser extraordinario empobrecien
do el debate p�rlamentario sobre temas 
de extrema importancia¡ tercero, porque 
las reedi ciones serían cuestionables 
desde el  punto de vista constitucional .  

Las  cuestiones levantadas por Clau
dia Couto merecen profundización y el 
momento actual de la política brasi leña 
favorece esa investigación. La estructura 
institucional del país apunta hacia una 
dual idad decisoria l O  en que ya sea que 
prevalezca la central ización del Ejecuti
vo, con las medidas urgentes; ya sea 
que prevalezca una búsqueda de con
sensos que i mpone decisiones amplia
mente negociadas entre los dos pode
res. Es necesario indagar cuánto esa ló
gica dual interfiere en el desarro l lo efec
tivo de la democracia del país. 

Con e l  objeto de analizar pol ítica
mente ese proceso, a continuación se va 
a describir la tramitación de dos proyec
tos gobiernista presentados y aprobados 
en 2003: la Enmienda Constitucional 
que cambió las normas de la jubi lación 
de los funcionarios públ icos y la apro
bación de la Medida Provisoria que re
glamentó la producción y comercial iza
ción de la soya genéticamente modifi
cada (transgénica) en el  país. La selec-

ción de apenas dos proyectos se debe al 
método de investigación adoptado. Por 
tratarse de una interpretación parcial, 
los estudios de caso presentan l a  l im ita
ción de impedir general izaciones. No 
obstante, como posibi litan la investiga
ción en profundidad, el los logran mu
chas veces aprehender elementos de la 
real i dad que pasan desapercibidos en 
análisis más ampl ios. 

la lógica dual del presidencialismo bra
sileño 

El Proyecto de Enmienda Constitu
cional que reformó la Seguridad Social  
(PEC-40) establecía nuevos criterios pa
ra la jubi lación de los servidores públi
cos federales, estaduales y municipa les, 
completando la reforma del sistema de 
seguro socia l  brasi leño que fue iniciada 
por Fernando Henrique Cardoso 1 1 . La 
ley MP 1 3 1 -2003 l iberó la siembra y 
comercia lización de la soya transgénica 
de la cosecha 2003 - 2004. Los proyec
tos fueron considerados prioritarios por 
el gobierno y demandaron un gran es
fuerzo del poder Ejecutivo para que fue
sen aprobados. Ambos se refieren a te
mas públ icos relevantes y extremada
mente polémicos, que involucran inte
reses sociales en confl icto. 

Las enmiendas constituciona les exi
gen un alto porcentaje de votos favora
bles (en Bras i l ia exigencia es de 3/5 del 
Congreso Nacional), pues en las demo-

1 O El autor se refiere a las reediciones de MPs y no a las ediciones originales. Es preciso re
cordar que la reedición fue prohibida con la Enmienda Constitucional n" 32, de septiem
bre de 100 1 . El término es de Castro Santos (1 997), que percibe ese problema institucio
nal. 

1 1  Enmienda Constitucional n.20, de septiembre de 1 998. 



cracias representativas las decisiones 
const itucion a les deben pasar por la 
aprobación de una mayoría cual ificada, 
con el fin de proteger a las mi norías po
l íticas de los riesgos de esas decisiones. 
Como d ice Sartorí ( 1 994, p.290), riesgos 
de opresión, pero también "consecuen
cias de la i ncompetencia,  estupidez o 
de i ntereses s i n iestros". Sin embargo, un 
problema rel ativo a l a  cuestión deciso
ria es q ue a medida que crece el cuerpo 
deliberativo, a umentan también las dif i
cultades de la toma de decis iones, pues 
cuanto mayor el es número de las per
sonas involucradas, tanto más difíci l  es 
consegu ir un acuerdo. De este modo, la 
reducción del cuerpo decisorio siempre 
es preferida cuando el objetivo políti co 
es garantizar la rapidez y la eficacia del 
proceso 1 2 . En la legislación brasileña, el  
caso más expresivo de esa reducción es 
el art.62 de la Constitución Federa l ,  que 
da al presidente de la Repúbl ica la pre
rrogativa de d ictar medidas provisorias 
con fuerza de ley. 

Tramitación de la PEC-401 1 

U na vez i n ic iado el nuevo gobier
no, en enero de 2003, aparecieron en 
los medios de comunicación las prime
ras noticias de que el  gobierno federal 
pretendía hacer cambios rigurosos y 
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sustantivos en la legislación de la segu
ridad socia l ,  como la elevación de la  
edad mínima para jubi larse, l a  elabora-
ción de un cálculo (factor de previsión 
socia l) que acabaría con la integralldad 
de los salarios de los jubi lados y la apro
bación de la PL-9. proyecto de ley in i 
ciado durante el  gobierno de Fernando 
Henrique Cardoso, que proponía la fija
ción de un valor máx imo único para to
das las jubi laciones (de los trabajadores 
del sector públ ico y del sector privado) 
y la creación de fondos complementa
rios de la Previsión Socia l .  El argumento 
de los l íderes del gobierno era que los 
gastos de los jubi lados estaban inviabl l i 
zando la gestión d e l  Estado en e l  sector, 
y que era necesario promover una radi
ca l disminución en los costos. 

Se sabía que no sería una tarea fác i l  
hacer l a  reforma, pues s e  trataba d e  una 
medida i mpopular que restr ingía dere
chos sociales ya consagrados. Sectores 
de la sociedad, como los m i l itares. los 
jueces, los profesores. los fiscales y los 
s indicatos de los servidores públ icos, in
mediatamente se posicionarían en con
tra de la reforma. Y la misma bancada 
parlamentaria petista se divid ió: en en
trev ista del d iario Folha de Sao Paulo el 
d iputado lvan Valente, del grupo más a 
la izquierda del partido, atacó el pro
yecto de la reforma. afirmando que "los 

1 2  Según Sartori ( 1 994, p.296): " Considerando todo, al  escoger una regla mayoritaria parti
cular, tenemos que l legar a un equ i l ibrio entre la convemencia (reducción de los costos 
decisorios) y la seguridad (reducción de los riesgos extremos); y ese equil ibrio es alcanza
do en defin iciones mayoritarias diferentes en función de la i mportancia m ayor o menor de 
las cosas que tienen que ser decididas" 

1 3 Esta sección fue redactada con base a una investigación sistemática del diario Folha de Sao 
Paulo de 2003 v en el Informe de> l a  Investigación de Da mela Rangel (becaria del Progra
ma PJBIC-UEU sobre la tramitación de la PEC-40 
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partidos conservadores apoyarían una 
reforma con ese techo, prev idencia 
complementaria privada, única, y así en 
adelante"14.  Otro agravante era que la 
base gobiernista se componía de una 
multitud de pequeños partidos 1 5  (1 5), 
que no presentaba un número suficien
te para garantizar la aprobación de las 
Enmiendas Constitucionales. La mayo
ría de la bancada era del propio PT (1 05 
parlamentarios en el Congreso Nacio
nal), seguida por el PTB (29), PL (27), 
PDT (26) y PSB (26). 

Una de las estrategias del gobierno 
fue entonces, unirse a los gobernadores 
que, en condición de mandatarios eje
cutivos estaduales también tenían gran 
interés en la aprobación del proyectoH>. 
Después de sucesivas reun iones, se es
tableció un acuerdo entre e llos y e l  pro
yecto fue entregado a finales de abril a l  
Congreso Nacional, en un gesto simbó
l ico en que el presidente de la Repúbli
ca entró en la Cámara Federal acompa
ñado de los 27 gobernadores. Nótese 
que un buen número de gobernadores 
era afil i ado a los partidos de oposición 
al  gobierno federal (el PSDB había ele
gido ocho gobernadores, algunos en es
tados políticamente importantes, como 
Sao Pau lo, Minas Geraís), lo que de
muestra el carácter conci l iador de la ac
titud. 

Una segunda estrategia fue cerrar la 
cuestión partidaria en relación a la re
forma. Primero la Ejecutiva Nacional 
del PT aprobó por 19 votos contra 1 que 
los parlamentarios del partido deberían 
votar a favor de las reformas. Después, 
el lfder del PT en la Cámara Federal fue 
presionado para excluir de las comisio
nes legislativas por reglamento l igadas a 
la reforma (CCJ, Com isión Especial  de la 
Seguridad Social) a los diputados más 
críticos del partido. En su lugar fueron 
colocados parlamentarios claramente 
a l ineados al gobierno. En jul io, el Direc
torio Nacional del PT se reunió y apro
bó (por 52 votos contra 26) la obl igato
riedad de los parlamentarios petistas de 
votar a favor de las reformas propuestas 
por el gobierno. Una de las victorias im
portantes del  grupo gobiernista en esa 
reunión fue el rechazo al argumento de 
"impedimento de conciencia", que el 
grupo contrario a la reforma utilizó en 
base al art.67 del Estatuto del Partido1 7. 
A partir de entonces se in ició un proce
so de marginación de la l lamada u ala ra
dical "  (o sea, del grupo de parlamenta
rios que se colocaba en contra de las re
formas) y que culminó con la expulsión 
de tres parlamentarios del partido. 

Una tercera, fue uti l izar los recursos 
pol fticos usuales de relacionam iento 
entre poderes, con el objetivo de atraer 

1 5  PT- PL- PSB- PDT- PPS- PC del B- PV- PMN- PSD- PST- PSL- PSDC- PTB 
1 6 . Según el periodista Kennedy Alencar, el gobierno confiaba que el apoyo de los goberna

dores acrecentaría en torno a 58 votos a los 296 asegurados con la base gobíerni sta. Eran 
necesarios 308 votos para la aprobación de la EC. En el criterio de Plantalto, la presión de 
Jos gobernadores era decisiva para la aprobación de cambios en la Seguridad Social y en 
el s istema triburario, Folha de Sao Pauto, 4 mayo 2003, A7 

1 7  Según este artículo, el parlamentario queda libre de obedecer la decisión colectiva siem
pre que la votación envuelva "graves objeciones de naturaleza ética, filosófica, religiosa o 
de fuero internon. 

· · 



hacia la base gobiernista a algunas de
cenas de parlamentarios que se mostra
ban reticentes hacia la reforma. Uno de 
los recursos fue la presión ejercida so
bre la base al iada. Afirmando que la re
forma previdenciaria "es la principal  
cuestión política del año". lula 1 8  ame
nazó con sacar a los ministros afi l iados 
a la base a l iada que se mostraban reti
centes con determinados aspectos del 
proyecto. En caso de ser ejecutada esa 
medida podría alcanzar a los min istros 
del PD f, PCdoB y PSB. De hecho, esa 
era una de las dificultades del gobierno, 
pues en la Comisión Especial de la Pre
videncia Socia l  en la Cámara Federal. 
PDT, PTB y PCdoB designaron diputa
dos contrarios a la reforma. Otro recur
so fue procurar ampliar la base al iada 
en el Congreso Nacional para buscar la 
adhesión del PMDB y del mayor núme
ro posible de parlamentarios. Con el 
apoyo partidario del PMDB, e l  número 
de d iputados al iados subiría a l rededor 
de los 325,  número suficiente para ga
rantizar la aprobación del EC. Sin em
bargo, como es sabido que e l  apoyo 
partidario no refleja exactamente el nú
mero de votos, pues siempre hay un 
porcentaje de abstención, el gobierno 
tomó las precauc iones procura ndo 
atraer para las filas gobíernistas d iputa
dos de los partidos de oposición.19 Un 
cuadro presentado por el diario Folha 
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de Sao Paulcil0 en mayo de 2003, mos
traba que l a  oposición había perdido, 
desde el día de la elección hasta aque-
l la  fecha, 30 diputados federales y 6 se
nadores. 

El Proyecto entregado a la Cámara 
Federal al final de abril de 2003 presen
taba cambios sign ificativos en el régi
men de la Previsión Social brasi leña, 
pero se mantuvo e l  concepto central de 
la EC-20/1 998 que privi l igiaba el tiem
po de contribución de los trabajadores, 
apl icándose a partir de entonces un cál
culo sobre ese valor. En términos gene
rales, los principales cambios propues
tos por la PEC-40 fueron: 

• Establecía que el beneficio máximo 
de las jubi laciones del régimen ge
neral de la previsión social sería R$ 
2.400,00 equiparando así e l  valor 
del pago a los servidores públ icos y 
a los trabajadores del sector privado. 
Esa medida incidía i nclusive sobre 
los actuales servidores; 

• Determinaba que las jubi laciones y 
pensiones no podrían exceder la re
muneración del servidor en el car
go.; 

• Autorizaba a los organ ismos estata
les establecer jubi laciones comple
mentarias a través de fondos de pen
sión (de carácter público y privado), 
a ser creados. Esa medida ya estaba 

1 8  lula amenaza con sacar al ministro que no adhiera a toda la reforma, Fo/ha de Sao Pau
lo, 29 de abril 2003, A4. 

1 9  Ver sobre esa cuestión en la política brasi leña en Nicolau (2000), que analiza el grado de 
disciplina partidaria por partido durante el gobierno FHC. y Mello 1 1 999), que hace un de
tallado mapeamiento de migración partidaria. 

20 Con el  PMDB, lula tiene mayoría para la aprobación de las reformas, Folha de Sao Pau

lo. 1 5  de mayo 2003,A3 . 
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prevista en el art. 202 de la Consti
tución Federa l de 1 988. En 1 999, 
Fernando Henrique Cardoso envió 
un proyecto de ley que procuraba 
reglamentar el funcionamiento de 
los fondos (PL-9), pero la propuesta 
quedó para l izada en el Legislativo 
por falta de apoyo político¡ 

• Acababa con la  jubilación integral 
(Para los actuales servidores y para 
los nuevos) y determinaba que el 
cálcu lo se basaría en las contribu
ciones recogidas por el  servidor d u
rante su vida laboral (el "factor pre
visión social"); 

• Instituía la contribución al seguro 
socia l  de los inactivos y pensionis
tas; el valor de la  contribución se 
calcu laría sobre lo que excediese a 
la excención. Esa propuesta fue fru
to de l a  negocia ción con los gober
nadores, que defendían la cobranza 
con el objetivo de garantizar el equ i
l ibrio fiscal de los estados. Queda
rían excentos del impuesto solo los 
servidores que permaneciesen acti
vos después de haber completado 
los requisitos para jubi larse; 

• Acababa con la paridad entre la re
muneración de los servidores acti
vos y los jubi lados. Los criterios de 
reajuste de las jubi laciones y pensio
nes pasarían a depender de una ley 
específica; 

• Estableda una remuneración máxi
ma -un "techo"- a ser pagada a los 
agentes públ icos, cuyo valor sería 
(hasta l a  aprobación del reglamento 
específico) equiva lente a la remune-

ración de los ministros del Tribunal 
Supremo Federal (STF).  En  los esta
dos y en el Distrito Federal sería es
tablecido un "sub-techo" equivalen
te al  75% de ese valor máximo; 

• Reducía el valor de las pensiones, 
estableciendo un techo del 70% de 
los beneficios del servidor a quien 
e l la estuviese vinculada; 

• Modificaba las reglas de transición 
de la jubi lación voluntaria (expl ici
tadas en la EM-20/1 998), determi 
nando que cada año de anticipación 
del l ímite de edad (55 para las muje
res y 60 años para los hombres) re
duciría en un 5% la remuneración 
recibida; 

• Establecía los tributos estadua les, 
municipales y federales a recaudar
se; 

• Defin ía que los mi l itares tendrían 
una legislación específica, respetán 
dose el  techo igual a d e l  S T F  y e l  l í
mite de las pensiones en hasta el  
70% del valor de la  jubi lación. 

La intención del gobierno era man
tener l a  propuesta intacta en los puntos 
por él considerados esenciales ("vamos 
a negociar, pero el plan es aprobar las 
reformas como el las l leguen")21 y apro
bar el proyecto lo más rápidamente po

sible. Concomitantemente al trabajo de 
persuasión desarro l lado en el Congreso 
Nacional ,  el gobierno l anzó en l a  TV 
una amplia campaña publi citaria defen
diendo la aprobación integra l de la pro
puesta. 

21 Palabras del lfder del gobierno en la Cámara Federal, Aldo Rebelo (constatar . . . Folha de 
Sao Pauto, 4 de mayo 2003, A7.) 



Pero la resistencia en la Cámara Fe
deral fue fuerte, inclusive entre los mis
mos l íderes parlamentarios petistas y la 
base gobiernista más amplia, que inicia
ron desde el primer momento una onda 
de críticas, para combatir varios puntos 
del proyecto. Parte del PDT se a l ió a los 
parlamentarios expulsados del PT y de
cidieron ir al Tribunal Supremo Federal 
para impedir la propaganda en la TV, 
pues la consideraban una forma de ma
nipulación de la opinión públ ica: "La 
Constitución es muy clara: la publicidad 
no puede servir para disputar concep
ciones, jugando con la sociedad. El re
curso públ ico no puede ser para incen
tivar a la población a una visión un i late
ral"22.  

Ciertamente la movil ización de la 
sociedad fue importante para pautar el  
comportamiento de los parlamentarios 
durante toda la tramitación del proyec
to. Miembros del Poder judicial ( inclu
yendo varios ministros del STF), de los 
sindicatos l igados a las más d iversas ca
tegorías de los funcionarios públicos 
( inclusive de la CUT, organ ismo tradi
cionalmente l igado al  PT), mi l itares e in
telectuales ejercieron intensa presión 
política y desarrol laron una ampl ia ar
gumentación públ ica en defensa de sus 
principios. El discurso contra el proyec
to transitaba entre el cuestionamiento 
republicano al respecto de los peligros 
del desmontaje de la máqu ina públ ica y 
la defensa intransigente de los intereses 
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corporativos de los grupos alcanzados 
por la reforma. 

El 6 de mayo de 2003 la Comisión 
de Constitución y justicia (CCJ) recibió 
el proyecto para anal izar su constitucio
nal idad. La CC) compuesta por 57 
miembros23,  votó por la admisibi l idad 
de enmienda, pero, contrariando la in
tención del Ejecutivo que pretendía vo
tar la propuesta rápidamente, aprobó la 
real ización de audiencias públ icas du
rante los trabajos de la Comisión Espe
cial de la Cámara y en las cinco regio
nes del país. Fueron 1 5 votos favorables 
contra 1 4; de los favorables, tres votos 
vin ieron de los partidos integrantes de la 
base a l iada al  gobierno (PL,  PCdoB y·  
PDT). 

Las fases siguientes, de tramitación 
en la Comisión Especial y del debate en 
plenario, en que los conten idos del pro
yecto serían puestos en discusión, tor
naron visible el grado de complejidad 
de los intereses envueltos, demostrando 
que el poder Ejecutivo no conseguía 
sustentar el proyecto original  y era obli
gado a ceder. Para las audiencias públi
cas se invitó a miembros del Ministerio 
Públ ico y de la Justicia, de los sindica
tos, de asociaciones de jubi lados, de 
servidores públicos, del empresariado, 
además de varios representantes de fon
dos de la seguridad social  públ ica y pri
vada y el ministro de defensa. Los dipu
tados enviaron 457 propuestas de en
mienda al proyecto, de las cuáles, más 

22 Senadora petista Heloísa Helena, en: Petistas y Brizola van a la justicia contra la campa
ña del gobierno, Folha de Sao Paulo, 28 de abril 2003, A4. 

23 De la base aliada: 1 0  del PT, 3 del PSB, 2 del PPS, 3 del PL, 3, del PTB, 2 del PDT, 1 del 
PV. De la oposición: 9 del PFL y 8 del PSDB; independientes: 8 del PMDB, 2 del PRONA 
y 1 del PP. 
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de la mitad partió de la coal ición a l iada 
al  gobierno. 

Durante e l  mes de ju l io, el d iario 
Folha de Sao Pau/o24 dio la noticia de 
que el Presidente Lula estudiaba la posi
b i l idad de establecer un nuevo acuerdo 
político sobre la reforma, en virtud de 
las presiones hechas por el Judiciario, 
Lo que él pretendfa era ceder a la reivin
dicación por la integral idad de la jubi la
ción, estableciendo una edad mín ima 
más a lta y otras exigencias. Días des
pués, el d iario d ivu lgaba25 que eran in
tensas las negociaciones entre la Cáma
ra Federal, el Ejecutivo y los gobernado
res, persistiendo divergencias entre los 
parlamentarios de la base al iada y los 
ministros de la Casa Civil y de Finanzas 
sobre puntos específicos de la reforma. 
Los parlamentarios defendían la paridad 
de los reajustes entre servidores activos 
y los jubi lados y la integral idad .c}e los 
salarios en la jubi lación; los represen
tantes del Ejecutivo eran contrarios a las 
dos cosas pues afirmában que eso qu ita
ría el carácter a la propuesta original.  

El relatorio de la Comisión Especial 
(de 1 8  ju l .2003) presentó a lgunos cam
bios en relación al proyecto enviado por 
el poder Ejecutivo, procurando atender 
parte de las reivindicaciones: 

• Fue mantenida la jubi lación integral 
para los actuales servidores, siempre 
que se cumplan 60 años de edad pa
ra hombres y 55 para mujeres, 35 
años de aportaciones para los hom-

bres y 30 para mujeres, veinte años 
de servicio público y d iez años en el 
cargo en e l  momento de jubi larse; 

• Se alteraron los cálculos de las pen
siones, estableciéndose un valor 
igual al  recibido por el servidor fa
l lecido hasta el valor de R$ 1 .058,00 
y acrecentándose hasta el 70% del 
valor al  que superase este l ímite; 

• Fue creado el bono de permanencia 
para los servidores (actuales y futu
ros) que al completar los requisitos 
para la jubi lación voluntaria perma
neciesen en actividad; 

• Fue extendido a los magistrados, 
miembros del Ministerio Públ ico y 
del Tribunal de Cuentas las reglas 
del descuento del 5% por año de 
anticipación de la jubi lación en re
lación a los límites de edad mínima 
fijados en la ley. 

Sin embargo, los parla
.
mentarios de 

la base a l iada no concordaron con el in
forme, pues según el los, esa nueva pro
puesta no consideraba las negociacio
nes que venían siendo hechas en el ám
bito del Legislativo, obedeciendo funda
mentalmente a las orientaciones del Eje
cutivo. Había tres puntos básicos de de
sacuerdo: primero, el mantenimiento 
del sub-techo de 75% para los miem
bros del judicial, Ministerio Público y 
Tribunal de Cuentas en el ámbito esta
dual: la propuesta era 90%; segundo, el 
valor del piso para la tributación de los 
inactivos y pensionistas: debería ser más 

24 El gobierno cede y crea el proyecto paralelo para la Previsión Social, Folha de Sao Paulo, 
1 O de julio 2003, A4. 

25 El texto de la Previsión Social divida al gobierno y a la base en el Congreso, Folha de Sao 
Paulo, 1 7  de julio 2003, AS. 



alto; tercero, no fue aceptado el fin de la 
paridad en los reajustes. En e l  plenario, 
las presiones continuaron hasta que los 
parlamentarios de la base gobiern ista 
l legaron a un acuerdo con el Ejecutivo, 
decidiendo presentar una "enmienda 
aglutinativa sustitutiva global"  que com
pletase la solución de esos aspectos 
pendientes. 

la propuesta de enmienda aglutina
tiva sustitutiva fue aceptada, el  informe 
reescrito y la PEC-40 fue aprobada en 
las dos discusiones en la Cámara Féde
ral. Ese nuevo proyecto presentaba las 
siguientes novedades en relación al  pro
yecto origina l: 

• Se mantiene la paridad de reajustes 
en las jubilaciones para los servido
res actualmente activos y para los ya 
jubi lados, acabando con esa regla 
para los nuevos servidores; 

• Los inactivos pasarán a contribuir 
para la Seguridad Socia l  con una ta
sa del 1 1 %  sobre el excedente de R$ 
1 .200 en los estados y R$ 1 .440,00 
en la Unión. 

la votación en la primera discusión 
aprobó la enmienda por 358 votos, o 
sea, 50 votos más de los que eran nece
sarios. En la segunda d iscusión fueron 
357 votos. En los dos casos, los partidos 
de la oposición -PSDB y PFL- colabora
ron (62 votos en la primera discusión y 
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60 en la 21) y la base a l iada presentó un  
significativo número de votos contrarios 
(56 en la primera discusión y 58 en la 
segunda).26 Conforme el gobierno pre
veía al in icio de la tramitación del pro
yecto, el apoyo de los gobernadores fue 
fundamental ,  pues sin esos votos, el 
proyecto no habría sido aprobado. la 
decisión de la Cámara Federal modifi
caba significativamente la propuesta 
original presentada por el Ejecutivo, 
mostrando que el resultado a que se l le
gó dependió de una negociación ex
haustiva entre el Legislativo, el poder 
Ejecutivo y los gobernadores. Conforme 
comentó el periodista Fernando Rodri
gues, "la d isputa sobre la reforma a la 
Seguridad Social dio ayer a los diputa
dos gobiernistas una victoria sobre par
te del poder Ejecutivo. El presidente de 
la Cámara, Joáo Paulo Cunha (PT.SP) y 
los l ideres aliados consiguieron traer el 
eje de la negociación para dentro de ca
sa. Apagaron parcialmente la idea de 
que los congresistas solo aprobarían 
una propuesta del Palacio de Planalto y 
de los gobernadores"27. 

Después de la aprobación en la Cá
mara Federal, el proyecto caminó para 
el Senado, donde las discusiones conti
nuaron. Con el propósito de evitar atra
so en la tramitación28, el gobierno pro
puso que los puntos polémicos fuesen 
organizados separadamente, en la l la
mada "PEC para lela". Eso redujo el 

26 (27) En dic iembre del 2003, mes de votación de fa PEC-40 en la Cámara de Diputados, la 
base gobiernista contaba con 400 diputados, por tanto, la fidelidad partidaria a l  gobierno 
fue aproximadamente de 75%. Ver wwwcamara.gov.br/internet/Diputado/filiación.asp. 
CAMARA DE DIPUTADOS - SILEG -Módulo Diputados. 

27 la Cámara retoma el eje de la negociación, Folha de Sao Paulo, 1 6  de julio de 2003. 
26 En el caso de que el Senado aprobase cualquier cambio en el proyecto, éste tendrfa que 

regresar a la Cámara Federal y pasar por nueva votación. 
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tiempo de la discusión y l a  PEC-40 fue 
a probada como vino de la Cámara Fe
deral .  En la primera votación con 55 vo
tos a favor, seis más de los necesarios; y 
en la segunda con 5 1  votos, dos más del 
límite exigido para l as enmiendas cons
titucionales. En los dos casos, la base 
a l iada quedó dividida, con muchos vo
tos contra la enmienda; en los dos ca
sos, los votos de la oposición fueron 
fundamentales para garantizar la apro
bación del proyecto. 

Actualmente la PEC-paralela se en
cuentra en tramitación en la Cámara Fe
deral .  Cuatro días después de la aproba
ción en 2ª discusión de la PEC-40 (de 1 1  
diciembre 2003), e l  Senado aprobó por 
u na nimidad las modificaciones de ese 
nuevo proyecto de Enmienda Constitu
cional de la Previsión Social ,  que pro
pone una serie de cambios en la legisla
ción recién aprobada. Aunque la En
mienda Constitucional de la Previsión 
Socia l  (PEC-40) había sido aprobada ha
ce menos de un año, la reforma no ter
minó todavía. Realmente se trata de u n  
tema polémico y complejo, q u e  envuel 
ve al  m ismo tiempo d iferentes i ntereses 
de grupo y problemas más ampl ios a la 
política de la previsión social y econó
mica. La observación de los trámites del 
proyecto muestra que el  Congreso Na
cional consiguió central izar ese debate, 
colocando en la arena política los varios 
elementos en cuestión. 

La Medida Provisoria 1 31 -2003 

En 1 995 fue aprobada la legislación 
de bioseguridad (Ley 8974/95) que esta
blecía normas rígidas sobre la investiga
ción científica de los organismos genéti
camente modificados (OGM) y determi
naba la creación de un consejo -Comi
sión Técnica Nacional de Bioseguridad 
(CT N B io)- que sería la responsable por 
los criterios técnicos sobre "construc
ción, cu lt ivo, manipulación, transporte, 
comercia l ización, consumos, l iberación 
y descarte" de los OGMs. En el  mismo 
año, la CTN Bio fue creada con el  decre
to n . 1 752/95.  

Entre otras responsabi 1 idades de la 
CTN Bio, e l  art.29 del decreto 17 52/95 
determinaba que la comisión debería 
exigir, siempre que considerase necesa
rio, una documentación adicional para 
estudio del impacto ambiental (EIA) y 
un i nforme del autor del pedido, respec
to del impacto sobre el medio ambiente 
(RlMA) de los proyectos y aplicaciones 
que i nvol ucrasen la l iberación de los or
gan i smos genéticamente modifkados2'1. 

En relación a la investigación cien
tífica, la legislación de 1 995 parecía no 
presentar controversia; en la década de 
los 90 la ingeniería genética se desarro
l ló  mucho en B rasi l ,  i nclusive se permi
tieron colaboraciones entre la empresa 
privada y las instituciones públicas de 
investigación30. Pero el desarrol lo de 

29 En conformidad con el art.225 de la Constitución Federal .  
30 En 1 998 la  EMBRAPA (Empresa Brasileña de I nvestigación Agropecuaria). instituto vincu

lado al  Ministerio de Agricultura. estableció un contrato con la empresa i nternacional 
Monsanto para llevar a cabo l a  i nvestigación de los OGMs. 



los OGMs se volvió polémico cuando 
se pusieron en j uego cuestiones como la 
plantación en gran escala con final idad 
comercial. 

En  1 998, la empresa Monsanto sol i 
citó a l  CTN Bio la  autorización para cul
tivar comercialmente la variedad de so
ya RR (Roundyp Ready)- genéticamente 
modificada para resistir a l  herbicida gl i 
fosate. En el mismo momento, asocia
dones ambiental istas y organizaciones 
de defensa del consumidor entraron en 
acción en la Justicia con e l  objetivo de 
impedir el plantío comercial. Dos sen
tencias judiciales, provenientes de u na 
medida cautelar y una acción civ i l  pú
bl ica, determinaron que la  Unión debe
ría exigir estudios profundos sobre el  
impacto de la producción de la soya en 
el  medio ambiente. La sentencia de la  
acción c iv i l  públ ica determinaba, ade
más, que sería necesario crear normas 
relativas a la seguridad a l imenticia, a la  
comercia l ización y al  consumo de los 
a l imentos genéticamente modificados. 

La Medida Provisoria n.2 1 37 fue 
didada en 2002 con la final idad de ha
cer más preciso el papel del CTN Bio. 
Como puntos principa les, la  MP deter
minaba que ese órgano estaría vincula
do al Ministerio de Ciencia y Tecnología 
y tenía por fina l idad prestar apoyo téc
n ico consultivo y asesoramiento al go
bierno, así como establecer normas téc
n icas de seguridad y dar opiniones con
elusivas sobre el impacto de los OGMs 
sobre la vida y sobre el medio ambien
te. Correspondería al CTNBbio hacer el 
control de los riesgos en cada caso es
pecífico y elaborar una clasificación se
gún el grado de riesgo. Como esas re
glas no fueron elaboradas, el piantlo y 
la comercial ización de los OGMs per-
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manecieron prohibidos por la Justicia. 
En  2003 el problema de los OGMs 

reapareció con la denuncia de que una 
gran cantidad de sem i l las de soya gené
ticamente modificada había sido con
trabandeada de Argentina y cultivada 
i lega lmente en BrasiL Cerca del 75% de 
la  producción de soya cultivada en Rio 
Grande do Sul  se encontraba en esa si
tuación. Bajo una l l uvia de críticas, el 
gobierno didó una Medida Provisoria 
(MP 1 1 3) autorizando específicamente 
esa cosecha. Pero en septiembre de ese 
mismo año la misma cuestión volvió a l  
noticiero. 

Las Medidas Provisionales, según e l  
texto constitucional ,  son decisiones con 
fuerza de ley que tienen por objetivo 
decidir de modo rápido problemas ur
gentes y relevantes. Con el  fin de resol
ver el  problema, en septiembre de 
2003, el gobierno d ictó la MP 1 3 1 l i be
rando el  plantío y la  comercial ización 
de la soya genéticamente modificada 
para la cosecha 2003-2004. En la expo
sición de motivos que expl icaba la ne
cesidad de la  medida, el  principal argu
mento util izado fue la urgencia de la de
cisión, procurando mostrar que los ma
yores perjudicados, en el  caso que l a  
producción del OGMs fuese confiscada 
y prohibida, serían los pequeños pro
ductores de Río Grande do Su! y la ex
portación agrícola brasi leña: 

• En virtud de la i mportancia de la so
ya en la agricultura brasi leña  y en l a  
pauta d e  exportaciones del país, cir
cunstancias negativas podrían cau
sar daños a ambos; 

• Debido a la relación entre producti
vidad y calendario de siembras. no 
podrían ocurrir atrasos; 
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• Los benefic iados con la med ida se
rían los pequeños productores que 
constituyen el 95% de los agriculto
res de Río Grande do Su l .  Era funda
menta lmente ese grupo que habla 
uti l izado en la siembra de 2003 las 
semil las transgén icas tomadas de la 
cosecha del año anterior (que fueron 
permitidas con la MP 1 1 3). Según el 
documento, e l  8% de los agriculto
res gauchos se encontraba en esa si
tuación y la Medida Provisoria tenia 
por objetivo fundamental atender a 
ese grupo. 

El poder Ejecutivo procuró dar un 
carácter púb lico a la discusión y a su 
decisión de emitir la medida de emer
gencia. Pero, obviamente, además de 
l as divisas ven idas con las exportacio
nes y de la cuestión soc ial  que envolvía 
a los pequeños productores, el tema in
teresaba a grupos económicos podero
sos. En referencia a l a  MP 1 1 3 , emitida 
a lgunos meses antes, l a  Sociedad Na
cional de Agricultura publ icó un docu
mento suscrito por 33 entidades l igadas 
a l  agro-negocio, tomando posición en 
relación a los OGMs. Pa ra la asoc iación 
"'en et mundo globa l izado y competitivo 
de hoy, Brasil no puede prescindir  de 
los avances tecnológicos generadores 
de ganancias y productividad". Entre 
otras cosas el documento afirmaba que 
debería ser ratificada la competencia 
del CTNBio como órgano de excelencia 
técnica y, "en defensa de la renta del 
productor y de la cadena productiva, 

apoyar la decisión interministerial para 
una sol ución j urídica de comercia l iza
ción de la soya de la cosecha 
2002/3"3 1 .  

L a  autorización d e  l a  siembra y co
mercial ización de un OGM por medio 
de la Medida Provision a l  provocó un 
conflicto dentro del propio poder Ejecu
t ivo. El mini stro de agricu ltura, Roberto 
Rodrigues, en nombre de las asociacio
nes representantes de la agro-ind ustria, 
ejerci ó  fuerte presión a favor de la l ibe
ración de las plantaciones. La ministra 
de medio ambiente, Marina da S i lva, 
petista h istórica que construyó su carre
ra pol ítica al  lado del ambiental ista Chi
co Mendes, se a l ió a los grupos ambien
ta l istas para impedi r  la l iberación, pero 
fue derrotada. 

· 

El diputado petista Fernando Gabei
ra, ex-mil itante del Partido Verde, pidió 
su desafl l i ación del PT, exp l ica ndo en el 
d iscurso que dio en la Cámara Federal 
que una de las razones que lo l levaron 
a tomar esa actitud fue la decisión del 
gobierno de autorizar l a  p lantación de 
la soya tFansgénica clandestina: "De to
das las cuestiones ambientales que me 
separan en este momento de la relación 
con e l  gobierno, seleccioné u na,  señor 
Presidente: la medida provisoria que au
toriza la plantación de sem i l las transgé
n icas introducidas clandesti namente en 
B rasiL Si tuviésemos el poder de rea l ízar 
aquí una teleconferencia con 1 00 esta
d istas del mundo entero y preguntáse
mos a e l los lo que harfan si plantasen 
un a l i mento transgénico i ntroducido 

31 Posicionamiento sobre Organismos Modificados Genéticamente. Coalición de Asociacio
nes l igadas a la Agroindustría. Documento de 24 de marzo 2003. http://www, snagricultu
ra,org,br 



clandestinamente en su país, el los res
ponderían al u nísono: 'Yo lo tomaría y 
lo sacaría de c irculación'. Eso fue hecho 
en Canadá". 

La propia base gobiernista se colo
có en gran parte contra la medida. El 1 9  
de octubre, seis días después d e  emitir 
la MP 1 3 1 ,  nueve senadores (del PT y 
PSB), 47 d iputados federales ( la mayoría 
del PT y PV), además de decenas de en
tidades de la  sociedad civi l ,  firmaron 
una Nota Públ ica exigiendo la inmedia
ta revocación de la Medida Provisoria y 
afirmando que el gobierno estaba yendo 
contra el programa del PT adoptando la 
"lógica de hecho consumado". El docu
mento defendía el in icio de los debates 
sobre la cuestión de los OGMs y la re
glamentación de un proyecto de b iose
guridad plenamente discutido con la so
ciedad. 

Los grupos que más visiblemente se 
colocaron en debate eran las organ iza
ciones ambiental istas. En octubre de 
2003, un grupo de 500 ONGs (Organi
zaciones No-Gubernamentales) publicó 
una carta abierta a l  presidente Lula ex· 
presando "en carácter de absoluta ur
gencia, el inconformismo de la socie
dad civi l  organ izada ante las sucesivas 
decisiones ( . . .  ) que contradicen el pro
grama de gobierno ( . . .  ) provocando la 
erosión de la imagen y de la cred ibi l i
dad del gobierno en relación a la opi
n ión pública"32 Pero había también 
otras voces de peso cuestionando la 
postura del gobierno federal .  Atendien
do a una sol ic itud forma l  de las asocia-
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dones de clase de los jueces federales y 
procuradores de la República, el Procu
rador General de la Repúbl ica, Claudio 
Fonteles, entró en una Acción Directa 
de lnconstitucional idad contra la MP 
1 3 1 .  El gobernador del Paraná, Roberto 
Requiao, consiguió aprobar en la Asam
blea Legislativa una ley que prohibía la 
presencia de la soya genéticamente mo
dificada en su estado. Aunque el  STF 
haya decidido por la constitucional idad 
de la MP 1 3 1  y por la preponderación 
de la ley federal sobre la estadual, esos 
ejemplos demuestran el n ive l  de polé
mica que la cuestión de la l i beración de 
los transgénicos envuelve. 

En síntesis .  la MP 1 3 1  determinaba 
que: 

• Las semi l las de soya genéticamente 
modificadas de la cosecha de 2002 
que fueran reservadas por los agri
cultores para uso propio fuesen usa
das en la siembra de 2003; 

• Esa soya solo podría ser comercial i
zada hasta d iciembre de 2004. La 
restante tendría que ser destru ida; 

• Los agricultores deberían firmar un 
acta de compromiso, quedando co
mo responsables por eventuales da
ños al medio ambiente. Esa respon
sabilidad sería dividida con el "com
prador de la soya"; 

• E l  Ministro de Agricultura podría es
tablecer áreas que quedarían exclui
das de esa medida, siendo desde ya 
prohibidas las áreas indígenas, las 
de protección de manantiales y de 
conservación de la biodiversidad; 

32 Las ONGs condenan la política ambienta lista del gobierno de LUla. Folha de Sao Pau/o. 
2 2  de octubre 2003, AB. 
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• El pago de cualquier perju icio relati
vo a l  cult ivo de la soya genética
mente modificada (royalties), que
daría a cargo del productor; 

• Una comisión para verificar el cum
pl imiento de l a  M P  sería instituida, 
quedando su coordinación a cargo 
de la Casa Civil  de la presidencia de 
la República. 

E l  29 de septiembre del 2003 la Me
d ida Provisoria fue leida en el  plenario 
de la Cámara de Diputados, y se consti
tuyó la Comisión Mixta33; se estableció 
el  calendario de tramitación de la mate
ria. Luego de la instalación de la Comi
sión, se abrió el  plazo para recibir las 
enmiendas y para que la Comisión Mix
ta se manifestase. F ueron presentadas 
1 09 enmiendas. Es i nteresante observar 
que el 40% de esas enmiendas fueron 
propuestas por parlamentarios de Río 
Grande del Sur y 1 5  de entre los 26 par
lamentarios que las propusieron tenían 
vínculos socio-profesionales con el sec
tor agrario. Esa es una indicación de que 
el debate de la MP 1 3 1 giró en torno a 
los intereses de cuño regiona l  y carpo-

rativo. No hubo un debate profundo so
bre los aspectos económicos, ambienta
les y sociales que el  tema envuelve. Por 
ejemplo, solamente dos de entre los 
par lamentarios que presentaron en
miendas tienen actuación pol ítica rela
cionada con la cuestión ecológica. 

En 9 de octubre, agotado el  plazo 
reglamentario s in que la Comisión Mix
ta se pronunciase, l a  M P  fue enviada a 
la Cámara de Diputados. En la Cámara, 
el d iputado Pauto Pimenta (PT) fue de
signado relator de la Comisión Mixta, y 
le correspondió dár su parecer sobre la 
constitucional idad y el mérito de la MP 
y de las 1 09 enmiendas. F ueron acepta
das 1 8  enmiendas que en su mayor par
te provenían del grupo campesino y/o 
de los parlamentarios de Río Grande do 
Sul34. 

En relación a l  Informe, Paulo Pi
menta retomó los mismos argumentos 
presentados por el poder Ejecutivo en l a  
eJ:<posición d e  motivos para j ustificar la 
necesidad de emitir la Medida Proviso
ría. Según él, como el mayor número de 
casos de u so clandestino de la soya en
vuelve a millares de pequeños propieta-

33 Comisión Mixta de diputados y senadores, según determinación del art.62 después de 
aprobada la Enmienda Constitucional n.32. De acuerdo a esa enm ienda, la tramitación de 
la MP tiene in icio en la Cámara de Diputados, y sigue después para el Senado. En los dos 
lugares se hace una sola votación. Después del 46° día de tramitación, la MP entra en ré
gimen de urgencia, deteniendo la pauta de las votaciones en el Congreso Nacional hasta 
que sea votada. La MP pierde la eficacia si no es votada hasta los 60 días p rorrogables por 
otros 60 días más, en el caso de que en los dos lugares la votación no haya sido concluí
da. 

34  Parlamentarios rural istas que presentaron enmiendas incluídas en el informe: Moacir Mi
cheletto (PMDB/PR), Abelardo Lupion (PFL/PR), Luis Carlos Heínze (PP/RS), Onyx Loren
zoni (PFL/RS), Francisco Turra (PP/RS). Parlamentarios de RS, aunque no rura l i stas: Darci
sio Perondí (PMDB), Orlando Desconsi (PT!, Nelson Pronza (PPS), Segío Zambíasí (PTB), 
Yeda Cruius (PSDB). Son 1 3  enmiendas de esos autores, y varios de ellos tuvieron más de 
una enmienda aceptada. 



rios, la medida adoptada por el gobier
no se volvió necesaria para evitar "agra
bar la crisis soci a l  en las regiones donde 
el hecho ocurrió". De ese modo, la MP 
estaría encuadrada dentro de los requi
sitos de i mportancia y urgencia determi
nados por el  art.62 de la Constitución 
Federal. 

Según el rel ator, la MP tampoco es
taría contradiciendo el art.225 de la 
Constitución Federal que impone e l  es
tudio previo del impacto ambiental pa
ra l os proyectos potencialmente causan
tes de la  degradación del medio am
biente, pues no hay, en el caso de la so
ya, investigaciones concl usivas ni sobre 
los perj u icios que se seguirían de la l i 
beración de OGMs sobre e l  medio am
biente, n i  sobre los riesgos humanos 
que provoca la ingestión de a l imentos 
que contienen OGM en su composi
ción. El segundo argu mento principal 
del informe está en la  ausencia de datos 
sobre los perjuicios y los riesgos que la 
l i beración de las OGMs ocasiona. El 
texto procura destacar la falta de datos 
precisos ( incl uida la ausencia de inves
tigaciones c ientíficas) sobre la cuestión; 
invirtiendo el  raciocinio de los que de
fienden el "principio de cautela", pro
cura subrayar la importancia del desa
rrol lo de la ingeniería genética para los 
intereses estratégicos del país. 

E l  día 1 4  de noviembre, se conclu
yeron los trabajos en la Cámara de Di
putados con la d iscusión del informe, 
en turno ún ico y votación simbólica. E l  
PV intentó provocar la votación nomi
nal presentando u na solicitud con 3 3  
firmas, pero e l  presidente d e  l a  Cámara, 
Juan Pablo Cunha, afirmó que ese nú
mero no a lcanzaba el  mín imo necesario 
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previsto en el reglamento y rechazó el 
pedido. 

En relación a la medida provisoria 
original ,  el proyecto de ley de conver
sión aprobado por los d iputados, conte
n ía los siguientes cambios: 

• Extiende por un año el plazo de co
mercial ización de la soya genética
mente modifícada. La MP 1 3 1  ponía 
como l ímite diciembre de 2004 y el 
nuevo proyecto amplia para d iciem
bre de 2005 con otros 60 d ías más 
de posible prórroga, adec uando la  
ley a l  calendario de la soya; 

• Determina que la soya genética
mente modificada y los productos 
derivados deberán contener un rótu
lo con informaciones detal ladas pa
ra los consumidores, sobre el pro
ducto; 

• Define que los productores de soya 
convencional que pretenden hacer 
préstamos bancarios, deberán firmar 
una declaración de que es "soya 
convenciona l"; 

• Establece que en el caso de que la  
plantación provoque algún daño, 
los perju ic ios serán asu midos "soli
dariamente" entre el productor y el 
dueño de la patente. En  la MP origi
nal los perjuicios deberían ser asu
midos entre el productor y el com
prador de la soya; 

• Define que la soya genéticamente 
mod ificada de la cosecha 
2003/2004 tendrá registro proviso
rio, supervisado por el Ministerio de 
Agricu l tura, Pecuaria y Abasteci 
miento y por el Ministerio d e l  Medio 
Ambiente. Esa enmienda fue pro
puesta por los rural istas que así per
miten el registro de la soya genética-
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mente modificada producida por los 
institutos de i nvestigación brasile
ños (principalmente Embrapa)¡ 

• Amnistía a los productores que util i 
zaron soya transgénica en las cose
chas anteriores a 2003; 

• Prohibe en todo el territorio nacio
nal cualquier uti l ización de tecnolo
gías encaminadas a la producción 
de "estructuras reproductivas estér i
les" y cua lqu ier man ipulación gené
tica que i nterfiera en la fert i l idad de 
las plantas por inductores químicos 
externos. 

El nuevo proyecto (Ley de Conver
sión n.26/03) se remitió a l  Senado, en 
donde fue aprobado s in  modificaciones. 
Tres senadoras petistas presentaron u n  
requerimiento i ntentando suprimir e l  
art. 1 4  d e  l a  ley d e  Conversión que per
mite el registro provisional de las semi
l l as genéticamente modificadas. E l  artí
culo fue l levado a votación, recibiendo 
votos favorables del PMDB, PSDB. PDT 
y PTB; 1 2  senadores del PTy PSB vota
ron en contra. El 1 6  de d iciembre el 
proyecto fue sancionado, con veto par
cia l  del presidente de la Repúbl i ca. 

Concluyendo, se ve que l a  Comi
sión M ixta y l a  Cámara de Diputados 
efectuaron cambios significativos en la 
propuesta origina l .  Se puede decir  que 
la MP fue mejorada, fue reescrita en va
rios puntos, haciéndose más c lara y más 
deta l lada. Pero e l  problema de fondo, 
que era la legal ización de un producto 
i legal c landestinamente importado, pro
blema que envuelve una d iscución pú-

blica relevante� no fue siquiera tocado 
por el proyecto de la ley de Conversión. 
Ciertamente, por tener "fuerza d e  ley", 
a l  entrar en vigor inmediatamente, las 
medidas provisorias crean una situación 
de hecho que favorece el mantenimien
to de l a  política adoptada por el poder 
Ejecutivo, haciéndose d ifíc i l  su rever
sión por el Congreso NacionaJ35. Tam
bién el tiempo exiguo de tramitación d i 
ficulta el  debate y el  proceso d e  nego
ciación que en general tienden a ser ar
duos y a envolver a d i ferentes grupos de 
l a  sociedad. En fin, lo que fue posible 
observar en e l  proceso de a probación 
de la MP 1 3 1 , es que el  Congreso Na
cional no ocupó e l  centro del debate. 
En ese caso, c laramente, la posición del 
Ejecutivo fue mayoritaria. 

Conclusión 

El examen detal lado de los dos pro
yectos aprobados por el Congreso Na
cional en 2003 da pistas para responder 
a las dos preguntas hechas al i n ic io de 
este artícu lo. Los dos proyectos presen
tan varios puntos en común. En los dos 
casos, la sociedad se movi l izó y el Le
gislativo se dividió, i ncluso la base go
biernista, pero el resultado práctico fue 
sustancia lmente d iverso. Grupos de in
tereses tienen e l  hábito de presionar a 
las esferas de poder y eso ocurrió tanto 
en la reforma de la Segu ridad Socia l  
cuanto en la reglamentación de la soya 
transgén ica. Sin embargo, cuando los 
mecanismos decisorios son más nego
ciados, ocurre una publ icitación mayor 

35 Ese es uno de los puntos más enfatizados por Figueiredo y limongi ( 1 998) cuando desta
can el carácter mayoritario del sistema político brasileño. 



de l as cuestiones en juego y l a  politica 
sale fortalecida. Las medidas proviso
rías, al contrario reducen el  t iempo de la 
d iscusión de las materias y concentran 
el poder decisorio con el  objeto de con
segui r  la máxima eficacia. Como se vio 
en e l  caso de l a  soya genéticamente mo
dificada, el Legislativo no consiguió co
locarse en el centro de la d iscusión, ac
tuando siempre en función de los plazos 
reg lamentarios y a l  ritmo del Ejecutivo. 

Una cuestión que se coloca en el 
debate democrático, es cuál  es el n ivel 
óptimo de equ i l ibrio entre eficacia y 
responsabi l idad. Durante el gobierno de 
Fernando Henrique Cardoso 
( 1 995-200 1 ) fueron d ictadas 238 MP 
originarias y 5 .035 modificaciones. La 
Enm ienda Constitucional n. 32 q ue a lte
ró el art. 52 de la Constitución Federal 
trajo cambios importantes, como el fin 
de las modificaciones. Pero en la fase fi
nal de su mandato -entre septiembre de 
2001 y fina l  de 2002- Fernando Henri
que Cardoso dictó 1 02 medidas provi
sorias, en una media de 6.81? por mes 
(ARIAS, 2003). Actual mente el presiden
te Lu la  prosigue con un promedio seme
jante: desde la posesión hasta el día 1 3  
de marzo de 2004 d ictó 68 M Ps, o sea, 
mantiene el promedio de 4.53 por mes 
(www.planalto.gov.br/). ¿ No serfa u n  
n úmero excesivo? Una estructura i nsti
tucional "exageradamente gobernante" 
- para usar las palabras de Sartori- ¿no 
estaría en a l guna medida i mpidiendo 
debates esenciales para la vida demo
crática? 

E l  segundo problema puesto de re
l ieve es el de la fragmentación del siste
ma partidario brasileño y el potencial de 
veto del Legislativo. E l  examen de la tra-
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mitación de l a  reforma de la Seguridad 
Socia l  mostró que el poder Ejecutivo 
consiguió establecer acuerdos y aprobar 
la reforma. El proyecto aprobado, s in  
embargo, presentaba sign ificativas dife
renc ias en relación al  que fue enviado, 
mostrando que la part ic ipación del 
Congreso Nacional fue decisiva. Para 
consegui r  mayoría, e l  gobierno uti l izó 
los varios recursos de que dispone: ne
goció cargos con e l  PMDB, con lo que 
consiguió integrarlo en la base a l iada; 
trajo parlamentarios de la  oposición pa
ra la  base gobierni sta (78 d iputados); 
exigió la fidelidad de la base a l i ada ba
jo pena de cortar privi legios; y así en 
adelante. Aunque e l  número de votos 
necesarios para l a  aprobación de las en
miendas sea a lto, e l  gobierno consiguió 
la mayoría de 3/5, gracias a los votos de 
la oposición. E l  porcentaje de fide l idad 
partidaria fue en torno a l  75%, pero pa
ra a lcanzar este índice fue preciso nego
ciar, lo que exigió del gobierno un tra
bajo constante de persuasión durante 
toda la tramitación del proyecto. Eso de
muestra que, dependiendo del grado de 
complejidad de la cuestión discutida, 
del nivel de los intereses envueltos y de 
los mecanismos i nstitucionales disponi 
bles, e l  proceso legislativo puede adqui
rir un alto grado de incertidumbre. 
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El mercado de tierras en el cantón 

Cotacachi de los años 90• 
Fernando Guerrero·· 
Cotacachi es un cantón que tiene una importante población indígena que vive en zona.� mini
fundizadas. A pesar de existir una disponibilidad de tierras en haciendas, los conflictos por tie
rras no han sido el mecanismo de acceso a éstas. Después de las reformas institucionales de 
1 994, cada vez predominan más los mecanismos de mercado como medios de acceso a la 
tierra. 

E 1 levantam iento i n d ígena de 
1 990 dejó entrever que el tema 
del acceso a la tierra sigue cons

tituyendo un aspecto conflictivo. Aun
que las leyes de reforma agraria de 1 964 

y 1 973 habían atenuad, en a lguna me
d ida, las demandas de tierra, la conflic
tividad en torno a este recurso se man-
tuvo l atente a lo largo de los años 
ochenta. En los años siguientes, a las 
disputas por la tierra se agregaron los 
conflictos por el  agua y, desde una pers
pectiva genera l ,  las demandas del movi
miento i ndígena se fueron d iversifican
do en e l  contexto de la  apl icación de 
med idas de aj uste estructural y de esta
bi l ización económica del país. 

Han transcurrido a l rededor de d iez 

años desde la apl icación de la nueva ley 
agraria, hace falta una eva l uación acer
ca de la i nfluencia que dicha ley ha te
n ido en el mercado de tierras .sobre to
do, porque uno de los objetivos de la 
n ueva política era evitar el fracciona
miento de las tierras comunales y la l i 
bre transacción de tierras rústicas. Se es
peraba, desde la perspectiva de los sec
tores que la propiciaron que este proce
so, ju nto con la e l iminación de las d is
torsiones del mercado de capitales y de 
la política cred iticia de la banca estata l ,  
fomente el desarrollo agropecuario del 
país. 

Este artículo anal iza las tendencias 
del mercado de tierras en el cantón Co
tacachi  (Prov. de lmbabura) a lo largo de 

El estudio se realizó en el marco del Programa: de becas ASDI-Consejo Latinoamericano de 
Ciencias Sociales (2001 -2002), publicado bajo el título

·. El poder de la comunidad. Ajus
te Estructural y Movimiento Indígena en los Andes ecuatorianos, CLACSO, Buenos Aires, 
Ecuador. 

• •  Profesor Principal de la Escuela de Sociología de la PUCE-Quito 
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la década del noventa . Ha transcurrido 
una década desde la expedición de la 
ley de Desarrol lo Agrario, que sustitu
yera a la ley de Reforma Agraria de 
1 97 3, por lo que es de particular interés, 
examinar si los postulados de esta Ley: 
evitar el fraccionamiento de las tierras 
comunales, favorecer la l ibre transac
ción de tierras rústicas; y, según sus im
pulsores, fomentar el desarrol lo agrope
cuario, apoyándose en créditos otorga
dos por la banca estatal de fomento. 

A partir de la información del Regis
tro de Propiedad de Cotacachi (transac
ciones de compraventa, las adjudica
ciones de! IERAC y el  I NDA y mecanis
mos como la herencia, prescripciones y 
donaciones), se describe los procesos 
de partición de las grandes y medianas 
propiedades en e l  contexto de los cam
bios agrarios, y se i ndaga los efectos que 
dicha Ley pudieran tener respecto a d is
minuir la presión sobre la tierra desde 
los indfgenas. Asf mismo, interesa anal i 
zar, en qué medida e l  largo proceso de 
negociación de la tierra (ver el caso de 
Tu nibamba), el comportamiento gremial 
de los agricultores, articulados en torno 
al Centro Agrkola de Cotacachi, han 
desalentado nuevas tomas de tierras por 
parte de las comunidades. Adicional 
mente, se intenta identificar el  papel 
que han jugado tanto la apertura de la 
frontera agrícola como la consol idación 
de asentamientos pobladonales en la 
zona subtropical de l ntag en el mercado 
de tierras cantonal .  Por ú l timo, ana lizar 
la influencia del marco j urídico en la di
námica del mercado de tierras. 

El debate en torno al mercado de tie
rras 

En la etapa post-reforma agraria, se 
mantienen vigentes preguntas como: e l  
t ipo de estructuras agrarias, entendidas 
como el conjunto de relaciones sociales 
y relaciones de producción, que se han 
venido conformando en el  Ecuador; el 
tipo de unidades, tomando en cuenta no 
sólo su tamaño sino también sus formas 
de manejo y sus orientaciones producti
vas, predom inan en el agro como resul
tado de las políticas agrarias; y adicio
nalmente ¿Cuál es e l  rol del mercado de 
tierras en los cambios agrarios? 

En los años noventa las respuestas a 
estas interrogantes se han vuelto más 
complejos en l a  medida en que se intro
duce un elemento nuevo, a saber: el im
pacto de las políticas de ajuste estructu
ral y de apertura comercial ,  en el sector 
agropecuario. Por e ll o, para el caso del 
mercado de tierras, una de las preguntas 
tiene que ver con la inf luencia que han 
ejercido o ejercen sobre este mercado 
los cambios institucionales, la nueva ley 
agraria de 1 994 y las  reorientaciones de 
las polrticas agrarias, en especia l  las re
feridas a asistenc ia crediticia. 

los cambios en la distribución de la 
tierra y, por ende, en e l  tamaño de las 
propiedades agropecuarias han depen
d ido, durante los ú lt imos años, de d iver
sos factores tales como, la acción red ís
tributiva de la reforma agraria y la in
fluencia del mercado. Por otra parte, en 
el acceso al recurso tierra también con
fl uyen factores proven ientes de tradicio-



nales formas de arreglos, entre los que 
se cuentan: la aparcería, e l  arrenda
miento y l a  posesión de tierras en zonas 
de colonización. Determi nar el peso de 
cada uno de estos factores en la actual 
forma de d istribución de la tierra es al
go muy complejo, dada la heterogenei
dad de la estructura agraria ecuatoriana. 

En su estudio sobre los cambios en 
la d istribución de la propiedad rural 
agrícola entre 1 974 y 1 985, Manuel 
C h iriboga ( 1 988) señala que si bien no 
existe información d isponible como pa
ra tener una vis ión panorámica acerca 
de la actual d istribución de la tierra en 
el país. existen estimaciones generales 
que dan pistas para sostener que: 1 )  en
tre 1 97 4 y 1 994 la superficie de las uni
dades pequeñas se ha i nc rementado en 
la sierra, especia lmente en las provin
cias comprendidas entre Tu ngurahua y 
Loja. Este proceso fue menor en el caso 
de las provincias loca l izadas a l  norte 
del país; 2) entre 1 974 y 1 994 las pe
queñas u n idades de la costa reducen 
sus extensiones de tierra con relación a 
1 954; 3) en térmi nos generales, en el 
período de referencia, en la costa y en 
la sierra crecen en i mportancia numéri
ca y en superficie las med ianas propie
dades. Sin embargo este proceso es más 
notorio en la sierra que en la costa; y, fi
na lmente 4) las grandes propiedades de 
la costa, que habían venido perdiendo 
superficie hasta 1 97 4, revierten este 
proceso, observándose una tendencia a 
i ncrementar el tamaño (Ch ir iboga, 
1 999: 95). 

De acuerdo con lo anterior uno de 
los cambios más visibles tiene que ver 
con e l  i ncremento del n úmero de explo
taciones medianas. Este fenómeno ya 
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fue advertido a raíz de la reforma agra
ria de 1 964, cuando c iertos grupos so
ciales que estuvieron vi nculados a la 
admi nistración de las haciendas, ade
más de comerciantes y estratos pueble
rinos, accedieron a la tierra como resul
tado del proceso de afectación o expro
piación de propiedades latifundistas. A 
éstas se suman aque l las resultantes de 
los procesos de colonización, especial
mente en las provincias en donde se de
sarro l lan actividades de exploración y 
explotación petrolera como por ejem
plo la de Napo, actualmente Sucum
bías. 

Coincidiendo con esta apreciación 
general ,  M iguel Murmis ( 1 994), plantea 
que en América Latina, como resultado 
de las reformas agrarias y de la d i námi
ca del modelo de sustitución de i mpor
taciones, se vienen consol idando explo
taciones de tamaño medio, este proceso 
de "medianización", a su vez, se combi
na con tendencias hacia I.P concentra
ción de tierras en casos como los de 
México, Paraguay, Bras i l  y Bol ivia, entre 
otros. Lo novedoso de este últ imo fenó
meno es la coi ncidencia de una fuerte 
concentración territorial pero también 
significativas inversiones de capital y 
tecnología. Aún más, en este t ipo de 
propiedades el componente capital sue
le alcanzar valores más altos que los de 
la tierra misma. 

Lo q ue i nteresa resaltar, sin embar
go, es la constitución de un nuevo tipo 
de unidades agropecuarias como pro
ducto de las d ivisiones y subdivisiones 
de grandes haciendas. En esta d i rec
ción, Murmis plantea que "Hay una vi
sión de acuerdo con la cual un fenóme· 
no distintivo de la expansión capitalista 
de las últimas décadas habría sido el 
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fortalecimiento de las explotaciones 
medianas, mayores que las campesinas 
no capitalizadas y menores que los lati
fundios tradicionales. Este fortaleci
miento habría estado ligado a la frag
mentación de grandes propiedades a 
través de · ventas, herencias o reformas 
agrarias. Precisamente los requerimien
tos de una mayor inversión de capital 
por hectárea habrían empujado en la di
rección de retener volúmenes menores 
de tierras pero que fueran especialmen
te aptas" (Murmis 1 994: 1 22).  

Cristóba l  Kay, al hacer u n  balance 
sobre las tendencias del desarrol lo del 
capita l ismo en el agro latinoamericano, 
enfatiza el papel del nuevo tipo de uni
dades productivas, en el  contexto de la 
apl icación de med idas neol iberales, se
ñala que los "antiguos latifundistas que 
retuvieron una reserva han podido capi
talizarla y prosperar bajo el neolíberalis
mo. Además, el aumento del mercado 
de tierras ha permitido que nuevos ti
pos de empresarios (como los agroin
dustriales, los agrónomos, los adminis
tradores agrícolas y los comerciantes) 
adquieran tierras e inviertan más en la 
agricultura, que en el pasado" (Kay 
1 994: 66-7). 

Para e l  caso ecuatoriano, según 
León Zamosc, un antecedente impor
tante para la d inamización del mercado 
de tierras se ubicaría en el marco de l a  
modernización agraria. En efecto, e n  los 
años sesenta, la  venta de tierras por par
te de los hacendados se habría conver-

tido en una estrategia para capita l izarse 
y contar con superficies "más maneja
bles" y, por tanto, " inafectables" (Za
mosc 1 993: 276). Sin embargo, desde el 
lado de quienes han planteado una vi
sión del desarrol lo agropecuario ancla
da a l a  l iberal izaci6n de los mercados 
de trabajo, de capitales y, por supuesto, 
de tierras, como el estud io coordi nado 
por Morris D. Whítaker ( 1 996), a más de 
poner en evidencia la falta de actua l iza
ción de catastros rurales y las defic ien
cias en el funcionamiento de los regis
tros de propiedad, en su estudio se enfa
tizan los factores por los cua les los due
ños de l a  tierra - sean éstos pequeños, 
medianos o grandes propietarios - no se 
sienten estimulados a vender sus pro
piedades. seña lan a los subsidios otor
gados por el estado a los grandes terra
ten ientes y empresarios, vía créditos 
con tasas de interés negativas, bajos im
puestos d irectós e i nd i rectos, como fac
tores desestimulantes, ya que los terrate
n ientes han usufructuado de estos bene
ficios, en l ugar de funcionar conforme a 
las reglas del mercado. Por la que una 
vez que se vayan "sincerando"1  las re
glas de funcionamiento del mercado, se 
abriría el camino para que empresarios 
agrícolas, realmente i nteresados en de
sarro l lar  un idades efic ientes, puedan 
acceder a las  propiedades vía mercado 
a la tierra. 

Usando s imi lar  marco ideológico
anal ítico, se cuestionan los modelos de 
explotación colectivos, como por ejem-

Parte de este "sinceramiento" de)as reglas del mercado tendría que ver con
. 
la necesidad 

de adoptar una política macroeconómíca que dinamice el mercado financiero 'vinculado 
al agro. Este último, a su vez, 

'
deberá constituirse en un estímulo para tC:,imal izar la tenen. 

cia de la tierra, acceder al éréd ito y tomar hipotecas (1 996; 150), . 



plo, el de las tierras comunales. Según 
esta visión, no existen resultados que 
sustenten la tesis de que éstos son más 
eficientes que los de propietarios priva
dos, señalando que. una buena propor
ción de tierra cultivable (48%) de cuatro 
cantones de la sierra central estaba en 
manos de formas asociativas y que éstas 
apenas aportaban con el 8% del total de 
las ventas (1 996: 246), de lo que infie
ren la tesis de la necesidad de abrir a l  
mercado de tierras l as propiedades que 
poseen comunas y cooperativas. En for
ma congruente con esta tesis se sugerirá 
a través del proyecto de ley agraria que 
las tierras de las comunidades sean frac
cionadas y abiertas a la constitución de 
formas · de producción más · eficientes2. 
Detrás de esta propuesta hay un i ntento 
por comprender a las comunidades co
mo si fueran empresas agrícolas sosla
yando el hecho de que nunca han cons
tituido empresas y que por sus propias 
características difícil mente pueden l le
gar a serlo. 

Al contrar¡o de la visión elaborada 
por M. D. Whitaker y la F4ndación 
IDfA, en donde prima e l  mercado y los 
intereses de un grupo de empresarios 
que tlan venido prosperando en el mar
co de las políticas neoliberales, se han 
.elaborado propuestas a l ternativas en 
cloi;Kle se considera las moda l idades de 
funcionél�iento de las comunas campe
sinas e i'tidígenas y las estrategias pro
pias de lá�_pequeñas unidades domésti-
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cas productivas. Una de estas propues
tas es la de Enrique Mayer con base en 
estudios de caso en el Perú. En primer 
término, critica el supuesto esgrimido 
por los neoliberales acerca de la necesi
dad de la "descolectivización" de la tie
rra. De acuerdo con Mayer ( 1 994: 1 42) 
los argumentos de los neol iberales se 
basan en que la privatización l l evá a 
una asignación eficiente de recursos, a 
una reducción de external idades, y a 
una posibi l idad de beneficiarse de los 
productos de la inversión. Enfatiza el 
hecho de que los campesi nos and inos 
.asignan eficientemente el manejo de los 
recursos entre opciones privadas y co
lectivas según las condiciones agro-eco
lógicas y técnicas del caso. Desde este 
punto de vista, en donde l as condicio
nes ecológicas permiten un uso intensi
vo de la tierra, ésta ya está privatizada, 
y a l l í  donde el uso de la tierra es exten
s ivo se manifiestan n umerosas instan
cias de manejo colectivo. 

En otros térmi nos, las mismas orga
n izaciones campesinas Serían las encar
gadas de impulsar una reforma de la te
nencia de la tierra, dependiendo de las 
características de sus terrenos; es decir, 
de las características geográficas de los 
Andes. Desde el punto de vista político, 
al estar en juego el tema de la seguridad 
de la tenencia de la tierra, se otorgarla 
oportunidades a las organ izaciones in
dígenas en torno a l a  admin istración de 
sus tierras e incluso el  que sean las mis-

2 En la sección sobre el debate de la nueva ley de Desarrollo Agropecuario se señaló, de ma
nera resum ida, la forma ideológica en que se manejó la información (en el caso del estu
dio sobre la distribución de la tierra en cuatro cantones de la sierra) al general izar algunos 
hal lazgos al resto de la sierra y al sobredimensionar la i nformación sobre la concentración 
de t ierras comunales en manos de las organizaciones indígenas del Cantón Guamote. 
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mas organizaciones, las que adminis
tren sus propios catastros rurales de ma
nera compatible con las leyes naciona
les. 

· Por último cabe señalar que durante 
los ú ltimos años varios estudios han 
contribuido a proporcionar una visión 
más acabada acerca del funcionamien
to del mercado de tierras en varias zo
nas de la sierra, la costa y l a  amazonla 
ecuatorianas3. De estos estudios cabe 
resaltar la heterogeneidad de la estruc
tura agraria de las regiones señaladas y, 
por tanto, las d istintas modal idades de 
transacción de las tierras que van desde 
los mecanismos legales hasta la subsis
tencia  de mecanismos i nformales de ac
ceso a la tierra. 

En el caso de la costa (ver el  estudio 
de Hernán Carrasco de 1 994) tomando 
como casos de estudio tres cantones 
(Guabo, Daule  y Quevedo), la investi
gación muestra que a in icios de los años 
noventa el mercado de tierras ha l lega
do a constituirse en la forma predomi
nante de reasignación de este recurso; 
es decir que los procesos de reestructu
ración del agro dependen cada vez más 
del mercado y cada vez menos de la in
tervención estata l. Este proceso sería vá
l ido sobre todo a partir de la segunda 
mitad de la década del ochenta coinci
d iendo con el  reflujo del desaparecido 
Instituto Ecuatoriano de Reforma Agra
ria y Colonización, IERAC. 

El d inamismo del mercado de tie
rras, en el caso de los tres cantones es
tudiados por Carrasco, se sustenta en el  
proceso de d iferenciación de las econo-

mías campes inas en donde los campesi
nos que no logran superar prácticas tra
dicionales terminan sucumbiendo ante 
l a  presión de productores más capita l i
zados o bien de empresarios agrícolas. 
Este proceso se produce a la par de una 
paulatina concentración de tierras. 

Los estudios de Hernán lbarra y Pa
b lo Ospina ( 1 994) y Pablo Ospina 
( 1 993) han contribuido, por su parte, a 
enriquecer los anál isis sobre los meca
n ismos informales de acceso a la tierra 
como son l as relaciones de reciproci
dad, la aparcería y el arrendamiento. En 
el  caso de Cotopaxi, a partir de estos 
anál isis, se infiere un proceso de mini
fundización de la tierra acompañado de 
l a  constitución de estratos medios de 
campesinos. Además del afianzamiento 
de la ganadería, se observa el agudiza
miento de los conflictos internos y entre 
comunidades en torno al acceso a las 
t ierras de los páramos. F inalmente, en la 
misma Cotopaxi, el estudio de P. Ospina 
enfatiza un aspecto importante en rela
ción a los mecanismos de acceso infor
mal a la tierra, a saber, la aparcería. De 
acuerdo con este enfoque, esta modali
dad, además de formar parte de las rela
ciones sociales entre las unidades fami
l iares, constituye un meca nismo ad icio
na l  para reasignar mano de obra y tierras 
en condiciones de escasez de d inero. 

Algunas hipótesis sobre las tendencias 
del mercado de tierras en Cotacachi 

Se parte de la hipótesis de que las 
haciendas se han ido dividiendo y sub
dividiendo en el marco de las políticas 

3 Dentro de estos estudios se cuentan los realizados por el FEPP, la FAO y los de Hemán Ca" 
rrasco ( 1 993a), Hernán !barra y Pablo Ospina (1 994) y Pablo Ospina 11 993) entre otros. 



de reforma agraria con dos objetivos: 
para volver más "ma nejables" las pro
piedades y, por otro lado, para evitar las 
posibles expropiaciones por parte de las 
comunidades indígenas a ledañas. Aho
ra bien, cabe pensar, también hipotéti
camente, que las divisiones pudieron 
obedecer a una estrategia orientada a 
deshacerse de tierras marginales y de 
baja productividad. 

En e l  contexto de la modernización 
agraria que, en este caso, arrancaría 
desde los años sesenta, un elemento 
clave para entender las subdivisiones de 
las haciendas es la demanda de este re
curso por parte de empresarios agrícolas 
interesados en desarrol lar  actividades 
orientadas al mercado internaciona l .  E n  
un primer momento fueron l a s  hortal i 
z a s  (espárragos) y l a s  i n sta lac iones 
agroindustria les y, en un segundo mo
mento, las flores. 

Otra h ipótesis  tiene que ver con dos 
elementos característicos de la estructu
ra agraria de Cotacachi: la existencia de 
tierras de colonización en la zona sub
tropical de l ntag y las tendencias emi
gratorias de la población indígena. Tan
to el primero como e l  segundo elemen
to estarían asociado� para l a  d i sminu
ción de las presiones sobre la t ierra en 
las zonas andinas. E l  primero, constitu-
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yéndose en una l lave de escape que a l i
via las tensiones y conflictos en las zo
nas tradicionales y, el segundo, creando 
condiciones para la diversificación ocu
pac ional y como estrategia para repro
d uc i r  a las fami l ia s  por vía extra-agrí
cola. 

F inalmente, otra h ipótesis tiene que 
ver con el  éxito relativo de los indígenas 
en el  caso de la negociación de las tie
rras de la ex - hacienda de Tun ibamba4. 
En efecto, el l argo proceso de negocia
ción entre la comunidad de Tun ibamba 
v los dueños de la tierra habría desalen
tado a los indígenas en el  emprendí
miento de nuevas tomas de tierra. A es
te hecho se suma la promulgación de la 
n ueva ley agraria, el  cambio de orienta
ción del IE RAC y e l  fortalec imiento de 
los empresarios agrícolas local es. 

El alcance del estudio 

La distribución de l a  tierra en Cota
cachi ha estado condicionada por las 
reformas agrarias de 1 964 y de 1 973, 
los cambios en la legislación agraria in
troducidos a partir de la Ley de Desarro
l lo  Agrario de 1 994 y por la existencia 
de un mercado de tierras en donde se 
distinguen un conjunto de oferentes y 
demandantes de tierras. De acuerdo 

4 El traspaso de la hacienda a los indígenas se h izo a partir de una compraventa en donde 
el I N DA aportó los recursos para la compra de la propiedad y la comunidad se compro
metió a pagar estos recursos en el largo plazo. Hasta el 2002 la organización tenia que ha
ber cancelado la total idad del préstamo al INDA. 
Se habla de éxito relativo por diversas razones. Entre las más importantes se cuenta la pro
mulgación de la nueva ley agraria en medio de la negociación del traspaso de la hacíen· 
da de Tunibamba lo que determ inó el pago de una suma considerable a los dueños de la 
t ierra. Hasta la actualidad las fami l ias indígenas no han logrado cancelar la deuda al  I N  
DA 
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con lo anterior interesa saber si en los 
años noventa las formas de acceso a la 
tierra están influidas, en mayor medida, 
por el mercado o bien por las adjudica
ciones del Instituto de Desarrollo Agra
rio, INDA, o bien, por la subsistencia de 
mecanismos de acceso informal, como 
por ejemplo, la aparcería y el arriendoS. 

En la medida en que no es posible 
general izar el comportamiento del mer
cado de tierras para todas las zonas de 
Cotacachi, en lo que sigue se presentan 
algunas características específicas de las 
distintas zonas y parroquias tomadas en 
cuenta en el estudio. Las observaciones 
en torno al mercado de tierras se real i
zarán tomando en cuenta estas diferen
cias. 

Zona Andina: corresponde al área 
considerada como rural y se caracteriza 
por la presencia de población indígena 
y, en menor medida, blanco-mestiza. 
Los grupos indígenas están organizados 
en torno a las comunas. En la actual idad 
existen 43 comun idades indígenas que 
están agrupadas en torno a la Unión de 
Organizaciones Campesinas de Cotaca
chi,  UNORCAC6. Algunas de el las con 
antecedentes históricos que se remon
tan a la etapa de colonización española 
y, la mayoría, legal izadas a partir de la 

ley de comunas de 1 937. Dentro de la 
zona andina se localizan, además de la 
cabecera parroquial ,  dos parroquias ur
banas, El Sagrario y San Franciscg y dos 
parroquias rurales, a saber, lmantag y 
Quiroga. 

lmantag: es considerada como la  
zona de mayor presencia de haciendas 
y medianas propiedades. Por otra parte 
es la parroquia en donde el promedio 
de las extensiones de tierra de las fami
l ias campesinas es superior a las otras 
parroquias de la zona andina en razón 
de que en esta zona se parcelaron por lo 
menos dos haciendas y se repartieron 
huasipungos durante la etapa de la re
forma agraria. 

Quiroga: esta parroquia está ubica
da al sur de la cabecera cantonal y a su 
a l rededor existen comunidades impor
tantes y estratos de pequeños y media
nos productores tanto indígenas y mes
tizos que fueron accediendo a la tierra a 
partir de la parcelación de las hacien
das. Entre éstas se cuenta Cu icocha. Co
munidades importantes de esta zona 
son: San Martín, Cumbas Conde, Cuico
cha, Guitarra Urca, Arrayanes, Morales 
- Chupa, Chi lcapamba, Morochos e l lta
quí entre otras. 

5 Si bien este último aspecto no puede ser analizado a partir del registros de propiedad can
tonal, es posible obtener estimaciones a partir de entrevistas a informantes cal ificados de 
la zona. 

6 Están localizadas en cuatro parroquias rurales y urbanas periféricas del cantón Cotacachi: 
8 comunas en lmantag (norte), 1 2  comunas en Quíroga (sur), 1 3  comunas localizadas en 
la parte alta del volcán Cotacachi y 1 O comunas en la parte baja, que corresponden a las 
parroquias El Sagrario y San Francisco. Según el autodiagnóstico del 96, la población de 
influencia de UNORCAC, en las cuatro parroquias, es de aproximadamente 1 6. 1 02 habi
tantes (2.683 famil ias), que representa el 45% de la población total del cantón Cotacachi. 
La mayor parte de esta población es indígena (81 %) y una minoría es mestiza (1 9%) (Mary 
García 2001 ). 



San Francisco y El Sagrario: zonas 
de pequeñas propiedades campesinas e 
indígenas y de a ltas tasas de emigración 
de la población hacia Quito, !barra, 
Otavalo y a la zona de plantaciones de 

· caña de Sa l inas. Por la cercanía con las 
zonas urbanas de la cabecera cantonal, 
las comunidades indígenas han venido 
desarrol lando vínculos sociales con los 
grupos blanco mestizos. 

La zona subtropical de lntag: perte
necen a esta zona las parroquias de 
Apuela, Garda Moreno, Cuellaje, Vacas 
Galindo, Peñaherrera y Plaza Gutiérrez. 
Corno se ha señalado, estos territorios se 
convirtieron en zonas de colonización 
desde las primeras décadas del siglo XX. 
En estas parroquias coexisten pequeñas, 
medianas y grandes propiedades dedi
cadas a la ganadería y cultivos de ciclo 
corto (fréjol, maíz duro, arveja, yuca, 
zanahoria blanca). A estos cultivos se 
agregan los frutales entre los que se 
cuentan la caña de azúcar, papaya, gua
nábana, plátano. En algunas zonas se 
cultiva café y se trabaja la fibra de la ca
buya que crece en los l inderos de los 
caminos. 

En el contexto de esta zonificación y 
distribución del espacio, a partir de la 
i nformación aportada por el registro de 
la propiedad de Cotacachi, se trata de 
ana l izar los traspasos de tierras a lo lar
go de la década del '90 del pasado si
glo. Es necesario diferenciar la influen
cia de dos variables: a) el  mercado de 
tierras en el contexto de la l iberaliza
ción de la economía; y, b) la polít ica re
distributiva de tierras a partir de las ad
judicaciones efectuadas por el IERAC y 
el INDA. De partida se hace una d ife
rencia entre la zona andina y la zona 
subtropical de lntag porque el acceso y 
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la distribución de la tierra guardan, en 
cada caso, c iertos rasgos específicos y, 
por otra parte, los grupos y los actores 
sociales son también, div�·rsos. Asimis
mo, al interior de la zona andina, se di
ferencia cll'lramente la zona de lmantag. 
donde históricamente se han constitui
do las haciendas más importantes y las 
parroquias de Quíroga, El  Sagrario y San 
Francisco, cuyas tierras han sufrido in
tensos traspasos. 

Antecedentes de la distribución de la 
tierra 

Se tiene información sobre las ha
ciendas de Cotacachi desde el  siglo XVI I 
a través de la monografía de Alfredo Al
buja G. ( 1 962), y la investigación de 
Reinar Krusche sobre las estrategias de 
sobrevivencia de las comunidades indí
genas de la zona andina del cantón 
( 1 986). En estos estudios se aporta infor
mación acerca del continuo proceso de 
división de las haciendas por herencias 
y por ventas. A la par de este proceso, se 
desarrol la  una ampliación de la frontera 
agrícola, hacia la zona subtropical de 
lntag. Mientras que, el tamaño de las 
parcelas de las fami l ias indígenas se fue 
reduciendo debido a las particiones por 
herencia y por ventas con el fin de ha
cer frente a 1 pago de deudas. 

Una característica general de la dis
tribución de la tierra en Cotacachi ha si
do su concentración en pocas manos. 
En efecto, en 1 974 a lrededor del 92% 
de las U PAS tenían entre 0.1  y 5 hectá
reas y, en conjunto, tenían acceso a l  
23% del total de la superficie cultivable 
del cantón. En cambio. en el  otro extre
mo. apenas el 1 . 1 %  de propiedades 
agrícolas cuyos tamaños oscilaban entre 



50 y más hectáreas controlaban el 57% 

de la superfioe cultivable del cantón. 
Dentro de este ú ltimo grupo destacaban 
las propiedades cuyas extensiones esta
ban comprendidas entre 50 y 200 hec
táreas c¡ue, justamente, son el resultado 
de las sucesivas divisiones de las gran
des haciendas c¡ue prevalecían hasta los 
primeros años de la década de los se
senta. Se observa un proceso de moder
n ización de las haciendas, a nivel de la 
diversificación productiva (producción 
de hortál izas para el mercado externo e 
interno), y de especia l ización en gana
dería, pero lo c¡ue no cambia de mane
ra sign ificativa es la distribución de la 
tierra. 

Las parcelas de las u nidades fam il ia
res campesinas e indígenas, estaban 
comprendidas en los estratos c¡ue van 
de 0. 1 - 0.5 hectáreas a 2 - 3 hectáreas 
y, dentro de estos estratos, el tamaño 

promedio de l as unidades de produc
ción indígenas no sobrepasan las 2 hec
táreas. Cabe aclarár, por otro lado, que 
el acceso a la  tierra en las diversas co
munidades no es homogéneo; así por 
ejemplo, en la zona norte del cantón., 
las u nidades domésticas de las comuni
dades de lrnantag tienen, en promedio, 
mayores extensiones de t ierra que las 
comunidades ubicadas en la zona sur 
de Cotacach i .  

L a  distribución d e  la tierra en l a  zo
na de l ntag, según el Censo Agropecua
rio de 1 974 también se presenta de ma
nera desigual .  Al contrario de lo que se 
podría suponer, por tratarse de una zo
na de colonización en donde una de las 
características es la consol idación de 
propiedades de tamaño medio, se ob
serva un proceso de concentración de la 
tierra como se puede observar en el  si
guiente cuadro. 

Cuadro 1 

! 
Cotacachi: tierras adjudicadas entre 1 996 y 2001 

Parroquias Familias ttectáreas 
Beneficiarias Adjudicadas 

Apuela 1 
García Moreno 234 
lmantag S 
Plaza Gutiérre.z l 
Qui roga 8 
Vacas Galindo 2 
Sin ubicación 1 

Total 252 
fuente: Departamento de Planífícacíón, INDA, 2002. 

De acuerdo con la información del 
mencionado Censo, las propiedades 
menores de 1 O hectáreas representan e l  

0.06 
3 .385.03 

0.57 
0. 1 6  
5.42 

59.55 
8 1 .40 

3.532.19 

58.5% del total de unidades productivas 
y abarcaban el 7.7% de la superficie 
cultivable; en tanto c¡ue las propiedades 



de 50 y más hectáreas apenas represen
taban 1 4.4 % del total de las unidades 
productivas y controlaban el 64. 1 %  de 
la superficie cu ltivable. 

Así, en la parroquia García Moreno, 
seguida de Cuellaje, se concentraba el 
mayor número de propiedades de 50 y 
más hectáreas, situación que se mantie
ne hasta la actual idad. Probablemente 
esto se debe a que se trata de una zona 
de colonización reciente y donde toda
vía subsisten áreas susceptibles de ex
plotación maderera. En tanto que las zo
nas como la de Apuela constituyen zo
nas de antiguo asentamiento y áreas en 
donde ya no existen especies madera
bles por explotar. 

La distribución de tierras a partir de 
1 996 

La información aportada por el IN
DA sugiere que, por lo menos a lo largo 
de la década del 80 y del 90, el proce
so de red istribución de tierras en la pro
vincia de lmbabura y, especia lmente en 
Cotacahi, proviene en mayor medida a 
partir de adjudicaciones de tierras vía 
colonización antes que mediante la 
afectación de tierras. En efecto, a lo lar
go de los años ochenta, de las 30.81 4 
hectáreas adjudicadas en la provincia 
de lmbabura, a l rededor del 90,8% co
rresponden a colonización y el porcen
taje restante por efectos de la reforma 
agraria. Entre 1 99 1  y el 2000 se produ
ce un fenómeno s imi lar: de las 25 . 1 78 
hectáreas adj udicadas, el 99,4% corres
ponden a colon ización y el porcentaje 
restante a reforma agraria. Hay que 
aclarar, sin embargo, que el IN DA a par
tir de 1 994 no distingue las adjudicacio
nes por tipo de pol ítica; es decir, por co-
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Ionización o reforma agraria. En todo 
caso, Cotacachi reproduce el patrón ge
neral caracterizado por el predominio 
de la acción de colonización antes que 
por la redistribución de tierras. 

Esta tendencia también se presenta a 
nivel parroquial en el caso de Cotaca
chi .  Entre 1 996 y el 2000 el iNDA adju
dicó un total de 3 .532 hectáreas a 252 
fami l ias. De este total e l  95 .8% corres
ponde a adjudicaciones efectuadas en 
la parroquia de García Moreno y el 93% 
de las famil ias beneficiarias también se 
local izan en esta parroqu ia. Como se re
cordará, García Moreno ha constituido 
durante las ú ltimas dos décadas una de 
las zonas abiertas a la colonización . No 
obstante, con excepción de algunas tie
rras localizadas en la zona de las Go
londrinas, en el territorio de lntag en la 
actualidad se asiste a una potencial 
clausura de las zonas de frontera agríco
la, ya sea por la inexistencia de tierras 
para la colonización o debido a las 
prácticas de conservación por parte del 
Estado o propietarios particulares. 

Información de los registros de propie
dad y mercado de tierras 

En el Ecuador, una manera de anali
zar la distribución de la tierra ha sido a 
parti r de los censos agropecuarios y, en 
menor medida, los catastros rurales. A 
partir de estas fuentes y de otras (obser
vación, entrevistas o encuestas elabora
das a propósito) se ha procedido a infe
rir a lgunas características del comporta
miento del mercado de tierras. Dado 
que no se cuenta con la i nformación de
sagregada por cantones y parroquias a 
partir del último censo agropecuario y 
dado que los catastros rurales no siem-
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pre están actual izados, una fuente a lter
nativa de datos que posibilita el análisis 
del traspaso de tierras constituye el Re
gistro de la Propiedad en el ámbito can
tonal. 

Para obtener una visión panorámica 
de la situación del mercado de tierras en 
el cantón Cotacachi se ha procedido a 
recopi lar datos en el registro de la pro
piedad cantonal entre 1 990 y 2000. En 
la medida en que en el Registro Canto
nal no se inscriben solamente las com
praventas sino también otras formas de 
traspaso de tierras, hemos recopilado la 
información relativa a las adjudicacio
nes del IERAC y el INDA y, también, so
bre otros mecanismos como las dona
ciones, las herencias, las particiones, las 
reversiones al Estado, entre otras. 

Cabe señalar que una de las l imita· 
dones de este tipo de fuentes tiene que 
ver con el hecho de que no todos los 
compradores acuden a inscribir los tras
pasos de tierras en el Registro de la Pro
piedad, espec ialmente los pequeños 
productores indígenas. Por otra parte, 
un porcentaje significativo de casos no 
cuentan con la información completa. 
Así, por ejemplo, alrededor del 30% de 
las tierras transadas no tienen datos so
bre la superficie. No obstante estos obs
táculos, la inscripción de las transaccio
nes en el registro de la propiedad cons
tituye un buen indicador del mercado 
de tierras en zonas como las de Cotaca
chi en donde se observa una tendencia 
a la demanda de tierras por parte, no só
lo los sectores vinculados a la produc
ción de flores para la exportación, sino 
también de empresas turísticas que es
tán comprando tierras en las zonas ale
dañas a los centros poblados. 

El peso de la política redistributiva de 
tierra del Estado 

Los análisis que se han hecho sobre 
el proceso de reforma agraria (ver Chiri
boga 1 988, 1 999) muestran que la polí
tica de redistribución de tierras que el 
IERAC implementara vía afectaciones y 
expropiaciones fue en ascenso hasta 
1 985. A partir de este año, las acciones 
de expropiación y afectación comenza
ron a descender significativamente. No 
obstante, las adjudicaciones de tierras 
en zonas de colonización, tanto a fami
l ias como a empresas, no se detuvieron. 
Un ejemplo de este proceso es la adju
dicación de tierras en las provincias de 
la Amazonía, la provincia de Esmeral
das y el  Noroccidente de Pichincha. 

En el caso de la provincia de l mba
bura, como se mostró en la sección an
terior, las adjudicaciones de tierras a 
partir de la colonización superaron a las 
adjudicaciones vía reforma agraria. De 
los anterior se deduce que, una vez que 
se clausuraron las expropiaciones y 
afectaciones en la zona andina, se tran
sitó a una etapa de repartición de tierras 
en la zona subtropical de lntag ( incluida 
Selva Alegre, parroquia localizada entre 
el cantón Otavalo y Cotacachi) con el 
objetivo de dar sal ida a la presión sobre 
la tierra a n ivel provincial. 

En una primera aproximación al te
ma del mercado de tierras en Cotacachi, 
los datos que se presentan a continua
ción, reflejan la "retirada" del IERAC de 
los proceso de afectación y expropia
ción de tierras y, al mismo tiempo, el 
mantenimiento de las adjudicaciones 
en zonas de colonización. Por otra par
te, reflejan el dinamismo que ha venido 
alcanzando el mercado de tierras en la 



década del '90. En este caso. se util iza 
el número de compraventas como un 
indicador de la fuerza y la dinámica del 
mercado de tierras. 

De la información recopilada, uno 
de los primeros aspectos que l lama la 
atención entre 1 990 y el  2000 es el pre
dominio de las compraventas sobre las 
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adjudicaciones efectuadas por el IERAC 
y el INDA y sobre otras formas de tras
paso. En total, hemos registrado 3.055 
transacciones en el cantón. De éstas, al
rededor del 62.5% corresponden a 
compraventas, el 1 5.6% a adjudicacio
nes y el  1 .7% a otras formas tal como se 
observa en el  cuadro siguiente: 

Cuadro 2 
Cotacachl: registros por tipo de transacción Años: 1 990, 1 992, 1 994, 1996, 1 998 y 2000 
Tlpo de ....,ro 1990 ,. U'9% ,. 1994 ,. 1!1'18 % - % - ,. 
Compra·\'enlas 22) 83.8 141 77.l 302 282 96.6 341 64.1 1019 88.6 2520 82.5 
Adjudicaoones 45 16,2 92 20.6 53 2.7 167 35.0 97 8.4 482 15.8 

Olras: totmas'" 2.0 0.7 5 0.9 l4 3.0 53 1.7 

Total %78 100 442 100.0 358 %092 180.0 535 180.0 1 1511 3055 100 

Otras formas: Transacciones, rf!mates, llM:'rS!Oflft al f.slado, PreKripciOn, Particiones, Donaciones, bpfopiaóooes, Posesklnes ffectiyas y Herencias. 
Los vatorc). �ufos se refieren al númerp de regtstl'o!l 
Fuente: Keg1snu de la Prop1edad de Cotacadti, 

Elaboración: equipo de inw!tigación. 

La serie estadística del cuadro mues
tra que, en todos los años para los que 
se d ispone de información, las compra
ventas son ampliamente dominantes en 
relación a las adjudicaciones y a las 
otras formas de traspaso de la tierra. Asi
mismo, entre 1 990 y el 2000 se produ
ce un aumento brusco del número de 
transacciones si se compara 1 990 con el 
2000. Entre estos dos años el número de 
traspasos prácticamente se ha multipl i
cado por cuatro. Este fenómeno, como 
lo veremos más adelante, puede expli
carse por la i n iciativa de las organiza
ciones campesinas en torno a la  regula
rización de la tenencia de tierra y, por 
otro lado, a los intensos procesos de 
compraventas en las zonas aledañas a la 
cabecera cantonal  debido a la afluencia 
de recursos a las manos de las fami l ias 
de los emigrantes internacionales. Sin 
embargo, se observa una disminución 

del namero de transacciones en los 
años de 1 994 y 1 996. Este hecho puede 
obedecer a que estos años fueron de 
transición y, sobre todo, se explican por 
dos cambios importantes: la promulga
ción de la nueva ley agraria, y la reorga
n ización institucional del IERAC que 
culminó con la  conformación del IN
DA. A este aspecto se debe, que duran
te 1 995 y 1 996 las acciones en cuanto a 
adjudicaciones hayan disminuido de 
manera significativa. 

Ahora bien, al comparar la zona An
dina con la de lntag, se observa que en 
los dos casos predominan las compra
ventas sobre las adjudicaciones y sobre 
las otras formas de traspaso de tierras. 
De lo anterior se podría colegir  que la 
tierra está tendiendo a redistribuirse, en 
mayor medida, en base al funciona
miento del mercado, más que a las po
líticas de adjudicación de tierras por 
parte del I N DA. 
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Si se analizan los datos por separa
do, se observa que en el  caso de l ntag, 
a pesar de que las adjudicaciones tienen 
u n  peso importante (29,7%), las com
praventas tienen un peso todavía mayor 
(69,3°/.,) con excepción del año de 1 998 
en donde las expectativas de explota
ción minera en lntag abrieron el camino 
para la intensificación del proceso colo
n izador. En términos generales, a lo lar-

go de 1 990, en lntag se registró un in
tenso proceso de colon ización; pero és
te  también estuvo acompañado por 
transacciones de tierras por parte de los 
pequeños y medianos propietarios que 
originalmente ocuparon zonas suscepti 
bles d e  colonización y, que, u n a  vez 
asentados en lntag, comenzaron a ven
der tierras a nuevos colonos y/o empre
sarios agrícolas. 

Cuadro 3 

\ 

Cotacachi: registros por tipo de transacción y por zonas. 
Años: 1 990, 1 992, 1 994, 1 996, 1 998 y 2000 

Tipo de registro 1990 1992 1994,. 1 996 1998 2000 Total % % 

Zo"a A.ndiM 
Compra-ventas 1 5 7  1 65 1 77 156 165 699 1 5 1 Y  '14.4 49.7 

Adjudicaciones 1 5 2 45 53 3.3 1 .7 

Otras formas b 3 1 5 22 37 ..L !  1 .2 

Subtotal 1 58 1 7 6  1 80 1 5 7 1 72 766 1 609 100.0 

Zona de lntag 1 Compra�ventas 76 1 76 1 25 1 2 6  1 78 320 1001 69.3 32.8 

Adjudicaciones 44 8 7  5 3  6 185 52 429 29.7 14.0 

Otras formas 3 1 1 2  

i 
1 6  1 .0 0.5 

Subtotal 1 20 2&b 1 78 1 3 5  363 384 1446 1 00.0 

Total 278 ! 442 358 292 535 1 1 50 3055 100.0 

Zona Andina: parroquias de Quiroga, lmantag, San Francisco y El Sagrario. 
Zona de lntag: parroquias de Apuela, Cuellaje, Plaza Gutiérrez. Pe�aherrera, Vacas Galindo y Garcia Moreno. 

Cabe señalar que las 45 adjudica
ciones que aparecen en la zona Andina 
en el 2000, corresponden a lmantag y 
son el resultado de las parcelaciones de 
haciendas entre los años sesenta y se
tenta. En su gran mayoría, se trata de pe
queños lotes que pasaron a manos de 
antiguos huasipungueros y/o partidarios 
que accedieron a la tierra una vez que 
las haciendas fueron parceladas. Entre 
otras, en esta parroquia se parcelaron 
hac iendas extensas como la Quitu mba 
y Peribuela y otras se fueron desmem
brando de manera sucesiva como por 

ejemplo San F rancisco, Colimbuela y 
Quitumbita. 

las transacciones de acuerdo con el ta
maño de la superficie 

La información construida a partir 
del registro de la propiedad sugiere que 
el mayor dinamismo en cuanto a la tran
sacción de tierras se ha dado en el gru
po de las pequeñas propiedades. Tam
bién puede interpretarse como un pro
ceso de disminución de las propiedades 
grandes. Como aspecto adicional se ob-



serva, por otra parte, que el mercado de 
tierras también ha i nvol ucrado a una 
proporción i m portante de propiedades 
cuyo tamaño osci la entre 20 y 49,9 hec
táreas. Esta i n formación, desde otro 
punto de vista, estaria evidenciando 
cierta continuidad del proceso i nvesti
gado por R. Krusche en los años sesen
ta, con respecto a la d ivisión y subdivi
sión de las parcelas pequeñas por razo
nes de herencia o ventas para afrontar 
períodos de dificultades económicas de 
las unidades fami l iares. 

De manera especifica, en el caso de 
las compraventas, el  mayor porcentaje 
de las transacciones se ubica en los dos 
pri meros estratos, es decir, en las tierras 
que no rebasa n las c inco hectáreas y, 
por otra parte, se observa un l igero in
cremento de las compraventas en el  es
trato de propiedades con extensiones 
comprendidas entre 20 y 49,9 hectá
reas. Este últ imo aspecto, sin embargo, 
se presenta de manera diferenciada de 
acuerdo con las zonas. En efecto, en la 
zona subtropical, específicamente, en la 
parroquia de Garcla Moreno, es donde 
se han producido el mayor porcentaje 
de compraventas correspondientes a los 
estratos considerados como "medios". 
De los 1 96 casos de compraventas en el 
estrato de 20 a 49,9, más del 50% co
rresponden a esta parroquia y algo s imi
lar se constata en el  estrato siguiente, es 
decir, de 50 a 99,9 hectáreas. 

Si se d iferencia por zonas, del total 
de registros de compraventa, e l  48,7% 
se local izan en la zona Andina, en tan
to que el porcentaje restante, es decir, el 
5 1  , 3°/.,, corresponden a la zona subtro
pical de lntag. En el caso de la zona An
dina, lmantag segu ida de Qui roga son 
las parroquias con mayores porcentajes 
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.de compraventas de tierras; en tanto 
que en la zona de l ntag, la parroqu ia  de 
Garcfa Moreno exhibe el mayor porcen
taje de compraventas. 

Las transacciones de compraventa 
en los estratos de 1 00 a 499,9 y de 500 
y más hectáreas se local izan, en mayor 
medida, en las zonas de colonización. 
Como se ha señalado, este aspecto pue
de explicarse a partir de la existencia 
del recurso tierra y, además, por la exis-

. tencia de recursos madereros,. por lo 
menos hasta in icios de los años noven
ta. A estos aspectos, probablemente de
be sumarse la expectativa de explota
ción de recursos mi neros en la cord i l le
ra del Toisán. 

El hecho de que hasta los años no
venta, por lo menos más de 1 O propie
dades con extensiones superiores a las 
1 00 hectáreas, hayan sido objeto de 
transacciones de compraventa en las 
parroquias de la zona Andina, es una 
muestra de que hasta los años noventa 
se viene produciendo un proceso de 
"ajuste" del tamaño de las grandes pro
piedades, ya sea para reconvertidas o 
para volverlas ''más manejables" desde 
el punto de vista productivo. 

"Medianización" versus concentra�ión 
de tierras 

A part i r  de la información aportada 
por el Registro de la Propiedad de Cota
cachi no se observa una tendencia clára 
hacia la concentración de la tierra. En el 
lapso que media  entre la apl icación de 
la reforma agraria y l a  introducción de 
la n ueva Ley de Desarrollo Agrario, los 
medianos y grandes propietarios de la  
zona Andina no han impulsado una ten
dencia "expansionista"; · por el contra-
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r ío, se han ido deshaciendo de t ierras 
"laderosas", o de tierras que no tienen 
acceso a l  agua o que son consideradas 
poco productivas7. Este ha sido el caso 
de a lgunas fami l ia s  que compraron tie
rras a la Asistencia Soc ial ,  en la  parro
qu ia  de lmantag, después de la reforma 
agrar ia de 1 9&48. 

De acuerdo con l a  información 
aportada tanto por el Censo Agropecua
rio de 1 974, como por informantes cal i <· 
ficados de la zona, a lo la rgo de los años 
sesenta y comienzos de los setenta, hu
bo un  proceso de modern ización df' l as 
haciendas serranas de Cotacachi ;  se in
t rodujeron maquinarias y tecnología de 
la  revolución verde (abonos químicos y 
controles de plagas). Un sector de pro-' 
ductores tuvo éxito; s in  embargo, otros 
tuvieron que desprenderse de sus t ierras 
para poder cumpl ir  con los compromi
sos de créd ito adqui ridos con los ban
cos. De este período datan a lgunos re
mates de haciendas. Entre estos remates 
se encuentra la hacienda de Tun ibamba. 

Ún fenómeno s imi lar, aunque un 
poco más tarde (segunda mitad de la  dé
cada del '70), ocurrió en la zona de ln
tag en donde una sign ificativa propor
ción de med ianos y grandes propieta
rios, que habían contraído deudas con 
el Banco Nacional  de Fomento, tuvie
ron que vender sus fincas con el fin de 
pagar los préstamos. Esta situación se 
prolongó incluso hasta 1 985, e influyó 
en la emigración de fam i l ias  hacia las 
c iudades de Otavalo e !barra. U na evi-

dencia de este proceso fue l a  d isminu
ción de las tasas de crecimiento de la  
población entre 1 982 y 1 990, según l a  
i nformación de l  censo pob laciona l de  
1 990. 

A raíz de la  segunda mitad de los 
noventa se observaron ciertos indic ios 
df' concentración de tierras tanto en la 
zona subtropica l ,  como en la  zona andi
na. En  el primer caso, este proceso estu
vo atravesado por los proyectos de de
sarro l lo minero en la zona de lntag. S in  
embargo, este proceso quedó trunco 
u na vez que comenzaron los conílictos 
entrf' las organ izaciones campesinas y 
ecologistas de lntag y las empresas mi
neras. Nada indica ,  por otro lado que 
este ú lt imo proceso no sea reversible en 
e l  corto y mediano p lazo. 

De igua l manera, en la Parroqu ia  de 
San F ranc i sco, en la zona de Morochos, 
propietarios medianos comenzaron a 
comprar tierras a comuneros pE>queños 
productores. En este caso, tampoco ha 
prosperado la concentración de tierras 
por d iversos factores, entre los que se 
cuenta, la organ ización de las fami l ias 
i ndígenas y la in iciativa de éstas en tor
no a la titu lación de sus tierras. 

Con la  f inal idad de tener una visión 
general acerca de la  concentración de 
tierras, hemos acudido a l  catastro de tie
rras cantona l .  Sin embargo, consideran
do que ésta es una fuente de i nforma
ción i ncompleta y desactualfzada, he
mos tratado de completar el l i stado de 
med ia nas y grandes propiedades con la 

7 Entrevista con e,l ex registrador de la  Propiedad de Cotacach1, Sr, Diego Moreno, enero 
del 2002. 

8 Una excepción a la regla es la hacienda de Piñán que ha seguido manteniendo el control 
de extensos territorios en la zona occidental de la parroquia de tmantag. 



ayuda de i nformantes cal ificados de la 
zona. Hacia el 2000 el panorama de las 
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medianas y grandes haciendas sería el 
siguiente: 

Cuadro 4 
Zona Andina: medianas y grandes propiedades según el Catastro Rural de Cotacachi 

Parroqu.W Parroquia/ 
Nombre de la propiedad Extensión (has} Nombre de la propiedad Extensión (has.} 

lmantag El Sagrario 80 
San Francisco JO Talchigacho 120 apro<. 
AVECOTA 46 lhaqui 100 
Quilumba Grande 5 1  Ocampo 40 
Flia. Charvet (8 predios) J 1 2  L a  Gracc JO 
Tomaselli Charvet 41 La Graciela -

La Rosita 1 50 Piava -

Piñán S. A., Pítura y Chinchivi 1 5.000 y más La Leticia --

Rancho Chico -

S-ª.!Lflilncisco Sta. Bárbara -

San Al bf�rto 5 1  Las Marías -

fl Ros.H JJ Q_4!rggª -

San MitH�ü San Martín y Flor de Azama 120 apro<. 
Llgshapungo 40 
El Volcán J4 

Nota: entre las propiedades citadas en el cuadro, seis corresponden a floricultoras; una de ellas combina el cultivo de flores 
con las frutas y los espárragos. En conjunto tienen una superficie cultivada que no rebasa las 100 has. 

Como se puede apreciar haciendas 
importantes como las Quitumba y Peri
buela, que pertenecían a la Curia de 
lbarra y a la Asistencia Social, y que so
brevivieron como grandes propiedades 
hasta los primeros años sesenta, fueron 
parceladas. Asimismo, propiedades ta
les como Los Mol inos, Perafan y Col im
buela, fueron parceladas después de 
que la Asistencia Social entregara estas 
tierras a propietarios particulares. En 
Quiroga, la hacienda San Martín, que 
hasta 1 961 controlaba más de 200 hec
táreas, también, fue subdividida. Una 
de las pocas propiedades que ha sobre
vivido a este proceso de d ivisión y sub
división ha sido la hacienda de Piñán 
que se mantiene como un gran latifun
dio. Tan extensa es la superficie de esta 
propiedad que no se conoce a ciencia 

cierta el n úmero de hectáreas. De 
acuerdo con a lgunas fuentes, la superfi
cie asciende a 1 5  mi l  y según otras a 30 
mil  hectáreas. 

En la zona de lntag, en cambio, se 
puede observar una tendencia más cla
ra hacia la conformación de grandes 
propiedades. Sin embargo, a partir de la 
información del Registro de la Propie
dad, no se observa una tendencia hacia 
la compra de tierras por parte de propie
tarios de la zona o provenientes de afue
ra. Lo que se constata, hasta los prime
ros años del noventa, es la compra de 
importantes extensiones bajo la expec
tativa de la explotación minera. En la 
actual idad, existe una tendencia a ad
qu irir tierras, o bien a posesionarse, con 
objetivos agropecuarios o de explota
ción maderera en la zonas de Mandu-
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riacos, Las Golondrinas y, en menor me
dida, en Chontal .  

Estrategias de las organizaciones indí
genas en torno a la tierra 

Uno de los aspectos que l lama la 
atención en el caso de Cotacachi, es la 
ausencia de conflictos en torno a la tie
rra en la eta pa anterior y posterior a l a  
reforma agraria. En efecto, sólo e n  los 
primeros años de la década del ochenta 
se in icia un conflicto por la tierra en l a  
haCienda d e  Tun ibamba. Después sólo 
se han registrado tibias amenazas de to
mas de tierras. Pero en estos casos, los 
conflictos no han tenido la radicalidad 
de otras zonas i ndígenas. (ver casos de 
Cotopaxi y Chimborazo), sino que se ha 
tratado más bien, de procesos de nego
ciación en donde las fami l ias indígenas 
no han logrado que med ianos propieta
rios acepten sus ofertas de compra. En 
este sentido, la confl ictividad ha deven i
do de l a  negoc iación trunca, sin pasar a 
mayores enfrentamientos. 

Un signo evidente de la conflictivi
dad latente pero no explosiva en torno a 
la tierra, durante los noventa, son los 
problemas que mantienen las comuni
dades indígenas con las haciendas. Has
ta 1 997, de acuerdo con los datos apor
tados por los indígenas en un tal ler de la 
Un ión de Organizaciones Campesinas 
de Cotacachí en junio de ese mismo 
año, existían a lrededor de 1 27 conflic
tOs de tierras. Por lo men!JS 1 3  de éstos 
correspondían a confl ictos de l inderos 
entre comunas y haciendas particul ares; 
1 1  confl ictos tenían que ver con la fa lta 
de claridad entre los l inderos de la Re
serva Cotacachi - Cayapas; a lrededor 
de 32 conflictos debido a la fa lta de es- -

crituras de terrenos com una les; 3 1  con
fl ictos por l inderos entre. comunidades. 
Los confl ictos restantes tenían que ver 
con la falta de escrituras por parte de las 
fam i l ias en sus comunas. 

Luego de este diagnóstico, hacia 
1 999 la U NORCAC i n ició un proyecto 
orientado a la solución de los confl íctos 
por tierras. Comenzó por los problemas 
ocasionados por la falta de esc rituras de 
los terrenos de las fam i l ias i ndígenas. Y 
es que hasta los años noventa, muchos 
de los traspasos de tierras se hadan sin 
contar con los procedim ientos legales 
vigentes. En otros términos, la forma 
normal de traspasar la tierra se real izaba 
a part i r  de u na constancia elaborada an
te un testigo, sin contar con escrituras, 
n i  ton el proceso de inscripción de las 
escrituras en el registro de la propiedad. 
De acuerdo con esta manera de proce
der, muchas fami l ias indígenas fueron 
perjudicadas. Asimismo, gente inescru
pulosa, val iéndose de artimañas j urídi
cas logró apropiarse de tierras no sólo 
de las fami l ias indígenas, sino de terre
nos de las comunidades. De esta forma 
de despojos, persisten éasos de amena· 
zas lta lqui,  Morochos y en Peribuela. En 
esta ú ltima, están i ngresando prod ucto
res de otros ca ntones de la provi ncia en 
busca de tierras dado que se trata de 
una zona privi legiada, que cuenta con 
riego, tierras de buena cal idad e infraes
tructura vial.  

Tendencias generales 

Desde una perspectiva cantonal ,  pa
rece evidenciarse que los procesos de 
d istribución de tierras están dependien· 
do cada vez más de relaciones vía mer
cados que de una política agraria d irigi
da desde e l  Estado ecuatoriano. Es posi-



ble que ésta sea una lectura vál ida no 
sólo para el caso de Cotacachi sino pa
ra el resto de cantones de la provincia y, 
en general,  del país. Este fenómeno en 
gran medida está relacionado con la in
fluencia que han ejercido los gremios 
de los empresarios agrícolas, agrupados 
en las Cámaras de Agricu ltura ,  los mis
mos que de manera permanente impul
saron una campaña de desprestigio del 
extinto IERAC, al señalar que este orga
nismo, encargado de apl icar l a  política 
agraria, se había convertido en un ente 
instigador de fas tomas de tierras en lu
gar de mediador de los confl ictos. Hacía 
la segu nda mitad de los ochenta esta 
crítica fue ganando terreno hasta que en 
1 992 la Cámara de Agricultura de l a  Pri 
mera Zona y la Fu ndación I DEA propu 
sieron un nuevo proyecto de ley agraria 
en donde la acción del I ERAC se redujo 
significativamente en lo referente a las 
expropiaciones y afectaciones de tie
rras. Uno de los resultados de la nueva 
Ley de Desarrol lo Agra ri o  de 1 994 es, 
justamente, la drástica disminución de 
los trá mites sobre expropiaciones y 
afectaciones. 

Lo dicho anteriormente se ejempl ifi
ca en el caso de Cotacach i en donde las 
transacciones de tierras se han rea l iza
do, en mayor medida, a través de la 
compraventa que de otras formas de 
traspaso. Este proceso que se acentúa 
hacia fines del noventa, s in  embargo, 
está acompañado de un proceso de ad
judicaciones de tierras ba ldías en la zo
na subtropical de lntag. En términos 
comparativos, del monto tota l de tran
sacciones registradas en los .años pares 
del noventa, el 82,5% correspondieron 
a transacciones y el 1 5,8% a adjudica
ciones. 
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Un segundo aspecto observable de 
la i nformación empírica disponible, es 
el alto porcentaje de transacciones de 
compraventa en los estratos de propie
dades con menos de ci nco hectáreas y 
en el estrato de medianas propiedades 
lde 20 a 50 hectáreas). Esta tendencia, 
que conduce a pensar en un incremen
to sign ificativo del mercado de tierras 
en el  cantón, puede ser i nterpretada 
de�de diversas perspectivas: a) como el 
resultado del constante fraccionamiento 
de t ierras en manos de pequeños y me
dianos propietarios por herencia y/o 
ventas; b) por causa de la  s impl ificación 
de los trámites en la medida en que la 
ley de Reforma Agraria vigente hasta 
1 994 daba preferencia a los co l indantes 
y exigía u r; trámite de aprobación del 
traspaso por parte del I ERAC; e) el pro
ceso de diferenciación de las unidades 
de producción campesina que conduce 
a que unas fami l ias vayan comprando 
tierras mientras que otras pierdan sus 
propiedades, hasta convertirse en traba
jadores proletarios y, por último emi
grar; finalmente, d) la d isponib i l idad de 
mayores recursos económicos, obteni
dos v!a migración, por parte de a lgunas 
fam i l ias de migrantes y que se están 
orientando a la compra de "solares" en 
las zonas aledañas a los centros parro
quiales de El  Sagrario, San Francisco y, 
en menor medida, Quiroga. Todos estos 
factores, conjugados, conducen a pen
sar en un i ncremento de los traspasos de 
tierras a partir de las compraventas, ya 
que éstas últimas, prácticamente se tri
p l icaron entre 1 998 y el 2000. 

Para comprender mejor las tenden
cias del l lamado mercado de tierras hay 
que plantearse la pregunta: ¿en la actua
l idad quién o quiénes demandan tierras 



206 ECUADOR DEBAH 

y quiénes están en condiciones de ven
derlas? Consideremos en primer térmi
no la posición de los empresarios agrí
colas agrupados en el  Centro Agrícola 
de Cotacach i .  Para este sector, en las 
comunidades no existe una práctica 
orientada a la venta de tierras a hacen
dados: " las divis iones se han dado entre 
las fami l ias". Por otra parte se señala 
que la "gente está muy apegada a sus 
tierras"9. En otros términos, las floricul
toras e, incluso, las empresas dedicadas 
al cu ltivo de hortal izas y frutas se insta
laron en tierras que formaron parte de 
las antiguas haciendas de la Asistencia 
Socia l ,  o bien en terrenos que fueron 
desmembrados de grandes propiedades, 
tal como se observa en los casos de 
lmantag, Quiroga y El Sagrario. Este fe
nómeno, relacionado con la "reconver
sión" productiva de las antiguas hacien
das conduce a sostener que se ha pro
ducido una reducción de las extensio
nes con una doble fina l idad: volverlas 
más manejables y deshacerse de zonas 
marginales e improductivas. No obstan
te este hecho, también hay que conside
rar que en la reducción del tamaño de 
las propiedades ha jugado un papel im
portante el endeudamiento con la ban
ca privada y estata l .  

E n  resumen, una fracción de empre
sarios agrícolas ha aprovechado cir
cunstancias tales como la cercanía a los 
mercados y la existencia de infraestruc
tura para transitar hacia la agroindustria; 
otra fracción, menos emprendedora, 
aprovechó las mismas circunstancias 
para vender parte de sus tierras a empre
sarios cotacacheños y afuereños; y, fi-

nalmente, una tercera fracción, perma
nece fincada en las actividades de pro
ducción tradicionales ( la agricultura, la 
ganadería y, en menor med ida, la  explo
tación de árboles). 

El éxito y la viabi l idad de las activi
dades agroindustriales, e incluso las re
lacionadas con la producción de frutas 
y horta l izas conducen a pensar que en 
el futuro cercano la demanda de tierras 
se acrecentará, en circunstancias en que 
las actividades vinculadas al comercio 
de las artesanías de cuero se encuentran 
en una fase de crisis. 

Del lado de las pequeñas un idades 
fami l iares campesinas e indígenas y de 
la organ ización de segundo grado que 
las representa, el  tema de la  t rerra cons
tituye uno de sus ejes de trabajo, una de 
las problemáticas, siempre presente en 
todos los diagnósticos, es la fa lta de tie
rras y el problema de la concentración 
de este recurso. Uno de los ind icadores 
de este problema es la existencia de te
rrenos de por lo menos tres comun ida
des al  interior de las tierras de hacien
das, a lo que se suman los problemas de 
l inderos con otras comun idades y con la 
Reserva Cotacachi - Cayapas. 

Dentro del proceso de fragmenta
ción de las tierras de las un idades fami
l iares campesinas e indígenas (vía he
rencia y/o ventas), se están produciendo 
dos fenómenos que pueden conspirar 
contra la organ ización social y la conti
nu idad de las pequeñas economías 
campesinas: a) la venta de tierras por 
parte de un idades famil iares campesi
nas e indígenas a los empresarios vincu
lados a las actividades turísticas, incluso 

9 Entrevista con varios Miembros del Centro Agrícola, 1 0/01/02. 



a las productivas; y, b) las dificu ltades 
de las organizaciones comunales para 
negociar el acceso a tierras en circuns
tancias en que existen var ios deman
dantes de este recurso. E l  primer hecho 
es el reflejo de un comportamiento indi
vidual, en donde priman intereses per
sonales y no tanto comunitarios. F ina l 
mente, las tierras son vend idas al mejor 
postor. El segundo hecho, en cambio, es 
un indicador de la desigualdad en el 
proceso de negociación de las tierras en 
donde la primera opción no la tienen, 
precisamente, las fami l ias indígenas, si
no los portadores del capital .  

E l  ingreso de agricu ltores originarios 
de otros cantones, interesados en las tie
rras más fértiles de lmantag, hace prever 
que si no existe un proceso sosten ido de 
lega l ización de tierras, no sólo en lman
tag, sino en todas las comunas en don
de existen tierras de buena cal idad, las 
un idades fami l iares terminarán cedien
do a las presiones de los medianos agri
cu ltores. 

Asimismo, de no forta lecerse la 
UNORCAC, en lo referente a mecan is
mos de negociación de los problemas 
de l inderos entre comun idades y hacen
dados y entre comunidades y las i nstitu
ciones interesadas en la reserva Cotaca
chi -- Cayapas, la confl ictividad tenderá 
a acentuarse en un futuro cercano. 

F inalmente, la existencia de tierras 
susceptibles de colonización en la zona 
subtropical de lntag conduce a pensar 
que en los próximos años se forta lecerá 
la política de adjudicación de tierras a 
grandes propietarios que buscan asen
tarse en las zonas de Manduriacos y Las 
Golondrinas con el  fin explotar los ú lti
mos reductos de bosques primarios. En 
la medida en que el establecimiento de 
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fincas fami l iares, constituye una política 
secundaria dentro del I NDA, queda l i
bre el camino para la conformación de 
grandes de propiedades, con lo cual se 
forta lecerá la tendencia hacia la con
centración de tierras. 
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ANÁliSIS 

El eterno retorno del populismo 

en el pensamiento político ecuatoriano 

Pablo Andrade A.· 

La productividad de los pensadores polfticos ecuatorianos puede confundir al lector ingenuo 
guhíndolo hacia dos conclusiones falsas: primera, que hoy sabemos más que hace casi tres dé
cadas sobre el populismo ecuatoriano y; segunda, que por tanto el pensamiento político ecua
toriano está actualmente en mejores condiciones para "releer los populísmos". 

E 1 CAAP acaba de publicar en su 
· 

serie "Diá logos" el l ibro Releer 
los populismos (Febrero de 

2004). Se trata de una publicación que 
requiere la atención de los académicos 
que trabajamos en temas políticos ecua
torianos. Esta relevancia reside, por un 
lado, en que el l ibro es un nuevo apor
te al diálogo contínuo que han sosteni
do los intelectuales políticos ecuatoria
nos sobre el  popu l ismo en los últimos 
veintiséis años. La pertinencia de la pu
bl icación no se agota, sin embargo, ahí; 
en tanto que ella busca volver a dirigir 
la discusión ecuatoriana en relación 
con los nuevos parámetros conceptua
les e hipótesis expl icativas sobre el po
pulismo contemporáneo que han emer
gido en la sociología y ciencia política 
estadounidense y latinoamericana acer
ca del par "neopopu 1 1 smo· vs. "popuhs
mo" clásico (Weyland, 1 996, 2001 
12004], 2003).  En lo que sigue no me li
mitaré a evaluar los méritos y l im itado-

nes del texto en cuestión, sino que 
avanzaré dos argumentos sobre el po
pul ismo en el pensamiento político 
ecuatoriano contemporáneo que a mi 
parecer expl ican la persistencia tanto 
del tema del popu l ismo en sí como de 
las dificu ltades del pensamiento político 
ecuatoriano para dar cuenta de él y por 
tanto de la compulsión de los pensado
res políticos ecuatorianos por apropiar
se de las expl icaciones en boga sobre el 
popu l ismo. 

Mi discusión tiene dos partes; en la 
primera, mediante una reconstrucción 
histórica del pensamiento político ecua
toriano posterior a 1 978, argumentaré 
que el tema del popul ismo tal y como 
ha sido propuesto y debatido por los in
telectuales pol íticos ecuatorianos tiene 
una serie de características que permi
ten 1dentilicarlo no soio como una pro
blemática centra l s ino aún más como 
un eje organ izador fundamental del 
pensamiento político ecuatoriano. En la 

Estudios Latinoamericanos, U niversidad Andina Simón Bolívar 
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segunda parte daré cuenta de este ca
rácter "organizador" a partir de la consi
deración de dos aproximaciones que, a 
mí J U icio, han sido ignoradas dentro de 
l a  tradición del pensamiento político 
ecuatoriano: la dimensión imagi naria 
de la democracia y la consideración de 
u na h ipótesis institucional ista para ex
p licar la persistencia y eficacia del po
pul ismo en l a  vida política ecuatoriana. 
F inalmente, ofreceré una síntesis de los 
aspectos del pensamiento y la  vida polí
ticos ecuatorianos que son i luminados 
por las teorías democrática e i nstitucio
nal ista. 

El populismo en el pensamiento políti
co ecuatoriano 

El debate sobre el populismo en el  
pensamiento político ecuatoriano ha se
guido u na trayectoria típica que es re
producida -en forma esquemática- tanto 
en la "Presentación" de Releyendo el 
populismo como en l a  i ntroducción del 
artículo de Hernán lbarra ("El  popul is
mo en la política ecuatoriana contem
poránea"). En efecto, en estas dos partes 
del volumen, los editores y el autor  po
nen en evidencia el consenso académi
co ecuatoriano acerca del popul i smo: 
éste es un fenómeno que puede expl i
carse según una lógica casual predicada 
en la gran teoría del desarrol lo pol ítico 

(Wiarda, 1 99 1 : 1 4-5)1 . De acuerdo con 
este supuesto e l  popul ismo emerge en 
los vacíos políticos dejados por la "cre
ciente crisis de representación política", 
"la desinstitucionalización del Estado" y 
'' la  crec i ente desi ntegración socia l"  
(CMP2, 2004:5). A part i r  de esta conje
tura se predica el tipo de ejercicio que 
va a dist ingu ir  a la reflexión pol ítica del 
ejercicio periodístico o del empleo del 
término popul ismo en la guerra discur
siva de la práctica politica; los meca nis
mos sociales que se proponen como ex
p l icativos son ignorados por "el lengua
je común" para el cual "el popul i smo 
[es] una especie de comodín comun ica
cional" (ídem). El lenguaje vulga r  y pe
riodístico puede superarse en la refle
xión intelectual primero creando una 
distancia (aparentemente) crítica res
pecto del fenómeno exami nado, para lo 
cual  se impone una revisión teórica so
mera de las versiones más o menos ac
tual izadas de la teoría de la moderniza
ción polltica. El resultado de ese exa
men es predecible: la deducción desde 
l a  gran teoría sobregeneraliza l as expe
riencias de las sociedades argentina y 
brasileña de mediados del siglo pasado 
-y más recientemente de Fuj imori en 
Perú-, descu idando las características 
del popul i smo en el Ecuador tanto pasa
do comó presente; la comprobación de 
estos defectos autoriza el recurso a un 

Para una discusión contemporánea sobre los distintos modos de explicación basados, por 
un lado en una lógica deductiva de "gran teoría" y, por otro, en una i ndagación inductiva 
de "mecanismos sociales" véase Kn ight, 2001 : 27-8. 

2 De aquí en adelante citaré a CAAP como autor porque en las publicaciones de esta orga
nización las presentaciones y comentarios editoriales de Ecuador Debate aparecen sin una 
identificación de autor, dado que la publicación es presentada o precedida por los edito
res, el CMP, ha considerado apropiado atri buir a éstos una identidad colectiva . 



d istinto "paradigma" o "género" de ex
plicaciones teóricas, a saber el enfoque 
discursivo del fenómeno en cuestión, o 
bien a indagaciones conceptuales siste
máticas que permitan volver a defin ir  el 
concepto para adaptarlo/adoptarlo a un 
uso más contemporáneo y/o histórica
mente específico para e l  Ecuador3. De 
las dos vertientes propuestas en el texto 
para "releer el popu l ismo", la de la 
ciencia política a la Weyland y la del 
anál isis sociológico del discurso (Aboy 
Carlés), la explicación discursiva/histó
rica es propuesta -tanto por De la Torre 
(p. 69) como por !barra (p: 1 7 1 -2) como 
más apropiada para el examen del po
pu l ísmo ecuatoriano. En el razonamien
to modél ico, la reflexión política se pro
pone para dar cuenta de cómo el popu
l ismo se "ha constituido, enmarcado y 
transformado a través de la constitución 
de nuevas y viejas estructuras discursi
vas - esto es, mediante sistemas simbó
l icos de sentido codificados en un len
guaje que influencia el como los actores 
observan,  interpretan y razonan en con
textos particu lares" (Kjaer y Pedersen, 
2001 : 220, la traducción es mía). 
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El trayecto que he descrito es válido 
no sólo para el reciente l ibro del CAAP, 
sino en general para el tema del popu
l ismo en el pensamiento político ecua
toriano desde que volvió a ser puesto en 
la palestra en los tempranos años 
ochenta. El populismo, como bien lo se
ñalan en sus respectivos ensayos Carlos 
de la Torre y Hernán l barra, a partir del 
debate Cueva - Quintero sobre el velas
quismo ha sido progresivamente despe
gado de las explicaciones histórico es
tructurales4 y anal izado en unidades ca
da vez más discretas\ o bien, i ncluido 
en el cut de sac de la "cultura pol ítica"6. 
La productividad de los pensadores po
líticos ecuatorianos puede confundir al  
lector i ngenuo guiándolo hacia dos 
conclusiones falsas: primera, que hoy 
sabemos más que hace casi tres décadas 
sobre el populismo ecuatoriano y, se
gunda, que por tanto el pensamiento 
político ecuatoriano está actualmente 
en mejores condiciones para "releer los 
popu l ismos". Nada podría estar más le
jos de la verdad, como expongo a con
tinuación, en los últimos veintiséis años 
los intelectuales pol ít icos ecuatorianos 

3 El orden de presentación de los artículos del l ibro crea en el ledor la i l usión de que lo que 
se va a discutir, desde el trabajo de dos inteleduales ecuatorianos (De la Torre e !barra) las 
elaboraciones de un autor estadounidense (Weyland) y argentino ( Aboy Carlés). Sin em
bargo, la lectura del texto en su conjunto muestra que las reflexiones de Weyland y Aboy 
Carlés son más bien puertos de l legada propuestos para el debate del popul ismo en el 
Ecuador, más que puntos de partida para una reflexión crítica. 

4 Una operación que sin embargo ha dejado incólume la explicación propuesta por Mai
!:\Udsilcd y ,�ull i l  11 �� i ); un hecho sislem.í.ticamente ignorado por la  mayoría de los inte
leduales políticos ecuatorianos. 

S A saber: el comportamiento eledoral del CFP, Menéndez Carrión, 1 986; el discurso polí
tico velasqu ista, De la  Torre, 1 994; el esti lo de organización partidaria, campaña política 
y movi lización electoral del Partido Roldosista Ecuatoriano, Freidenbergh, 2003; De la To
rre, 1 996. 

6 Léase Burbano de Lara y De la Torre, 1 989; Bustamante, 1 996; para posiciones disidentes 
sobre el tema de la cultura política véase Andrade, 2002; Ramírez, 1 999. 
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han girado en círculos, oscilando entre 
la adopción de explicaciones del popu
l ismo inspiradas en versiones (relativa� 
mente) acotadas de la teoría de la mo
dernización política7 y la afirmación de 
que el "verdadero poder" del discurso 
popu l ista yace en su capacidad para in
terpelar, constituir y seducir "al pue
blo"8. A fin de poner en evidencia esta 
circu laridad procedo a una breve re
construcción h istórica del pensamiento 
pol ítico ecuatoriano posterior a 1 978; 
centraré mi atención especia lmente en 
su evolución en ios últimos diez años. 

El punto de partida del nuevo pensa
miento político ecuatoriano fue la cons
trucción de una figura imaginaria por 
excelencia, un mito de origen y origina
l idad. Según esta mitología fundacional ,  
en las décadas de ios sesenta y setenta 
el pensamiento social y la práctica del 
análisis político habían estado subordi
nados a l  imperativo del desarrol lo, de 
manera que tanto la sociedad como la  
reflexión socia l  h icieron del Estado e l  
único lugar pol ítico, descu idando en 
cambio e l  problema del  poder. El  nuevo 
momento histórico -inaugurado con "el 
retorno a la democracia" en 1 978- fue 
interpretado como el fin no solo de un 
régimen político ( fa dictadura) sino co
rno un momento de transición funda
mental entre un cierto tipo de articula
ción entre Estado, sociedad y economía 
(régimen nacional-popu lar, Toura i ne, 
1 987) y una nueva forma de articu la-

ción, l a  de una relación más democráti
ca y plural entre Estado y sociedad civi l ,  
por un fado, y entre Estado y economía 
capita l ista por otro. �igUiendo a loural
ne, Carretón, Lechner, Calderón y otros, 
los intelectuales pol íticos ecuatorianos 
concluyeron que los actores de la nue
va política democrática serían -en a lgu
nos casos ya eran- los movimientos so
cia les (CAAP, 1 986: 1 1 -2 1 )9. El proble
ma residía en primer l ugar en identificar 
cuáles serían esos nuevos movimientos 
soci a les que se adecuaban más a la ca
racterización de la nueva sociología po
l ítica l atinoamericana de los �ujetos de 
la democr¡¡cia que a lo•, actore>; políti 
cos índiferenciados que esta corriente 
de FJei1Samiento había identificado con 
el régimen nacional popu lar. El mo
mento político e i ntelectual fue visto no 
solo como una oportun idad para reno
var a l a  sociología corno discipl ina sino 
también como una ocasión para recons
truir la como empresa política; se trataba 
de "hacer del concepto tou rein iano de 
"movimientos sociales" un instrumento 
de análisis político" (ídem). 

Armados con estos débiles instru
mentos teóricos los pensadores políticos 
ecuatorianos se l anzaron a la búsqueda 
de los signos, símbolos y actores de lo 
que parecía ser la  promesa democrática 
por excelencia: la renovación de la po
l ítica. El tipo de acción colectiva que 
parecían encarnar los nuevos movi
mientos sociales fue contrapuesta dis-

7 U na hipótesis que es reiterada por lbarra a lo largo de todo su ensayo, pero especialmen
te en 1 30-1 , 1 56,1 58, 1 72-3. 

8 Argumento que De la Torre ha sostenido desde por lo menos 1 989 y que ratifica a lo lar
go de su artículo, pero especialmente en la parte final de su crítica al trabajo de Weyland. 

9 Una oposición que, como se verá más adelante, fue desechada en los años noventa. 



cursivamente a la noción de "crisis po
lítica", bajo dos formas que serían do
minantes en los debates de los noventa: 
debil idad del sistema pol ítico y crisis de 
representación. 

La crisis política se postuló como 
originada directamente en la destruc
ción del modelo de desarrol lo por subs
titución de i mportaciones. En lugar del 
antiguo desarrol lo por IS I  habría emergi
do un nuevo modelo de desarrol lo, neo
l iberal a través del forta lec imiento eco
nómico de los sectores exportadores y 
financieros, su representación pol ítica 
d irecta en e l  Estado y la reducción del 
roí del sector i ndustria l como "organ iza
dor d'" la  economía y la sociedad". Se 
vio a !a r::·conomía política emergente 
como "fragmentado seriamente a la so
dedad ecuatoriana". La fragmentación 
obhgaba a la búsqueda intelectual de 
"un sujeto histórico portador de un pro
yecto un itario" (es decir  de reconstruc
ción de la sociedad). Dicha búsqueda 
postulaba que el "sujeto natural de una 
propuesta pol ítica i nnovadora" eran los 
"sectores populares", qu ienes eran " in
viables" en lo inmediato, pero a l  m ismo 
tiempo contenían un gran potencial por 
su diversidad socia l ;  sin embargo, en la 
democracia esta plural idad no podía ex
presarse por la vía del voto. La i mposi
b i l idad política, sostenían los autores, 
tenía una causa política: " las viejas for
mas cl ientel istas, patrimoniales de re
presentación", se trataba de un proble
ma de "modernización política": "La 
modern ización política resulta en este 
sentido desfasada respecto a la moder
n ización operada mal que bien en la so
ciedad, que pugna por dotarse de una 
nueva institucionalidad" {CAAP, 1 989: 
1 9).  
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En marzo de 1 989, el postulado del 
desfase entre las dos modern izaciones 
fue extensamente desarrol lado y siste
matizado en un trabajo de Simón Pa
chano; resumiré brevemente su argu
mento. Para Pachano el  proceso general 
de la sociedad ecuatoriana es la moder
n ización, la cual  habría ocurrido "en los 
ú ltimos quince años", es dec i r  en coin
cidencia con las dictaduras m i l itares de 
los setenta, y durante el primer gobierno 
civ i l  de los ochenta. El grado de moder
n idad alcanzado por la sociedad ecua
toriana hasta ese momento habría crea
do una situación "radicalmente diferen
te" a la que prevalecía cuando las cien
cias sociales ecuatorianas habían empe
zado a reflexionar sistemátiramente so
bre la política; se trataría además de un 
proceso " inacabado" que supone " la  
constitución de nuevos actores socia les 
(y la redefin ición de los anteriormente 
existentes)". El autor afi rma que el nú
cleo del proceso de modernización so
cial  ecuatoriana habría "empujado a las 
c lases dominantes trad icionales fuera 
de la escena"; un logro que atribuye a la  
"presencia de un  proyecto político alter
nativo y de sectores sociales que encar
nan esa voluntad". La modernización 
estaría dada en dos componentes: ma
yor modernidad del Estado y "un nuevo 
tipo de ordenamiento político, ju rídico 
y administrativo del Estado y del país en 
su conjunto ... [que] buscaba darle un 
nuevo contenido a la política". El senti
do contemporáneo de la política sería 
su " institucional ización . . .  como una es
fera específica, con un accionar que no 
respondiera d irectamente a las condi
ciones sociales y que, por tanto, se guia
ra por normas propias". La pol ítica mo
derna, en tanto esfera autónoma, abier-
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ta a la creación de sentidos, requería de 
"un nuevo sujeto político", éste es el sis
tema político entendido como régimen 
democrático y los partidos políticos. Así 
en . Pachano la modernización política 
del Ecuador habría traído consigo no só
lo "nuevos grupos sociales", sino tam
bién la necesidad de "redefin ir  las pau
tas de acción colectiva", basadas en "la 
tajante separación entre sociedad y Es
tado o, más precisamente, entre socie
dad y sistema político". El argumento 
sostenía que la diferencia fundamental 
entre la moderna sociedad política 
ecuatoriana y la sociedad ecuatoriana 
clásica, indiferenciada, consistía en que 
la separación entre sociedad y sistema 
político era "político céntrica". Por lo 
tanto, la clave para entender la moder
n idad política ecuatoriana residía en la 
capacidad de intermediación "de uno a 
otro n ivel" que tenía el sistema político; 
es decir, en quién y cómo se pasaba de 
la sociedad al sistema político y vicever
sa. El problema no era cuán sustancial o 
formal fuese la democracia, sino que en 
la creación del sistema político moder
no ecuatoriano, la modernización polí
tica habría sido prematura con relación 
al grado de modernidad alcanzado por 
la sociedad, de manera que se habría 
producido un sistema político "imper
meable" a la sociedad, basado en una 
relación asimétrica entre la política y la 
sociedad; la sociedad dependía del fun
cionamiento del sistema político, pero 
no podía "hacer valer sus demandas" 
frente a él: "política y acción social mar-

chan, en consecuencia, por cam inos 
paralelos y no convergentes" (Pachano, 
1 989: 1 01 -9) . 

La artificial idad del orden político 
estaría reflejando la disolución de la 
matriz socio política del modelo de de
sarrol lo clásico. Esta caracterización au
toriza a la interpretación de Pachano a 
dar un salto, desde la sociología de la 
acción pol ítica hacia el problema de la  
legitimidad del régimen democrático1 0. 
Dadas las condiciones de extrema artifi
cial idad el problema fundamental del 
orden pol ítico ecuatoriano, en general, 
y del régimen y sistema político, en par
ticular es la  legitimidad. E l  autor preci sa 
dos mecanismos de legitimación del sis
tema político, ambos frágiles. Por un  la
do, el sistema po l ítico apela a una legi
timidad discursiva, la cual construye los 
grandes temas del orden pol ítico "de
mocracia, constitucional idad, legal idad, 
orden, etc.". Por otro, la legitimidad que 
emana de " las carreras de l iderazgo" de 
los actores políticos, esto es de la  exis
tencia de una e l ite política organ izada 
en partidos. La modern ización soc ial - la 
constitución de lo social en términos 
modernos- ocurriría a partir de la ten
sión entre políticas estatales y "nuevos 
sujetos sociales". 

La existencia de esta tensión creaba 
una dinámica política que tendía a cam
biar el orden establecido mediante la 
acción conjunta de los grupos sociales 
exclu rdos y (¿actores dentro del!)  Í:;.<a
do. El cambio político podría lograrse 

1 O En función de lo que había señalado en la primera parte, de la  sociología de la acción po·· 
l ítica en la vertiente toureiniana hacia la sociología de la ideología democrática en c lave 
habermasiana. 



mediante acciones del iberadas de ex
pansión y profundización del p luralis
mo social, mediante la prol iferación de 
nuevos su¡eLos sociaies organ izados, y 
la experimentación con nuevas formas 
de institucionalizar las relaciones socia
les, con el objetivo de trasladar "la toma 
de decisiones, especialmente en mate
ria de política económica, hacia la nue
va institucional idad que se vaya confor
mando". Todo esto lo ve Pachano como 
"un proceso de democratización social, 
económico y político" (ídem: 99). Este 
proyecto de renovación política que en 
1 989 aparece, por un lado, l imitado por 
la rigidez del "sistema político" y, por 
otro, más que nada como una esperan
za que flota en el a ire, a inicios de los 
noventa se encontraría encarnado, para 
la mayoría de los pensadores políticos 
ecuatorianos 1 1 ,  en el movimiento indí
gena. 

En 1 993, tres años después de los 
dos primeros levantamientos indígenas 
( 1 990 y 1 992), varios intelectuales pol í
ticos ecuatorianos publ icaron un l ibro 
que sintetizaba sus reflexiones en torno 
a los fenómenos de la política de la 
identidad y el movim iento indígena 1 2 . 

Los trabajos contenidos en este texto co
lectivo coincidían en varios puntos. Pri
mero, todos compartían la idea de que 
la novedad y especificidad del "nuevo 
movimiento indígena" radicaba en el 
potencial emancipador de la política de 
la identidad, especialmente ·en relación 
con "el problema de la ciudadanía (su 
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construcción, sus especific idades) . . .  en 
los (términos) de la participación de la 
población en los procesos económicos, 
soc ia les y pol íticos dentro de un marco 
de acción especffico"(Pachano, 1 993: 
1 81 ) 1 3 .  Segundo, de aquí se deducía 
que las transformaciones en el proble
ma de la ciudadanía y, por tanto a la po
lítica en democracia, aportadas por el 
movimiento indígena podían i nterpre
tarse como fuerzas de cambio inheren
temente democráticas. Tercero, los au
tores concluían que, por un lado, la rup
tura con la concepción dominante de la 
ciudadanía prometía cambiar un eje 
esencial de articu lac ión de lo político; 
aquel que remitía a la ecuación diferen
cia = subordinación. Pero además soste
nían que esta democratización podría 
dotar al orden político de un mayor 
monto de legitimidad del que d isponía 
bajo la ficción legal de la igualdad. 

La i lusión del pensamiento político 
ecuatoriano de haber encontrado el 
"nuevo sujeto social",  portador de la 
"nueva política", tendió a fusionar con
ceptualmente a la pol ítica del movi
miento indígena con "la política popu
lar", o incluso más simplemente con "lo 
popular". El encuentro entre el sueño de 
cambio político, la renovación de la po
lítica, y el agente impulsor de ese en
cuentro creó un impulso para una visión 
movimientista, cuasi-revolucionaria de 
la pol ítica indígena. Si  el diálogo, la re
flexión y, en no pocas ocasiones, el ac
tivismo con la política indígena puso en 

1 1  Pachano ( 1 993), Moreano (1 993), Guerrero (1 993), León (1 994), Ramón ( 1 990), etc 
1 2  Los indios y el Estado-país. Pluriculturalidad y multietnicidad en el Ecuador: contribucio

nes al debate, Quito: Abya-Yala, 1 993. 

1 3  El argumento sigue de cerca una hipótesis que Sánchez Parga había propuesto en 1 985. 
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el primer l ugar del pensa m iento pol ítico 
ecuatoriano al tema de la cu ltura, tam� 
bién fue por esta vía que los pensadores 
políticos ecuatorianos retornaron a u n  
asú nto clave e n  e l  anális is sociológico 
de la política, el del popul ismo. 

A mediados de los ochenta el deba
te sobre el popul ismo se había concen
trado en torno al eje c l iente l ismo vs. po
pul ismo como caracterizaciones rivales 
del tipo de acción política propia de los 
sectores populares urbanos. A partir de 
los trabajos de Menéndez-Carrión 
( 1 991 , 1 988, 1 986) e l  debate político 
ecuatoriano adoptó la categoría "cl ien
telismo" para explicar la constitución de 
gobiernos civiles por vías electorales14.  
E l  anál isis original del c l ientel ismo de 
Menéndez - Carrión examinaba desde 
la óptica de l a  ciencia política los patro
nes de reclutamiento de votantes y su 
trad ucción en votos efectivos en com
petencias electorales. En  su  trabajo in i 
c ia l  esta autora no general izaba su aná
l isis del comportamiento cl ientelar al 
funcionamiento de l a  administración 
del Estado15 y n i  siqu iera al comporta
miento electoral de todos los partidos 
políticos ecuatorianos. S in  embargo, el 
impacto de su trabajo entre los pensa
dores políticos ecuatorianos fue mayor, 
y éstos abandonaron rápidamente las 
precauciones de l a  autora para general i 
zar  la  hi pótesis del cl ientelismo a l  con
j unto de la actividad política de los par-

tidos y de la adm inistración del Estado, 
convirtiendo a la categoría en la clave 
para "el anál isis de las prácticas diente
lares en los procesos de dominación son 
su eje central para la comprensión de la 
vida política" (León. 1 987: 1 29). Así, la 
noción de cl ientel ismo pasó a ser enten
dida como un modo de comportamien
to que daba un sustento de eficacia 
práctica a la pol itica popu l ista en dos 
sentidos16. Por una parte. el modo de 
rec lutamiento y organización partida
rias c l ientel istas explicaban que los par
tidos políticos populistas fuesen contra
rios al tipo de "ciudadanización" propio 
de las democracias l iberales (ídem). Por 
otra, los ecuatorianos vieron en el c l ien
telismo un modo perverso de acción po
lítica, que habría resultado del proceso 
histórico de acumulac ión del poder en 
el Estado: "un populismo de Estado, u n  
cl ientelismo cu ltivado desde e l  Gobier
no, que desempeña el caricatura! papel 
de padre, patrón y padrino . . .  "(Sánchez 
Parga, 1 99 1 : 36). De manera que en el 
proceso de d iscusión sobre el d ientelis
mo se dio un vac iamiento del concepto 
de sus connotaciones específicamente 
conductuales, de ciencia política, para 
traducirse en el d iscurso de la sociolo
gía politica, bajo la noción de popul is
mo, como la antítesis de lo deseable en 
polftica. 

En 1 989, Carlos de la Torre en cola
boración con Fel ipe Burbano de Lara 

1 4  No es claro si  la autora extend1a esa caracterización a las elecciones que han ocurrido en 
Ecuador después de 1 978. 

1 5  Los datos que presenta en su trabajo se refieren a elecciones nacionales y a la administra
ción de gobiernos mun icipales en Guayaqui l  

1 6  Una concepción que De l a  Torre retoma en su trabajo de 2004, aunque rechaza las con
notaciones peyorativas de la mitad de los ochenta. 



publ icaron un l ibro que ponía en acción 
el nuevo paradigma analítico de la cul
tura política 1 7. La cultura política apare
cía en este trabajo como una interfase 
discursiva que vinculaba a la acción po
l ítica con la vida cotidiana. Los autores 
establecían la contradicción y coexis
tencia entre dos grandes tipos de cultu
ra política en el Ecuador; la una se cons
tituía bajo el  eje de la c iudadanía l iberal 
y la democracia, la otra en torno a la 
noción de "pueblo". Estas dos culturas 
pollticas, a su vez, aludlan a dos t ipos 
de identidades políticas cuya contradic
ción hacía la vida política del país: el 
ciudadano de clase media y alta, perte
neciente a las el ites, y el pueblo, una 
identidad amplia que interpelaba a "las 
clases bajas". Así, las clases bajas se 
constituían como sujeto de la política a 
través de su identificación con la figura 
mítica del pueblo, cuyo portador dra
mático era el discurso del líder popu l is
ta. Más concretamente, Abdalá Buca
ram, el líder popul ista, encarnaba ese 
"otro sentido de la política", el "populis
mo como cultura política de representa
ción dramática, arraigada en lo popu
lar", la "lumpenización del lenguaje po
lítico", el moral ismo intolerante, que no 
se atiene a las reglas del j uego, "ni al 
respeto para los derechos del otro a di
ferir". En el drama político ecuatoriano, 
rezaba la trama, se jugaban no una s ino 
dos opciones de renovación de la polí
tica: la renovación de la política por vla 
de una articulación radica lmente d ife-
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rente entre el Estado y la sociedad civil  
y entre los elementos componentes de 
la nación, cuya divisa era la plurinacio
nal idad y su sujeto político privi legiado 
el movimiento indígena; o bien la regre
sión política -también a su manera una 
suerte de renovación política- que reab
sorbería a la sociedad en el Estado por 
vía del cl ientelismo y el paternal ismo, 
cuyo sujeto más evidente era el pueblo 
seducido por el líder populista. 

Esa narrativa, sin embargo, era insa
tisfactoria porque si bien simpl ificaba el 
anál isis de lo polít ico no se adecuaba 
tota lmente a la cambiante e intensa vida 
política del país -que resistía toda sim
plificación- y, por otra parte, no permi
tía del todo incorporar lo que había sido 
el descubrim iento esencial  del pensa
miento político ecuatoriano: el hecho 
de que las opciones políticas se jugaban 
en un campo autónomo de lo social, lo 
polltico. 

A mediados de los años noventa los 
pensadores pol íticos ecuatorianos se 
orientaron a la exploración de un nivel 
de análisis hasta entonces relativamente 
poco explorado, el de las instituciones 
políticas. Para fines de los ochenta los 
pensadores políticos ecuatorianos ha
bían identificado la existencia de una 
brecha de representación entre los acto
res del sistema político, los partidos po
líticos y los ciudadanos, cuyos orígenes 
históricos remitían tanto a la h istoria po
l ítica reciente del país como al largo y 
tortuoso cami no de la modernización 

1 7  Una publicación "estratégica" dada la  coyuntura política de 1 988-89, toda vez que en la 
segunda vuelta electoral de las elecciones de 1 988 los candidatos final istas hablan sido 
Rodrigo Borja, de la Izquierda Democrática (ID), y Abdalá Bucaram, del Partido Roldosis
ta Ecuatoriano (PRE). 
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social y política del Ecuador. La moder
nidad del sistema político era un logro 
reciente, a lcanzado durante el proceso 
de transición hacia l a  democracia. Las 
tesis sobre el  sistema político ecuatoria
no culminaban en dos corolarios que 
ponían la coyuntura reciente de la tran
sición ecuatoriana en relación con los 
procesos de l argo plazo de la moderni
zación. Primero, existía una contradic
ción entre la representación y la capaci
dad de los i ndividuos y grupos sociales 
para constituirse como sujetos políti· 
cos1 8. Segundo, esta contradicción fun
damental tendía a crear crisis pol íticas 
por la vía del "bloqueo" del sistema po
lítico, lo cual a su vez impedía que l a  
modernidad política se  extendiese des
de el sistema pol ítico hacia la sociedad 
en su conjunto (Echeverría, 1 99 1 :  542). 
Así, y para resumir l a  fórmula que orien
tó al pensamiento político ecuatoriano, 
el sistema político ecuatoriano en los 
noventa enfrentaba dos di lemas que la 
sociedad ecuatoriana no había logrado 
resolver en su trayectoria hacia la mo
dernidad: por una parte, perfeccionar o 
modificar la representación política y a l  
mismo tiempo mantener l a  autonomía 
del sistema político respecto a la socie
dad. 

Esas hipótesis y corolarios fueron ex
ploradas a través de la identificación de 
los problemas centrales que se suponía 
enfrentaba la democracia ecuatoriana; 
problemas que, a su vez, fueron deducí-

dos desde el concepto de "conso l ida
ción democrática··· de la teoría de las 
transiciones, o bien desde la noción de 
gobernabil idad. Estaba por un lado la  
vigencia del popul ismo, entendido co
mo política arcaica e incluso como an
tipolítica cuyo origen se encontraba en 
ei proceso de modern ización distorsio
nado del Ecuador: "las disrupcíones en 
el proceso de modernización q ue vivió 
el  Ecuador desde los primeros años de 
la década de los setenta y la obsolescen
cia (del} diseño institucional del sistema 
polltíco" habían terminado por destruir 
" las identidades colectivas existentes". 
De aquí se partía a una segunda proble· 
mátíca, la de la transformación de la di
námica "Estado-céntrica" de la  política; 
problemática que apuntaba por un lado 
a l a  inadecuación entre l as instituciones 
pol íticas diseñadas en el retorno a la de
mocracia y el grado de modernidad real 
de la sociedad ecuatoriana y por otro a 
una agenda de reformas urgentes que 
garantizasen una mejor "cal idad" de l a  
democracia. Apelando a l  lenguaje de  l a  
teoría de l as transiciones, Pachano afir
maba: "Todo el lo l l evó a l a  i mposición 
de pautas políticas excluyentes y al  pre
dominio de acuerdos cupulares dentro 
de un juego restringido a pequeños gru
pos e litarios. Se reduda así la capacidad 
de representación de intereses y se im
pedía el procesamiento de las deman
das sociales en el sistema pol ltico". En 
otras pal abras, el mantra completo del 

1 6  Esta contradicción puede ser considerada fundamental en tanto que en la  modernidad el 
princip1o de representación supone por una parte la posibil idad de que la sociedad refle
xione sobre sf misma, a través de los debates de los representados y, por otra, la constitu
ción de los individuos y grupos sociales como identidades políticas capaces de reflexión 
(Arato y Cohen, 1 992), 



pensamiento politico ecuatoriano con 
sus cantos rituales, que culminaba en el 
summun del conocimiento vulgar del 
período: "los problemas de gobernabi l i
dad en el Ecuador se han presentado 
por obturaciones del sistema político", 
hay que "desbloquear" el sistema me
diante reformas al régimen pol itico (Pa
chano, 1 996: 66). 

hta vertiente analítica fue sintetiza
da y completada en los trabajos de Ju l io 
Echeverría. Para Echeverría, el sistema 
político es antes que nada un aparato de 
significación, una gramática que ajusta 
el juego político a reglas que permiten 
la transformación de lo pre-pol ítico (las 
demandas sociales) en sentidos y deci
siones políticas. Así el autor refiere los 
lugares comunes del pensamiento polí
tico vulgar ecuatoriano - la "crisis de re
presentación", "el bloqueo", la inade
cuación de la cultura política- a un pro
blema mayor. El sistema político ecua
toriano no podfa "enfrentar la compleji
dad propia de los actuales procesos de 
modernización; crisis que afecta al sis
tema político en cuanto eje central de 
comando de la reproducción social" 
( 1 997:7 4). Echeverría corona su razona
miento con un l lamado de atención 
acerca de las posibil idades de " ' la  de
mocracia contemporánea' (la cual) ten
dría que ser menos ambiciosa pero más 
realista, al privilegiar la propuesta de 
ampliar las capacidades organ izativas 
del ordenamiento democrático". Así, la 
democracia ecuatoriana tendría que re
nunciar a la búsqueda del mejor mundo 
deseable y contentarse con "la articula
ción de estrategias puntuales y medidas 
que amplíen los espacios de movimien
to para los distintos actores sociales ...  se 
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trata del diseño de soluciones o de es
trategias de reducción de complejidad; 
orientación que replantea, a su vez, la 
función propositiva de los actores políti
cos dentro de cauces que reconozcan la 
complejidad y la dificultad de las solu
ciones" (ídem. El destacado es mío). El 
s istema político ecuatoriano real se 
mueve en el corto plazo; esta incapaci
dad del sistema para producir  su tiempo 
polftico es descrita por Echeverría co
mo: " insuficiente autonomía . . .  (que crea 
la) desviación sistémica a efectos del lo
gro de una rapidez dec isional". E l  siste
ma político ecuatoriano carecería de 
"procedimientos institucional izados de 
cognición de la estructura social y del 
campo posible de articulación de de
mandas y expectativas sociales". La 
"inexistencia" del espacio político autó
nomo hace que "el sistema, lejos de re
ducir  la complejidad social, la estaría 
i ncrementando, a l  tiempo que fomenta
ría la posible recurrencia al procesa
miento de demandas por canales y pro
cedimientos ajenos a él", esto es lo que 
debe entenderse como "bloqueo de la 
democracia" (ídem: 1 6) .  

A partir de este contraste entre lo 
ideal y lo real Echeverría le otorga un 
sentido mayor a los fenómenos que la 
ciencia y la sociología políticas ecuato
rianas habían identificado como los 
obstáculos centrales a la democratiza
ción en el Ecuador: "fenómenos como 
el "dientelismo" o el "populismo" en
cuentran en este tipo de bloqueo institu
cional las condiciones propicias para su 
fortalec i miento y expansión; en mucho, 
fenómenos como el patrimonial ismo, la 
"lógica prebendaría", el "personal ismo" 
o "cl iente l ismo" deberían encontrar en 
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estas dimensiones su razón explicativa" 
(ídem, pie de página 1 4). En efecto, el 
autor postula que habría un circulo per
verso entre esos fenómenos, que siguen 
una lógica de lealtades personal izadas, 
y la i legitimidad generalizada de los 
procesos democráticos en el Ecuador. E l  
bloqueo del sistema político n o  se redu
ce únicamente a su incapacidad para 
generar el  mínimo de legitimidad nece
saria, una "reserva de lealtad que pueda 
ser mov i l izada en ú lt ima i nstancia" 
(ídem, 1 7); el problema es más grave. El 
sistema político ecuatoriano carecería 
de fundamentos, toda vez que la forma 
en que ocurre la lucha pol ítica denun
cia la inexistencia de un consenso pre
político como "requisito fundamental 
para i ngresar al campo decisional". La 
actividad política ecuatoriana no es 
simplemente "disruptora" de las reglas 
del juego establecidas legalmente, es en 
sí misma arcaica, anterior a la política 
democrática 1 9. 

En este punto de mi argumento es 
posible resumir  trayectoria que he exa
minado. Si a in icios de los ochenta los 
pensadores políticos ecuatorianos se 
habían comprometido con la crftica de 
la democracia realmente existente a 
partir de una óptica sociológica, a me
diados de los noventa la opción de los 
pensadores políticos ecuatorianos fue 
con el avance de la racional idad impul
sando procesos de reforma institucional 
que perfeccionasen la capacidad de 
procesamiento del sistema político y 

asegurasen su gobernabí lidad u n  proce
so que, según lo percibían, debía ser 
orientado desde arriba hacia abajo, esto 
es desde los sectores más avanzados en 
el proceso de modernización social y 
política hacia los sectores populares ur
banos, quienes eran la base política del 
arcaísmo problemático por excelencia 
(el popul ismo). 

El trayecto que había partido de l a  
crítica a l a  práctica y l a  teoría d e  la mo
dernización política terminó describien
do un c ircu lo completo. A partir de la 
oposición modernidad - antimoderni 
dad los intelectu a les políticos ecuatoria
nos elaboraron una representación de lo 
político y del proceso de democratiza
ción de características maniqueas. En el 
o rden de lo deseable, el progreso del 
proceso de democratización dependía 
de la inclusión política del movimiento 
i ndígena y sus demandas de p lurinacio
nal ídad, las cuales se postulaba orienta
rían el  proceso pol ítico ecuatoriano ha
cia una mayor legitimidad y extensión 
del orden democrático; en suma, estas 
transformaciones fueron reputadas co
mo extensiones y complementos nece
sarios del proceso de modernización 
política. En el reino de lo indeseable, la 
decadencia política se expresaba en l a  
acción política que, s in ser c laramente 
autoritaria, rompía las reglas del juego 
establecido, actual izando las pel igrosas 
herencias culturales del pasado: el patri
mon ial ismo, el d ientel ismo y las lealta
des personal izadas (el popu l ismo, en 
suma). 

1 9  March ha anotado que para que un orden político aparezca como natural la disputa ideo
lógica fundamental es por establecer un consenso pre-político que mitologize la Constitu
ción, el rango de los temas que pueden ser públicamente debatidos e incluso la idea mis
ma de contestación politica. Véase March, 2003: 2 1 0-2. 



Es a esa oposición entre lo política
mente deseabl e  e indeseable a lo que 
he l lamado más arriba "organizador" 
del pensam1emo poiitíco ecuatoriano. 
En efecto, como he mostrado este ú lti
mo no habría logrado constituirse como 
pensamiento democrático s ino sola
mente en oposición -y ocasionalmente 
en diálogo, como lo intentan en sus es
critos de 2004 tanto De la Torre como 
lbarra- al fantasma del popul ismo. Qui
siera aquí retorcer uno de los j uegos de 
palabras frecuentes sobre el popul ismo: 
'1e l  fantasma del populismo recorre a l  
pensamiento político ecuatoriano". Re
leer los populísmos es e l  testimonio más 
reciente de esta persecución/constitu
ción. Pero, ¿se puede hablar del popu
l ismo más a l lá de esta trayectoria cuya 
circularidad obliga en cada vuelta a '1re
descubrir", "releer" o s imp lemente 
constatar lo  que parecería la eterna "vi
gencia del popul ismo en la pol ític;i 
ecuatoriana" ( lbarra, 2004: 1 29) .  Sos
tengo que sí, pero para e l lo  es necesario 
trabajar no desde el  pensamiento políti
co ecuatoriano sino fuera y contra él; en 
la sección siguiente procedo con este 
experimento de pensamiento. 

Populismo, conocimiento e institucio
nes 

En ocasiones anteriores he argumen
tado que para evitar la trampa de apro
ximarnos a la democracia l i beral como 
destino ineludible de las sociedades po
líticas contemporáneas es necesario de
jar de lado la concepción de que el con
junto institucional mínimo que caracte
riza a las "democracias rea lmente exis
tentes" constituye un punto de partida 
ideal a partir del cual se puede evaluar 
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el grado de desarro l lo político de la de
mocracia en Ecuador. En reemp lazo de 
esta perspectiva he argumentado que 
resulta mas productivo el  considerar a ia 
vida y la sociedad pol ít icas ecuatorianas 
desde una doble aproximación, por un 
lado un enfoque de la democracia co
mo un régimen imaginario fundante de 
la modernidad politica y, por otro, el 
examen de las instituciones realmente 
ex istentes como económico-políticas 
(Andrade, 1 999, 2000, 200 1 ). En esta 
ocasión expandiré dos h ipótesis i nter
pretativas que se derivan de este doble 
enfoque a fin de examinar el  l ugar del 
popul ismo en el  pensamiento político 
ecuatoriano. 

La relación entre democracia (como 
forma polftica) y gobierno es por defini
ción imaginaria. Expresada de manera 
simple, esta d imensión se revel a  en la 
d istancia que existe entre el sujeto sobe
rano del poder (el pueblo) y aquel los 
que efectivamente gobiernan ;  esto es, 
en la democracia "el [sujeto colectivo] 
pueblo puede que sea el soberano, pero 
no detenta el poder en ningún sentido 
real" (Singer, 1 999: 1 8-9, la traducción 
es mía); el poder es detentado y ejerci
do a través de representantes que i magi
nariamente encarnan la capacidad del 
pueblo para auto-gobernarse. la d istan
cia entre e l  soberano y quien efectiva
mente gobierna garantiza no sólo la fal 
ta  de identidad entre e l  gobernante y su 
fuente de legitimidad (el pueblo sobera
no) sino también una división dentro de 
la sociedad. Los principios fundamenta
les de la legitimidad del orden (a saber: 
l ibertad, igualdad y fraternidad) están 
separados de la realidad de las institu
ciones que intentan estabi l izar el orden 
pol ítico. El orden democrático es i magi-
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nario tanto en el sentido de que se con
forma como un "espacio vacío del po
der" (Leffort, 1 988) como porque el su
jeto colectivo que se d ice soberano -el 
pueblo- es en sí mismo una construc
ción política posterior al establecimien
to del orden tenido como legítimo20, Es
tas i nadecuaciones entre pueblo, poder 
y gobernantes son particularmente per
t inentes para el problema que he ven ido 
examinando. La distancia entre el ima
ginario del sujeto soberano ("propieta
rio" del poder), el pueblo y quienes de 
hecho detentan el poder trae conse
cuencias para la relación entre quienes 
detentan el poder y el conocimiento. En 
las sociedades no democráticas moder
nas (absolutistas y total itarias) la ecua
ción entre sujeto soberano, gobernantes 
y conoci miento es total (Cristi, 1 998; 
Me Cormick, 1 997; Leffort, 1 993). La 
soberanía del gobernante se fundamen
ta no sólo en su legitimidad como "po
der constituyente", sino también en que 
el conocimiento del gobernante es ver
dadero; quien detenta el poder es tam
bién qu ien detenta el conocimiento. La 
demoéracia cambia esa ecuac1ón, ¿pue
de afirmarse en algún sentido que el 
pueblo como sujeto sobera no posee un 
conocimiento epistemológicamente su
perior a l  de los gobernantes -u otros po
tenciales propietarios del conocimiento
respecto de su vida política y social?2 1 .  
La tradición democrática ha presentado 
esta relación entre pueblo, poder y co-

nacimiento en tres figuras que han 
acompañado y siguen presentes en toda 
formulación i maginaria del orden políti
co: la voluntad genera l,  el sentido co
mún y la opinión públ ica. Cada una de 
estas figuras postula  una posición espe
cial  de la relación entre pueblo y ver
dad, y e l  conoci miento particular de los 
i ntelectuales; no me detendré en el aná
l isis de cada una de ellas sino única
mente en la segunda22. 

La figura del sentido común c lara
mente postula la superioridad del cono
cim iento de la gente común (el pueblo) 
frente a l  del gobierno y los expertos. La 
simplicidad y la virtud del conocimien
to de la gente común, su carácter casi 
rad icalmente concreto frente a las abs
tracciones postuladas por el gobierno y 
especialmente por los expertos e inte
lectuales, es no sólo mejor y preferible 
a l  de estos ú lti mos, s ino también mucho 
más profundo. E l  uso retórico político 
del sentido común en la trad ición de
mocrática ha estado normalmente aso
ciado a las apelaciones popul istas y de
magógicas de los políticos profesiona les 
que pretenden representar aque llo que 
antes de su pa labra permanecía ocu lto o 
i rrepresentado. Esta relación es captada 
por la definición de Weyland del popu
l i smo como una estrategia política 
(Weyland, 2004: 31 -2) . También hay 
una larga tradición en el campo i ntelec
tual de oponer el sentido común a l  co
nocimiento específicamente desarrol la-

20 Una i ronía que fue por pri mera vez enunciada por Hobbes en la figura mítica del le
viathan y que los contractual istas posteriores han i ntentado ignorar, sin éxito. 

21 Singer (1 999:21)  iormula la pregunta N tAre the people not only sovereign, but, as regards 
their beign-in-society, smarH" 

22 El detal le de esas relaciones se encuentra en el texto de Singer (1 999). 



do a través de la discip l i na de la refle
xión. De manera que habría una oposi
ción -una relación de negatividad- en
tre los intelectuales y el  sentido común; 
el sentido común l lama al  antintelectua
l i smo e i nversamente la labor intelec
tual sólo puede real izarse a contrapelo 
del sentido común. 

La relación s in  embargo no se agota 
en esa oposición, puesto que en ocasio
nes los intelectuales pueden usar el sen
tido común como una suerte de prueba 
existencial respecto de la cual medir y 
reflexionar sobre las representaciones 
del d iscurso socia l  común. En este ú lti
mo sentido, la producción i ntelectual 
especi a l mente en política puede hablar 
acerca de la  sociedad y el sentido co
mún en un n ivel en el que este ú ltimo 
-o más concretamente, la gente común, 
hablando desde la sociedad, no logra. 
Es posible rastrear este tipo de ejercicio 
en los trabajos ecuatorianos sobre el po
pul ismo. 

El lector recordará que un compo
nente esencial del pensamiento político 
ecuatoriano sobre el  popu l ismo es l a  
oposición entre "políticos racionales 
modernizados" y " l íderes popul istas", la 
cual se construye a lo largo de las líneas 
que he ind icado de oposición entre sen
tido común y conocimiento intelectua l .  
Pero, esta oposición n o  es n i  suficiente 
ni el único lugar del pensamiento políti
co ecuatoriano en el  que los intelectua
les pol íticos han recurrido al imaginario 
democrático del sentido común. E l  se
gundo tópico se encuentra en los traba
jos sobre la "cultura política" atribuida a 
los sectores populares, los que preten
den claramente ser exploraciones que 
partiendo de la superficie d iscursiva de 
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la sociedad descubren la profundidad 
de las prácticas sociales, las cuales se 
postul an como históricamente enraiza
das y como conocimiento práctico so
bre la vida política real del país. Un lu
gar común que, no está demás señalar
lo, es revisitado en los trabajos de De la 
Torre e !barra en Releer los populismos. 
La fuerza de prueba del sentido común 
queda completa cuando se reintroduce 
la noción de desarrollo polítíco. Es evi
dente, no sólo para los expertos políti
cos de formación profesional en cien
cias socia les sino también para cual
q u ier hijo de vecino, que el  desarrol lo 
político del Ecuador es incompleto y 
que necesita ser avanzado mediante 
operaciones del i beradas desde el con
trol del Estado, es decir por los gober
nantes auxil iados por u na c lase de inte
lectuales políticos que saben hacia dón
de debe ir la sociedad. La existencia so
c ia l  de una demanda por desarrollo po· 
l ftico se construye a partir del juego su 
perficie/profundidad: mientras el senti
do común da cuenta de "la pugna de 
poderes", la elaboración intelectual ha
bla de el la  como "bloqueo de las deci
siones"; lo que para el  sentido común es 
la decadencia de la política por corrup
ción, el pensamiento político lo enfoca 
como "prácticas patrimon iales"¡ etc. 
Cuando se considera la producción in
telectual política ecuatoriana es relati
vamente fáci l  comprobar que con fre
cuencia lo que a primera vista parecen 
elaboraciones sociológicas o pol itólogi
cas carecen de la d istancia crítica que 
las cal ificaría como propiamente tales, 
es decir con un estatuto epi stemológico 
diferente al del sentido común, de he
cho tal vez sería más adecuado el des-
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cribirlas como "doxología política" -del 
griego doxa, opinión común. 

La crítica precedente no pretende 
desconocer, s in embargo, que aún este 
corlOcimiento doxo16gico contiene in
terpretaciones que son prometedores 
puntos de partida para un examen de la 
persistencia del popu l ismo en la vida 
política ecuatoriana. De hecho, los artí
culos de De la Torre e !barra explícita
mente intentan este último tipo de ejer
cicio, en ambos casos recurriendo a evi
dencia histórica; tomados en conjunto 
sus argumentos y la evidencia ofrec ida 
es claro que: 1 )  el popu l ismo como es
trategia política apareció en Ecuador in
mediatamente después de los años de la 
gran crisis del régimen l iberal ol igárqui
co de fines del siglo XIX, es decir luego 
del período 1 925-30; 2) que a partir del 
modelo general de movil ización social, 
reclutamiento electoral y control del Es
tado creado por los velasquismos, el po
pu l i smo se convirtió en una estrategia 
política electoral y de gobierno constan
te en el Ecuador. El trabajo que real izan 
De la Torre e lbarra recurre a h ipótesis 
discursivo/históricas que he demostrado 
insatisfactorias para exp l icar el popu l is
mo, pero útiles para sostener/construir 
la pecu l iar visión sobre la democracia 
que predomina en el pensamiento polí
tico ecuatoriano. A diferencia de estos 
autores, pero partiendo de la evidencia 
que el los ofrecen, mostraré que es posi
ble explicar el populismo en el Ecuador 
como una estrategia política que tiene 
muy poco de seducción y nada de ar
caísmo (o alternativamente de esencia
l ismo cultural), s ino que constituye una 
opción racional de los electores y ciu
dadanos (y no sólo del "líder populista" 
como sostiene Weyland). 

Como bien lo señala De la Torre es 
necesario dejar de lado la visión del po
pulismo como patología, pero también 
es imperativo el abandonar la noción de 
que sólo las instituciones formales o sus 
"déficits" pueden explicar el comporta
miento político. Cuando un tipo de es
trategia electoral y un est i lo de gobierno 
han permanecido a pesar de grandes 
cambios en la organizac ión del Estado, 
en el grado de urbanización de la socie
dad e incluso en los actores y reglas del 
juego político, como ha ocurrido en el 
Ecuador por lo menos desde 1 938 hasta 
la actualidad, esa estrategia y estilo de
berían ser considerados como institu
ciones de la política. Aquí mi argumen
to se aparta del de Weyland. Para este 
ú ltimo, el popul ismo implica una doble 
dimensión, por un lado es una estrategia 
de conquista del control del Estado, por 
otro es una forma de ejercicio del go
bierno en base "al apoyo de un gran nú
mero de seguidores"; tanto en uno co
mo en otro aspecto, el popu lismo es un 
"fenómeno político" transitorio, explíci
tamente vi nculado en el momento ac
tual y en América Latina con el ascenso 
del neo l i beral ismo (Weyland, 2003: 
1 096). 

Weyland -y los otros colaboradores 
del volumen- en tanto que optan por 
una perspectiva no-institucional del po
pu l ismo descuidan algunos aspectos 
importantes de la evidencia que ellos 
mismos presentan; muy especialmente 
el hecho de que el popu l lsmo iatmoa
mericano ("clásico" y "neo") aparece en 
el marco de complejas relaciones con el 
l iberal ismo ("clásico" y "neo"). En efec
to, Weyland ha señalado reiteradamen
te ( 1 996, 2001 , 2003) que además de la 
relación h istórica de conflicto y oposi -



ción entre popu l ismo "clásico" y l ibera
l ismo "clásico" en la actualidad se pue
den detectar vínculos de afinidad y si
nergia entre neopopul ismo y neolibera
l ismo (2003:1  098-99). Estas relaciones 
de complementariedad ocurren en tor
no a tres puntos: 1 )  la estrategia popul is
ta al igu.¡l que el neoliberal ismo buscan 
un cambio institucional mayor recu
rriendo al apoyo de la masa indiferen
ciada del pueblo para proteger al mer
cado y al gobierno de la interferencia de 
"grupos rentistas" y "el ites privilegia
das"; en este sentido tanto el populismo 
como el neol iberal ismo "comparten 
una oriPntación anti -status quo, un d is
curso anti-el ite, y un espacio transfor
macional"23 ;  2) tanto el neol ibera l ismo 
como el neopopu l ismo necesitan de la 
concentración de poder para l levar ade
lante su proyecto de cambio; 3) en tér
minos de apoyo social tanto el neol ibe
ra l ismo como el popu l ismo se apartan 
de "los s indicatos, las asociaciones pro
fesionales e incl uso de algunos grupos 
organizados de negocios"' y buscan el 
apoyo de grupos socia les "excluidos": 
pobres urbanos, trabajadores del sector 
informal e incl uso pobres rurales no or
ganizados24. 

Esas "afin idades y sinergias" que 
coexisten con los conflictos y oposicio-

ANÁLISIS 225 

nes entre las dos estrategias e ideologías 
políticas no son, sin embargo, de apari
ción reciente. E l  l iberal ismo en América 
Latina ha sido siempre un proyecto de 
transformación de las instituciones polí
ticas y económicas existentes (Burns, 
1 980; Glade, 1 1 985]  1 997,  Thorp 
[ 1 985] 1 997, 1 998). Lo que es más, el 
relativo éxito de este proyecto25 (prime
ro entre 1 870 y 1 9 1 4, aproximadamen
te [Ecuador, 1 895- 1 925 ] ;  luego entre 
1 982 y la actualidad) ha producido 
grandes cambios sociales pero también 
ha tenido enormes costos, especialmen
te para los sectores popu lares; por citar 
solo algunos: incremento acelerado de 
la urbanización; creación de nuevos 
grupos populares pobres; aumento ge
nera l izado de la desigua ldad socia l  
(principalmente en las  áreas rurales); 
emergencia de nuevas formas de acción 
política, tales como nuevos partidos po
lfticos -o partidos políticos tradicionales 
remozados (Colombia, por ejemplo), in
tentos por incorporar de manera subor
dinada a nuevos grupos sociales -clases 
medias, pobres urbanos, etc.; y, lo que 
es más importante, la creación de un 
ambiente institucional que es desfavora
ble a la organización política autónoma 
de los sectores popu lares. Efectos que, 
por otro lado, también han sido frecuen-

23 Estas características pueden no ser del todo evidentes para el caso ecuatoriano, remito al 
lector al trabajo de César Montufar sobre el neoliberal ismo en Ecuador (Montúfar, 2000) y 
para el caso latinoamericano en general a la recopilación de Levine (1 992). 

24 Weyland señala acertadamente que "los reformadores neoliberales y las instituciones fi
nancieras internacionales benefician a estos sectores con programas focal izados de emer
gencia social y anti-pobreza" (ídem) .  

25 "Relativo" en tanto que la  aceptación el)tre las  el ites de la ideología l iberal ha sido amplia. 
no con relación a la capacidad del proyecto neoliberal para cu111pl i r  con sus promesas de 
crecimiento económico y un mejor orden social 
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temente descritos en la l iteratura sobre 
popul ismo26. 

Hay un punto, s in embargo, en el 
cual l iberal ismo y populismo han diver
gido h istóricamente y en el presente: la 
justificación ideológica del orden políti
co. E l  l iberalismo ha buscado presentar
/construir al orden político como un 
conjunto de instituciones cuya principal 
función es neutral izar el conflicto políti
co y producir decisiones políticas "obje
tivas" -al menos en principio (Cristi, 
1 998). Por su parte, el popul ismo inten
ta crear un orden político altamente per
sonal izado y sesgado -por esto aparece 
como "anti nstitucional" desde una pers
pectiva l iberal- las instituciones deben 
estar al servicio o encarnar la voluntad 
del líder popul ista y proveer empleo pú
blico y otros beneficios socia les para sus 
seguidores y constituyentes (Vg.: los po
bres urbanos, los marginados, o más ge
nera l mente "el pueblo"). Incidental 
mente, este aspecto conflictivo de la re
lación l iberal ismo - popu l ismo es la que 
normal mente ha recibido más atención 
en los anál isis  de discurso sobre el  po
pul ismo, lo que en parte expl icarla un 
cierto romanticismo de los académicos 
de izqu ierda en su aproximación al  po
pul ismo27. Aún más importante, por 
prestarle una atención desmedida a l  
contraste entre discursos buena parte de 
la l iteratura sobre (neo) l ibera l ismo y 
popu l ismo han perdido de vista el he
cho de que uno y otro intentan reempla-

zar un conjunto de instituciones exis
tentes por un ensamble institucional d i 
ferente -intentos que son además avan
zados políticamente- acusando tanto a l  
(neo) l iberal ismo como a l  popul ismo de 
ser proyectos "desinstitucionalizantes". 

Más a l lá de esas comprobaciones, 
persiste el hecho de que el (neo) l ibera
l ismo y el (neo) popul ismo persiguen 
ese cambio institucional en clave dife
rente. El l iberal ismo asume -y propone
discursivamente un cambio institucio
nal basado en una lógica contractu al;  
mientras que el popul ismo impu lsa el  
cambio institucional desde una óptica 
de negociación. Por las consecuencias 
prácticas que tales proyectos han tenido 
en la sociedad ecuatoriana (especia l 
mente por sus efectos en profundizar las 
desigualdades sociales) me detendré a 
examinar sólo el proceso de cambio i ns
titucional por negociación, para lo cual 
recurriré en lo que continúa a un mode
lo abstracto de decisión racional (racio
nal choice) que ha sido propuesto por 
Knight (2001 ) . 

En la h ipótesis de Knigth la creación 
intencional de instituciones políticas y 
económicas -que como hemos visto es 
el aspecto descu idado tanto del neo l i 
beral ismo como del popul ismo- puede 
explicarse a partir de las decisiones de 
los actores del cambio institucional  
acerca de los diferentes resultados indu
cidos por las posibles alternativas insti
tucionales (ídem: 37).  La explicación 

26 En el volumen del CMP Aboy Carlés los enumera explícitamente en su aproximación al 
peronismo. 

27 Un romanticismo que es bastante explícito en el trabajo clásico de Laclau ( 1 978), y que 
más recientemente se ha reavivado con el debate sobre el presidente venezolano Cháves 
y su "Revolución Bolivariana" (por �jemplo: Sylvia & [lanopoulos, 2003: 63-76). 



propone que esas decisiones están guia
das por consideraciones de los actores 
acerca de los posibles efectos distributi
vos de l as alternativas disponibles en un 
momento dado. Las negociaciones en
tre los actores "producen instituciones 
sociales en la búsqueda de éstos por ob
tener ventajas distributivas en su con
fl icto por beneficios substantivos" 
(ídem: 38, la traducción es mía). Puesto 
de manera si mple, toda vez q ue se 
crean instituciones políticas y económi
cas éstas contienen un sesgo de largo 
plazo que crean resultados d iferentes 
para los actores en j uego, unos reciben 
más beneficios (o de mejor cal idad) y 
otros obtienen menos. 

En la vida real,  los actores que de 
hecho disponen ya de abundante rique
za y/o beneficios -asimetría en la pro
piedad de recursos- tienen una ventaja 
en la negociación. Esta ventaja puede 
ser usada por los actores poderosos de 
dos maneras: para resistir la demanda 
de los actores más débiles para embar
carse en negociaciones que l leven a un 
cambio institucional¡ o bien para iniciar 
cambios institucionales que aumenten 
sus propios beneficios o riqueza. Knight 
ha propuesto que "existe una relación 
positiva entre la propiedad de recursos y 
la aceptación de riesgo, y una relación 
negativa entre propiedad y aversión a l  
riesgo" (ídem: 39,  la  traducción es mía). 
Considérese el  caso más simple: cuando 
dos actores entran en un proceso de ne
gociación desde posiciones fuertemente 
asimétricas, el actor más poderoso tiene 
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en princ ipio menos q ue perder si la ne
gociación fal la  y por lo tanto puede 
arriesgarse a que este último resu ltado 
efectivamente ocurra¡ adicionalmente, 
dado que el actor más débi l  sufriría ma
yores costos como resultado de una ne
gociación fal l ida (o si no entrase en e l  
proceso de negociación), éste es  más 
propenso a evitar riesgos y por lo tanto 
está más d ispuesto a ceder en sus de
mandas y aceptar los térmi nos propues
tos por el actor más fuerte. Del ejemplo 
se concluye que "quienes d isponen de 
menores opciones o de a lternativas me
nos beneficiosas estarán más incl inados 
a respetar los propósitos de aquellos 
que sí disponen de alternativas. De esta 
manera, l a  existencia de asimetrías de 
recursos en una sociedad puede i nfl u i r  
significativamente l a  decisión sobre las 
alternativas de equ i l i brio" (ídem). 

Vuelvo ahora a la consideración de 
la sociedad ecuatoriana y de la persis
tencia del popul ismo como modo de 
acción polltica. En primer l ugar es c laro 
que la sociedad ecuatoriana se caracte
riza no sólo por la alta asimetría de re
cursos, sino además por un sign ificativo 
aumento de esta asimetría en los últi
mos años28, En segundo lugar, también 
es.evídente que esa asimetría está desi
gualmente distribuida entre electores y 
lideres pol íticos, con estos últimos l le
vándose l a  parte del león. Por lo tanto, 
cuando l ideres pol íticos (como por 
ejemplo Velasco !barra, Guevara More
no, Febres Cordero, los dos Bucaram y 
más recientemente el actual presidente 

28 Según el Banco Mundial (2003) el 1 O% más rico del pafs acapara el 44.2% del ingreso na
cional, mientras que el 1 O% más pobre panicipa con apenas el 0.7%; de igual manera 
3.3% de la población posee el 52.5% de la tierra. 



228 ECUADOR DEMIE 

Gutiérrez) le apuestan a una estrategia 
popul ista es coherente que los electores 
-teniendo más que perder si no entran 
en procesos de negociación de sus vo
tos por los potenciales beneficios ofreci 
dos por el l íder- se unan a esa apuesta. 
Por otra parte, la capacidad de e!>tos 
m ismos l íderes para obtener esos com
promisos aumenta conforme van acu
mulando recursos económicos y políti
cos que i ncrementan la asimetría de re
cursos no sólo entre e llos y los eledores 
sino también con relación a posibles 
competidores, lo que se traduce entre 
los electores en una menor d i sposición 
para asumi r  el r iesgo de no votar por 
una opción popul i sta29. 

En síntesis, la persistencia del popu
l ismo en el Ecuador d ifíc i lmente puede 
ser i nterpretada como resultado de "la 
cris is de representación" o del déficit de 
los partido� políticos en el cumplim ien
to de las funciones que se supone le han 
sido asignadas en/por un s istema políti
co ideal .  El popul ismo persiste porque 
ha alcanzado una fuerza i nstitucional 
propia; el cambio de orientación del 
eledorado entre las d iferentes varieda
des de opciones popul istas (velasqui sta, 
cefepista, soc ia lcr istiana, roldosista, 
etc.)  no se explica por la regional iza
ción del electorado (como propone !ba
rra) s ino por la s istemática creación po
lítica de desigualdades económicas y 

socia les que pueden ser usadas por las 
maquinarias electora les ecuatorianas 
para conquistar el  poder político nacio
nal o local .  Los grandes cambios institu
cionales i mpuestos por l íderes neol ibe
rales i mplican costos po/Wcos, no sola
mente económicos para todos los acto
res (l íderes, partidos políticos y electo
res), sin embargo el balance de poder 
determina la llc.íuíl idad de <:ada uno de 
esos actores para absorber esos costos. 
En Ecuador, donde la capacidad de los 
sectores populares para alterar el balan
ce de poder a su favor ha sido s istemá
ticamente m inada a lo largo del siglo 
veinte (por las d ificultades creadas polí
ticamente para que esos sectores se or
ganicen autónomamente, cooperando y 
coordinando entre sí) los costos del 
cambio político son mayores para estos 
últimos. por tanto resulta más fác i l  optar 
por estrategias que implican costos polí
ticos ( individuales y colectivos) meno
res. La estrategia de menor costo en 
Ecuador ha sido históricamente -y con
t inúa siendo en el presente- la coordina
ción entre los electores en máquinas 
electorales, articuladas más o menos 
sueltamente en torno a l iderazgos parti
darios altamente persona l izados. Esta 
no es una "anomalía del s istema polít i ·  
co", por el contrario es la i nstitución 
constante y organizadora de la acción 
política30, 

29 Los trabajos de Menéndez Carrión (1 986) y Freidenberg (2003) dowmentan ampl iamen
te este proceso de acumulación y distancia; de igual manera, tomada en conjunto la evi
dencia presentada por Cueva, Quintero y Maiguashca y North sobre el velasquismo tam
bién apoya mi i nterpretación. 

30 En un contexto geográfico radicalmente distinto, Pakistán, Mushtaq Khan ha llegado a 
conclusiones similares luego de estudiar la acción de las máquinas clientelares (Khan, 
1 997: 74-6). 



Reflexiones finales 

El lector que contraste mi punto de 
l legada al final de la sección preceden
te y los argumentos ofrecidos por De la 
Torre (2004:7 1 )  encontrará más de una 
coinc idencia. La divergencia principal 
es una cuestión de óptica, De la Torre 
ins iste en que es necesario estudiar et
nográficamente la cultura política popu
lar, propósito para el cual el populismo 
como discurso y "sueño" colectivo pa
recería ofrecer una entrada regia. Sin 
embargo, como he mostrado en la pri
mera parte de mi argumentación, cuan
do los pensadores pol íticos ecuatoria
nos han intentado esta vía de reflexión, 
han logrado producir más que descrip
ciones etnográficas "densas" -que den 
cuenta de la cultura pol ítica popu lar co
mo construcción de sentidos- meros re· 
latos sobre la gramática del popul ismo 
tal y como es formulada por los l íderes. 
De esta manera, la cu ltura política po
pular más que ser expl icada ha sido es
tigmatizada, natura lizada y tomada co
mo un suelo desde el cual se proponen 
hipótesis. Podríamos describir el movi
m iento que sigue este pensamiento co
mo una suerte de circularidad, donde 
aquello que debe ser explicado y estu
diado (las culturas políticas populares) 
es convertido en el suelo desde el cual , 
se proponen hipótesis, con lo que no 
sólo se vuelve a afirmar el uso ambiguo 
del concepto "popul ismo", sino y más 
importante, se evita el i nvolucrarse con 
el verdadero problema de pensar la cul
tura como construcción. 

He sosten ido, además, que para tra
bajar en esta última relación, los estu
d ios ecuatorianos sobre el popu l ismo 
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deben abandonar su propio suelo dis
cursivo, mirar hacia las articulaciones 
entre poder, pueblo y conocimiento en 
el imaginario democrático y tomar en 
consideración que todo proceso de 
construcción en política es mediado por 
instituciones que son, al m ismo tiempo, 
políticas y económicas. 

Esta doble óptica entiendo que pue
de garantizar la d istancia necesaria para 
hacer un ejercicio crítico del popu l ismo 
en particular, y más productivamente de 
la vida política ecuatoriana (incluyen
do, por supuesto, aquello que los inte
lectuales elaboran acerca de ella). Lo 
que estoy sugiriendo, en defin itiva, es 
un programa de investigación que tome 
en cuenta los factores históricos institu
c ionales de largo plazo, las ideas que 
han constituido al popul ismo ecuatoria
no y sus mecanismos culturales y socia
les de reproducción/transmisión y cam
bio. Esta sugerencia i mpl ica además de
jar de lado como meta política de los in
telectuales la el iminación del popul is
mo de la vida política ecuatoriana. 
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la emergencia de Outsiders en la regi6n andina: 
Análisis comparativo entre Perú y Ecuador 
Marco A. Córdova Montúfar· 

La noción de neopopulismo afirma la centralidad de/ líder po/ftico y su relación clientelar con 
las masas, a través de una postura antisistémica, que paradójicamente se legitima dentro de la 
misma ínstítucionalidad democrática-representativa. En este sentido, la ascensión al poder de 
candidaturas outsiders como las de Fujimori en Perú y Gutiérrez en Ecua� se inscribe den
tro del fenómeno de la antipolrtica neopopulista, en la medida en que ambos casos hacen re
ferencia a líderazgos que surgieron desde fuera del sistema político. como respuesta a una cri
sis de representación acumulada durante el proceso de democratización. 

Introducción 

S
. Si bien los procesos de demo

cratización en la región andina 
surgieron de manera simult{mea 

a finales de la década del setenta, éstos 
se han caracterizado por mantener cier
ta autonomía respecto al desenlace q ue 
cada proceso ha tenido en los d iferentes 
paises. Esta situación se ha hecho más 
evidente en el  caso de los países que se 
pretende abordar: Perú y Ecuador, en la 
medida en que el confl icto l imítrofe q ue 
han mantenido desde l a  segunda mitad 
del siglo XX y que se agudizó durante 
las décadas del ochenta y noventa, an
tes de su resol ución en 1 998, no ha per
mitido que exista una mayor correla-

ción en los procesos pol íticos de ambos 
países. Aún así, el legado histórico no 
sólo de Perú y Ecuador, sino de la región 
en general ,  ha determinado que los con
textos poltticos de cada país generen 
circunstancias relativamente similares, 
sobre las cua les es posible identificar 
cierto t ipo de fenómenos afines, en la 
medida en que se comparte una misma 
forma de gobierno: la democracia. De 
ahí que, un análisis de las simi l itudes y 
diferencias de los d iferentes procesos, 
dentro de una metodología comparati
va, resulte interesante para poder com
prender y explicar cual ha sido la ten
dencia de la democratización en la re
gión andina. 

Arquitecto. Estudiante Maestria Ciencia PoHtica, FlACSO Sede Ecuador 
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En este sentido, el fenómeno de los 
denominados "outsiders"1 ,  pese a que 
aparece en los procesos políticos de Pe
rú ( 1 990) y Ecuador (2002) con una d i 
ferencia de más de una década, se cons
tituye en un punto de inflexión impor
tante dentro del anál is is comparado, en 
la medida en que expresa dos momen
tos coyunturales de crisis, anclados en 
d iferente tiempo y espacio, pero que a 
l a  vez reflejan una tenencia que en ma
yor o menor grado se ha ido conso l idan
do en la  región: el  establecimiento de 
una suerte de antipolítica, en cuanto a 
política de outsiders, que h a  provocado 
amenazas de distinta magnitud contra 
l as perspectivas institucionales de la de
mocracia representativa (Mayorga, 
1 995:  25). 

Así, previo a l  aparecimiento de Fuji
mori y Gutiérrez, tanto Perú como Ecua
dor, atravesaron u na aguda crisis econó
mica y una evidente crisis de represen
tación, es decir, una crisis estructural de 
la sociedad en su conjunto, que hacía 
pensar que la democracia, dado el bajo 
rendimiento de la misma, quizás no ha
bfa s ido la mejor opción después de fas 
dictaduras. De ahí que la orientación y 
organización política de la sociedad, 
buscó otro tipo de alternativas por fuera 
del sistema, situación que se evidenció 
de manera extrema en las acciones sub
versivas de la guerr i l la en el  Perú de los 
ochenta, y en la  reiterada ruptura del or
den constitucional ( los golpes de Estado 

dél 1 996 y 2000) en el Ecuador. En cier
ta forma, la  emergencia de outsiders en 
los procesos pollticos de la región andi
na, reflejan la vigencia de una larga tra
dición de pol ítica caudi l lista, propia de 
los popu l ismos que antecedieron a las 
dictaduras m i l itares de los sesenta y se
tenta, lo que haría pensar que el apare
cimiento de outsiders, a manera de fe
nómenos neopopu l istas, no representan 
sino la (re)actual ización de una organi
zación socia l  paternal ista y patrimonia
l ista, que fue neutralizada por los auto
ritarismos, y que tras la incompatibi l i 
dad con l a  lógica representativa de l a  
democracia s e  manifiesta con fuerza en 
los momentos de crisis de los procesos 
políticos de la región. 

En este contexto, el presente artícu
lo plantea establecer un  anál is is compa
rativo entre los casos de A lberto Fuj imo
ri  en Perú y Lucio Gutiérrez en Ecuador, 
en e l  propósito de primero, visual izar el  
contexto socio-político que antecedió 
en ambos países a la emergencia de es
tos dos candidatos inscritos dentro de la  
categorización de outsiders; y segundo, 
tratar de establecer cuales fueron las 
causas que permitieron tanto el apareci
miento como la ascensión al poder de 
ambas candidaturas, puntual izando las 
d iferencias y s imi l itudes en relación a 
sus orígenes y d iscurso político. 

En este propósito, en la medida en 
que la noción del outsider hace referen
c ia  a la . promi nencia de un l iclerazgo 

Al hablar de "outsider" se está haciendo referencia a "un candidato que ni se identifica 
con un partido polftico ni recibe apoyo de ningún partido, un candidato que en algunos 
casos no tiene ni experiencia de gobernar ni  Incluso experiencia polftica, y que se presen
ta con un apoyo populista a menudo basado en la hostilidad a los partidos y a los polfti
cos". (liNZ, Juan. "Las crisis del presidencialismo", Alianza Editorial, Madrid, 1 997) 



personal izado y de carácter mesiánico, 
la investigación se conceptual iza a lre
dedor del tema del Neopopul ismo, en
tendido éste como una forma de políti
ca antisistémíca, que adscribe discursi
vamente la noción de pueblo, pero que 
a diferencia del concepto clásico de po
pulismo, responde a un momento histó
rico y social  totalmente diferente, y co
mo tal, debe ser redefin ido de acuerdo a 
las nuevas circunstancias, tales como la 
crisis económica inscrita dentro del mo
delo neoliberal y la deslegitimación del 
ideal democrático, consecuencia entre 
otros factores de una crisis de represen
tación del sistema político en su con
junto. 

Por otra parte, se hace necesario in
corporar al  aná l isis temas como el pre
sidencialismo, específicamente en la di
mensión procedimental de la elección 
presidencial, y el tema de la segunda 
vuelta o ballotage, en la medida en que 
este tipo de mecanismos institucionales 
pueden ser en ciertas circunstancias fac
tores determinantes para la legitimiza
ción de candidaturas outsiders. 

Finalmente, un cuerpo de conclu
siones permitirá recapitular c iertos as
pectos que se consideren importantes 

ANÁliSIS 235 

para argumentar cuál fue el contexto so
cio-político en el que emergieron Fuji
mori y Gutiérrez, y sobre todo las cau,. 
sas que permitieron su l legada al poder. 

Neo-populismo: nuevos líderes, las mis· 
mas fórmulas 

Hablar de "popul ismo"2 en Latinoa
mérica, de alguna manera implica hacer 
referencia a aquellos procesos pol íticos, 
que entre las décadas del trei nta y seten
ta, evidenciaron una adscripción de la 
noción de pueblo a l a  política a través 
de prácticas c l ientelares, las mismas 
que lejos de ser entendidas como una 
dinámica nueva en la política tradic io
nal de la región, no hicieron s ino am
pliar al campo de la política, la lógica 
de unas relaciones cotidianas paterna
listas inherentes a una sociedad latinoa
mericana de naturaleza jerárquica y ex
cluyente. De ahí que, "a diferencia de la 
experiencia de los pa íses capitalistas 
avanzados que incorporaron a las ma
sas a travé$ de la extensión y profundi
zacíón de los derechos ciudadanos des
de lo civil a lo político a lo social, en 
América Latina se los ha integrado, prin
cipalmente, a tra vés de la apelación a lo 
popular"3. En este sentido, dentro de los 

2 Respecto al "popul ismo", René Mayorga plantea establecer un concepto estructurado al
rededor de un núcleo significativo de tres dimensiones: 1 )  una dimensión política en cuan
to a movimiento social conformado alrededor de líderes carismáticos, que no se apoyan 
en estructuras i ntermedias partidarias, sino precisamente en la movil ización de sectores 
populares; 2) una dimensión ideológica definida por una orientación nacionalista de iden
tificación del Estado con el pueblo; 3) un eje de política económica caracterizado por la 
puesta en práctica de políticas tanto de control estatal de sectores económicos considera
dos estratégicos como de redistribución de i ngresos. (MAYORGA. René. "Antipolítica y 
neopupulismo", CEBEM, La Paz, 1 995. p.29) 

3 DE LA TORRE, Carlos. "Los usos políticos de las categorías de pueblo y democracia", en: 
PACHANO Simón (compilador), Ciudadanía e identidad, FLACSO Sede Ecuador, Quito, 
2003, p.231 . 



236 ECUADOR DEBATE 

procesos de democratización iniciados 
en la década del ochenta, el tema del 
popu l ismo reaparece insistentemente, a 
manera de un fantasma (Burbano, 1 998: 
9), tras el  surgimiento de personajes ta
les como Col lar de Meto en Brasil, Me
nem en Argentina, Fujimori en Perú, Bu
caram en Ecuador, Chávez en Venezue
la, y más recientemente Gutiérrez en el 
mismo Ecuador. Estos nuevos liderazgos 
políticos, inscritos dentro de lo que se 
ha l lamado el "regreso del l íder", más 
al lá de evidenciar la emergencia de ac
tores outsiders dentro de la polltica, 
aparecen como una amenaza en "con
tra de las perspectivas institucionales de 
la democracia representativa" (Mayor
ga, 1 995: 25),  en la medida en que las 
lógicas clientelares en las que se susten
tan dichos l iderazgos entran en contra
dicción con la formal idad de los meca
nismos pol iárquicos de representación. 

Si bien en un inicio el debate teóri
co referido a la emergencia de los outsi
ders, parecería inscribirse dentro de la 
temática del popul ismo, dado que se es
tablece una continu idad conceptual re
ferida a la prominencia dei.J iderazgo y 
el carácter cl ientelar de su relación con 
las masas, sin embargo, se hace necesa
rio establecer una redefinición de la no-

ción de popul ismo, en la medida en que 
la diversidad y particularidad de los di
ferentes países de la región no permite 
institu ir un referente teórico generaliza
do. De esta manera, aparece la noción 
de "neopopu l ismo"4, que al  igual que el 
popul ismo clásico afirma la centralidad 
del l íder carismático, pero se diferencia 
de éste en la medida en que primero, 
una vez en el poder los gobiernos neo
populistas despliegan nuevas formas de 
gestión política inscritas dentro del ajus
te estructural de la década del ochenta, 
y segundo, se legitimizan dentro de un 
contexto democrático, es decir. estable
cen "una dimensión ideológica de legi
timación que no es extraña al régimen 
democrático-representativo, sino más 
bien se nutre de él para colocar en el 
centro de la política al líder orgánico 
como encamación de la voluntad popu
lar y símbolo de la unidad sustancial en
tre el Estado y el pueblo''5. 

Desde esta perspectiva, el anál isis 
de la emergencia de los outsiders a tra
vés del tema del neopopul ismo, tiene 
que ser planteado no corno procesos 
homogéneos sujetos a una categoriza
ción rígida, sino más bien, desde la con
sideración de que cada uno de los l ide-

4 Siguiendo el planteamiento teórico de René Mayorga, se puede definir la noción de "neo
popul ismo" sobre los siguientes puntos: 1 )  una forma elevada de decisionismo y volunta
rismo político que se ha desarrollado en un marco de debi l itamiento institucional y deca
dencia política que tiene sus raíces en una profunda crisis de las instituciones democráti
cas; 2) exacerba el estilo de política personalista y anti-institucional que se deriva de una 
cultura política patrimonialista; 3) el discurso de los outsiders neopopulistas es una mez
cla de elementos que apelan a las masas populares, al pueblo oprimido y a la nación aco
sada por enemigos internos y externos, pero traduciendo simultáneamente un compromi
so con valores neoliberales y estrategias de transformación económica basadas en la eco
nomía de mercado. (MAYORGA, René. "Antipolítica y neopupulismo", lbid., p.27-28) 

S MAYORGA, René. "Antipolítica y neopupul ismo", lbid., p.30 



razgos políticos - l lamasen F uj i mori,  
Chávez o Gutiérrez- responden a una 
coyuntura especifica y como tal, varían 
sustancialmente en los diferentes con
textos nacionales. En cierta forma, "la 
dimensión del contexto es fundamental 
en un análisis comparativo para esclare
cer las rafees polfticas del fenómeno de 
la antipolítica neopopulista y la influen
cia de ésta sobre el procesos de fortale
cimiento o desestabilización de la de
mocraciahf>. 

la imagen · del outsider l igada a la 
noción de "antipolítica", aparece bási
camente como la de un l iderazgo que 
surge desde fuera del sistema político, 
caracterizado por cualidades mesiáni
cas propias de una "política de la reden
ción", y legitimizado a través de un dis
curso demagógico y anti-sistema que ha 
logrado una d imensión interpelativa 
dentro una crisis social, económica y 
política. "Se trata de una forma de lide
razgo muy personalizada que emerge 
de una crisis institucional de la demo
cracia y del Estado, de un agotamiento 
de las identidades conectadas con de
terminados regímenes de partidos y 
ciertos movimientos sociales, de un de
sencanto general frente a la política, y 
del empobrecimiento generalizado tras 
la crisis de la década perdida 'll. 

El "chinito" Fujimori 

Tras doce años de dictadura mi l itar 
( 1 968-1 980), el Perú in icia en 1 980 un 
nuevo período democrático dentro de 

6 lbid., p.26 
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una profunda crisis económica y de un 
creciente auge del terrorismo de Sende
ro luminoso, que conjuntamente con la 
incapacidad de los gobiernos de Fer
nando Belaunde ( 1 980-1 985) y Alan 
García (1 985-1 990) para enfrentar la 
crisis soc ial y política generaron un es
tado de ingobernabil idad del país, esce
nario propicio para el ascenso de Fuj i
mori al poder. En el  campo económico, 
se había acumulando una situación in
sostenible, resultado de la crisis interna
cional de la deuda externa ( 1 982) y de 
las pérdidas ocasionada por la corriente 
marina del N iño (1 983), l legándose en 
el gobierno de García a impugnar las 
condiciones de pago de la deuda y a re
chazar la implantación de políticas de 
ajuste estructural ,  aislando de esta ma
nera al Perú de los círculos financieros 
internacionales, situación que sumada a 
una serie de problemas fiscales y un fa
l l ido intento de estatizar el sistema fi
nanciero, determinaron que se produje
ra la que fuera considerada la segunda 
más larga h iperinflación (7.000%) de la 
historia mundial. Por otra parte, la insur
gencia terrorista de Sendero luminoso 
había causado hasta finales de la déca
da del ochenta a l rededor de 1 8.000 víc
timas y pérdidas económicas de cerca 
de 20 billones de dólares, situación que 
mantenía a l  país en un permanente es
tado de sitio, en el que las fuerzas Arma
das respaldadas en políticas de seguri
dad nacional incurrieron en violaciones 
sistemáticas de los derechos humanos. 
De esta manera, al  final del gobierno de 

7 BURBANO, Felipe. "A modo de i ntroducción: el impertinente populismo", en: BURBANO 
Felipe (editor), El fantasma del populismo, Nueva Sociedad, Caracas, 1 998, p.l O. 
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García se había configurado una gene
ralizada crisis social y económica, cuya 
posible incidencia en la región era vista 
con mucha preocupación por países ve
cirios y EEUU. 

En este sentido, "/a conjugación de 
estos graves problemas propició trans
formaciones políticas e ideológicas que 
fueron restándole legitimidad al gobier
no: la frustración que ocasionaba en la 
mayoría de la población la conducta de 
las representaciones sociales y políticas, 
incapaces de encarar y resolver los dra
máticos problemas del pafs, determinó 
el descrédito de las organizaciones que 
conectaban a la sociedad con el Estado, 
y desprestigió el frágil régimen demo
crático''B. Dentro de este contexto, para 
las elecciones de 1 990, el panorama 
electoral presentaba un descrédito ge
neral de los partidos tradicionales y una 
marcada atomización de la izquierda, 
situación que permitió la consol idación 
en las preferencias de voto del candida
to del F rente Democrático (FREDE
M0)9, Mario Vargas Llosa, quien apare
cía como el seguro ganador de las elec
ciones presidencia les. Es importante 
mencionar que la figura de Vargas Llosa 
se inscribe también dentro de la i magen 
de un outsider, en la medida en que 
aparece como un líder personal izado, 
proven iente de un campo ajeno a la po
lítica como es la l i teratura, y con un dis-

curso desl igitimizador del sistema de 
partidos imperante, es sin embargo, su 
prestigio a nivel internacional dentro 
del mundo cultural y el hecho de que su 
candidatura estuviese respaldada por 
partidos tradicionales de la derecha, lo 
que le hacía aparecer como un político 
experimentado, por así decirlo. En todo 
caso, más al lá del triunfo de Fuj imori, 
en el hipotético caso de que Vargas Llo
sa hubiese ganado las elecciones de 
1 990, de igual manera habría ascendido 
al poder un outsider de la política, situa
ción que confirma que el contexto so
cio-político del Perú de aquel momen
to, había generado las condiciones pro
picias no sólo para el aparecimiento de 
un personaje desconocido (como gene
ralmente ocurre en cualqu ier elección) 
s ino para que consolidara posibil idades 
reales de l legar al poder. 

Para aquel, entonces, Alberto Fuj i
mori (hijo de inmigrantes japoneses, in
geniero agrónomo y ex-rector de la 
Un iversidad Agraria La Malina y de la 
Asociación Nacional de Universidades), 
era un candidato más, que a pocas se
manas de las elecciones aparecía con 
apenas un 2% del electorado. Su orga
n ización política Cambio 90, "nació co
mo un movimiento antipolítico sin pro
grama ni ideología definidos, procla
mando un slogan bastante simple -tec
nología, honestidad y trabajo- que sirvió 

8 COTLER, julio. "La gobernabil idad en el Perú: entre el autoritarismo y la democracia", en: 
COTLER Jul io y GROMPONE Romeo (editores), El fujimorismo, IEP, Lirna, 2000, p.20_ 

9 FREDEMO era una coalición conformada por el Movimiento Libertad y los partidos tradi
cionales Acción Popular (AP) y el Partido Popular Cristiano (PPC). "Su objetivo fundamen
tal era la revolución l iberal l levando a cabo un duro ajuste estructural a fin de parar la h i 
perinflación, desmantelar el sector estatal de la economia e introducir mecanismos de 
mercado l ibre". (Mayorga, 1 995:53). 



de cabal lo de batal la para contrarrestar 
el sofisticado d iscurso l iberal de Vargas 
Llosa" (Mayorga, 1 995: 54). En este sen
tido. inclusive para el mismo Fujimori, 
se constituyó en una sorpresa el hecho 
de que lograra obtener el  24% de la vo
tación en la primera vuelta, y un con
tundente 55 .6% en la segunda vuelta 
frente al 34% de Vargas Llosa, resulta
dos que le permitieron acceder a la pre
sidencia del Perú. 

Gutiérrez: el coronel golpista 

A diferencia del Perú, el período de
mocrático inaugurado en el Ecuador en 
1 979 (ei más largo de su v ida republica
na), se instaura dentro del momento de 
mayor auge económico de la h i storia 
del país. Sin embargo, contrario a las 
expectativas generadas tras la transi
ción, el proceso de democratización se 
ha caracterizado por una constante cri
s is estructura l reflejada en cuatro aspec
tos: en primer lugar, una crisis económi
ca generada por los desaciertos del mo
delo neoliberal apl icado durante los úl
t imos 1 5 años, que desembocó en una 
aguda crisis financiera, el l lamado feria
do bancario ( 1 999) y el decreto de doia
rización de la economía; en segundo lu
gar, una crisis política relacionada con 
"el s istema de representación social que 
refleja la cris is de hegemonía, la ausen
cia de proyectos nacionales y la caren
cia de partidos que sean capaces de 
constru ir intereses generales que esca
pen a la vol untad de ciertos sectores de 
poder" (Hernández, 2002: 20); en tercer 

ANÁLISIS 239 

lugar, unos elevados índices de corrup
ción que en más de una ocasión han 
ubicado al Ecuador dentro de la l ista de 
países más corruptos del mundo; y en 
cuarto lugar, una crisis del Estado nacio
nal, evidenciada en una profunda cen
tralización de la gestión pública y la in
capacidad de articular la diversidad del 
país dentro de un carácter unitario. Cin
co aspectos que en los ú ltimos años se 
han mimetizado en torno al  tema de la 
( i n)gobernabi l idad, como explicación al 
desencanto del ideal democrático cons
truido en el proceso de transición y so
bre todo en relación a los bajos niveles 
de rendimiento de la democracia duran
te las últimas dos décadas. En cierta for
ma, "en Ecuador, el discurso de la go
bernabilidad intenta otorgar sentidos a 
conflictos y problemas que han emergi
do de la disolución de la ecuación entre 
sociedad política, representación, y na
ción tal como fueron imaginados en el 
discurso democrático original"1 0. Diso
lución generada no sólo por la "incapa
cidad de las potestades gubernativas e 
institucionales de la democracia para 
procesar las demandas y conflictos so
ciales", s ino además, "por las deficien
c ias y l imitaciones de la sociedad en su 
conjunto para gobernarse democrática
mente" (Rivera,2001 :203-207), resulta
do entre otros factores de un profundo 
confl icto étnico y r�gional heredado 
desde la formación misma del país y 
que no ha podido ser superado. 

En este sentido, la crisis estructural 
del Ecuador durante los últimos veinte 
años, "ha resquebrajado no sólo la ins-

1 O ANDRADE, Pablo. "El imaginario democrático en el Ecuador", en: Revista Ecuador Deba
te No.47, Quito, 1 999, p.248. 
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titucionalidad democrática, sino que ha 
puesto en duda la vialidad del Estado 
como entidad articuladora de la socie
dad. De ahí que los militares, con su 
concepción amplia de la seguridad na
cional, y ante la incapacidad de los ci
viles para procesar los conflictos ( .. .), 
han tenido el pretexto idóneo para inter
venir en los momentos de crisis polfti
cas, desligitimizando por medio de esos 
actos la misma constitucionalidad que 
juraron defender"11 •  Así lo demuestran 
los acontecimientos relacionados a la 
calda de los presidentes Bucaram 
( 1 997) y Mahuad (2000), Jos mismos 
que evidencian el carácter tutelar de las 
Fuerzas Armadas en el juego · polftico 
ecuatoriano, i ntervin iendo ind i recta
mente a manera de mediadores o árbi
tros en el primer caso, y d irectamente 
mediante un golpe mi l itar en el caso de 
Mahuad. Y es precisamente en este últi
mo hecho, el golpe de Estado del 21 de 
Enero del 2000, donde pueden rastrear
se los orígenes políticos del fenómeno 
Gutiérrez. Anteriormente a lgunos ex
mi l itares, como los generales José Ga
l lardo, René Yandún y Paco Moncayo, 
ya habían uti l izado el prestigio obtenido 
en el confl icto con el Perú para proyec
tarse en el ámbito político, de tal mane
ra que el caso de Lucio Gutiérrez no 
apareda como algo inédito, más aún si 
se considera que el golpe mi l itar perpe-

tuado por Gutiérrez conjuntamente con 
otros mi l itares, · había recibido el apoyo 
de gran parte de la población, en la me
dida en que la caída del gobierno de 
Mahuad, representaba la ruptura de 
aquella imagen corrupta e i ncompeten
te de los políticos y partidos tradiciona
les que se había venido acumulando 
desde hace varios periodos atrás. 

Al igual que en el caso de Cambio 
90 (Fujimori), la ''Sociedad Patriótica 2 1  
de Enero", organización politica de Gu
tiérrez, aparecía como un movimiento 
creado a ú ltimo momento, sin n ingún ti
po de proyecto ni adscripción ideológi
ca, y con la única finalidad de proveer a 
Gutiérrez el espacio necesario para su 
aventura politica. De tal manera que, 
durante un convulsionado y volátil pe
ríodo de campaña, previo a las eleccio
nes del 2002, la candidatura de Gutié
rrez no aparecía como una de las favo
ritas para ganar los comicios, y no es si
no el mismo día de las elecciones que 
logra consol idar el 2 1 °/o de los votos 
con los que triunfaría en la primera 
vuelta, gracias al voto de los l lamados 
" indecisos" que a ú ltima hora desbara
taron los pronósticos de todas las en
cuestas. Por otra parte, en la segunda 
vuelta se dio una situación s imi lar a la 
que enfrentaron Fujimori y Vargas Llosa 
en el Perú, es decir, la presencia de dos 
candidatos outsiders, uno de derecha 

1 1  RIVERA, Freddy. "Democracia mínímalísta y fantasmas castrenses en el Ecuador contem
poráneon, en: FFM en la región andina ¿No deliberantes o actores polftícos?, Comisión 
Andina de Juristas, lima, 200 1 ,  p.1 96. 



(Vargas llosa y Noboa 1 2) y otro de cor
te neopopulista (Fuj imori y Gutiérrez), 
lo q ue de alguna manera, hacia prever 
el desen lace de la segunda vuelta, en la  
medida en que el  i ncremento de vota
ción de Gutiérrez (al igual que Fuj i mo
rí) se inscribía dentro de una lógica de 
voto en contra de Noboa (y de Vargas 
llosa), es decir, "de los males el menor". 
Así, tras ganar la segunda vuelta con u n  
54% d e  la votación, un asombrado Lu
cio Gutiérrez asume constitucionalmen
te la presidencia del Ecuador en Enero 
del 2003, paradójicamente, casi tres 
años después de haber quebrantado 
aquel la  m isma constitución. 

Nuevos sujetos politicos 

Para un candidato outsider que se 
presenta en una contienda electoral,  e l  
hecho de ser u n  desconocido es segura
mente su primera ventaja, en la medida 
en que dentro de contextos de democra
cias institucionalmente desl igitimiza
das, esta característica le permite cons
tru ir  a su a l rededor una i magen inédita, 
por lo general estructurada sobre un ca
rácter ant is istém ico y emancipador. 
Otra característica de las candidaturas 
outsiders es que dada su desvincu lación 
con una estructura partidista tradicio
nal, tienen la flexib i l idad de aglutinar a 
aquellos grupos u organizaciones que 
generalmente han sido excl uidos del 
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sistema político, lo que les permite rei
vindicar discursivamente la noción de 
una democracia participat¡va, exenta de 
u na desgastada intermediación partidis
ta. Casos como el de Gutiérrez (respec
to a la tensión mantenida con Pachacu
tik desde el inicio del gobierno y que 
desencadenó la ruptura de la coalición 
de gobierno) han demostrado que este 
tipo de a l ianzas no logran configurar un 
proyecto político a largo plazo, quedán
dose más bien en un nivel de pacto es
tratégico de elecciones. 

Esta noción, hasta c ierto punto ven
tajosa (o quizás no), a través de la cual 
el  outsider tiene la posibi l idad de cons
truir un proyecto si cabe el término iné
dito, fundamentado en una posición an
tagónica al de un sistema pol ít ico des
prestigiado, de alguna manera explica 
el hecho de que el triunfo de Lucio Gu
t iérrez en las ú ltimas elecciones presi
denciales, marque el apareci miento de 
un nuevo sujeto político en la escena 
ecuatoriana, y quizás por que no, la 
inauguración de un nuevo momento 
político para el país (Burbano, 2003: 6). 
En cierta forma, el l iderazgo de Gutié
rrez logra art icular a su a lrededor tres 
elementos i mportantes que le permitie
ron legitimizar su propuesta: primero, 
un e lemento étnico, proyectado a través 
del imaginario de lucha y reindinvica
ción social y política de los pueblos in
dígenas, que se ha venido gestando des-

1 2  Es importante señalar que el liderazgo de naturaleza mesiánica de Alvaro Noboa, sumado 
al discurso demagógico y al carácter clientelar de su campaña política, permitirían ubicar
lo dentro de la categoría de neopopul ista, sin embargo, su propuesta económica hiper
neoliberal le acercan a una tendencia ideológica de derecha, percepción que en cierta for. 
ma se reforzó frente a l a  imagen de seudo-izquierda que proyectaba Gutiérrez, al menos 
hasta la primera vuelta. 
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de el levantamiento de 1 990 y todas las 
movil izaciones ·y logros conseguidos 
durante esta década por el movimiento 
indígena. Segundo, un elemento popu
lar, es decir, una "redefin ición de lo po
pular como forma antagónica hacia 
aquel lo que se identifica como el poder 
institucional izado", y a partir de la cual 
se construye un "sujeto pueblo" que in
corpora el carácter multiétn ico y mult i
cultural del país. Tercero, un elemento 
mi l itar, que retoma la imagen del golpe 
del 2 1  de Enero, como una lucha contra 
la corrupción, y que permite identificar 
a las Fuerzas Armadas con una dimen
sión popu lar y por ende antagón icas a 
las clases ol igárquicas. (Burbano, 2003 : 
6-7). Es interesante observar en este ú l 
t imo elemento, como un golpe de Esta
do, desde cualquier punto de vista in
constitucional, se auto-legitima, y más 
aún,  legitima un sentimiento antidemo
crático, que paradójicamente le permite 
a Gutiérrez l legar vía mecanismos de
mocráticos a la presidencia. Esto es po
sible, como se analizó anteriormente, 
gracias a aquella concepción tutelar de 
las Fuerzas Armadas, con la que se ha  
regulado la crisis política del país, y des
de la cual, cualqu ier intervención mi l i 
tar, por más anticonstitucional que ésta 
sea, aparece como la mejor solución. Es 
importante señalar además que, la co
herencia lograda en la articulación de 
los elementos étnico, popular y mi l itar, 
se debe en gran parte a las al ianzas que 
Gutiérrez logró estructurar con una se
rie de movimientos sociales, en las que 

há destacado el movimiento ind ígena y 
su brazo político Pachacutik. 

Por otra parte, haciendo referencia 
al  fenómeno Fuj imori, es evidente que 
su presencia al frente del gobierno del 
Perú durante toda la década del noven
ta, más al lá de sus nefastas consecuen
c ias, permite afirmar que su apareci
miento en la escena peruana se inscribe 
al  igual que Gutiérrez, dentro de la no
ción de un nuevo sujeto político. Como 
se ha d icho reiteradamente, no se pue
de hablar de un proyecto político cons
truido al rededor de organ izaciones co
mo Cambio 90 o Sociedad Patriótica, s i
no más bien de la articulación de cier
tos elementos antagónicos al establish
ment, que recogiendo el descontento de 
algunos sectores de la sociedad han lo
grado su interpelación. E l  caso de Gu
tiérrez presenta en cierta forma una ma
yor coherencia, en la medida en que su 
oferta programática se veía reforzada 
por la propuesta política del movimien
to indígena, a diferencia de Fuj i mori en 
donde no existió n ingún tipo de vincu
lación con organ ización social o políti
ca adscrita a ideología alguna, de tal 
manera que, "desprovisto de cualquier 
estrategia o programa político, Fujimori 
se dedicó a exponer un discurso antipo
lítico sencillo que atacaba globalmente 
a la clase política en bancarrota, a los 
partidos y las elites económicas del Pe
rú culpándolas de la crisis nacional y 
poniendo énfasis en su autonomfa fren
te a ellas"13, es decir, un discurso emi
nentemente popul ista argumentado en 

13 MAYORGA, René. "Antipolftica y neopopul ismo", l bid., p.56. 



la movi l ización del pueblo contra su 
enemigo común: la ol igarquía. Ahora 
bien, es i mportante analizar el contexto 
en el cual este anti-discurso logra legiti
mizarse y aparecer como la mejor op
ción para el e lectorado. Por una parte, 
el Perú de finales de los ochenta presen
taba una deslegit imación de los l ideraz
gos y organizaciones de la izqu ierda, lo 
que permitió que un amplio sector de la 
sociedad orientado y organ izado con 
esta tendencia (entre 70 y 80% durante 
lo década del ochenta), encontrará en 
Fuj imori la mejor opción frente a la de
recha de Vargas llosa, en un momento 
histórico en el  que precisamente existía 
una marcada polarización ideológica 
entre la burguesía (derecha) y las l lama
das clases populares (izquierda). Por 
otra parte, el Perú atravesaba por la 
emergencia de una nueva configuración 
social, inst itucional y psicosocial, con
secuencia entre otros factores de l au
mento del desempleo y del auge de una 
economía informa l, que generaba la de
s integración de organizaciones sociales 
y gremia les, y consecuentemente la 
configuración de una nueva dinámica 
de relaciones, identidades e institucio
nes sociales (Qu ijano, 1 998:1 90). En es
te sentido, Fuj i mori encontró apoyo en 
algunas de las organ izaciones que con
formaban este nuevo entramado social, 
como por ejemplo el Consejo de Igle
sias Evangélicas, la Asociación de Me
dianos y Pequeños Empresarios Indus
tria les {APEMIPE) y la Federación de 
Vendedores Ambulantes de l ima (FEDE
VAL), las m ismas que en su condici(m 
de organ izaciones emergentes, vieron 
en Fujimori a un nuevo sujeto político 
capaz de articular sus demandas. 
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Crisis de representación 

A raíz del triunfo de lucio Gutiérre� 
y Alvaro Noboa en la primera vuelta de 
las elecciones del 2002. muchos anal is
tas se apresuraron a vaticinar la debacle 
del s istema de partidos en el Ecuador, 
sustentados en las erróneas aseveracio
nes atribuidas a lo ocurrido con Fuj imo
r i  en Perú y Chávez en Venezuela. Erró
neas en el sentido de que si bien el sis
tema de partidos en estos dos países evi
dentemente se desintegró, esto no suce
dió s ino después de la ascensión al po
der de Fuj i mori y Chávez, es deci r, la 
crisis de los sistemas de partidos no pue
de ser considerada como el contexto en 
cual emergieron estos outsiders, porque 
s implemente no existió tal crisis. Y en e l  
caso del Ecuador es aún más evidente, 
los datos demuestran que más a l lá de 
que un candidato que no pertenece a 
un partido político tradicional haya ga
nado la presidencia, los escaños obteni
dos en el Congreso por estos partidos 
les permiten segu i r  manten iéndose co
mo las mayores fuerzas políticas. En 
otras palabras, aquella falsa imagen del 
s istema presidencia l ista de suma cero, a 
través de la cual la noción de triunfo se 
concentra en la figura del presidente, 
apresuró a más de un anal ista político a 
proclamar la desintegración del s istema 
de partidos, s in darse cuenta que los 
partidos políticos mantenían intácitas 
sus estructuras, y que inclusive en algu
nos casos habían fortalecido su presen
cia en el Congreso. 

S in  embargo, si bien puede asegu
rarse que previo a la l legada al poder de 
Fuj i mori y Gutiérrez, no hubo un colap
so del sistema de partidos, no es menos 
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cierto que era evidente que existía una 
aguda crisis de representación en am
bos países. En el  caso del Perú, desde e l  
i nic io m ismo d e l  período democrático 
se evidenciaba una gran debilidad de 
los partidos como instancias de media
ción entre la sociedad y e l  Estado, ex
presada en los a ltos índices de volati l i
dad electoral de la década del ochenta. 
Los partidos politicos se mantuvieron en 
un estilo tradicional de confrontación y 
de pautas autoritarias y patrimonial istas 
de organización; de ahí que el sistema 
de partidos14 apareciera como altamen
te inestable y polarizado, "incapaz de 
adaptarse a los requisitos y desafíos de 
la democratización" (Mayorga, 1 995 :  
49). En este sentido, "el Perú siempre es
tuvo muy lejos de contar con una diná
mica representativa fuerte, se trataba de 
un sistema de partidos joven y débil 
desde el inicio, pero los 'requisitos mí
nimos'l1 5 sí fueron cumplidos, por lo 
cual se podía razonablemente conside
rar que las posibilidades de consolida
ción o evolución del sistema de partidos 
estaban abiertas, siguiendo las tenden
cias regionales actuales'IJ 6. Situación 

que se vio truncada debido sobre todo a 
los arreglos institucionales efectuados 
tras el autogolpe de Fuj imori en 1 992, 
que le restaron legitimízación a los par
tidos políticos, hasta prácticamente ha
cerlos desaparecer. 

En el caso del Ecuador, el triu nfo de 
Gutiérrez evidencia un descrédito gene
ral de los partidos y del sistema pol ítico 
en su conjunto, consecuencia al igua l  
que en e l  Perú, de una crisis de repre
sentación acumulada durante todo el  
proceso de democratización. E l  proble
ma en el Ecuador, es que el principio de 
representación (a través del cual los par
tidos se constituyen en instrumentos de 
expresión de las demandas socia les), 
q ueda relegado a un segundo p lano, 
dando prioridad más bien a u na noción 
de los partidos como i ntermediarios pa
ra la solución de los problemas de la so
ciedad. En este sentido, ulos partidos no 
se limitan a expresar las exigencias del 
pueblo o de la sociedad, sino que inten
tan jugar un papel activo en su solu
ción, no sólo a través de la agregación, 
selección y canalización de esas exi
gencias -función propia de los partidos-

1 4  Este sistema de partidos estaba conformado por cuatro partidos: el partido de centro-dere
cha Acción !Popular (AP), el Partido Cristiano Popul ar (PPCJ de derecha conse rvadora, el 
partido de centro-izquierda Alianza Popular Revolucionaria de América Latina (APRA) 
-fundado en 1 924 y el más antiguo en este sistema- y la Izquierda U nida (IU), una alian
za heterogénea de partidos de diversa orientación marxista. (Mayorga, 1 995:4) 

1 5  E l  análisis sobre el que Martin Tanaka fundamenta la tesis de que el desempeño del siste
ma de partidos e n  el Perú a lo largo de la década del ochenta cumplió con los requisitos 
mínimos, se basa en el análisis de los siguientes aspectos: 1 )  su fortaleza en el terreno elec
toral; 2) sus vínculos con organizaciones representativas de la sociedad civil; y 3) el com
promiso de los actores políticos con el sistema democrático. (TANAKA, Martín. "La demo
cracia peruana en los ochenta", en; Los espejismos de la democr�cia. El colapso del siste
ma de partidos en el Perú, IEP, Lima, 1 996) 

1 6  TANAKA, Martín. "La democracia peruana en los ochenta", lbid., p.71 . 



sino de manera directa, sustituyendo a 
organismos del aparato del Estado "� l. 
De tal manera que el principio de repre
sentación ( inherente a una d imensión 
ideológica), se ha ido d i l uyendo hacia 
un nivel estrictamente instrumental es
tructu rado a l rededor de una lógica de 
relaciones c l ientelares, caracterizada 
por el intercambio de votos por favores 
(Pachano, 1 998: 1 48). Esta situación ge
nera que e l  desempeño de los partidos 
sea juzgado no por la posición ideológi
ca de los m ismos, sino más bien por los 
réditos sociales, políticos y económ icos, 
que u n  determinado grupo social pueda 
obtener a través de la adscripción a un 
partido. De ahí  que la crisis de represen
tación se exprese, por un lado, en una 
suerte de corporativización del accionar 
de los partidos, que favorece a reduc i 
dos sectores de l a  sociedad, y por otro 
lado, en una marcada polarización terri
torial (a l rededor de la d icotomía costa
sierra), evidenciada en la imposibi.l idad 
de los partidos para representarse el país 
por encima de lo local y regional (Bur
bano,2003 :8). En este sentido, puede ar
gumentarse que el vacío de representa
ción dejado por los partidos dentro del 
sistema político, fue un factor determi
nante para la legitimización de un can
didato outsider como Gutiérrez, en la 
medida en que mediante un discurso 
anti-sistema logró cubrir las expectati
vas de un electorado que buscaba a l ter
nativas políticas que no estuvieran v in
culadas a los partidos. 
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Presidencialismo y ballotage: una fór
mula impredecible 

El presidencia l ismo se caracteriza 
porque el procedimiento de elección 
del presidente de la repúbl ica se efectúa 
en votación directa de la ci udadanía, es 
decir, el presidente es elegido d irecta
mente por el pueblo por u n  período de
terminado y no depende del voto de 
confianza del Parlamento, detentando 
no sólo el Poder Ejecutivo, sino también 
la cabeza simbólica del Estado (Unz, 
1 993: 1 2). En este sentido, "la e lección 
directa del presidente no refleja necesa
riamente las a l ineaciones pol íticas exis
tentes en la sociedad, ya que hay un 
riesgo muy a lto de personal ización que 
puede constitu irse en una negación de 
las adscripciones ideológicas" (Pacha
no, 1 998 :2 2). Situación que se manifies
ta sobre todo en sistemas de partidos in
coativos, e n  donde hay mayor probabi
l idad de que los e lectores se manifiesten 
en respuesta a l l amados personal istas 
más que a la afi l iación partidista de los 
candidatos (Mainwaring y Scul ly, 1 996) 
De ahi que en s istemas de partidos poco 
institucional izados como el de Perú y 
Ecuador, l íderes personal izados como 
Fuj imori y Gutiérrez, sin soportes parti
darios ni experiencia política, no hayan 
encontrado muchos obstáculos para ac
ceder al poder. Esto se explica en la me
dida en que, en este tipo de contextos 
(sistemas incoactivos y presidencia.l is
mo) los l íderes persona l istas de corte 

1 7  PACHANO, Simón. "Problemas de representación y partidos políticos en Ecuador", en; 
MANZ Thomas y ZUAZO Moira (coordinadores), Partidos polfticos y representación en 
América Latina, Editorial Nueva Sociedad, Caracas, 1 998, p.1 48. 
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neopopul ista "apelan d i rectamente a las 
masas y no necesitan ser elegidos jefes 
de un partido para transformarse en jefes 
de Estado" (Mainwaring y Scul ly, 1 996}. 

Por otra parte, dentro del diseño ins
titucional adoptado tanto por Perú co
mo por Ecuador a finales de la década 
del setenta, dentro del proceso de tran
sición, se incorporaron nuevas fórmulas 
de elección presidencial entre los que 
se encontraba el sistema de doble vuel
ta. Adscribiéndonos a la defin ic ión de 
Duverger, el mecanismo conocido co
mo ballotage, es un sistema en el que 
para ser electo, és necesario obtener la 
mitad más uno de los votos, es dec i r, la 
mayoría absoluta; s i  no, se procede a 
una segunda vuelta, para la que basta 
alcanzar la mayoría relativa de los vo
tos" (Chasquett i ,2001 :33}. Dentro del 
debate acerca del impacto de las fórmu
las de elección presidenc ial, puede en
contrarse el tema referido a l  de los efec
tos causados sobre las estrategias elec
torales de los actores, y es precisamente 
en este aspecto donde se evidencia la 
posible incidencia del l lamado ballota
ge sobre las posib i l idades de los candi
datos outsíders. Quizás los casos de Fu
j imori  y Gutiérrez no i lustren claramen
te esta situación, en la medida en que 
tanto en las elecciones de 1 990 en el 
Perú y del 2002 en Ecuador, l legaron a 
la segunda vuelta dos candidatos outsi
ders. Como ya se anal izó anteriormente, 
haciendo referencia al caso Fujimori y 
Vargas Llosa, cualquiera hubiese sido el 
resultado, la ascensión al poder de un 
outsider era inminente. Lo mismo ocu
rrió en las últimas elecciones ecuatoria
nas, en donde Alvaro Noboa, si bien ya 
ven fa de participar en una elección pre-

sidencial anterior y su partido presenta
ba algún tipo de organ ización, aún era 
perc ibido -y de hecho se auto-adscribía 
como un candidato ajeno a una forma 
de política tradiciona l .  D iferente fue el 
caso de Bucaram en 1 996 por ejemplo, 
que aunque no puede ser tategorizado 
por obvias razones como un outsider, si 
se inscr ibe dentro de la noción de un 
neopopul ista, y en tal razón su anál isis 
permite visual izar el efecto pern icioso 
que pude ocasionar el bal/otage. Lo que 
sucede en un s istema político desligiti
m izado es que cuando a la segunda 
vuelta l lega por un lado, un candidato 
antisistema de corte neopopu l ista, no 
necesariamente outsider (caso Buca
ram), y por otro lado, un candidato por 
así decirlo tradicional, es decir, u n  polí
tico con a lguna trayectoria  y adscrito a 
un partido (como fue el caso de Ja ime 
Nebot}, la tendencia generalmente es la 
de establecer u n  "voto negativo" (Pa
chano, 1 997:247), en contra del candi
dato o político tradi cional, una suerte 
de rechazo hacia lo que éste representa: 
un sistema de partidos parcial  izado y un 
sistema político en general corrupto, y 
en este sentido, la mayoría resultante en 
la votación 110 es un producto natural 
de la formación de la voluntad del ciu
dadano, s ino una mayoría forzada 
(Chasquetti, 2001 : 37) 

Lo que si permite expl icar el anál isis 
de Fuj imori y Gutiérrez, y en especia l  
éste últ imo, es  el carácter impredec ible 
sobre el que se fundamenta el d iscurso 
neopopul ista de los candidatos outsi
ders, frente a una situación de segunda 
vuelta. Como se anal izó anteriormente, 
el d iscurso de Gutiérrez, a través del 
cual logra articular un nuevo sujeto po-



l ítico, recoge elementos de carácter ét
n ico, popular y mi l itar, los mismos que 
tal como fueron presentados hasta antes 
de la segunda vuelta, i nscribían a Gutié
rrez como un candidato de tendencia 
ideológica de izquierda, muchas veces 
comparado con el m ismo Chávez. Por 
otra parte, la a l ianzas políticas que ha
bía establecido con movimientos socia
les como el i ndígena, reforzó y legit imi
zó el eminente carácter social  de su d is
curso político. Sin embargo, una vez en 
la segunda vuelta, ante la posibi l idad de 
ser estigmatizado como un candidato 
de posición extrema (de hecho una de 
las estrategias de Alvaro Noboa fue ta
charlo de comunista), Gutiérrez ablan
da su discurso y toma una posición más 
de centro. En cierta forma, una de las 
características de los cand idatos outsi
ders es la de no tener una adscripción 
ideológica defin ida, lo que permitió a 
Gutiérrez transitar s in  mayor problema 
entre la primera y la segunda vuelta por 
dos posiciones aparentemente contra
dictorias. "Entre esos dos momentos 
media hacia los grupos de poder: em
presarios, banqueros, FFAA, FMI, la 
Iglesia y el Gobierno de los EEUU. Si en 
la primera vuelta el país lo vio íntima
mente conectado con el movimiento in
dígena, Pachacutík, el MPD y sectores 
populares urbanos y rurales, en la se
gunda vuelta vio a un Gutiérrez en 
abierta seducción al poder, mostrándole 
su rostro bueno, exhibiéndose menos 
peligroso de lo que se imaginaba. Me
nos izquierdista de lo pensado, y menos 
chavista de lo temido"l B_ 
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Conclusiones 

El anál is is  comparativo entre Fuji
mori en Perú y Gutiérrez en Ecuador, de 
a lguna manera ha permitido demostrar 
que aquel la tendencia en la región andi
na, a través de la cual ha prol iferado el 
aparecimiento de candidatos outsiders 
en las elecciones presidenciales, no es 
el resultado de una situación de crisis 
concreta o de la ambición de individuos 
concretos, s ino que más bien responde 
a una razón estructural que en determi
nado momento se vuelve propicia para 
la emergencia de este t ipo de candida
tos (Línz, 1 997:66). 

En este sentido, la emergencia de los 
l l amados outsiders en Latinoamérica y 
caso concreto en los países anal izados, 
se inscribe dentro de procesos de demo
cratización i nestables, "caracterizados 
por organ izaciones estatales y s istemas 
partidarios en procesos de deslegitima
ción y descomposic ión" (Mayorga, 
1 995:  25);  procesos insertos además en 
una profunda crisis social y económica, 
consecuencia de lo cual se ha generado 
una suerte de desencanto y descrédito 
de la democracia, en razón de los bajos 
n iveles de rendimiento de la misma. El 
hecho de que tanto Fuj imori como Gu
tiérrez, hayan l legado a la segunda vuel
ta con otro candidato ubicado fuera de 
los partidos tradicionales, permite argu
mentar que más a l lá  de la capacidad de 
interpelación que caracterizó a d ichos 
l iderazgos, la coyuntura socio-política 
de Perú y Ecuador, había establecido las 
cond iciones necesarias para la consol i
dación de dos candidaturas outsiders. 

1 8  BURBANO, Fel i pe. "El nacimiento de un nuevo sujeto político", en: Revi�ta Iconos No. 1 5, 
FLACSO-Sede Ecuador, Quito, 2003, p.6. 
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De alguna manera, la s impatía del 
e lectorado por las candidaturas de F uji
mori y Gutiérrez, no responde a una 
adscripción positiva, en el sentido de 
q ue más al lá de no reconocer u na posi
ción ideológica y programática (que de 
hecho no existe), el elector fundamenta 
su elección sobre la base de una imagen 
antagón ica al de aquellos políticos y de 
aquella política partidista que habiendo 
estado ya en el  poder, no lograron l lenar 
las expectativas de la sociedad. f.n este 
sentido, estamos frente a una adscrip
ción negativa, que se explícita en un vo
to de rechazo y protesta en contra de la 
partidocracia tradiciona l .  

No hay q u e  desestimar s in embargo, 
la d imensión procedimental de los acto
res pol íticos dentro de la coyuntura 
electoral .  Las elecciones de 1 990 en Pe
rú y del 2002 en Ecuador, no fueron las 
pr imeras elecciones (y seguramente 
tampoco fas últi mas) en las que se pre
sentaban candidatos outsiders para la 
presidencia de la  repúbl ica. E l  hecho es 
que, las acciones y estrategias que em
prendieron o dejaron de hacer los otros 
ca nd idatos también deben ser conside
radas como factores causales del triunfo 
de u n  determinado candidato. Así, para 
algunos autores, "el sorprendente triun
fo de Fujimori en las elecciones de 
1 990, se explica por el proceso electo
ral mismo, en donde los factores decisi
vos son la división de la /U, los errores 
de campaña de FREDEMO y el apoyo a 
Fujimori por parte de Alan García; todo 
esto en el contexto de un sistema elec-

toral demasiado permisivolll9. lo mis
mo podría decirse en el  caso del Ecua
dor, en donde la fragmentación de la 
centro-derecha y la inconsistencia pro
pia de u n  proceso de renovación en el  
que se encontraba inmerso la derecha, 
permitieron el fortalecimiento de candi
datos como Gutiérrez y Noboa. 

Pese a esto, se sigue argumentando 
que la emergencia de candidatos outsi
ders, obedece a razones estructurales 
acumuladas en los procesos políticos de 
cada país. Así en el Perú, el proceso de 
reestructuración social  que desató u na 
sobre-concentración urbana en lima, 
consecuencia de la grave crisis econó
mica de los ochenta y del incremento 
de la violencia terrorista de grupos co
mo Sendero luminoso, no fue precisa
mente el escenario ideal para que los 
gobiernos de Belau nde y Carda pudie
sen enfrentar con éxito e l  proceso de 
democratización, agudizando por el 
contrario cada vez más la crisis y desli· 
gitimizando el  sistema politico en su 
conjunto. Esto facil itó, por así decirlo, la 
tentación del electorado por apelar a 
otro tipo de propuestas, y dado que, el 
argumento de Vargas llosa se inscribía 
más bien dentro de los parámetros neo
l iberales que habían generado la crisis, 
la  candidatura de Fuj imori apareció co
mo aquel la  capaz de generar el cambio. 

En el caso del Ecuador, la lógica pa· 
rece ser diferente. Inscrito dentro de 
unas condiciones económicas hasta 
cierto punto simi lares y de una también 
deslegitimación del sistema pol ítico, la 

19 TANAKA, Martín. "¿Crónica de una muerte anunciada?. Determinismo, voluntarísmo, ac
tores y poderes estructurales en el Perú, 1 980-2000", en: MARCUS-DELGADO ]ane y TA
NAKA Martín, Lecciones del final del fujimorísmo, IEP, lima, 200 1 ,  p.72. 



noción de cambio que el electorado 
percibía no estaba dada en función de 
una ruptura hacia a lgo diferente, s ino 
más bien, dentro de una lógica de con
tinuidad del carácter tutelar de los mili
tares, que ha caracterizado a l  proceso 
político ecuatoriano durante las dos úl
t imas décadas. Idea fundamentada en la 
percepción de que la intervención de 
las Fuerzas Armadas, siempre será la úl
tima (y la mejor) opción para resolver 
los momentos de crisis política, De tal 
manera que, la legitimación de la candi
datura de Gutiérrez se fundamenta en la 
imagen de gestor del golpe de Estado 
del 2000, acción insurgente que luego 
de ser ampliamente aprobada no sólo 
por la opinión pública sino por las mis
mas instancias institucionales, sirvió de 
argumento centra l  para darle continui
dad a la figura del (ex)militar que habla 
salvado al pals de la co�rupción de l a  
oligarquía representada por Mahuad, es 
decir, más allá de apelar a un cambio, la 
imagen idílica de Gutiérrez (disfrazado 
de camuflaje y montado en caba llo 
blanco), lo que buscaba era representar 
esa noción de protección construida a l
rededor de la naturaleza tutelar e inter
vensionista de las Fuerzas Armadas. En 
otras palabras, el contexto político del 
Ecuador, está estructurado de tal mane
ra que la presencia directa e indirecta 
de los mi l itares siempre será determi
nante en cualquier proceso. El caso de 
Gutiérrez, un outsider extrafdo del sec
tor militar (que por c ierto no es el pri
mero), sólo demuestra que el perfil de 
su liderazgo se inscribe dentro de la ló
gica estructural de la política ecuatoria
na y que coincidió en las elecciones del 
2002 con una coyuntura socio-política, 
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que le permitió aparecer como la mejor 
opción para el electorado. 

En todo caso, tanto Fuj imori como 
Gutiérrez, evidencian aquel la tendencia 
de la polftica Latinoamérica en general, 
a través de la cual se manifiesta la nece
sidad de buscar nuevas alternativas de 
representación que sustituyan a una 
desligitimizada democracia excluyente 
y patrimonialista. Y claro, ante la invia
bi l idad de encontrar otras opciones por 
fuera del sistema -las mismas que no 
han pasado de ser enunciados de una 
utópica democracia participativa- la  so
ciedad se ha seguido dejando conven
cer por estos seudo-salvadores que 
irrumpen en la arena politica , sin otro 
argumento que no sea el de ir en contra 
de un ordenamiento institucional, cuan
do la naturaleza de los neopopulismos 
han demostrado que estos líderes me
siánicos se sirven de esta misma institu
cionalidad para perpetuar su poder, co
mo en el caso de Fuj imori, o para olvi
darse que la constitución de un país no 
puede ser quebrantada, como en el ca
so de Gutiérrez. 

Bibliografía 

ANDRADE, f'ablo 
1 999 "Ei imaginario democrático en el Ecua

dor", en: Rev>sta Ecuador Debate No.47, 
Quito. 

BURBANO, Felipe 
1 998 "A modo de introducción: el impertinente 

populismo•, en: BURBANO Felipe (edi
tor), El fantasma del populismo, Nueva 
Sociedad, Caracas, 1 998. 

BURBANO, Felipe 
2003 "El nacimiento de un nuevo sujeto políti

co" en: Revista Iconos No. 1 5, FLACSO
Sede Ecuador. Quito. 

COTLER, Julio 
2000 "la gobernabi lidad en el Perú: entre el a u· 

toritarismo y la democracia". en: COTLER 



250 ECUADOR DEBAn 

julio y GROMPONE Romeo (editores), E l  
fujimorismo, IEP, lima. 

CHASQUETTl, Daniel 
2001 "Elecciones presidenciales mayoritarias 

en América Latina, en: Revista América 
Latina Hoy No.29, Ediciones Universidad 
de Salamanca, Salamanca. 

DE LA TORRE, Carlos 
2003 "Los usos politicos de las categorias de 

pueblo y democracia", en: PACHANO Si· 
món (compi lador), Ciudadanía e identi
dad, FLACSO Sede Ecuador, Quito. 

HERNANDEZ, Virgilio 
2002 "Democracia, crisis polltica y elecciones 

2002", en: Revista Iconos No.14, FLAC
SO-Sede Ecuador, Quito. 

UNZ, Juan 
1 993 "Los peligros del presidencialismo", en: 

Varios autores, formas de gobierno: rela
ciones ejecutivo-parlamento, Comisión 
Andina de Juristas, Lima. 

LINZ, Juan 
1 997 "Democracia presidencial o parlamenta

ria ¡Qué diferencia implica?", en: LINZ 
Juan y VAlENZUElA Arturó (compilado
res), Las crisis del presidencíalísmo, Alian
za Editorial, Madrid. 

MAINWARING, Scott y SCULLY, Timothy 
1 99 6  "la construcción de las instituciones de· 

mocráticas• (introducción), CIEPLAN, 
Santiago. 

MAYORGA, René 
1 995 *Anllpolitica y neopupulismo•, CEBEM, 

La Paz. 
PACHANO, Simón 

1997 •aucaram, ¡fuera! 8ucaram, ¡l'uerat", en: 
Varios autores, ¡Y ahora qué.,.t, Eskeletra 
Editorial, Quito. 

PACHANO, Simón 
1 998 "Problemas de representación y partidos 

políticos en Ecuador•, en: MANZ Thomas 
y ZUAZO Moira (coordinadores), Partidos 
políticos y representación en Arnérica La
tina, Editorial Nueva Sociedad, Caracas. 

PACHANO, Simón 
1 998 "Presidencialismo y parlamentarismo", 

.. n: Revista Mexicana de Sociologla volu
men 60 No.3, México. 

QUIJANO, Aníbal 
1 998 "Populismo y fujimorismo•, en: 8UR6A

NO Felipe (editor). El fantasma del popu
lismo, Nueva Sociedad, Caracas. 

RIVERA, freddy 
2001 "Democracia minimalista y fantasmas 

castrenses en el Ecuador contemporá
neo", en: FFAA en la región andina ¡No 
del iberantes o actores políticos?, Comi
sión Andina de Juristas, Lima. 

TANAKA, Martln 
1 998 "la democracia peruana en los ochenta •, 

en: los espejismos de la demoGracia. E l  
colapso del sistema de partidos en el Pe
ni, IEP, Lima. 

TANAKA, Martín 
2001 ·�crónica de una muerte anunciada?. De

terminismo, voluntarismo, actores y pode
res estructurales en el Perú, 1 980-2000", 
en: MARCUS.DElGADO Jane y TANAKA 
Martín, Lecciones del final del fujimoris
mo, IEP. lima. 



La reelecc16n legislativa en Ecuador: 
Conexl6n electoral, carreras legislativas 
y partidos políticos (1979-1998)· 
Andrés Mejía Acosta·· 
Desde la reforma de 1 994, cuando se permitió la participación de independientes y la reelec
ción inmediata de los legisladores, se ha producido una tendencia al incremento de diputados 

reelectos. Esto ha tenido como consecuencia el predominio del Partido Socia/cristiano en el 

Congreso y el desarrollo de una carrera legislativa de los diputados. 

Introducción 

D e los 4 presidencia l ismos en el 
mundo que l imitaron la reelec
ción inmediata a sus d iputados 

durante los 90's, Ecuador es el único 
país que volvió a permitirla a través de 
una reforma constitucional aprobada 
por plebiscito en 1 9941 •  Para contrastar 
los efectos de este cambio constitucio
nal,  este artkulo compara los resultados 
de 7 elecciones legislativas (entre 1 979 
y 1 994) en las que se prohibió la reelec
ción inmediata, con las dos elecciones 
legislativas en las que los d iputados pu
dieron reelegirse inmediatamente (en 

1 996 y 1 998). Tras la reforma las tasas 
acumuladas de reelección de d iputados 
se triplicaron. El principal promotor de 
d icha reforma fue también su primer be
neficiario: el derechista Partido Socia l  
Cristiano (PSC) aprovechó para consoli
dar su presencia electoral en su bastión 
tradicional que es la provincia del Gua
yas. Sin embargo, los efectos esperados 
de la reelecdón fueron en parte contra
rrestados por otras reformas que l imita
ron las ambiciones políticas de los d ipu
tados: la adopción de un ambiguo siste
ma electoral de l i sta abierta con repre
sentación proporcional, y restricciones 
para evitar que los d iputados puedan 

Una versión anterior de este anículo aparece en Dworak, Fernando, ed. 2003. El legisla
dor a examen. El debate sobre la  reelección legislativa en México: una perspectiva histó
rica e institucional. México: Fondo de Cultura Económica. Agradezco los comentarios de 
Fernando Dworak, Francisco Sánchez Lópe;z, y Matthew Shugart. 

•• Instituto Kellogg de Estudios Internacionales, Universidad de Notre Dame. 
Los otros tres países son Costa Rica, México y F i lipinas. 
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manejar partidas presupuestarias hacia 
sus provinc ias. 

El debate sobre la profesional iza
ción legislativa y la  l imitación del man
dato a los diputados tiene especial - im
portancia para comprender el impacto 
de los legisladores sobre la producción 
de políticas públ icas, la instituciona l iza
ción de los partidos políticos y la rend i 
c ión de cuentas entre los ciudadanos y 
sus representantes. La adopción de la 
reelección legislativa (consecutiva) pue
de traer consecuencias benéficas para 
estabi l izar y articular la participación de 
múltiples actores regionales, étnicos y 
económicos con poder de veto dentro 
del Congreso ecuatoriano. Cabe subra
yar que el Congreso Nacional ha jugado 
un papel protagónico para "restablecer" 
el orden constitucional durante las crisis 
presidenciales que terminaron con el 
mandato de Abdalá Bucaram en 1 997 y 
de Jamil Mahuad en 2000, así como pa
ra aprobar una serie de reformas econó
micas que d ieron lugar a la dolarización 
de la economía desde Abri l del año 
20002. 

La primera parte de este artículo re
visa el contexto h istórico e institucional 
bajo el cual operó la regla de no-reelec
ción inmediata. En la segunda parte se 
analizan los efectos de impedir la ree
lección sobre tres dimensiones de la ac
tividad legislativa: la conexión electoral 
entre electores y representantes, la co
herencia partidaria, y los efectos sobre 
la actividad legislativa. En la tercera par-

te se explican los motivos y negociacio
nes políticas que motivaron la adopción 
de la reforma, para finalmente evaluar 
el impacto de la reelección de los dipu
tados en cuanto a su relación con Jos 
electores, con sus partidos y con sus 
propias carreras políticas. La cuarta par
te concluye, 

El contexto histórico e institucional de 
la no-reelección en Ecuador 

De manera paralela al caso mexica
no, en Ecuador la regla de la no-reelec
ción fue adoptada como una reacción a 
los caud i l l ismos políticos y caciquismos 
locales que habían monopolizado la 
competencia política. Pero a d iferencia 
de México, donde se prohibió la reelec
ción en 1 933, en Ecuador la no-reelec
ción fue establecida en la ConstituCión 
de 1 967, revocada en 1 97 1 , y recupera
da con la transición a la democracia en 
1 979. En aquel año, se argumentó que 
la no-reelección consecutiva sería nece
saria para evitar nuevos caudi l l i smos 
como el de José María Velasco !barra 
quien, entre 1 934 y 1 972 fuera 5 veces 
presidente de la repúbl ica: "imperaba 
entonces la "fiebre" de la no-reelección 
(presidencial), y ésta se extend ió a los 
legisladores, así como a los alcaldes y 
prefectos provinciales" (Aibán Gómez 
1 989). Sin embargo, vista desde una 
perspectiva histórica la reelección no
consecutiva fue más la excepción que la 
regla en Ecuador: la reelección inme-

2 Si bien la destitución del Presidente Bucaram fue articulada por la mayorla opositqra del 
Congreso, también los legisladores fueron instrumentales para elegir a un gobierno interi
no, convocar a una Asamblea Nacional y l lamar nuevamente a elecciones. 



diata estuvo presente en 1 4  de las 1 9  
Constituciones que tuvo el país desde 
1 8303. 

La Constitución de 1 979 estableció 
un Congreso unicameral ,  un reglamento 
para institucionalizar el régimen de par
tidos y adoptó la regla de elección pre
sidencia l  a doble vuelta. En cuanto a la 
forma de representación legislativa, se 
el iminó las representaciones funciona
les que representaban a los distintos 
sectores de la sociedad organizada (más 
del 40% de escaños). Entre 1 945 y 1 968 
se elegía a un legislador por cada sector 
de la sociedad organizada, a saber: pro
fesores de educación primaria, secun
daria y universitarios, comerciantes, in
dustria les, agricultores, trabajadores, 
campesinos, indígenas, fuerzas arma
das, etc. Los representantes eran electos 
de manera indirecta por un colegio 
electoral de su respectivo gremio y su
maban un total de 1 2  a 1 5  diputados, 
que representaban a las regiones de la 
costa y de la sierra de manera equitativa 
(Mejía-Acosta 2002c). Bajo el nuevo or
den constitucional-democrático, el Po
der Legislativo quedó conformado por 
una sola Cámara de Representantes, o 
Congreso N aciona l .  Hasta 1 996, El 
Congreso tuvo una conformación mixta 
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de 1 2  d iputados electos sobre una base 
nacional, y el resto de d iputados, e lec
tos bajo un criterio proporcional de 
acuerdo con la población de cada pro
vincia: "dos d iputados elegidos por ca
da provincia, con excepción de las de 
menos de cien mi l  habitantes que eligen 
uno ... " Además, se elegía un diputado 
adicional "por cada trescientos mi l ha
bitantes o fracción que pase de doscien
tos mi l"  ( 1 994). Con el lo, el número de 
diputados en el Congreso aumentó de 
69 en 1 979 hasta 82 en 1 996. En cuan
to a la duración en sus funciones, la 
Constitución establecía que "( ... ) Los di
putados nacionales durarán 4 años en 
sus funciones y podrán ser reelegidos 
después de un período legislativo; los 
d iputados provincia les durarán dos 
años en sus funciones y podrán ser ree
legidos después de un período legislati
vo ( . . .  )" (art. 57). Esta d isposición causó 
que más del 85% de los d iputados se re
nueve en elecciones intermedias cele
bradas cada dos años. La tabla 2 i lustra 
el calendario electora l ecuatoriano. La 
asignación de escaños se hace por re
presentación proporcional en l ista ce
rrada, usando el sistema d'Hondt o de 
cocientes electorales4 

3 Antes de su adopción en 1 979, la reelección no consecutiva estuvo vigente en Ecuador en
tre 1 % 1 y 1 969, durante un año en 1 945, y entre 1 967 y 1 971 (Borja 1 950, Bossano 
1 975). 

4 Las elecciones legislativas de mitad de período, así como la reducción del mandato presi 
dencial, d e  5 a 4 años, fueron introducidas por la reforma constitucional d e  1 983. S i  bien 
el propósito de las reformas era permitir a los ciudadanos evaluar a sus representantes con 
más frecuencia, el promotor de las mismas reconoció años más tarde que las elecciones 
intermedias, "debido a que no han podido ser ganadas por los gobiernos en ejercicio ... han 
producido mayorías opositoras en el Congreso ... que han conspirado gravemente contra la 
estabil idad económica y politica en el país" (Hurtado 1 993).  
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Tabla 1 
Calendario electoral ecuatoriano y número de Diputados 

electos en cada elección (1 979-2003) 
Allo dr ele<:dóft 

Cargos dr elección 1979 1984 1 986  1988 

Presidente de la 1 1 1 
República 
Diputaclos Nacionales 12 12  1 2  
Diptllóldos Provinciales 57 59 59 59 
Tolal de diputllclos 6q 71 71 71 

Fuente: (Mcjía Acosta 2002c), 

Aunque el diseño constitucional tu
vo como principio d irector la necesidad 
de regular y racionalizar la actividad 
politica a través del fortalec imiento de l 
sistema de partidos, l a  configuración del 
sistema electoral y de partidos produjo 
"resultados inesperados" que rápida
mente afectaron el funcionamiento de 
las instituciones democráticas (Hurtado 
1 990). La combinación de una regla de 
representación proporciona l  con una 
fórmula de elección presidencia l a do
ble vuelta y la presencia de elecciones 
intermedias contribuyeron para que 
Ecuador tenga uno de los sistemas de 
partidos más fragmentados de América 
Latina (Mainwaring and Scul ly 1 995). 
La división de intereses regionales (Cos
ta vs. Sierra) fue otro factor determinan
te en la  fragmentación del sistema de 
partidos. El siguiente apartado cuantifi
ca cuál ha sido el i mpacto de la regla de 
no-reelección de los diputados sobre su 
relación con los e lectores, las dir igen-

1 990  1 9'12 19'14 1 9'16  19'18 lOIIJ5 

1 1 1 1 

1 2  1 2  20 
6Q 65 65 70 101 lOO 
72 77 77 82 121 100 

cías de los partidos y sobre sus propias 
carreras politicas, entre 1 979 y 1 996. 

Una vez, nada más: la reelección antes 
de 1 996 

Convencionalmente, el  debate so
bre la reelección se ha construido sobre 
dos premisas consecutivas: 1 )  la reelec
ción afecta el nivel de profesional ismo 
de los legisladores, y 2) el profesionalis
mo afecta su desempeño legislativo (Ca
rey 1 996). Sin embargo, el debate ha su
bestimado el papel que desempeñan la 
fórmula electoral y los mecanismos de 
nominación interna de los candidatos 
en sus partidos para infl u i r  sobre la for
mación de carreras legislativas. Así por 
ejemplo, bajo un esquema de l istas 
electorales cerradas y definidas por los 
partidos, la reelección de un d iputado 
dependerá más de su buen desempeño 
y discipl ina como miembro del partido. 
En un contexto de l istas abiertas, la ca-

5 Después de aprobar reformas constitucionales en 1 998 y 2000, la figura de los Diputados 
Nacionales fu� eliminada del Congreso, el número de Diputados Provinciales se fijó en 
1 00. Las eleccaones intermedias se eliminaron a partir de 1 998. Las otras reformas se hi
cieron efectivas a partir de la elección del 2002, pero esos datos no se reportan en este tra· 
bajo. 



rrera legislativa de un diputado depen
derá mayormente de su relación con las 
bases electorales (Carey and Shugart 
1 995). La ventaja de estudiar el caso 
ecuatoriano es que nos permite compa
rar patrones de reelección legislativa 
bajo ambos escenarios electorales. En 
esta sección se ana l izan los efectos de la 
no-reelección legislativa en un contexto 
de representación proporcional y l istas 
cerradas. En las siguientes secciones se 
i lustra la reelección legislativa inmedia
ta en un contexto de l istas abiertas. 

Entre 1 979 y 1 996, el 86. 1 8% de di
putados fueron electos una sola vez al  
Congreso Nacional del Ecuador. Sola
mente 59 diputados (de un total de 427) 
volvieron al  Congreso al  menos una 
vez. Esta baja tasa de reelección en 
Ecuador ( 1 3 .82%), es comparable con 
otros países donde tampoco se permite 
la reelección legislativa inmediata: 9% 
en México (Campos 1 994) y 1 4% en 
Costa Rica (Carey 1 996: 77). La regla de 
no-reelección en Ecuador, combinada 
en su mayor parte con la presencia de 
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elecciones intermedias en 1 986, 1 990, 
1 994, afectó gravemente el desarrollo 
del Poder Legislativo, impidiendo la 
profesionalización de los d iputados, fo
mentando una cultura polftica de corto 
plazo y rompiendo la continuidad del 
proceso de toma de decisiones. 

De los 59 diputados que se reeligie
ron en este período, 47 lo fueron dos 
veces, 1 1  lo fueron por tres ocasiones, y 
uno solo fue reelecto cuatro veces6. El  
espíritu antireelecionista fue reforzado 
en 1 987 por una reforma a la Ley de 
Partidos que prohibía a los 69 diputados 
de la legislatura 1 979-1 984 presentarse 
en la elección de 1 9887. Junto con los 
7 1  d iputados de la legislatura anterior 
que no podían buscar reelección, dicha 
reforma frustró las posibles candidaturas 
de 1 40 legisladores en 1 988. Así, la no
reelección l iteralmente diezmó la for
mación de cuadros legislativos, pues tan 
solo 1 2 de el los volvieron a la Cámara 
en la década de los noventa (Mejía
Acosta 1 996a). 

6 Antonio Andrade Fajardo llegó cuatro veces al Congreso como Diputado Provincial por la 
provincia de los Ríos: con el partido Concentración de fuerzas Populares (79-80 y 86-88) 
y con el Partido Social Cristiano (90-92 y 94-96). 

7 Una posible explicación de esta reforma, es que la mayorla opositora en el Congreso bus
caba evitar que el entonces presidente de la República León Febres Cordero (quien habla 
sido diputado en el período 1 979-1 984) buscara su reelección como diputado al final de 
su mandato presidencial. 
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Gráfica 1 
Tasas de Reelección Legislativa No Consecutiva (1 979-1 994) 

E!l electos mta sola vez 
ll electos tres veces 

Fuente: (Mejía Acosta 1996). 

S i  bien la Constitución no permitfa 
la reelección inmediata, algunos legisla
dores lograron brincar esta restricción a 
través de lo que he denominado la ree
lección cruzada. Estos d iputados fueron 
electos por su provincia para un perio
do legislativo, luego buscaron su inme
diata reelección como d iputados nacio
nales, y n uevamente como provinciales 
de manera consecutiva. Solo 1 2  de los 
59 d iputados reelectos optaron por este 
camino, siendo Wilfrido Lucero Bolaños 
el  caso más significativo, al permanecer 
por doce años i n interrumpidos en e l  
Congresos. los 59 di putados q u e  s e  ree
l igieron a l  menos una vez, volvieron ba
jo el auspicio de diferentes partidos po-

111 electos dos veces 
e electos cuatro veces 

líticos, a veces fueron electos por una 
provincia distinta, y no siempre para tra
bajar en las mismas comisiones legisla
tivas. La siguiente sección anal iza con 
más detal le  los efectos de la baja reelec
ción legislativa. 

La conexión electoral 

En 1974, David Mayhew dio un giro 
sustancial a los estudios legislativos en 
Estados U nidos a l  proponer que la  ver
dadera motivación de los legisladores es 
maximizar sus propios i ntereses a través 
de la reelección legislativa (Mayhew 
1974). Aún si se aceptaran otras motiva
ciones válidas para orientar la actividad 

8 lucero Bolaños fue diputado provincial por el partido Izquierda Democrática ( 1 979-1 984), 
diputado nacional por la Democracia Popular 0 984-1 988) y diputado provincial por el 
mismo partido (1988-1990). 



legislativa, como por ejemplo ganar 
prestigio político, promover pol íticas 
públ icas o tener una buena remunera
ción, Mayhew afirmaba que la reelec
ción seguía siendo una precondición 
para a lcanzar dichos objetivos (Cain, 
Ferejohn, and F iorina 1 987; Cox and 
McCubbins 1 993;  Fenno 1 973L Enton
ces los d iputados garantizan sus carre
ras políticas al cu ltivar y mantener una 
saludable conexión electoral con sus 
votantes potencia les. 

En teoría, el i mpedimento a la ree
lección inmediata frustraría cualqu ier 
conexión electoral de los d iputados con 
sus e lectores. El siguiente anál isis verifi
ca s i  los diputados que consiguieron 
reelegirse al transcurrir un período tu
vieron presente a lguna conexión electo
ra l .  Del un iverso de d iputados que se 
reel igieron, el 72 .9°/c, lo h icieron en su 
propia provincia. La estrategia de bus
car una diputación provincial en lugar 
de una representación naciona l reducía 
sustancialmente los costos electorales 
para un partido9. Al parecer, dichos di
putados lograron conservar y aprove
char sus apoyos y redes locales para re
petir su tr iunfo electoral varios años más 
tarde. Aún bajo el  formato de reelección 
cruzada, un candidato tenía más proba
b i l idades de reelegirse como diputado 
nacional si previamente habla cultivado 
lealtades en una provincia más compe
titiva. De hecho, los 1 4  diputados que 
siguieron esta ruta (Provincial-Nacional) 
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provienen de las tres provincias más im
portantes del país: Guayas, Pichincha y 
Manabí. 

De estos tres distritos, que concen
tran más del 55% del electorado del 
país, provin ieron también la tercera par
te de diputados reelectos. Irónicamente, 
solo 7 de 59 diputados compitieron y 
lograron su redección en d istritos uní
nomina les o binomina les, donde se es
peraría un predomin io de las candidatu
ras personal istas sobre aquel las auspi
ciadas por partidos. Una probable expl i 
cación es que los partidos pol íticos mo
v i l izaron sus maquinarias electora les 
para asegurar votaciones contundentes 
en distritos mayores, descuidando o de
jando las campañas de provincias me
nores en manos de políticos amateurs. 
Salvo contados casos de diputados pro
vincia les, no existe evidencia suficiente 
para concluir  que los diputados cu ltiva
ron cl ientelas electorales en distritos pe
queños durante este período. 

De frente a las restr icciones formales 
para cu ltivar una carrera legis lativa a la 
Mayhew, la l iteratura comparada ha 
mostrado que los diputados de Costa Ri
ca o México encontraron caminos alter
nos para avanzar sus p ropias ambicio
nes políticas, ya sea en la  burocracia del 
gobierno centra l o en gobiernos locales 
(Nacif 1 997; Taylor 1 992). En Ecuador 
no existe un segu imiento sistemático de 
l as trayectorias pol íticas de los legisla
dores una vez que dejaron sus curules 

9 Por ejemplo, en 1 992, para ser Diputado Nacional se necesitaron al menos 1 30 mi l  votos, 
y para ser diputado por la provincia del Guayas (distrito con el electorado mas numeroso 
del país) se requirieron al menos 80 m i l  votos. Dada la división regional de la política, po
cos partidos contaron con los recursos suficientes para penetrar bastiones opositores y mo
vilizar electorados leales en todo el territorio nacional 
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en el congreso. Es plausible sin embar
go, especular que aquellos diputados 
que lograron establecer relaciones 
clientelares con sus e lectores, probable
mente lograron avanzar sus ambiciones 
pol!ticas en otros niveles de la admin is
tración pública central o gobiernos pro
vincia les. 

Reelección y coherencia partidaria 

Las dirigencias de los partidos políti
cos desempeñan un papel fundamental 
para conformar l istas electorales en d is
tritos pl urinomi nales, cuando los votos 
se reparten bajo el criterio de represen
tación proporcional .  Las posibi l idades 
de reelección de dichos candidatos de
penderán en gran medida del orden que 
ocupen en la l i sta presentada por el par
tido, la cual a su vez, es elaborada por 
los l íderes del partido. De este modo, 
los líderes pueden condicionar el posi
cionamiento en la lista como premio o 
castigo a la lealtad de sus miembros, y 
de este modo, influ i r  sobre la probabili
dad de reelección de los candidatos. 

En el caso de la no-reelección inme
diata, es difícil comprobar si los l íderes 
"premiaron" o "castigaron" a sus legis
ladores ofreciéndoles nuevas oportuni
dades electorales en el Congreso cuan
do han pasado varios años desde que 
abandonaron sus curules. En todo caso, 
sí se pueden describir los patrones de 
reelección de acuerdo a la etiqueta del 
partido que los auspició. El Partido Rol-

dosista Ecuatoriano !PRE) y el partido Iz
quierda Democrática (ID) aparecen co
mo los q ue más auspiciaron la reelec
ción de sus d iputados (con el 1 3% y el 
1 O% del total de sus d iputados reelectos 
respectivamente)lO_ En el otro extremo 
se encuentra el derechista Partido Social 
Cristiano (PSC) el cual, a pesar de haber 
colocado 91 diputados en e l  Congreso 
entre 1 979 y 1 996, sólo 4 de ellos 
(4.4°f<,) se reel igieron al  menos u na vez. 
Como se verá más adelante, el PSC 
cambió radical mente su estrategia para 
promover una activa estrategi a  reelec
cionista en 1 994. 

E n  a lgunos casos cuando e l  posible 
candidato no conseguía el ansiado aus
picio de su partido para buscar la ree
lección, pero calculaba mantener la 
lealtad de su electorado, buscó conti
nuar su carrera politica bajo una agru
pación pol ítica diferente. En otro docu
mento he demostrado empíricamente 
que e l  número de reelecciones estuvo 
positivamente asociado con el número 
de cambios de partido (Mejía-Acosta 
1 999a). A través de los "camí.retazos" 

(nombre con el que se le conoce a este 
fenómeno en Ecuador) los candidatos 
buscaron compensar las debi l idades o 
insuficiencias de sus propios partidos 
sin frustrar sus propias ambiciones polí
ticas. Estos d iputados que se cambiaron 
de partido generalmente provin ieron de 
partidos marginales y/o con ideología 
poco definida ( 1 999). Además d ichos 
d iputados provinieron de distritos pe-

1 O En el caso de la I D, este aspecto concuerda con su descripctón como un partido consoli
dado que promueve la carrera politica de sus miembros. En 1 988, la ID "fue el partido me
jor rnganízado y con más amplio apoyo a lo largo de las 21 provincias del Ecuador" (León 
1 992). 



queños, donde podían cobrar mayor vi
sibi l idad de frente a sus electores. 

Reelección y actividad legislativa 

¿Cuál  ha sido el impacto de la no
reelección consecutiva sobre la profe
siona l ización de la actividad legislativa 
y el desempeño general del Congreso? 
La evidencia muestra que de los pocos 
diputados que persiguieron la reelec
ción legislativa, sólo unos cuantos acu
mu laron experiencia legislativa partici
pando act ivamente en comisiones legis
lativas o cargos administrativos. Quizás 
el ya citado caso del diputado Wilfrido 
Lucero Bolaños sea el mejor ejemplo de 
lo que se puede l lamar una "carrera le
gislativa" .  A través de una doble reelec
ción cruzada (provincia l  nacional- pro
vincia l )  logró permanecer 1 2  años con
secutivos en el Congreso. Durante ese 
tiempo, Lucero repitió c inco veces en la 
Comisión Permanente de lo Tributario, 
F i sca l ,  Bancario y de Presupuesto 
( 1 98 1 - 1  985) y fue dos veces Presidente 
del Congreso (en 1 988 y 1 989). 

Sin embargo, d icha experiencia  no 
es genera l izable al universo de reelec
tos. Solamente el 28.8% de los diputa
dos reelectos volvieron a la misma co
misión legislativa en el Congreso. De 
éstos, la mayor parte regresaron a la Co
misión de Fisca l ización y Control Políti
co (7 diputados), mientras que muy po
cos diputados volvieron a participar en 
comisiones como las de Asuntos Labo
rales y Sociales (4), Fronterizos y Ama
zónicos (4), y la de Asuntos F i scales y 
Presupuesta les ( 1 ) . Nadie volvió a la Co
misión Permanente de Asuntos Econó
micos, ni a la de lo Civil y Penal .  
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Estas bajas tasas de reelección no 
solo muestran que los d iputados tuvie
ron poca motivación para acumular ma
yor experiencia en la discusión y apro
bación de leyes en áreas estratégicas, si
no que canalizaron su trabajo para fis
cal izar al Ejecutivo. El predominio de la 
función fiscalizadora sobre la legislativa 
de los d iputados corrobora el argumen
to de Conaghan según el cual,  el Presi
dente de la Repúbl ica excluyó al Con
greso de la elaboración de políticas y 
esta exclusión propició "que los parti
dos mejoren sus habil idades de oposi
ción, atacando al gobierno, desacredi
tando políticas y engendrando disputas 
constitucionales" (Coñagha n 1 995) .  
Buena parte de dicha debi l idad legisla
tiva de las comisiones también se expl i
ca por la ausencia de un equipo técnico 
y di:' un sistema de archivos e informa
ción electrónica que apoye a los diputa
dos en sus tareas legislativas cotidianas. 

La pugna por la reelección y el plebisci
to de 1 994 

En 1 994, e l  tema de la ree lección in
mediata para el  Congreso, alcaldías, y 
representantes locales, volvía a ocupar 
la agenda públ ica. La regla de no-ree
lección se había pensado en 1 979 como 
una barrera para l imitar la monopoliza
ción pol ítica de caciques y caudil los lo
cales. Quince años más tarde sin em-
bargo, había un consenso que "el reme
dio resultó ser peor oue la enfermedad". 
Un diario capital ino reportaba en enero 
de 1 994 que " la ausencia de ree lección 
ha l levado a una constante improvisa
ción en los cargos públ icos, ha conspi
rado contra la íormación de una clase 
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política estable, ha ahuyentado a hom� 
bres y mujeres destacados de la política, 
mientras los caudi l los personales y fa
mi l iares han sobrevivido a las supuestas 
barreras legales" 1 1 .  

La in iciativa fue introducida por el  
derechista Partido Social Cristiano en 
enero de 1 994. El PSC comandaba la 
primera mayoría legislativa del período 
1 992- 1 994 con 1 2  Diario Hoy, 20 de 
Enero de 1 994, p. l A. casi 28% de es
caños y sus l íderes buscaban mantener 
y conso l idar su presencia legislativa an
tes de l a  elección intermedia de 1 994 1 2. 
La in ic iativa fue bien recibida por otros 
partidos como la Izquierda Democráti 
ca, la Democracia Popular  y el  Movi
miento Popular  Democrático. Sin em
bargo, la reacción in icia l de los medios 
de comunicación, especia lmente de l a  
prensa escrita, fue de  escept icismo 
puesto que se sospechaba que la verda
dera intención de la reforma era buscar 
una "auto prórroga" de los diputados en 
funciones para así evitar competir en la 
elección intermedia de mayo de 1 994.  

E l  mecan ismo para adoptar la ree
lección inmediata era a través de una 
reforma constituciona l ,  es decir, se ne-

11 Diario Hoy, 20 de Enero de 1 994,. p. 1 A 

cesitaban obtener las dos terceras partes 
de votos en el Congreso un ícarn<><:.l. Los 
partidos interesados en l a  reforma te
mían que el gran n úmero de diputados 
que se auto declararon "independien
tes" (aproximadamente un 1 7% del 
congreso en 1 993) obstruyeran la ree
lección, a menos que " les resulte en be
neficio propio, es deci r  que se inc luya 
una transitoria que les permita también 
a e l los buscar la reelección en mayo" 
sin estar afi l iados a n ingún partido polí
tico U. Cabe recordar que bajo la Ley de 
Partidos vigente en ese momento, solo 
los candidatos legal mente registrados 
en una organización politica podían 
competir por un cargo de elección po
pular. 

E l  diputado Ricardo Noboa (PSC
Guayas), Presidente de la Comisión de 
Asuntos Constitucion a les del Congreso, 
amplió la agenda de reformas en un in� 
tento por conci l ia r  un  acuerdo favorable 
a l a  reelección. Se incl uyeron temas tan 
heterogéneos como el  aumento del nú
mero de díputados (reducción de base 
electoral para elegirlos), e l iminación de 
elecciones intermedias, y que el Presi
dente del Congreso provenga del partí-

1 2  Formalmente, el partido PSC era de oposición al gobierno, pero tenía un especial interés 
en aprobar importantes reformas económicas del gobierno como la Ley de Instituciones Fi
nancieras, Ley de Modernización (que incluía privatizaciones del sector energético) y la 
ley de Seguros entre 1 994 y 1 995. Se especulaba que dichas reformas faci l itarfan la ges
tión del futuro gobierno en caso de elegir un presidente Social Cristiano en 1 996. Diario 
Hoy, Quito, 4 de enero de 1 994 y Conversación Personal con Francisco Sánchez lópez, 
Salamanca, España, 1 5  de junio de 2000. 

1 3  "Diputados tras la reelección inmediata", Diario Hoy, Quito, 4 de enero de 1 994. El alto 
número de diputados i ndependientes fue producto de la estrategi a  del gobierno de Durán 
Ballén para dividir a los partidos de oposición y aprobar reformas económicas con el apo
yo de diputados disidentes. 



do más grande en la Cámara, entre 
otros. Pero la reforma fracasó en segun
do debate por no completar l a  mayoría 
necesaria de votos y los d iputados pro
vincia les en funciones (cerca del 85% 
del Congreso) tuvieron q ue i rse a casa al  
fin a l  de su período. Después de la elec
ción i ntermedi a  en mayo de 1 994, e l  
PSC aumentó su condición d e  partido 
mayoritario (34% escaños) mientras que 
el  partido de gobierno fue diezmado al 
perder 9 de sus 1 0  d iputaciones provin
c ia les. 

A las pocas semanas de inaugurado 
el período legislativo 1 994- 1 996, el te
ma de la reelección inmedi ata fue reco
gido entre una de siete preguntas de la 
Consu lta Popular planteada por el presi
dente Durán B a l lén para reformar la 
Constitución. E l  partido del presidente 
había tenido un estrepitoso fracaso en 
l as e lecciones de ese año y l a  ún ica ma
nera de atraer apoyo de los partidos pa
ra la reforma económ ica era aceptando 
inc lu i r  el tema de la reelección en la 
Consulta. En e l  conjunto de preguntas 
planteadas a la c i udadanía, se incluye
ron las d isposi ciones para aprobar la 
reelección i nmed i ata de los d iputados y 
legal izar la part icipación de los " inde
pend ientes" en politica. Las preguntas 
relacionadas con la reelección i nmedia
ta fueron aprobadas con u na apretada 
mayoría de votos. Pero u na vez enviado 
el  paquete de reformas aprobada s  en 
Consulta Popu l ar para su apl icación en 
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el Congreso, se reactivó el debate que 
l levara al i nmovi l i smo legislativo pocos 
meses atrás: permit ir  o no permitir l a  
reelecCión inmediata de l o s  diputados 
independientes. Después de varias se
manas de i ntensa negociación, el PSC 
consol idó u na mayoría formada por la 
DP, el APRE y los d iputados i ndepen
d ientes (identificados también como 
"Grupo de Trabajo"), para aprobar l a  
reelección i nmediata d e  d iputados, a l 
caldes y prefectos ( incluyendo l a  parti
cipación de los i ndependientes), en la 
madrugada del 29 de d iciembre de 
1 994 1 4• 

E l  Partido Roldosista Ecuatoriano 
(PRE) se opuso a esta reforma pues que
ría evitar (en vano) que el  entonces a l 
ca lde d e  Guayaqui l  (y e x  presidente d e  
la República) buscara su reelección a l  
gobierno de la ciudad, q u e  era u n  espa
cio también codiciado por el  PRE 1 5 .  

E n  l a  repetición está e l  gusto: l a  reelec
ción después de 1 996 

N o  se puede extraer el efecto neto 
que tuvo la adopción de l a  reelección 
inmediata en 1 994, s in  comentar el  
efecto combinado que produjeron otras 
reformas simultáneas. Como se exp l i có 
en la sección anterior, j unto a la reelec
ción inmediata se adoptó también la fi
gura de los candidatos i ndependientes 
en 1 994. Adic ionalmente, y en respues
ta a la crisis política que causó la desti-

14 Diario Hoy, Quito, 30 de d iciembre de 1 994. 

1 5  Tras un  par de accidentadas administraciones del PRE en Guayaqui l ,  la a lcaldfa de la  ciu
dad más grande del Ecuador ha  estado in interrumpidamente en manos del PSC desde 
1 992. 
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tución del presidente Bucaram en 1 997, 
Ecuador adoptó u na serie de reformas 
constitucionales que fueron aprobadas 
por u na Asamblea Nacional en 1 998. La 
Asamblea modificó la regla de elección 
de diputados, el iminando el s istema de 
l i stas cerradas y adoptando un sistema 
de e lección abierta y personal izada; se 
suprimieron además las elecciones in
termedias, y se incrementó el nú mero 

de d iputados. Para efectos del anál isis 
cuantitativo, se consideran entonces los 
diputados que fueron electos bajo la re

gla de reelección inmediata, es decir, 
desde 1 996. La u nidad de anál is is  es e l  
número de reelecciones de cada diputa
do, para obtener un total de 89 casosló. 
La gráfica 2 i lustra las tasas de reelec
ción antes y después de la reforma. 

Gráfica 2 
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Fuente: e l  autor con base en datos proporcíonados por el Tribunal Supremo Electoral .  

En términos genera les, la  reelección 
legislativa casi se tripl icó después de 
1 996. Dura nte el  período 1 979- 1 996, la 
tasa promedio de reelección legislativa 
fue de 1 3.82%, en tanto el porcentaje 
agregado de d iputados reelectos al me
nos una vez entre i 996 y 1UU3 iue de 
4 1 .87%. Consecuentemente, la propor
ción de d iputados "amateurs" (aquel los 

que l legaron al Congreso por primera 
vez) cayó del 86.2% antes de la refor
ma, a 58. 1 %  después. Dos de los tres 
d iputados electos en 1 998 por quinta 
vez a l  Congreso vinieron del PSC (Luis  
Hu mberto Delgado y Simón Bustaman
te Vera) y uno dei f'Kt !Marco f'roano 
Maya). 

16 Si un diputado ha sido e ledo en 1 994, en 1 99b, y en 1 998, entonces se cuenta como dos 
casos de reelección: una vez en 1 996 y otra en 1 998. 



La conexión electoral 

Como se advirtió a nteriormente, la 
Asambl�a Nacional reunida en 1 998 
operó importantes modificaciones a la 
Constitución Política: se el iminaron las 
elecciones i ntermedias ( igualando la  
duración del  mandato de diputados na
cionales y provinciales a 4 años), se dis
minuyó la base poblacional  para elevar 
a 1 01 el número de d iputados provin
cia les y a 20 los d iputados nacionales y 
se convocó a elecciones generales para 
ese año. Entonces la polémica g i ró en 
torno al futuro de los 1 2  d iputados na
donal<•s que fueron electos en 1 996 pa
ra un período de 4 años (hasta el año 
2000) y que ahora serían "forzados" a 
dejar sus cargos. Un grupo de los afec
tados presentó una demanda contra e l  
Tribunal Constitucional para conservar 
sus curu les, pero perdieron el  caso y tu
vieron que abandonar sus cargos. De 
los 1 2  d iputados nacionales anteriores, 
solamente 2 fueron reelectos como na
cionales y otros 2 fueron reelectos por 
su provincia de origen. Otro efecto de la 
reforma de 1 998 fue el incremento de 
82 diputados (vigentes hasta e l  período 
1 996-1 998) a 1 2 1 (1 01 provinciales y 
20 nacionales) a partir de 1 998. Este au
mento del 47.6% en el  tamaño del con-

ANÁLISIS 263 

greso es tomado en cuenta para ponde
rar las tasas de reelección después de 
1 9981 7. Mientras en la elección de 
1 996, 28% de diputados fueron inme
diatamente reelectos, en la elección del 
congreso de 1 998, 22  d iputados consi
guieron su reelección inmediata, es de
cir, un 27. 1 %  del nuevo congreso (ver 
Tabla 2) 18. 

Si anal izamos las frecuencias de ree
lección por distrito electoral ,  se descu
bre que el 73.03% de los casos (65 de 
89) se reel igieron por su misma provin
cia o distrito nacional (ver Tabla 3). De 
e l los, en 1 1  casos se reel igieron por la  
provincia del  G uayas, 9 por la d iputa
ción nacional ,  y le siguen las provincias 
de Pichincha, Loja y Tvngurahva con 4 
casos de reelección cada una. Si bien 
las tasas de reelección inmediata son to
davía moderadas, solo en la provincia 
del Guayas se puede hablar de una ma
yor conexión electoral entre votantes y 
el PSC, el cual controla el gobierno de 
la provincia, el gobierno de la ciudad y 
la mayor parte de representantes de la 
provincia en el Congreso en los ú ltimos 
diez años. Esta fuerte presencia ha forta
lecido el papel del PSC como un  actor 
regional pero con poca penetración en 
d istritos de la región andina (Pachano 
2002). 

1 7 Para controlar el aumento en el número total de diputados, de 82 a 1 2 1 ,  las tasas de ree
lección deben ser ponderadas por este incremento. Por ejemplo, si todos los diputados de 
1 996 se hubiesen reelecto en 1 998, la tasa de reelección seria del 67.8%. Entonces, hay 
que multiplicar por un factor de 1 .476 para estandarizar la  diferencia de escaños. 

1 8  Comparado con el Congreso de 1 2 1  diputados, este porcentaje sería de 1 8.3%. 
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Tabla 2 

Porcentajes de Reelección Legislativa Inmediata (1 996-2003) 

Número de Tasas de Número de Tasas d� 1 Reelección 

reelecciones Reelección reelecciones reelección , Ponderada• 

(1996 - 1 996) (1996 - 1 998) (1 996 - 2003) (1 998 - 2003) 

Total de dipulados 

electos 82 1 00,00% 

electos 1 vez 42 5 1 ,2% 

Diputados reelectos 40 48,7% 

electos 2 vece5 28 ]4, l t%¡ 
electos 3 veces 7 8,5% 
electos 4 veces 5 6, 1 % 
electos 5 veces 

inmedialamente 

reelectos 23 28,0% 

• Reelección ponderada: multipl icada por factor 1 .467 

Reelección y coherencia partidaria 

El anál isis de la reelección legislati
va por partido muestra un significativo 
aumento del n'úmero de diputados que 
se reel igieron auspiciados por el mismo 
partido después de 1 996 (77.5%), com
parado con el porcentaje de reelección 
similar entre 1 979-1 994 (69.5%). Este 
incremento parece reflejar una mayor 
preponderancia de las organizaciones 
políticas para influir sobre l as carreras 
legislativas de sus miembros. Dicho ha
l lazgo resulta especialmente sign ificati
vo porque se produce dentro de un pe
ríodo en que se debi l itaron las prerroga
tivas de los partidos políticos sobre sus 
miembros, al  permiti rse la elección por 

1 1 1  1 00,00% 

76 62,8íf0 

45 37,2% 54,6% 

22 1 8,2f}1o 2ó, 7'Yo 1 1 1 7  1 4,0'}h 20,6% 1 3 2,5°/o J,b'Yo 
J 2,5% J,b'Yo 

22 1 8,3% 1 27, 1 °/o 

l i stas abiertas y la participación de can
d idatos independientes. 

Recuérdese que en la elección legis
lativa de 1 998, se apl icó una fórmula 
electoral de voto abierto y personal iza
do, por el cual los ciudadanos podían 
escoger a sus candidatos "de l istas de 
partidos o entre l istas", pudiendo rom
per el  orden de l ista impuesto por el l i 
derazgo de partido. Los electores tienen 
tantos votos como asientos hay por asig
nar. Este pecu l iar sistema de e lección se 
diferencia del panachagel 9 en que no 
hay un criterio de asignación del parti
do sino que los escaños se asignan a los 
candidatos mas votados por distrito20. 
En principio, se pensó que este sistema 
reforzaría los incentivos de los candida-

1 9  El panachage consiste en que a cada votante se le dan tantos votos como hay asientos en 
un d istrito, y se le permite distribuir estos votos entre dos o más partidos, ya sea de mane
ra equitativa o preferencial. 

20 Agradezco a Matthew Shugart por hacer esta importante distinción. Conversación perso· 
nal, Abril de 2000. 
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tos para buscar cl ientelas personales, 
pero la elección mostró la tendencia de 
los votantes a respetar el  orden en que 
los cand idatos que aparecieron en la l is
ta (Pachano 1 998). La evidencia sugiere 
que los partidos ecuatorianos todavía 
conservan un papel importante como 
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agentes de reelección y promoción de 
carreras políticas. De hecho, de los 1 8 
casos en que los diputados consiguieron 
la reelección bajo otra etiqueta partida
ria, la mayor parte de el los lo h icieron 
migrando hacia los partidos legis lativos 
más fuertes (DP y PSC). 

Tabla 3 
Porcentajes de reelección legislativa bajo la regla de reelección inmediata. 

Reelección por Provincia y por Partido (1 996-2003) 

Reelección por provincia Reelección por partido 

Provincia Número Porcentaje Partido Número Porcentaje 

Misma provincia/distrito 65 73.0% Mismo partido 69 77.5% 
Guaya; 1 1  1 2.4% PSC 30 33.7% 
Nacional 9 1 0. 1 %  PRE 1 9  2 1 .3% 
Pichincha, Tungurahua, 
loja 4 1 3.5% DP 9 1 0 . 1 %  
Esmeraldas, Manabí, 
los Ríos. El Oro, 
Sucumbías, Galápagos 3 20.2% ID 5 5.6% 
Cambios de provincia 24 27.0% Otros partidos 6 6.7% 
Otras provincias 6 6.7% 
Nacional-provincial 6 6.7% Cambios de 20 22.5% 

partido 
Provincial-nacional 1 2  1 3 .5% 
Total 89 1 00.0% Total 89 100.0% 

Partidos- PSC: Partido Social Cristiano, PRE: Partido Roldosista Ecuatoriano, DP: Democracia Popular, ID: 
Izquierda Democrática, Otros: Movimiento Popular Democrático, Partido Conservador Ecuatoriano, frente 
Radical Alfarista, Concentración de fuerzas Populares. 
Otras provincias- Carchi, lmbabura, Chimborazo, Cañar, Morona Santiago, Cotopaxi, Azuay, Napo, Bolívar, 

Zamora Chinchipe. 

El Partido Social Cristiano, principa l  
promotor de  la reelección inmediata, 
aparece también como el princ ipal be
neficiario de la reforma. De los 89 casos 
de reelección después de 1 996, 30 de 
el los lo h icieron por el PSC, es deci r  
más d e  le tercera parte del total (33 .7%). 
Esta cifra señala además, la intención 
del PSC de adoptar una nueva estrategia 

legislativa basada en la promoción de 
sus m iembros más antiguos y d isciplina
dos: de hecho, el 60% de los 55 diputa
dos que colocó el PSC en el Congreso a 
partir de 1 996, fueron producto de una 
reelección. Esta consistencia se reflejó 
también en la coherencia y d iscipl ina 
legislativa de este partido durante la pri
mera parte de la legis latura 1 998-
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200321 .  la estrategia del PSC fue en 
parte repl icada por el Partido Roldosista 
Ecuatoriano que colocó 1 9  de los 89 ca
sos de reelección (2 1 .35%). En cuanto 
la tasa de reelección interna del partido, 
el PRE ha auspic iado la continuidad del 
44% de los 43 d iputados que ha coloca
do en el Congreso desde 1 996. Partidos 
como la ID o la DP fueron menos exito
sos auspiciando la reelección de sus 
miembros. 

Es prematuro pronosticar los efectos 
de l a  reelección legislativa en un con
texto de permanente cambio institucio
nal. Sin embargo, el caso del PSC en 
Guayas i lustra cómo un partido puede 
usar el incentivo de la reelección entre 
sus miembros a fin de asegurar una ma
yor disciplina de sus cuadros y aumen
tar su i mpacto legislativo para la promo
ción d� su propia ag€'ntl21 rt<> politk:as 
públicas. 

Reelección y actividad legislativa 

En el anál isis de carreras legislativas 
al interior del Congreso es i nteresante 
notar que en 1 2  de los 89 casos de ree
lección ( 1 3.85%), los d iputados pasaron 
de ser representantes provinciales a di
putados nacionales, en tanto que solo 6 
(6.7%) han optado por la ruta inversa, 
de diputados nacionales a provinda
les22. Los primeros casos son especial-

mente i mportantes porque significan un 
"ascenso" dentro de la jerarquía de los 
partidos. En promedio, los d iputados 
nacionales genera lmente necesitan de 
mayor número de votos para ser electos, 
contribuyen y reciben una mayor pro
porción de los gastos de campaña. Por 
la misma razón, han ten ido un mayor 
acceso a presidencias de comisiones, 
d isponib i lidad de staff y otras prerroga
tivas en el Congreso. Las reelecciones 
como diputados nac iona les (9 casos) 
son un buen ind icador de antigüedad y 
prestigio de los diputados dentro de la 
jerarquía de part ido. 

Si bien se han levantado las restric
ciones para la reelecc ión inmediata de 
los legisladores, se han operado otras 
reformas que l imitan a los d iputados la 
posibil idad de desarrol lar relaciones 
m!i" tlirect<!S y r l ir>nt<>l:>r<><: con 5'15 h¡:¡�s 
de electores. En 1 994 por ejemplo, se 
el iminó la posibi l idad de que los dipu
tados pud ieran aprobar el Presupuesto 
del Estado por partidas presupuestarias 
sino solamente por sectores de gasto. 
Dicha reforma ha l im itado la capacidad 
de los di putados para gestionar partidas 
de gasto en favor de sus distritos y repar
tir patronazgo entre sus c l ientelas loca
les. A pesar de ello, a lgunos d iputados 
han encontrado maneras extra legales 
para tramitar y conceder contratos a 
particulares y gestionar recursos para 

2 i úurame ia eiección dei i'res1dente dei Longreso en ei "'''u 2000, el PSC sufrió una ruptu
ra interna a l  no lograr el consenso necesario para elegir a Xavier Neira, e l  candidato ofi
cialmente respaldado por los líderes del partido. A pesar del confl icto interno, el partido 
sufrió la desafi liación de cuatro diputados, quienes continuaron votando con el PSC en vo
taciones sucesivas. 

22 Desafortunadamente, no existe suficiente información para ofrecer un análisis completo de 
las carreras polrticas más allá de la arena legislativa. 



sus distritos. La poca d isponibi l idad de 
recursos ha l levado a algunos legislado
res a continuar con su carrera poihka 
en una arena más rentable o política
mente más visible como el  gobierno lo
cal. Un asistente legislativo que pidió 
anonimato citaba e l  eíemplo de un in
fluyente diputado del  PRE quien decidió 
dejar la d iputación provincial en mayo 
2000 para participar y ganar la elección 
del gobierno provincial (prefectura) de 
Los Ríos, "porq ue una prefectura mane
ja mucho más dinero que una diputa
ción"23. 

Conclusiones 

Con la adopción de la reelección in
mcdi�t�, e! sistema poHt!co ccuJtorí.:lno 
ha dado un paso significativo hacia la 
profesionalización de sus cuadros y el 
desarrollo de un vínculo más claro de 
rendición de cuentas entre gobernantes 
y gobernados. Si bien el alcance total de 
d ichas reformas tiene que ser evaluado 
considerando e l  i mpacto s imultáneo de 
otras reformas y en función del tiempo 
transcurrido para que los actores politi
cos se adapten a las nuevas reglas de 
juego, se pueden adverti r  algunas ten
dencias prel i minares. 

En cuanto a la profesionalízación y 
continuidad de los diputados, la refor
ma constitucional de 1 994 contribuyó a 
tripl icar las tasas de reelección prome
dio de los d iputados, del 1 4% en el pe
ríodo 1 979-1 994, al 42% a partir de 
1 996. El derechista Partido Social Cris
tiano, principal promotor de d icha re
forma, fue también su mayor beneficia-

23 Entrevista, 20 de Junio de 2000. 
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río al consolidar su bastión e lectora l en 
la provincia del Guayas y otras provin 
das U!:! i a  Cu!>w. Ai in idar:.t: !::!Í l lut:vu 
período legislativo 1003-2007, el 26% 
de los d iputados fueron inmediatamen
te reelectos y otro 1 0% de diputados l le
garon al Congreso con a lguna experien
cia legislativa previa, incluyendo a los 
veteranos Wilfrído Lucero ( ID) con 5 
reelecciones, S imón Bustamante (PSC) y 
Marco Proaño Maya (PRE) con 6 reelec
ciones cada u no. La profesional ización 
del trabajo legislativo dependerá tam
bién del desarrol lo de una mayor capa
cidad técnica y humana que contribuya 
para la elaboración de politicas públi
cas. 

Queda por verse cuál es el efecto fu
turo J..;: la 1 td<::LLÍÓ1 1 it::�i:;lativa 30bre 
los incentivos de · los d iputados para de
sarrollar una conexión de responsab i l i 
dad con sus  e lectores o una relación de 
obediencia con los l íderes de sus · 

parti
dos. De acuerdo con la más reciente re
forma electoral, los candidatos a diputa
dos compiten en l i stas abiertas sin im
portar el orden de las 1 istas, pero los 
partidos polfticos suman los votos obte
n idos por sus candidatos para repartir 
escaños de acuerdo con una fórmula de 
representación proporcional (Mejía
Acosta 2001 ). S í  bien en principio la re
forma estuvo d irigida a establecer un 
voto personal izado al  margen de la  in
fluencia de los lideres de partido, l a  re
partición de escaños por cocientes pro
porcionales devuelve autoridad al  l ide
razgo partidista al vincular el éxito de 
los candidatos con el desempeño favo
rable de todo el partido. Adicionalmen-
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te, la aprobación de un "Código de �ti
ca" que castiga con la expulsión a los 
diputados que se desafilien de sus parti
dos, ha creado agentes polít icos ��esqui
zofrén icos", que dependen de sus elec
tores para l legar a l  congreso, pero de
penden de sus l íderes de partido para 
no sa l ir de al l í24• 

En el fluido contexto polltico ecua
toriano, la regla de reelección inmedia
ta puede contribuir al desarrollo de ca
rreras legislativas, la profesionalización 
de los diputados en el oficio de legislar, 
y el fortalecimiento de los vinculas de 
responsabi l idad entre electores y repre
sentantes. Contrario al temor de fosi liza
ción de la clase politica, la reelección 
inmediata ha devuelto a los electores la 
continua capacidad para ratificar o re
vocar a sus diputados el  mandato confe
rido en cada elección. 
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Estudios y Análisis 

LOS CAMPESINOS ARTESANOS 
EN LA SIERRA CENTRAL 

El caso de Tungurahua 

LOS 
CAM�JN9S t .MrfESANOS 
�.LA SJ}l:R]tA 

· CENTRAL; 

Luciano Martínez 

La h istoria de los productores rura
les está todavía por hacerse. Existen 
procesos llenos de iniciativas eco
nómicas y sociales innovadoras, 
que sorprenderán a más de un teó
rico acostumbrado a mirar la socie
dad a través de "modelos" y no de la 
práctica de los hombres reales. 

11 



La agencia 21 y las perspectivas 
ele cooperacl6n Norte-Sur 
Andreas Otto Brunold· 

Doce años después de la Conferencia de Rfo no se puede reconocer que la Agenda 2 1  haya 
generado impulsos concretos para una ecologización de las relaciones internacionales. Toda
vía son necesarias reformas sustancíales en el ámbito fiscal o en la po/frica de subvenciones. 
Por lo tanto no existe un sustento concreto para un cambio en favor de estilos de producción 
y de comumo ecológico socialmente adecuados. 

El principio del desarrollo sostenible 

1! 1 concepto desarro l lo sostenible 

.- fue mencionado pu1 primera 
- vez en dos conferencias interna

cionales en el  año de 1 968: en la  Bio
conferencia en París y en la Conferencia 
sobre Aspectos Ecológicos del Desarro
l lo  Internacional en Washington. 1 En es
tos encuentros se aclaró que en la plani
ficación de la  política de desarrol l o  los 
Estados deberían asumir responsab i l ida
des con respecto al medio ambiente.2 

En la 11World Conservation Strategy 

of the lnternational Union for the Con
servation of Nature", publ icada en el 
año 1 980, se destacó el  concepto del 
desarrol lo  sosten ib le y la dependencia 
global de la naturaleza y el  desarrol lo. 
E l  desarrol lo sosten ible fue definido co
mo la modificación de la biósfera y el 
uso de los recursos humanos, financie
ros vivos y no vivos para mejorar las ne
cesidades y la cal idad de vida de los se
res humanos, teniendo en cuenta facto
res sociales, ecológicos y económicos. 
La protección de la naturaleza no es po
sible s in que la cooperación para el de-

Andreas Otto Brunold es doctor en Ciencias Pollticas y profesor en la Universidad Peda
gógica en Ludwigsburg, Alemania 
Caldwell, lynton K., Political Aspects of Ecologically Sustainable Development, in: Envi
ronmental Conservation, Vol .  1 1  (4) 1 984, Pages 199-308. Barbier, Edward B., The Con
cept of Sustainable Economic Development, in: Environmental Conservation, Vol. 1 4  (1) 

1 987, Page 1 01. 

2 Schmitz, Angela, Desarrollo Sostenible: ,;Paradigma o fórmula de espadar, en: Messner, 
Dirk/Nuscheler, Franz (editores), Conferencias mundiales y reportajes del mundo. Un guía 
por la discusión internacional. Bonn 1 996. Pág. 1 05.  
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sarrol lo, se oriente a la reducción de la 
pobreza y la miseria de mi l lones de se
res humanos.3 

La dependencia cambiante entre 
protección del medio ambiente y funda
mentalmente del desarrol lo económico 
fue básicamente aceptada y se convirtió 
en la base para que la Organ ización de 
las Naciones U nidas creara la Comisión 
Mundial para el Medio Ambiente y el 
Desarrollo, la cua l emitió en el año de 
1 987 el informe Brundtland para el aná
l is is de las perspectivas futuras de la tie
rra, a partir del cual se popularizó el 
concepto del desarrol lo sostenible. So
bre esta base se acuñó también la defi
nición, según la cual "la human idad tie
ne la capacidad de generar un desarro
l lo sostenible y de asegurar que las ne
cesidades del presente sean satisfechas 
sin poner en riesgo la capacidad de las 
generaciones futuras, y no poder satisfa
cer sus propias necesidades".4 

Esta definic ión sentó la base para in
formes posteriores, como el I nforme del 
Desarrol lo Mundial del Banco Mundial 
del año 1 992.5 Sin embargo con la l imi 
tación de que, según esta posición, no 
todos los recursos naturales serían pro
tegidos, ya que según los enfoques eco
nómicos clásicos que sostienen que el 
capital conjunto es más importante, el 

déficit en ciertas áreas puede ser com
pensado mediante ganancias en otras 
áreas. 6 Según estas premisas el Banco 
Mundial sostiene que el crecimiento del 
bienestar, en conexión con una política 
ambiental racional, puede crear la base 
para enfrentar tanto los problemas del 
medio ambiente como los del desarro
l lo. Con el crecimiento de los ingresos 
aumentaría la demanda por la mejora 
de la ca l idad ambiental, y al mismo 
tiempo estarían dispon ibles gran canti
dad de recursos para la inversión en la 
cal idad del medio ambiente .7  Esto sign i
fica que el crecimiento es la prioridad, 
para poder generar gran cantidad de re
cursos financieros, con los cuales se 
compensarían los daños que e l  mismo 
desarrol lo económico hubiese provoca
do. Los daños ecológicos no se conside
ran consecuencia directa, sino que 'se 
consideran más bien según la estrategia 
de "fin de la chimenea" 

Por mucho tiempo y hasta ese en
tonces, "desarrol lo" fue considerado 
modern ización mediante crecimiento 
económico e industrialización. Por tal 
razón se usó como indicador más im
portante del desarrollo macroeconómi
co el ingreso per cápita. No obstante, 
este indicador no pudo demostrar una 
relación entre el crecimiento real del 

3 IUCN/U N EP/WWF, World Conservation Strategy, Living Resource Conservation for Sustai· 
nable Development, Gland 1 980. 

4 "Sustainable Development is deve lopment that meets the needs of the present without 
compromising the abil ity of future generations to meet their own needs", en: Hauff, Volker 
(editor), El futuro de nosotros. El reportaje del Brundtland de la comisión mundial para me
dio ambiente y desarrollo, Greven 1 987, Pág. 8, 46. 

5 Banco Mundial (editor), Reportaje del desarrol lo mundial. Desarrollo y medio ambiente, 
Washington 1 992. 

6 Banco Mundial (editor), ídem, Pág. 9.  
7 Banco Mundial (editor), fdem, Pág. 50. 



producto social y la cal idad de vida per
sonal .ll 

En este contexto la íncorporadón de 
la d i mensión social-humana y ecológi
ca en la  d i scusión se produjo lentamen
te. la primera d imensión fue tomada en 
considéración en el  Índice de Desarro
l lo Humano elaborado en 1 990 por la  
Organ ización de las  Naciones Un idas y 
que a part ir  de entonces ha sido modifi
cado en n umerosas ocasiones. Y Este do-
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cumento considera tres factores: espe
ranza de vida (calculada sobre la expec
tativa de a lcanzar los 85 anos}, educa
ción (a l fabetización de las personas 
adu ltas y grado de escolaridad) y n ivel 
de vida ( ingreso per cápita calculado 
por el poder adquisitivo real). 

E l  desarrollo puede esquematizarse 
como un triángulo en el que se integran 
indísoluhlemente tres componentes: e l  
social ,  e l  económico y ecológko.10 

Gráfico 1 
Objt>tlvos del desarrollo sosteniblt> 

Oesarullo Sottenible 

Equilibtio Ecológico 

/ �  
lusticia Social .,. ... ,.__ _____ --1,...,.. Bienestar económico 

Cobernabiliud Democrática 
Derechos Humanos y Participación Ciudaüna 
Resolución de conflictot mediante acuerdot 

8 Schmítz, Angt>la, ldem, Pág. 1 07 .  
9 United Naiions Development Programme (UNDP), Human Development Report, New 

York 1 995. 
10 Meyers, ReinhardJ\.Valdmann, Jorg, El concepto de u Desarrollo Sostenible". Su utilidad co

mo un concepto de gula por un futuro desarollo, en: En�lhard, Karl (editor), Medio am
biente y desarrollo sostenible. Una contribución al Agenda local 2 1 ,  Münster 1 998, Pág. 
291 .  
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Una opinión ampl iamente Pxtendi 
da e s  también que se trata d e  tres d i 
mensiones independientes que derivan 
de la  "capacidad de futu ro" como prin
c i pio fund;1mentaL 1 1  

Objetivos del desarrollo sostenible 

• Sostenibi l i dad ecológica es sinóni
mo de protecc ión de la natura leza, 
conservación del entorno natura l y 
de l a  diversidad ecológica.  La capa
cidad de regeneración del ecos iste
ma de la tierra no debe ser sobreex
plotada. 

• Sostenibi l idad soc i a l  es s inón i mo de 
protección soc i a l .  Esta se relaciona 
con el  comportam iento ind i vidual,  
las estructuras y sistemas soci a les. E l  
objetivo es la  conservación de la ca
pacidad de funcionamiento de l a  so
ciedad. 

• Sosten ibi l idad económ i ca significa 
planiíicación a largo pl azo en lugar 
de plan iíícación a corto p l azo en re
ladón con eíiciencia y productivi
dad. Los recursos no deben ser des
truidos s ino sustitu idos, para ser 
puestos a la  d isposición de las futu
ras generaciones, en favor de su pro
pio bienestar. 

Hacia la ejecución del principio de de· 
sarrollo sostenible 

La d('termi ni!ción dc>l l ími te de uso 
de lm recursos natura les y de las reglas 
d<:> gest ión necesarias para el futuro de
sarro l lo sostenible no se originan sola
mc�nte en las leyes n;¡turales y en la in
vest igac ión dentHica de las c iencias n¡l
tura les. Estos factores se gestan más bien 
en un proceso político social d<.· bús-
queda de objetivo�, en el cua l  el equ i l i 
brio económico costo/lwnefíc io, l a s  va
loraciones ét i co--mora les, el c•qu i l ibrío 
soc i a l ,  las reílexíones sobre los r iesgos, 
los i ntere�es de grupos y PI poder j uq�an 
un papel 1 mport;mte . 

Para concretar el princ ipio dt•l desa
rro l lo so5tenibk• se pueden formular rP
gla� generales de uso y gestión, qm• 
con�1deren los objet i vos tk• reducción 
en una vis ión de parámetros g lobak,s. 1 1  

Principios del desarrollo sostenible 

1 .  La tasa de aprovechamiento y uso 
d1.• los recursos naturak•s renovables 
no debe ser mayor que la tasa de r<•
cónstrucción y regenera c ión de los 
m ismos (Ley de conservación de la  
capacidad de rend i miPnto eco i(Jg i 
co). 

1 1  Reisch, Lucía A./Scherhorn, Cerhard, ¿Cómo serían estilos de vida sostenibles? En busca 
de un consumo ético. Sosteníbil ídad, estilos de vida, y actitudes consumistas, en: Central 
estatal de Baden-Wümemberg por la educación pol ítica (editora), El ciudadano en el esta
do. Desarrollo Sostenible, Sruttgart 1 998, Pág. 93, 

1 2  Mohr, Hans, ¡Cuánto mundo necesita el ser humano? Investigaciones sobre la capacidad 
global y regiona l , en: Kastenholz, Hans G./Erdmann, Kari-HeinzM'olff, Manfred (editores), 
Desarrollo Sostenible .. Perspedivas de futuro para ser humano y medio ambiente, Berlrn
/Heidetberg 1 996, pp. 45-60. 



2. La l i beración o emisión de materi d 
les da ñ i nos debe orientarse a l a  r<� 
sistenc ia de los elementos naturales 
y no debe ser mayor que la  capac i 
dad de asimi lac ión del med io am 
biente. Esto es especia lmente impor
tante teniendo en cut!nta las l i m ita 

ciones del s istema ecológ ico . 
] .  Lo� recursos natura les d(�ben ser 

aprovechados sol amente en la  me
dida que sea posiblt� sustitui rlos fís i 
ca y funcionalmente en el equ ivd 

lente a su valor y en su neci� iento 
('rl ei  tiempo. 

4. E l  t oempo de la in tervención del ser 
h umano en e l  med io ambiente debe 
ser equ i va lente al tiempo de reac 
c ión y la capacidad de adaptación 
que existe en los procesos n¡¡turales 
del medio ambiente. 

En el  .1borda je de las posibi l idades 
que derivan de los principios anterior
mente señ a l ados su rge l <1 cuestión sobre 
cu;íl es el l ím ite para evitar el deter ioro 
futuro del sistema ecológ iLo. Es cuestio
nable si el bienest ar  se puede asegurar o 
i ncremPntar  a t r,JVés de la innovación o 
si se deben l levar a cabo restricciones 
de carácter ob l igator io en el (�st i lo de v i 
da de las personas. 

La pri mera posición es defendida por 
los representantes de una revolución de 
l a  eficiencia, que opinan qw: la� pres io

nes al medio ambiente pueden medirse y 
l imitarse a una unidad determinada aso
ciada a l  producto socia l ,  por ejemp lo: el 
uso de espac ios en relación con l a  crea -
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cíón de puestos de trabajo. La segunda 
posición se oriC'ntil a una revolución de 
suficienci a ,  que pretende reducir el pro
ducto socia l  r)('r cápita mediante la res
tricción del consumo de bienes y servi 
cios. En ambas posturas se visua l izan los 
potenc ia les de cambio más importantes 
para los países desarrol lados. 

Un punto de v ista esen c i a l  incluye 
conj untamente há bitos y neces idades 
de consumo, espec ia l mente en los pa í

ses indust r i a l izados de occidente. A tra
vés de i mperativo� categóricos de uso, 
que considera n la capa c idad de asim i l a 
c i ó n  d e l  med io ambiente, debe ser i nte
grada en la  teor ía económica una con
cepción de crec im ien to crítico. 

Campos estratégicos de acción 

Como requi� i lo i nd ispensab le para 
la  apl icación de las reg l as de gest ión en 
la  conservación del patrimonio natural ,  
de su operativizac ión y eva luación, se 
requieren medidas in novativas, eficien
tes y por ende menos costosas, que 
muestren tres campo� estratégicos de 
acción de u n  desarro l lo con potenc ia l a 
futuro. Estos i nvolucran una : 1 1 

• Revo l ución de la efi c ien c ia , hacia 
consumir  menos recursos por uni
dad del  producto interno bruto PIB, 
a través de innovac iones tecnológi
cas y n uevas formas de orga n iza
ción.  Esto imp l ica una ruptura entre 
creci m iento económico y consumo 
a mbiental como parte de una eco-

1 3  Kurz, Rudi ,  De la economía de mercado social a la economía de mercado eco-social .  El 
desarrol lo sostenible como desafío de la sociedad y la  economía, en: Central estatal de Ba
den-Württemberg por la educación po l ítica (editora), El ciudadano en el estado. Desarro
l lo Sostenible, Stuttgart 1 998, Pág. 67. 
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nomía social-ecológica de mercado. 
• Revolución de la suficiencia, que 

impl icó menos productos y servicios 
per cápita con el mismo n ivel de 
bienestar, mediante forma� de satis
facción de necesidades que impl i
quen menos consumo de materiales 
y de energía i ntfi'nsiva. Esta eo;trate
gia pretende en primera instancia u n  
cambio d e  los esti los d e  vida y de 
consumo y, además, un cambio de 
valores, en los cuales E!l bienestar 
material  pierde importancia frente al 
bienestar inmaterial. 

• Política demográfica sosten ible, que 
comprende una reducción de la po
hlarión munrlial, e<;¡wrialmPntP una 
reducción de l a  tasa de natalidad. 

Una política de sostenibí l ídad debe 
tomar en consideración y apoyar los tres 
aspectos arriba i ndicados. S in  embargo, 

a corto y largo plazo parece ser más im
portante, por lo menos para los países 
i ndustri,l l izados, una revolución de la  
efic1enda, puesto que los estilos de vida 
y e l  desarrol lo de la población sólo se 
pueden cambiar de forma _lenta y gra
duaL Además la estrategia de suficiencia 
asociada a una declar.�e ión de renuncia 
es menos atractiva y aceptable para el 
discurso de la sosten ibi l ídad social. 

La ejecución del desarrollo sostenible 

Es evidente que a causa del volu
men crec ícnll:' de los problemas am
bientales la� soluciones a los mismos 
deben l i garse a dcc:ísione� eslatale� de 
lJs cua!c� se dem,1ndan imputsos ma·· 
croeconómicos para una gt•st ión ecoló
gica a nivel nacional. Estos se describen 
como una modcrniLadón o más bien 
como un cambio de estructuras �cológi
cas. 1 4 

Gráfico 1 
Estrategias de ejecución del desarrollo sostenible 

Oesatrollo sostenible: Estrategias de ejecución 

Cambios en la• estructuras existentes: 

diseño adecu.¡do al amhiente de los pt<Kesm de producción 
existentes mediante innovadón y ¡¡e>I Íón eficiente 

1 Modernización ecológic� 
�//1' � 

r-�-am�bi;-;.-o-:de:--es-:t:-ru-ct-=-ur-a"'s'-1 �"'c"'-am-':-bi,-o-es-tr_u_ct_u_ra-.,1-de,-, 
ecológica ..,.. ,.. hábito& tcológicm. 

Cambio 00 las estroctutas ex:í�nles 
fJésctmtra:lizadón de las e-strut:'tura!' 
do producoóo. consumo y poder, 

Dt!símoHo de t'Stilo� df, \'ida ah�;�rnati\>OS 
en los pal�s industtialiudos.. 
Redun ión del sohr<•d••sarrollo y el 
�ubdes.JtrOI'o cx1rem11 

1 4  Müller-Christ, Georg, Pensamientos sobre al contenido para una definición de sostenibili
dad, en: (lo mismo editor), SostenibiHdad por una participación, Sternenfels 1 996, pp. 1 5-
1 7. 



Partiendo del principio de que las 
demandas del medio ambiente y del de
sarrollo son frágiles, pero también ma
nejables, la modernización ecológica 
intenta lograr s in cambios estructurales, 
d iseñar, mediante la i nnovación tecno
lógica. los procesos de producción exis
tentes en forma adecuada al medio am
biente. De la misma manera intenta 
ahorrar recursos, a través del incremen
to de la eficiencia, sustitución y recicla
je, con e l  f in de a lcanzar un crecimien
to económico independiente del nivel 
del consumo de recursos. 

Opuesta a la modernización ecoló
gica, la teoría del cambio estructural 
ecológico cuestiona el concepto de de
sarrollo y progreso, en cuanto a que es
tá li�ada al crecimiento económico evo
luciona como crítica fundamental del 
mismo. Esta teoría se apoya en el hecho 
que el crecimiento a lcanzado hasta 
ahora en los países industrial izados no 
ha traído en l a  mayoría de los casos n in
guna ventaja para los  países del tercer 
mundo. Además un crec imiento perma
nente en el espacio l imitado del planeta 
no es real izable. 
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La Conferencia de Río (UNCED) y la 
Agenda 21 

En la Conferencia de las Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente y el De
sarrollo, l levada a cabo en Río de Janei
ro en el año de 1 992, la comunidad de 
Estados del Mundo se comprometió con 
un modelo permanente de desarrollo 
sostenible. 

la Agenda 2 1  constituye el progra
ma central de acción para la política 
ambiental y del desarrol lo de la UN
CEO. En la misma fueron trazados por 
los Gobiernos los objetivos básicos para 
un desarrollo sostenible y los l ineamien
tos concretos para las áreas fundamen
tales. la Agenda 2 1  es la expresión de 
un consenso globa l, su ejecución exito
sa es en primera instancia tarea de los 
Gobiernos y por ende de los Estados na
cionales. 

En general representa un t ipo de Ca
tálogo de Obligaciones para el siglo 
XXI, sin embargo es "un instrumento dé
bi l  partiendo del pri ncipio de la espe
ranza", no obstante está bajo la presión 
de una legitimación pública. 

la dimensión de conteni dos se pue
de visualizar desde sus contradicciones 
internas como un cuadrado mágico:1 5  

1 5  Fiedler, Klaus, Sobre l a  realización de l a  Agenda 2 1  e n  los estados y municipios, en: tCLEI
/Kuhn, Steran/Suchy, Gottfried/Zimmermann, Monika (editores), Agenda Local 2 1 ,  Alema
nia. Estrategias comunales para un desarrollo sostenible, Berlfn 1 998, Pág. 62. 
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Gráfico 3 

Cuadrado mágico 

Economia 

Seguridad social 

La Agenda 2 1  está compuesta por 
cuatro partes. La primera (Parte 1) abor
da la d imensión social y económica ba
jo el aspecto de la lucha contra la po
breza, l a  d inámica demográfica, la pro
tección de la salud y el desarro l lo soste
nible de los espacios. La Parte 11 trata los 
temas de orientación ecológica relacio
nados con la  protección de la  atmósfera 
terrestre, l a  l ucha contra la  deforesta
ción, l a  protección de la biodiversidad y 
el tratamiento adecuado de los dese
chos. La Parte 111 aborda el papel y l a  
participación d e  grupos importantes de 
la sociedad (municipios, empresarios, 
sindicatos, sector privado, ciencia y tec
nología). La Parte IV trata las condicio
nes macro para la  ejecución, en rela
ción con instrumentos financieros y or
gan izativos. 

El paradigma de "Un Mundo11 y la polí
tica internacional de desarrollo 

Con el fin del confl icto este -· oeste a 
fines de los años 80, la división el mun
do en tres partes (primer, segundo y ter-

Eco logia 

Cooperación internacional 
("Tercer Mundo") 

cer mundo) perdió sentido. La nueva di
visión en países industrial izados - países 
en desarrol lo (norte-sur/oeste) se carac
teriza por protundas disparidades so
cioeconómicas y también · ecológicas. 
En los años 50 y 60 aún estaba vigente 
el principio del desarrol lo repl icado, l la
mado "i!yurla para el rlesarro l lo". 11",.... <:P 
enfatizaba como aspecto central de las 
teorías de modernización en el  contex
to de la cooperación para el  desarrol lo. 
Según la teoría de la dependencia en los 
años 70 y 80 se desarrol ló bajo el con
cepto de desarrol lo sostenible un cam
bio de significado y un cambio de para
digma en la política de desarrol lo, que 
a lcanzó su punto máximo en la Confe
rencia de Río en 1 992. 16  

Sin embargo, l a  transferencia de ser
vicios de los países de los E stados de la 
OECD a los países del sur están descen
d iendo desde hace m ucho tiempo. 
Mientras que los países de la  OECD ha
bían acordado uti l izar por lo menos un  
0,7 por ciento de su producto interno 
bruto para una cooperación internacio
nal eficiente con los paises en desarro-

1 6  Nuscheler, Franz; El problema norte - sur, en: Central estatal federal para la educación po
l!tica (editor), Conocimientos básicos sobre la política, Bonn 1 993, Pág. 337. 



l lo, en Río de janeiro en el año 1 992 la 
asistencia oficial para e l  desarrollo en 
promedio para los Estados de la  OECD 
era de 0,3 3  por ciento del producto in
terno. Desde entonces este promedio ha 
descendido considerablemente. 1 7  

las diferencias socioeconómicas de 
los países del sur han aumentado por 
efectos de l a  global ización. E n  el plano 
regional ,  sin embargo, se pueden obser
var grandes diferencias en las tasas de 
crecimiento económico. De las inver
siones extranjeras directas toman prove
cho principa lmente los países en trans
formación, la mayoría en el sudeste 
asiático. 1 8 Actualmente la división entre 
ga nadores y perdedores a través del de
sarrollo económico mundia l se ha ace
lerado. En los l lamados países menos 
desarro l lados se ha consolidado la po
breza. En las últimas décadas, en pro
medio, el ingreso per cápita en estos 
países ha descendido como también su 
participación en el comercio mundial 
que se redujo a 0,4 por dento.1'oi 

En la actualidad el 20 por ciento de 
la población mundial, concentrada en 
los países industria lizados, consume el 
80 por ciento de la  energía y genera la 
misma proporción de emisiones tóxi-
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cas.20 "El  modelo Europa" y el "Ameri
can way of l ife" no pueden ser el ideal 
de vida para el 80 por cierito de la po
blación mundial del sur y el este. 

E l  desarrollo sostenible implica tam
bién la posibil idad de desarrollo econó
mico del sur. En el aspecto de la carga 
ecológica de la tierra, lo a nterior impli
ca una expansión de la globalización a 
los países del sur, con el consecuente 
aumento del consumo de energía y re
cursos. Una respuesta a l a  globalización 
económica sería por lo tanto la transfe
rencia norte sur de tecnologías eficien
tes y amigables para el medio ambiente. 
En este contexto las economías desarro
l ladas del norte deberían asumir la res
ponsabi lidad de poner estas tecnologías 
a la disposición de los países del sur y 
mPjnr;¡rl<'l'i rontínu;¡mpntP. Los objeti
vos ambientales y de política de desa
rrollo de la Agenda 2 1  exigen un flujo 
considerable de recursos financieros ha
cia los países en desarrollo, con los cua
les puedan cubrirse las medidas que los 
mismos deben ejecutar para enfrentar 
los problemas globales del medio am
biente y la aceleración del desarrollo 
sostenible. 

1 7  ietzlaff, Rainer, El desastre del Rio. Un balance de la Conferencia de Naciones Unidas so
bre el medio ambiente y el desarollo después de cinco años, en: Gegenwartskunde, Revis
ta para la sociedad, la economía la pol ítica y la formación, 46. Aniversario, Revista 3,  
Opladen 1 997, pp. 275-281 .  

1 8  United Nations Development Programme (UNDP), Human Development Report, New 
York 1 996. Asi supera la riqueza de los 358 multimillonarios del mundo los ingresos de 
los paises en que vive casi la midad de la población mundial. 

19 Nuscheler, Franz, libro de trabajo sobre polítíoa de desarollo, Bonn 1 996, Pág. 268. . 
20 Un Alemán consume tanta energla como 1 2  africanos, y en solo 40 años ha sido talado el 

50 por ieiento de la selva virgen. Además la movil idad de un coche por habitante, que pa
ra nosotros es normal, conduciría a una demaóda del automóvil diez veces mejor. 
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Una disposición al d iál ogo con los 
países del sur debería mostrar una serie 
de opciones sostenibles, que también 
sean relevantes para el  norte. E l  desarro
l lo en este sentido no debe percibirse 
necesariamente como una tarea exclusi
va del sur, sino también como u na opor
tunidad para el norte, puesto que medio 
ambiente y desarrol lo forman u na de
pendencia indisoluble. 

Tanto el  exceso de bienestar, los a l 
tos niveles de consumo y el desperdicio 
de los recursos naturales en el  norte co
mo e l  crecimiento poblacional en con
diciones de pobreza en el  sur y los erro
res económicos de los estados socia l is
tas del antiguo bloque oriental son las 
causas principales de la crisis global del 
medio ambiente y el desarro llo. Siendo 
la  pobreza causa y consecuencia de u na 
economía no sostenible, parece indis
pensable una reducción de las brechas 
del bienestar entre los países i ndustria l i 
zados y los países en desarro l lo a nive
les tolerables para el medio ambiente y 
mejorar las condiciones de vida de los 
seres humanos que viven en pobreza. 

Dado que esta problemática no pue
de encerrarse en las fronteras de los paí
ses, no debe considerarse subdesarrol la
dos solamente a los países pobres sino 
también a los países industrial izados. Lo 
que sucede en el sur de nuestro mundo 
influye en el norte y los pecados del 
norte no permanecen sin efecto en el  
sur. 

El potencial de riesgo global y sus 
efectos de cambio sobre los procesos de 
evol ución económica, soc ia l  y política 
se han convertido en un reto para la Co
munidad Internacional de Estados. En el  
pasado los r iesgos ambientales tuvieron 
por regla general un impacto regional, 

muchos de estos en la actual idad han 
adquirido un carácter global .  Por esta 
razón la superación de los riesgos del 
cambio g lobal debe focal izarse e n  lo 
posible en las causas i nd ividua les, esto 
significa ubicarlas según posibi l idades a 
nivel regional y loca l .  

La  Agenda demuestra ser poco úti l  
en lo referente al  desarro l lo de nuevas 
perspectivas de la política norte-sur. Las 
relaciones norte-sur están más inflúidas 
por el final del confl icto este-oeste y por 
l a  globalización que por la d iplomacia 
del desarrol lo y la  cooperación para el 
desarrol lo oficial  y privado. Las decisio
nes que definen el marco de relaciones 
norte-sur se toman hoy como antes por 
organ i smos como la Organización 
Mundial del Comercio (OMC), el Banco 
Mundial y el  Fondo Monetado Interna
ciona l .  

Doce años después de la Conferen
cia de �lo no se puede reconocer que la 
Agenda 2 1  haya generado impulsos 
concretos para una ecologización de las 
relaciones i nternacionales. Todavía son 
necesarias reformas sustancia les en el  
ámbito fiscal o e n  la política de subven
cíones, por lo tanto no existe un susten
to concreto para un cambio en favor de 
esti los de produccíón y de consumo 
ecológico socialmente adecuados. Esta 
situación corrobora más bien que las lí
neas de acción de la Agenda 2 1  perma
necen como apelaciones a la voluntad 
de quienes toman las decisiones pol ftí
cas y sociales. 
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PUBLICACION CAAP 

Diálogos 

REGIONALISMO Y DEMOCRAOA 
SOCIAL EN LOS ORIGENES DEL CFP 

Rafael Guerrero Burgos 

El contenido de la publicación, analiza 
al CFP histórico, como un partido pol
ítico que lucha por convertir el Estado 
liberal en un Estado social, planteándo
se al mismo tiempo la descentralización 
desde una versión regionalista. 

Región, descentralización, democracia, 
Estado social, temas claves en el actual 
contexto nacional, forman parte del es
tudio, que puede ser leido y problema
tizado desde varias preguntas, entre es
tas: ¿Cómo incorporar las demandas 
regionales de descentralización y an

tiestatismo en un proyecto político que excluya la democracia social? 
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